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Poder abrir las páginas de este libro conmemorativo de los “250 años del Colegio de Abo-

gados de A Coruña” es un gran honor para quien dio sus primeros pasos en el mundo del 

Derecho como colegiado y es hijo de un miembro, desde hace más de cincuenta años, del 

colegio. 

Hablar de la historia del Colegio de Abogados de A Coruña es hacerlo de la contribución 

que a lo largo de varias generaciones han realizado hombres, y afortunadamente en las 

últimas décadas también mujeres, a favor de la tutela de los derechos y las libertades de 

los ciudadanos. Una labor de defensa de los intereses legítimos de las personas y de bús-

queda en el ordenamiento jurídico de soluciones a los problemas reales de la vida. Vida de 

las personas pero también de la comunidad en la que se integran. En este sentido, quisiera 

subrayar la apuesta firme y destacada del colegio de A Coruña en la preservación y man-

tenimiento del Derecho civil propio de Galicia, una parte del ordenamiento que conforma 

nuestra identidad jurídica específica sobre el fondo compartido del derecho común.

En estos dos siglos y medio de vida, los miembros del colegio han encontrado en él apoyo 

y respaldo al ejercicio del noble y siempre difícil oficio de la abogacía, una profesión que 

cumple una función básica y esencial para el mantenimiento de una convivencia pacífica, 

así como para la prosperidad y el bienestar de la sociedad. El trabajo de los abogados 

va dirigido a estabilizar las expectativas de las personas en los comportamientos de los 

demás, a evitar la frustración de lo que se espera y a encontrar las soluciones satisfacto-

rias que restauren el equilibrio preexistente al conflicto. Los abogados son orfebres de la 

confianza. 

Este aniversario que se celebra ya bien entrado el siglo XXI no solo constituye un motivo 

de celebración de la trayectoria histórica del colegio. Es también una buena ocasión para 

poner en valor su presente como institución inmersa en el corazón de una ciudad abierta 

al mar y a las ideas, comprometida con los ciudadanos, con el buen hacer en la profesión y 

con Galicia.  Siempre hay horizontes que conquistar: el papel de los colegios en la sociedad 

de la comunicación o los retos de la abogacía en un mundo globalizado y las dificultades 

de convivencia entre lo transnacional y lo muy territorializado son sólo dos apuntes. Y, en 

Una mirada cargada de futuro

Por Francisco Caamaño Domínguez
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esa encrucijada es conveniente no olvidar que no hay modernidad sin tradición y que in-

corporar la digna herencia de nuestros mayores es la mejor forma de ganarnos el futuro. 

Este libro contiene una mirada iluminadora sobre el pasado de la institución colegial que 

no se agota en los datos, logros y personajes del ayer. Antes bien, es una mirada que, 

remedando al poeta, está cargada de futuro. El acervo acumulado a lo largo de genera-

ciones de abogados es el mejor capital para afrontar con éxito el porvenir. Esta obra es 

testimonio de lo hecho y afán de lo por hacer en defensa del Derecho y la Justicia de los 

que han tenido el honor y habrán de tenerlo en el futuro de ser miembros del Ilustre Cole-

gio de Abogados de A Coruña. Esta obra es la fuerza de un presente que se sabe vivo en 

la historia siempre inacabada de una ciudad, de un pueblo, y de quienes han decidido vivir 

defendiendo sus derechos individuales y colectivos. Es un Faro y Foro, ambos escritos con 

mayúscula.

Francisco Caamaño Domínguez es ministro de Justicia 

1
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No dudo que muchos decanos del colegio pensasen publicar, en algún momento, la histo-

ria de nuestra vieja institución y encargar a algún historiador investigar en los legajos, en 

los libros de las juntas de gobierno, en viejos expedientes y en toda la documentación que 

obra en nuestro archivo y  biblioteca. 

Mi antecesor, el decano y amigo César Torres Díaz, tomó la iniciativa de llevar a cabo 

esta tarea. Encomendó la labor de la necesaria investigación y redacción al historiador 

Santiago Daviña Sainz. Nos consta que Daviña empleó muchas horas leyendo, buscando y 

tomando notas en distintas bibliotecas, entre ellas la del colegio,  para plasmar en un libro 

la investigación que tanto le gustaba. Estaba entusiasmado con la historia de nuestra 

institución, pero una enfermedad y el cese del decano paralizaron los trabajos de investi-

gación y redacción durante años. 

Como miembro de la junta de gobierno del colegio, conocía lo que César y Santiago es-

taban cociendo y, al acceder al decanato, intenté que se siguieran los trabajos de nuestra 

historia y de la historia de grandes juristas que pasaron por la institución. En mis entre-

vistas con Santiago Daviña conseguí que reiniciara su gran labor a pesar de su delicado 

estado de salud. Me entregaba cada folio nuevo que redactaba, me llamaba y, a pesar de 

su enfermedad, me remitió una carta y su trabajo. 

Nuestro gran amigo Santiago Daviña Sainz falleció y creo que su último trabajo como 

gran investigador es la Historia del Ilustre Colegio Provincial de Abogados de A Coruña. Su 

obra no estaba completa, pero me dio instrucciones para terminarla. Y las seguí puntual-

mente. 

En la obra de Santiago faltaban biografías de decanos y de ilustres juristas que fueron co-

legiados; las relaciones nominales  de miembros de nuestra institución en sus  diferentes 

etapas; las prestaciones sociales del colegio y la historia de la Escuela de Práctica Jurídica 

“Decano Iglesias Corral”.

El trabajo que Daviña no pudo hacer, pero para el que nos dio su muy acertada orientación, 

lo llevamos a cabo varios colegiados con más entusiasmo que conocimientos. Empezamos 

La institución civil más antigua  
de Galicia

 Por Jesús Varela Fraga
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por recopilar las biografías de decanos y de grandes abogados que entraron en la historia 

de A Coruña, de Galicia y de España. Para ello utilizamos una publicación encargada por 

el colegio, en los años 50 del pasado siglo, al magistrado del Tribunal Supremo Manuel 

Taboada Roca. También obtuvimos información de un trabajo sobre parlamentarios de 

Galicia del que es autor, entro otros, nuestro amigo el presidente de la Real Academia Ga-

lega, Xosé R. Barreiro Fernández, con cuya generosa autorización contamos. Y por último, 

hemos bebido del diccionario de Couceiro Freijomil. Con todas estas fuentes, elaboramos 

unas breves referencias biográficas de nuestros viejos decanos y de grandes juristas que 

pertenecieron a nuestro colegio. No están todos. Y no lo están por falta de datos o por 

escasez de tiempo,  pero seguro que lo estarán en una segunda edición de esta obra.

 La historia de nuestra joven Escuela de Práctica Jurídica está redactada por su actual 

directora, nuestra compañera Digna Braña. Del antiguo montepío de abogados y de las 

actuales prestaciones sociales del colegio se ha encargado la colega de la junta directiva  

Mar Ramos Martínez. Gracias a las dos por su desinteresada y eficaz  colaboración.

En las próximas páginas,  reproducimos dos documentos capitales y de gran valor his-

tórico: la autorización del Marqués de Croix, de 17 de febrero de 1760, para que la junta 

de abogados pudiera constituirse en colegio, y una copia de nuestros primeros estatutos, 

aprobados por Real Cédula del Rey de España Carlos III, y cuyo ejemplar, encuadernado en 

piel, guardamos como oro en paño en las dependencias colegiales.

También nos pareció muy oportuno transcribir la conferencia pronunciada en el Colegio de 

Abogados de Málaga por nuestro decano, don Manuel Iglesias Corral, bajo el título “His-

toria de los Colegios de Abogados en España”, con ocasión de la celebración de su 200 

aniversario, y que recogieron nuestros compañeros andaluces en un libro editado para la 

ocasión. La conferencia de Iglesias Corral, que figura en la página web del colegio,  ya fue 

publicada en nuestra revista “Foro Gallego”. Sin duda, un gran trabajo de investigación de 

nuestro siempre admirado y recordado don Manuel.

Por otro lado, incluimos en estas páginas el discurso de ingreso en la Academia Galle-

ga de Jurisprudencia y Legislación del egregio coruñés Carlos Martínez-Barbeito y Morás 
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sobre “La Fundación del Ilustre Colegio de Abogados de A Coruña”, leído el 13 de agosto 

de 1974. En este caso, contamos con el oportuno permiso de la academia. En su trabajo, 

Martínez-Barbeito parte de 1760, sin ninguna referencia anterior a tal fecha.

Pero nuestro colegio tiene una antigüedad anterior a 1760. Como agrupación o congre-

gación de abogados, ya existía antes de la creación por los Reyes Católicos, en 1480, 

de la Real Audiencia de Galicia, por cierto, la primera de España. Así lo afirma Sánchez y 

Ventura Pascual en un trabajo premiado en Buenos Aires que cita Iglesias Corral. También 

tenemos constancia de la existencia de una congregación o agrupación de abogados en 

el altar de nuestra vieja Iglesia de Santiago en el que figura la balanza de la Justicia y 

una inscripción de la Real Audiencia de 1604.  Tales agrupaciones de abogados incluían 

a todos los miembros de la audiencia, como bien apunta Santiago Daviña.  Por su parte, 

Martínez-Barbeito sostiene que nuestro colegio es la institución civil más antigua de A Co-

2
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ruña, pero nosotros afirmamos que lo es de Galicia, con vida ininterrumpida desde antes 

de 1480. Si desde este año existe en A Coruña la Real Audiencia, con Fernando de Acuña 

como primer presidente, necesariamente tiene que haber abogados desde entonces en 

nuestra capital.

Con este libro rendimos un merecido homenaje a Santiago Daviña, a cuya su viuda e hijos  

agradecemos el desinteresado permiso para su publicación. Santiago era feliz buscando 

e investigando entre viejos papeles y legajos. Era  un historiador escrupuloso: nada decía 

o escribía sin apoyo documental. Fueron muchos sus trabajos pero es de justicia citar sus 

libros “Biografía y antología de Acuña”; “La Coruña: nuevos relatos sobre el cerco de 1589” 

y “La Coruña, protagonista de la Guerra de Cuba, 1895-1898: despedida y repatriación de 

soldados españoles”.

Tenemos la certeza que, allá donde esté, le gustará ver publicada su última obra, que con 

tanta ilusión escribió y que le ayudó a mitigar sus males. Gracias, Santiago, eres parte de 

la historia del colegio. Y ya en el terreno de los agradecimientos, tengo que decir que este 

libro no hubiera sido posible sin la participación activa y decidida de los compañeros de la 

junta de gobierno Antonio Platas Tasende, José Luis Gutiérrez Aranguren, María Luisa Tato 

Fouz, Roberto Rodríguez Martínez, Carmen Alarcón Prieto, Miguel Lorenzo Torres, Rosario 

Crespo Prieto, María del Mar Ramos Martínez, Miguel Orantes Canales y Augusto José 

Pérez-Cepeda Vila. Gracias a todos.

Como ya ha hemos escrito, esta historia de nuestro colegio está incompleta. Queda mu-

cho por hacer y por investigar. Serán otros compañeros quienes  completarán lo aquí reco-

gido. Nosotros no pudimos hacer más.  Gracias a todos los que nos ayudaron a convertir 

un sueño en una gozosa realidad. 

Jesús Varela Fraga es decano del Colegio de Abogados de A Coruña 
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Se publica por primera vez la “Historia del Ilustre Colegio Provincial de Abogados de A Co-

ruña”, una obra imprescindible para una institución que puede preciarse de ser histórica-

mente uno de los primeros colegios españoles y quizás la mas antigua Institución gallega 

subsistente en nuestros días. Se trata de un laborioso y bien documentado trabajo al que  

nuestro actual  decano ha sabido dar  feliz culminación, poniendo fin con ello a una incom-

prensible –y casi imperdonable- carencia.

 El decano me pide  unas líneas “coadyuvantes” para  la presentación de este gran  libro 

que para mí, como para todos los letrados coruñeses, se convertirá sin duda en una de 

las piezas más entrañables de nuestras librerías. Me lo pide tan imperativamente que no 

puedo resistirme, aun convencido del escaso peso de sus argumentos. 

 Es bien cierto que, durante mi mandato como decano, la junta de gobierno consideró 

necesario acometer esta obra y que, al cumplimentar sus acuerdos, me correspondió la 

inmensa fortuna de contactar con tan experto historiador como lo fue Santiago Daviña.  

Además del placer de  conocerlo y disfrutar de su amistad, tuve la suerte de vivir en directo 

sus primeros  hallazgos; pude  con  él recorrer los peripatéticos comienzos del la Audiencia 

del Reino de Galicia, hasta situar en el tiempo su ubicación definitiva en la ciudad de La 

Coruña y  contrastar así que nuestra existencia como corporación profesional   -con vesti-

dura de cofradía-  adicionaba más de dos siglos a los 250 años de existencia, oficialmente 

reconocidos desde  la aprobación de nuestros primeros estatutos en 1760.

 No puedo ocultar que en su día,  también me sentí reconfortado al  comprobar que al-

gunas de las contrariedades –pocas en número, pero singularmente preocupantes- que 

marcaron mis años de decano, no eran sino cuestiones recurrentes  que desde el siglo XV 

se vienen repitiendo a la menor ocasión.

 Pero nada más, de ahí no pasa mi intervención en los trabajos  de investigación y  en la 

recopilación de antecedentes  que  hoy se presentan  como “Historia del  Ilustre Colegio 

Provincial de Abogados de A Coruña”; colegio que ahora se nos muestra como una de las  

corporaciones  profesionales de las que se tienen noticias mas antiguas. Ni siquiera me 

atrevo a asegurar (como  lo hace el decano Varela guiado sin duda por la amistad) que la 

Una joya familiar de los abogados

Por César Torres Díaz
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paternidad de la idea me corresponda personalmente - el pensamiento es siempre singu-

lar, pero las ideas  surgen muchas veces del dialogo y, en todo caso,  nacen para ser com-

partidas- . Sólo puedo reiterar que la propuesta surgió en el seno de la junta de gobierno 

y también, por razones de justicia, debo proclamar que desde el primer momento fue vital 

para el proyecto la participación de Marcial Rico García, oficial mayor del colegio.

Mas lo verdaderamente decisivo a estos efectos es que,  interrumpido el trabajo por la 

desafortunada dolencia de Daviña, fue Jesús Varela – entonces ya decano - quien,  con 

dedicación paciente y con el talante entrañable que le caracteriza, pudo y supo adminis-

trar las ultimas aportaciones del autor. Bajo las indicaciones y líneas directrices trazadas 

por Daviña, el decano Varela - con indiscutible acierto - asumió, personalmente y en muy 

considerable parte, la culminación de la obra; encomendando otros trabajos a un selecto 

equipo de colaboradores.

Gracias al esfuerzo sacrificado y al rigor intelectual de todos ellos, podemos contar por 

primera vez con una completa y documentada historia del colegio. Tan esperada y tras-

cendente aportación cultural, merece sin duda el  reconocimiento general y  la gratitud de  

toda la sociedad; estoy seguro de que los coautores de esta magnifica obra los obtendrán 

con amplitud del mundo jurídico  y cultural gallego.  Pero si por fin me he decidido a  es-

cribir estas líneas -desoyendo manifiestamente el propósito con que me fueron encomen-

dadas - ha sido al solo efecto de hacerme portavoz de la abogacía coruñesa y, desde mi 

condición  de único exdecano  coruñes superviviente, agradecer al actual decano y a su 

junta de gobierno la recopilación y publicación de nuestra historia: un verdadero regalo 

que los colegiados  recibimos como una joya familiar; que hojearemos con singular devo-

ción y leeremos siempre con el interés y el cariño de aquello que nos es propio.

Para terminar permitidme –con ocasión de la historia  particular de nuestro colegio-  una 

breve consideración de proyección corporativa más amplia, sobre la insustituible  función  

que corresponde a los colegios de abogados (y a las instituciones surgidas de su seno), 

como últimos  garantes de la independencia del abogado. Independencia  que en otros 

estamentos tantas veces se muestra  oscurecida o en trance de desaparición, pese a pro-
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clamarse  como pieza esencial de la Justicia. 

En mis veinticinco años de servicios al colegio, (desarrollados por cierto en  muy distintas 

épocas y con diversas responsabilidades), he oído muchas veces diatribas –  de variable  

intensidad – sobre la “nula” utilidad  y los “escasos” servicios ofrecidos por la institución. 

Tampoco han faltado lamentaciones sobre la pobre participación de los abogados en la 

vida colegial. Yo espero que la lectura de estas páginas sirva para relativizar estas cues-

tiones, al  ponderar la distancia  que existe entre las necesidades de  aquella abogacía 

acomodada y clasista de mediados del siglo XVIII y la democratizada abogacía propia  

de nuestros días. Claro que nuestras necesidades son hoy muy superiores, como lo son 

también las prestaciones y las estructuras específicamente creadas para su atención; y 

tendrán que seguir perfeccionándose. Pero si valoramos nuestra independencia, debere-

mos ser cautos en la critica sistemática y global de nuestras genuinas corporaciones; 

tendremos que participar más activamente en el desarrollo de la vida colegial;  pero sobre 

todo, habrá  que reaccionar con energía  frente a cualquier intento de  aminorar o sustituir  

funciones de los colegios  que constituyen piezas esenciales e imprescindible  para una 

Justicia que se pueda entender verdaderamente independiente. Esta podría ser una gran 

aportación del nuevo libro.

César Torres Díaz fue decano del Colegio de Abogados de A Coruña en el período 1997/2004

3
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Introducción y agradecimientos

l establecimiento oficial del “Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Real 

Audiencia de la ciudad de La Coruña”, se llevó a cabo el día 1 de febrero del 

año de 1761, mediante la concesión de Cédula Real por don Carlos III.

Este dato histórico consta en el impreso titulado “Estatutos y Ordenanzas de 

el Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de la Ciudad de la 

Coruña, Reyno de Galicia, nuevamente establecido en el año de 1760. Con incor-

poración al Ilustre de Señores Abogados de la Villa y Corte de Madrid, aprobada 

por Real Cédula de Su Majestad, obedecida, y mandada guardar, y cumplir 

por los  Señores de el Real Acuerdo”.

De este impreso existen cuatro ejemplares en nuestra ciudad. Uno, conserva-

do en primoroso estuche de piel, se halla en el domicilio social del Ilustre Colegio Provin-

cial de Abogados de A Coruña; uno, en la biblioteca de la Real Academia Gallega1; uno, en 

el Archivo del Reino de Galicia2; y uno, en la biblioteca del Real Consulado3.  

En documento manuscrito se tiene referencia del establecimiento del colegio en el archivo 

de la Real e Insigne Colegiata de Santa María del Campo, en el libro de actas de su cabil-

do, correspondiente a los años de 1746 a 17624. 

De la fundación y establecimiento del colegio se ocuparon Carlos Martínez-Barbeito y 

Manuel Iglesias Corral. Carlos Martínez-Barbeito se refirió a este acontecimiento en el 

discurso leído el día 13 de agosto del año de 1974, en el transcurso de la solemne sesión 

de su ingreso como académico de número en la Academia Gallega de Jurisprudencia y 

Legislación. Manuel Iglesias Corral lo hizo en el Colegio de Abogados de Málaga, en el mes 

de octubre del año de 1976, mediante la conferencia allí pronunciada, cuyo título fue  “Por 

la Historia de los Colegio de Abogados de España”, posteriormente publicada en la revista 

“Foro”. 

El impreso reseñado, el libro de actas del cabildo de la Colegiata de A Coruña, el dis-

curso de Martínez-Barbeito y la conferencia de Iglesias Corral, se refieren, todos, exclu-

sivamente, al momento de la fundación del “Colegio de Señores Abogados de la Real 

E
1.- Signatura F. 421

2.- Fondo “Papeles de 
Cornide”, signatura 68

3.- Signatura: S3 F; 7 
-12; 222

4.- Caja 3.8, folios 369-
372
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Audiencia de La Coruña”.

Martínez-Barbeito era consciente de esa limitación, motivo por el cual terminaba su de-

tallado e ilustrado discurso diciendo: “Y con esto queda dicho cuanto hoy es posible saber 

de la fundación y primeros tiempos del Ilustre Colegio de Abogados de La Coruña. Sería 

de desear que alguien emprendiese en el archivo del colegio, y en otros establecimientos 

similares, las investigaciones conducentes a componer toda su historia desde los orígenes 

hasta el tiempo presente. Tienen ya publicada su historia los colegios de Madrid, Zaragoza 

y Sevilla. No parece que deba carecer de ella el de La Coruña. Los cimientos ya quedan 

puestos”.

Casi treinta años después de las anteriores palabras, he creído oportuno recoger la suge-

rencia de Martínez-Barbeito, y me he ocupado en continuar la Historia del colegio aña-

diendo, al ya conocido momento de su fundación, las averiguaciones correspondientes 

a sus orígenes remotos y a su evolución desde su fundación, en el año de 1761, hasta 

nuestros días.

Firme seguidor del positivismo histórico, no soy partidario en mis incursiones por la His-

toria, de tratar informaciones que no figuren en documentos ciertos, desechando siempre 

por ello, las posibles referencias a personas y hechos que no estén plasmadas en docu-

mentos auténticos. Esta obstinación por el positivismo histórico, que siempre valida lo que 

se investiga, puede, sin embargo, limitar la información que se transmite pero, a pesar de 

ello, soy un convencido de que vale más sacrificar la posible existencia de referencias no 

contrastadas en documentación cierta, y limitar los resultados a lo que se obtiene a través 

de la investigación rigurosa contenida en los documentos auténticos. Con esta filosofía de 

actuación, he trabajado para la composición de esta Historia del Ilustre Colegio Provincial 

de Abogados de A Coruña. 

Los documentos que referencian su fundación son suficientes y auténticos. Los que se 

refieren a sus posibles orígenes son, por contra, escasos, pero también auténticos. Los que 

recogen su evolución, siendo también ciertos, están a veces limitados por lagunas impo-

sibles de solucionar, lo que obligó a trabajar con esa cortapisa. Estos últimos pertenecen 

todos a documentos ciertos conservados en el archivo del Ilustre Colegio Provincial de 

Abogados de A Coruña.

Iniciado este trabajo bajo el decanato de César Torres Díaz estuvo, por motivos de falta de 

salud de su autor, paralizado durante un tiempo, hasta que el decano Jesús Varela Fraga, 

en 2006, conocedor de la existencia del mismo, impulsó su finalización, animándome con 

su gran entusiasmo e interés a su conclusión.

Mi agradecimiento a todos los que han hecho posible en el tiempo la existencia del Ilustre 
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Colegio Provincial de Abogados de A Coruña, a César Torres Díaz, que aceptando la idea 

de confeccionar esta Historia me facilitó la consulta del archivo del colegio, y a Jesús Va-

rela Fraga, que retomando el asunto de su confección y abriéndome también las puertas 

del colegio para la conclusión de mi investigación, ha conseguido motivarme a terminarlo.

Gracias también, y ello de una manera especial, por su enorme colaboración y por su inusi-

tado interés en la elaboración de la Historia del Ilustre Colegio Provincial de Abogados de 

A Coruña, a Marcial Rico García.

I Antecedentes

El abogado, profesional individual y asociado

Fue Manuel Iglesias Corral quien en la conferencia pronunciada en el Colegio de Abogados 

de Málaga, sentó la afirmación de que la historia de los Colegios de Abogados de España 

comienza con la historia del abogado. Y ello es cierto, pues no puede concebirse la cole-

giación de los abogados sin la existencia previa del colegio.

Hacer una relación histórica del origen y desarrollo de la figura del letrado sería una tarea 

exagerada para el presente trabajo, además de que la misma está ya suficientemente 

matizada por plumas muy autorizadas.

No obstante, y como quiera que aquí se va a tratar de la colegiación del abogado, es per-

misible, aunque sea sólo a efectos de intentar conocer los orígenes de dicha colegiación, 

hacer un somero recorrido por esta figura profesional, contemplando su trayectoria desde 

una inicial situación individual hasta su integración corporativa. En este sentido, creo que 

es interesante determinar el momento histórico en que el letrado, que nació como profe-

sional independiente sin relación alguna con los demás abogados, comenzó a integrarse 

en asociaciones corporativas.

El término “abogado” deriva del latín advocatus, cuyo significado es “llamado”. Esto es así 

debido a que los romanos tenían en su costumbre la práctica de “llamar”, en el auxilio de 

sus situaciones conflictivas, a personas que tenían buenos conocimientos de las leyes.

A pesar de pertenecer este término a la época romana, la función del abogado es más an-

tigua que dicha denominación. En los pueblos antiguos, hebreos, caldeos, babilonios, per-
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sas, egipcios, etc., no se conocía una palabra determinada para designar la figura del abo-

gado, pero sin embargo es conocido que existían personas que, movidas por sentimientos 

de caridad y piedad, defendían a los individuos que se encontraban en situaciones difíciles. 

Tales actuaciones de ayuda al necesitado eran gratuitas y ausentes de profesionalidad. 

En Grecia era costumbre recabar la presencia de oradores consagrados o de amigos, para 

que intercediesen con su elocuencia por las personas con problemas. Dicha actuación era, 

también, en un principio, prestada de modo gratuito, pero se sabe con certeza que fue en 

Grecia en donde surgió la profesión de letrado, estando considerado Pericles como el pri-

mer abogado profesional.

La importancia del Foro romano llegó a su máximo esplendor en la época de la República. 

Durante este período, los abogados se denominaban patroni, porque los patronos romanos 

tenían la obligación de defender a sus clientes. En tiempos de Ulpiano, los letrados roma-

nos ya se agrupaban en corporaciones, en forma parecida a nuestros colegios actuales, 

denominándose tales corporaciones ordo o collegium togatorum. 

La profesionalización del abogado -patroni- pasó por la cobranza de honorarios. Estos 

en un principio no eran más que los servicios que el cliente estaba obligado a prestar al 

patroni. Más adelante, se admitió la costumbre de regalar presentes a los abogados, y, 

al final de la República, ya era práctica tan común abonar honorarios en metálico por los 

servicios de los letrados, que aquéllos se regularon por ley. La caída del Imperio Romano 

significó la desaparición del esplendoroso Foro de Roma y con él la supresión de los ordo  

o collegium togatorum. 

En España, la regulación de la figura y actuación del abogado estuvo desde un principio 

presente en sus leyes antiguas: el Fuero Juzgo, libro II título III; el Fuero Viejo de Castilla, 

libro III, título I, ley II; El Especulo, título IX; y el Fuero Real de España, libro I, se ocupan de 

la regulación de la figura y funciones del letrado, al que denominan bozero. Las Leyes de 

Estilo, leyes XVIII, XIX y XX, y El Ordenamiento de Alcalá, título III, hacen lo mismo, aunque 

ya utilizan la expresión abogado. 

No obstante, hay que esperar a la promulgación de las Leyes de Partidas por Alfonso X 

el Sabio para contar con una verdadera reglamentación de la profesión del abogado en 

España. Y así sucede, en efecto, que la Partida 30 dedica su título VI completo a regular 

dicha materia bajo el epígrafe “De los Abogados”, aunque también se utiliza el término 

bozero como sinónimo de letrado, estableciendo en su ley I “que cosa es bozero, e porque 

ha assí nome”, diciendo que el “bozero es home que razona pleyto de otro en juycio, o en 

el suyo mismo, en demandando o en respondiendo. E así nome, porque con bozes, e con 

palabras usa de su officio”.

Posteriormente, la reglamentación del ejercicio del oficio de letrado se completa con las 

4. En 1761 se acordó que las funciones 
patronales del Colegio de Abogados, se 
celebrasen en la Real e Insigne Colegiata de 
Santa María del Campo (en la foto), el 10 de 
noviembre de cada año, festividad de San 
Andrés Avelino.
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Ordenanzas Reales de Castilla u Ordenamiento de Montalvo, que utilizando también la ex-

presión abogado, introduce ya la obligación del juramento que debía prestar para el des-

empeño de su profesión. Después de éstas, las Ordenanzas de Medina en el año de 1489, 

y más tarde, en el año de 1495, las Ordenanzas de los Abogados, dadas por los Reyes 

Católicos, completan la legislación española antigua en la que se establece una regulación 

de esta actividad.

Pero lo importante a destacar en cuanto a toda esta legislación, es que en ella no se en-

cuentra ni una sola línea referente a la regulación de la asociación del abogado. Y es que 

en efecto, se legisla, se regula cada vez más detalladamente la figura del letrado y de sus 

funciones, pero nada se establece acerca de su corporativismo. 

La asociación, la congregación, corporativismo o colegiación del abogado español ven-

dría más tarde, exactamente a partir del siglo XVIII, que fue cuando se establecieron los 

primeros colegios en España, siendo aún en el siglo XIX (año de 1805), con la Novísima 

Recopilación5, cuando se hace obligatoria por primera vez en nuestro país la colegiación 

para poder ejercer la abogacía.

No obstante, la verdad es que los movimientos del asociacionismo no oficial de nuestros 

letrados ya habían comenzado muchos años antes de estas fechas. Y es que desde la pro-

mulgación de las Leyes de Partidas, los abogados españoles fueron considerados como 

caballeros6 siendo, precisamente por esto, muy posible que en virtud de la importancia 

social que desde entonces se le dio a esta profesión, ya desde el siglo XIII, para mantener 

y acrecentar la misma, dieran los letrados hispanos en la costumbre de agruparse en las 

5.- Libro IV, título 19

6.- Partida 20, título 31, 
ley 80

4
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5

6

5. Foto del escudo de colegio que cuelga de las 
paredes de la sala de juntas de las instalaciones de la 

institución, en la calle Federico Tapia.

6. Anagrama conmemorativo del 250 aniversario de 
la creación del Colegio de Abogados de A Coruña.

7. Diego Antonio Cornide y Saavedra, primer decano 
del colegio, estaba casado con Francisca Jerónima 
Folgueira Bermúdez. Ambos construyeron la casa 

blasonada que está situada frente a la colegiata 
coruñesa y que hoy es propiedad de los herederos de 

Francisco Franco.
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corporaciones religiosas que desde dicha época, como es sabido, proliferaron en España, 

revistiendo la forma de cofradías.

Tanto Martínez-Barbeito como Iglesias Corral, apuntan también esa circunstancia viendo 

como posible origen de los actuales colegios de abogados de España, y por consiguiente 

del de A Coruña, a las antiguas cofradías. Martínez-Barbeito dice al respecto que “las 

primeras agrupaciones de abogados anteriores al siglo XVIII, tenían un carácter más que 

nada religioso...” y que “éstas más que colegios en el sentido estrictamente profesional 

que luego tuvieron, eran meras congregaciones piadosas...”.

Por su parte, Iglesias Corral queriendo dar respuesta a las preguntas que él mismo se hace 

acerca del origen de los colegios -¿cuándo aparecen?- se responde diciendo que “pene-

trando hasta los siglos XII y XIII se descubren células vivas que pueden ser el embrión de 

estos organismos”. Sin duda se estaba refiriendo don Manuel Iglesias Corral a las cofra-

días.

Convencido de que es en las antiguas cofradías en donde se encuentra el antecedente 

remoto de los colegios de abogados de España, dirigí mis investigaciones hacia los fondos 

de diversos archivos en busca de información sobre tales asociaciones, dando como resul-

tado mis pesquisas la localización de tres legajos referentes a una olvidada cofradía re-

señada en su día por Antonio Gil Merino, en un artículo publicado en el año de 19667, cual 

era la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, a la que considero como el antecedente 

remoto del Colegio de Abogados de A Coruña, y de la que me ocupo seguidamente.

Antigüedad de la asociación de los  
abogados de A Coruña

La antigüedad de la asociación de los abogados de A Coruña, está en relación directa con 

la existencia de una cofradía religiosa coruñesa denominada Cofradía de la Real Audiencia 

de Galicia, también conocida por Cofradía de Nuestra Señora de la Asunción, derivado su 

nombre del hecho de estar puesta la misma bajo dicha advocación mariana.

De esta cofradía, solamente se conservan tres legajos referentes a otros tantos pleitos 

sostenidos por ella, los cuales se encuentran en el archivo del Reino de Galicia, fondo Real 

Audiencia, siendo los mismos los siguientes: “La cofradía de la Real Audiencia y cofrades 

della con el lizenziado Arias sobre las quentas del tiempo que fue mayordomo. Año de 

1592”8;  “El mayordomo y cofrades de la cofradía de la Asunción que sirven los Señores 

oficiales desta Real Audiencia con el Padre fray Pedro Flores, Guardián del convento de 

esta ciudad y su Síndico sobre fuerza de bienes. Año de 1690”9, y el titulado “El mayordo-

7.- Revista del Instituto 
de Estudios Locales “José 
Cornide”: número 2

8.- Signatura 19292/60

9.- Signatura 25652/8
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mo de la cofradía desta Real Audiencia con Juan Díaz y Juan Fernández de Leira. Año de 

1573”10. 

Si en el plano general de la Historia de nuestra comunidad, la creación y establecimiento 

en el año de 1480 de la Real Audiencia de Galicia en A Coruña fue de indudable importan-

cia, en el ámbito particular de este trabajo no lo es menos la del conocimiento de la fecha 

en que se estableció en A Coruña la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, puesto que 

conocido ese dato, se conocería el de la antigüedad de la asociación de los abogados de 

A Coruña, ya que dicha cofradía se “colocaba” en la ciudad en que se establecía la Real 

Audiencia de Galicia11. 

La cofradía indicada estaba compuesta por todos los oficiales y ministros de la Real Au-

diencia de Galicia12 entre los cuales se encontraban, desde luego, los abogados de ella, 

pues ya en el año de 1590 el día de Nuestra Señora de agosto, fue nombrado mayordomo 

de la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia su abogado Bernardino Arias y después, al 

día siguiente de Nuestra Señora de agosto del año de 1591, fue otra vez nombrado para 

dicha mayordomía, de manera que sirvió la misma dos años seguidos, el año de 1591 y el 

año de 159213.

No son conocidos los estatutos de la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, pero es ló-

gico considerar que entre sus cofrades se encontraban los abogados, pues bien claramen-

te se demuestra por lo expuesto arriba que uno de ellos -Bernardino Arias- ocupó la ma-

yordomía de dicha cofradía, y que otro abogado de la Real Audiencia de Galicia, Antonio 

Vázquez de Caamaño, fue también su mayordomo14, llegando a poder ser no solamente 

los abogados cofrades de dicha cofradía, sino incluso sus esposas: “...aviérndose fallescido 

Elvira Sánchez, viuda, mujer que fue del licenciado Lerma, abogado que fue de esta Real 

Audiencia y aviendo sus cumplidores avisado qe acudiésemos a su entierro con la cera 

y le enterrásemos como a tal cofrada de la dicha cofradía...”15. Que los abogados de la 

Real Audiencia de Galicia estaban agrupados como cofrades en la Cofradía de la Real 

Audiencia de Galicia, se demuestra no sólo por los documentos citados, sino también por 

la notoriedad conocida de que solamente los individuos cofrades de una cofradía, podían 

desempeñar el cargo de mayordomo.

Descartada hoy día la posibilidad de datar documentalmente la fecha de fundación de 

la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, nos queda la de recurrir a los legajos indica-

dos que dan información sobre la misma, considerados los tales como pruebas de datar 

aproximadamente la fecha de existencia de dicha cofradía en A Coruña.

En la demanda del pleito que presentó la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, estable-

cida entonces en Santiago de Compostela, en contra de la Cofradía del Rosario de aquella 

ciudad16, protestando por el incidente producido por la misma con motivo del entierro de 

10.- Signatura 17294/34 

11.- Legajo 17294/34

12.- Legajo 25652/8

13.- Legajo 19269/60

14.- Legajo 17294/34

15.- Legajo 17294/34

16.- Legajo 25652/8
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la cofrada de la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, Elvira Sánchez, viuda del aboga-

do Lerma, también cofrade de ella, con motivo de sostener los cofrades de la Cofradía del 

Rosario de Santiago de Compostela que su Cofradía del Rosario “se avía de preferir a la 

desta Real Audiencia”, hay un punto importante como es el relativo al momento en que la 

“Cofradía de la de la Real audiencia de Galicia se passó a ésta ciudad [de A Coruña] desde 

la de Santiago”. La determinación de ese “momento” es clave para precisar el año en que 

documentalmente se puede probar que la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia estaba 

ya establecida en A Coruña teniendo a los abogados de ella asociados como sus cofrades. 

Ese momento sólo pudo darse dos veces, pues fueron dos las ocasiones en que la Real 

Audiencia de Galicia se reinstaló en la ciudad herculina procediendo la misma de estar 

establecida en Santiago de Compostela.

El primero de dichos traslados desde Santiago de Compostela tuvo lugar el 14 de agos-

to de 1563. Esta primera reinstalación de la Real Audiencia de Galicia en A Coruña duró 

exactamente hasta agosto de 1569, época en que por haberse declarado la peste en 

esta ciudad, la Real Audiencia de Galicia se trasladó a Ourense. Afectada también por 

la peste la capital ourensana, la Real Audiencia de Galicia se reinstaló por segunda vez 

en A Coruña, en febrero del año de 1571, aunque en esta ocasión su establecimiento en 

esta ciudad fue muy corto trasladándose de nuevo a Santiago de Compostela. En la urbe 

compostelana permaneció hasta que se produjo el segundo traslado desde Santiago, que 

fue el definitivo restablecimiento de la Real Audiencia de Galicia en A Coruña, hecho que 

ocurrió en febrero de 1578. 

El año de 1571 queda descartado como aquel en que se “colocó” la Cofradía de Nuestra 

Señora de la Asunción o de la Real Audiencia de Galicia en la iglesia conventual de San 

Francisco de A Coruña, y lo queda porque en ese año la Real Audiencia de Galicia se resta-

bleció en A Coruña como procedente de Ourense, y la afirmación de la referida demanda 

del año de 1690, indica bien claramente que la colocación de la citada cofradía en la 

iglesia conventual de San Francisco de A Coruña se produjo cuando la Real Audiencia de 

Galicia “se passó a esta ciudad desde la de Santiago”. 

Por eso sólo pudo ser en cualquiera de los dos años citados de 1563 ó 1578 cuando se 

“colocó” la Cofradía de Nuestra Señora de la Asunción o de la Real Audiencia de Galicia en 

la iglesia del convento franciscano de A Coruña. La documentación de que se dispone no 

soluciona la cuestión, pues en ella no se aclara en cuál de las dos fechas -1563 ó 1578- 

se produjo la “colocación” de la Cofradía de la Asunción en A Coruña, pero es posible que 

habiendo ya avanzado hasta situarla con fijeza en el transcurso del siglo XVI, la tal concre-

ción a una u a otra fecha tampoco es de suma importancia, toda vez que  entre ambas no 

van más de 15 años de diferencia, siendo por el contrario destacable el hecho de poder 

conocer que en A Coruña la primera asociación de abogados se produjo en el siglo XVI, 
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es decir, dos antes de que de manera oficial se estableciese en nuestra ciudad el “Ilustre 

Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de la ciudad de La Coruña”.

Ya fuera en el año de 1563 o el de 1578, lo cierto es que desde el siglo XVI nuestros 

abogados siquiera fuera bajo la forma de una cofradía religiosa, estaban agrupados cor-

porativamente. Y este dato es de importancia para la determinación de la prelación de la 

antigüedad de las primeras asociaciones de los abogados de nuestro país. 

En este sentido, es conocida y constante la información que señala a la ciudad de Zara-

goza como la primera de España que contó con una corporación de abogados. Consta el 

dato en la escritura de fundación de la “Cofradía de Letrados del Señor San Ivo”, crea-

da en el año de 1546. Y está también reconocida la existencia de la segunda y tercera 

asociación de abogados españoles, las cuales se sitúan en la “Hermandad y Cofradía de 

Abogados de Valladolid”, del año de 1592, y la “Congregación de Abogados de Madrid”, del 

año de 1595. Este reconocimiento público de la existencia de agrupaciones de abogados 

en España continua con la datación de la fundación de los ya llamados colegios de aboga-

dos, pertenecientes al de la ciudad de Sevilla, año de 1706, y al de Valencia, año de 1759. 

Inmediatamente a continuación de los dos anteriores, tiene reconocido su lugar entre los 

colegios de abogados de España, el de A Coruña, fundado, como se dijo al principio, en el 

año de 1761.

Pero de la predicha prelación, aceptada por cuantos autores han tratado el tema del cor-

porativismo de los abogados en España, parece ahora que si bien no puede probarse do-

cumentalmente, por lo dicho, la existencia de la asociación de abogados en Galicia ya en 

el año de 1480 o en los posteriores inmediatos, sí es segura la existencia de la asociación 

de dichos abogados en el año de 1563, o en 1578 lo más tarde, mediante la pertenencia 

como cofrades a la Cofradía de Nuestra Señora de la Asunción o de la Real Audiencia de 

Galicia, como ocurría con la asociación de los abogados de Zaragoza, Valladolid y Madrid 

en sus respectivas cofradías. 

Esta nueva información documentada por los legajos que van citados, colocan el corpora-

tivismo de nuestros abogados, no en el quinto lugar de la clasificación de agrupaciones de 

abogados de España, como hasta ahora se ha dicho, sino en el segundo, inmediatamente 

después de los abogados de Zaragoza, año de 1546, y antes de los de Valladolid, año de 

1592, y de los de Madrid, año de 1595.

Es cierto que la cofradía de la Real Audiencia de Galicia no agrupaba solamente a aboga-

dos de Santiago o de A Coruña, sino a los de toda la comunidad que pertenecían a la Real 

Audiencia. Y lo es también que ambas cofradías no agrupaban solamente a letrados, sino 

también a los demás oficios de esta institución de ámbito autonómico. Pero estos hechos 

no empañan para nada la antigüedad del asociacionismo de nuestros abogados, pues 
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8. Ordenanzas de la Real Audiencia del 
Reyno de Galicia,  primera publicación 

impresa en la ciudad de A Coruña.

9.  Libros antiguos del fondo documental 
del colegio que se encuentran en su sala 

de juntas.

10. Publicación de 1773 titulada Breve 
de Nuestro Muy Santo Padre Clemente 
XIV. Fondos documentales del colegio. 

11. Historia Leodiensis de 1735, otro de 
los documentos del siglo XVIII que se 
guarda en el colegio de los abogados 

coruñeses. 

12. Discursos críticos sobre las leyes y 
sus intérpretes de 1765, del que es autor 

el doctor Juan Francisco de Castro. 
Archivo del colegio.
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también es cierto que la cofradía de Zaragoza agrupaba no sólo a los letrados de esa 

ciudad, sino a todos los de Aragón, y que la Hermandad de Valladolid, comprendía, además 

de a los abogados, a todos los oficios de su Chancillería. Por lo dicho, creo firmemente que 

la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia es el verdadero antecedente remoto del actual 

Ilustre Colegio Provincial de Abogados de A Coruña.

Es posible que la Cofradía de la Real Audiencia de Galicia alcanzase su existencia hasta 

el siglo XVIII, época en que la misma, en compañía de otras muchas, habría desaparecido 

como consecuencia de la aplicación de las Leyes de Campomanes, siendo también posible  

que a raíz del vacío dejado con la desaparición de dicha cofradía, los entonces abogados 

de A Coruña, con el ansia de continuar agrupados y de seguir recibiendo las ayudas que 

dicha agrupación les proporcionaba, así como también por la conveniencia de mantener 

la situación social que correspondía a la profesión de letrado en aquella época, determi-

naran, a imitación de otras ciudades que ya tenían colegio de abogados, constituirse en 

colegio, solicitando para ello la afiliación al de Madrid, como así ocurrió.

Los abogados de A Coruña en  
el Catastro de Ensenada

El día 5 de junio del año de 1752 dieron comienzo los trabajos para confeccionar las res-

puestas al interrogatorio que dieron lugar a los libros del Catastro de Ensenada, referentes 

a la ciudad de A Coruña.

Entre dichos libros se encuentra el de Personal de Legos, en el que se recogen las rela-

ciones de individuos que componían el vecindario de las parroquias y pueblos de España, 

agrupados por clases, estado civil, sexo y edad, así como los resultados de la yndustria de 

cada vecino, es decir, la cuantía de sus ingresos económicos anuales.17

Este libro es el único documento conocido que contiene la relación completa del núme-

ro y circunstancias personales y profesionales de los abogados de A Coruña antes de 

constituirse en colegio. Algunos de ellos, como se podrá ver más adelante, figurarán en 

la relación de abogados coruñeses que nueve años más tarde de la confección del citado 

catastro, habían de reunirse para acordar la fundación del “Ilustre Colegio de Señores Abo-

gados de la Real Audiencia de La Coruña”.

El análisis de dicho libro indica los siguientes datos colectivos de aquellos letrados: su 

número era de treinta y dos, de los cuales cuatro no ejercían la profesión. Sus edades 

extremas eran de 76 y 25 años, con una media de edad de 36, oscilando los ingresos de 

ellos entre 7.150 y 500 reales anuales por el desempeño de su oficio, con una media de 

17.- Archivo del Reino de 
Galicia, fondo “Catastro 
de Ensenada”, signatura 
876
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2.641 reales al año18. Veintidós de los indicados abogados estaban casados, teniendo en 

conjunto un total de quince hijos a su cargo; once estaban solteros y de éstos nueve vivían 

con familiares ascendientes y dos lo hacían en posada.

El statatus económico de los abogados coruñeses los situaba en la clase media, por de-

bajo de otros individuos de la Real Audiencia de Galicia, los cuales, según el indicado libro 

de Personal de Legos del Catastro de Ensenada, tenían los siguientes ingresos anuales: 

presidente de la Real Audiencia y capitán general de Galicia: 120.000 reales; regente de 

la Audiencia: 30.000 reales; oidores: 15.000 reales; relatores: 9.000 reales; escribanos de 

asiento: 7.000 reales; procuradores: 5.000 reales; y receptores: 4.000 reales.

La comparación de los ingresos de los abogados de A Coruña con los también anuales de 

otros profesionales liberales de la ciudad, era la siguiente: médico: 6.000 reales; cirujano: 

2.000 reales; y boticario: 10.000 reales. La misma comparación con miembros del esta-

mento militar era así: intendente general del Ejército, 75.000 reales; intendente general de 

Marina, 60.000; y Estado Mayor de la Plaza, 4.000 reales.

La indicación de la cuantía de los ingresos, que acaban de exponerse, no permite cono-

cer por sí sola el nivel de vida que podían alcanzar sus perceptores, por ello para matizar 

la misma se ha recogido de la pregunta 14 del “interrogatorio” del citado Catastro de 

Ensenada, la respuesta sobre la carestía de la vida coruñesa en la época, que indica los 

siguientes precios de los alimentos básicos, que se vendían diariamente en el mercado y 

pueden considerarse equivalentes, con la debida distancia, a  nuestra actual cesta de la 

compra.

Un azumbre de vino: un real

Un millar de sardinas saladas: quince reales

Un millar de sardinas frescas: cinco reales y medio

Una gallina: tres reales

Una docena de huevos: seis cuartos de real

Un cuartillo de aceite: dos reales

Un pollo: un real

Una libra de cera: ocho reales

Una merluza: un real

Un ferrado de trigo: seis reales

Uno de habas: ocho reales

Uno de centeno: cuatro reales

Un carro de tojo: dos reales

18.- En las cantidades 
indicadas se utilizan 
solamente las que 
corresponden a ingresos 
de cada abogado por 
razón de su oficio, sin 
tener en cuenta otros 
ingresos que algunos de 
ellos tenían por otros 
conceptos, tal y como 
se refleja en la relación 
individual de cada uno
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De las coles, verdura, legumbres y demás hortalizas no se daba el precio, pero su valor, 

calculado al por mayor de un ferrado de estas especies, era, el de primera calidad, ciento 

cincuenta reales; el de segunda, cien reales; y el de tercera, cuarenta y cuatro reales. 

La relación de dichos abogados con sus circunstancias personales y profesionales era la 

que sigue, según el citado libro del Catastro de Ensenada.

Don Fernando Pedreyra, de edad de cincuenta y seis años; tiene un criado mayor de 

los diez y ocho y dos criadas. No ejerce el oficio. Reales al año, cero.

Don Antonio Pasqual Vermúdez, de edad de sesenta años, casado; tiene un sobrino y 

un criado mayores de los diez y ocho y dos criadas. Por los salarios que goza percibe 2.500 

reales, y por las ganancias del oficio 3.330.

Don Bernardino de Lago, de edad de setenta y seis años, casado; tiene dos criados ma-

yores de los diez y ocho años y dos criadas. Por los salarios que goza percibe 2.000 reales.

Don Pasqual Francisco Vázquez, de edad de cincuenta y un años, casado; tiene dos 

hijos, uno mayor de los diez y ocho, una hija y dos criadas. Por salarios y agencias percibe 

7.700 reales, y por las utilidades de su oficio 4.400 reales. Por fiscal de la Renta del Taba-

co percibe 1.650 reales, y por abogado de la ciudad [ayuntamiento] 58 reales.

13
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Don Phelipe Bueno, de edad de quarenta y nueve años, tiene una criada. Por las utilida-

des de su oficio percibe 2.200 reales.

Don Francisco Varela de Castro, de edad de quarenta y nueve años, casado; tiene dos 

hijos, uno mayor de los diez y ocho, una hija, dos cuñadas y una criada. Por las utilidades 

de su oficio percibe 2.200 reales.

Don Fernando Antonio Codesido, de edad de treinta y siete años, casado; tiene un 

hijo de menor edad, dos hijas, una hermana, un criado mayor de los diez y ocho y dos cria-

das. Por las utilidades de su oficio percibe 7.150 reales, y por los salarios que goza 850 

reales.

Don Diego Cornide, de edad de cincuenta años, casado; tiene un hijo que ha entrado en 

los diez y ocho19. Por las utilidades de su oficio percibe 7.500 reales, y por los salarios que 

goza 1.300 reales.

Don Ángel Ruiz, de edad de treinta y siete años, tiene dos criadas. Por las utilidades de 

su oficio percibe 8.000 reales, y por los salarios que goza, 600 reales.

Don Antonio Varela Zavala de Castro, de edad de treinta y dos años, casado; tiene en 

su compañía a su suegra, a una hija de ésta, un hermano mayor de los diez y ocho, dos cria-

dos, uno de mayor edad y dos criadas. Por las utilidades de su oficio percibe 3.600 reales.

Don Vicente Álvarez de Neyra, de edad de treinta y cuatro años, casado; tiene tres 

hijos de menor edad, una hija, un criado menor de los diez y ocho y dos criadas. Por las 

utilidades de su oficio percibe 3.000 reales.

Don Vicente Lavandeira, de edad de treinta y seis años, casado; tiene una hija, un 

criado menor de los diez y ocho y dos criadas. Por las utilidades de su oficio percibe 3.000 

reales.

Don Juan Benito Salazar, de edad de veinte y nueve años; vive en una posada. Por las 

utilidades de su oficio percibe 3.000 reales.

Don Onofre Vermúdez, de edad de treinta años, casado; tiene tres hijos de menor edad 

y dos criadas. Por las utilidades de su oficio percibe 2.200 reales.

Don Joseph Antonio Cevallos, bastanteador de poderes de la Real Audiencia, de edad 

de quarenta y ocho años; tiene dos criadas. Por bastanteador de poderes percibe 770 

reales.

Don Manuel Carrillo, de edad de veinte y cinco años, casado; tiene una criada. Por las 

utilidades de su oficio percibe 1.000 reales.

19.- Era el polígrafo 
José Cornide Saavedra y 
Folgueira

13. El 17 de febrero de 1760 el capitán general y 
presidente de la Real Audiencia de Galicia, Carlos 
Francisco de Croix, marqués de Croix, concedió 
permiso a los promotores del colegio para que 
pudieran celebrar su primera junta. En la foto, palacio 
de Capitanía, inaugurado tres años más tarde. 
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Don Diego Blanco, de edad de veinte y ocho años, vive en compañía de su padre, Do-

mingo Antonio Blanco. Por las utilidades de su oficio percibe 1.000 reales.

Don Juan Joseph Basadre, de edad de treinta y un años, casado; tiene un hijo de menor 

edad y dos criadas. Por las utilidades de su oficio percibe 2.000 reales.

Don Juan Ygnacio Seoane y Varela, de edad de quarenta y dos años, casado; tiene un 

criado mayor de los diez y ocho y una criada. Por las utilidades de su oficio percibe 2.200 

reales.

Don Cayetano Erce de Mendoza, de edad de treinta y seis años, casado; tiene un hijo 

de menor edad, una hija y una criada. Por las utilidades de su oficio percibe 2.200 reales.

Don Pedro Bentura Carracedo, de edad de quarenta y quatro años, casado; tiene 

cinco hijos de menor edad, dos hijas y dos criados, uno mayor de los diez y ocho. Por las 

utilidades de su oficio percibe 3.000 reales.

Don Ygnacio de Lago, de edad de treinta y seis años, casado, tiene un hijo de menor 

edad, dos hijas y dos criadas. Por las utilidades de su oficio percibe 2.200 reales.

Don Andrés de Castro, de edad de veinte y ocho años, vive en compañía de su tío, don 

Francisco Rodríguez da Ucha, cura párroco de Santa María del Campo. Por las utilidades 

de su oficio percibe 3.000 reales.

Don Joseph de Vila, de edad de treinta años, casado; tiene un hijo de menor edad, vive 

en compañía de su suegra doña Manuela Lagunilla. Por las utilidades de su oficio percibe 

2.200 reales.

Don Joseph Moscoso, de edad de veinte y ocho años, vive en una posada. Por las utili-

dades de su oficio percibe 1.000 reales.

Don Mathias Freyre, de edad de treinta años, vive con su padre, don Vicente Pérez Lou-

rido. Por las utilidades de su oficio percibe 2.200 reales.

Don Ygnacio Casimiro, de edad de treinta años, vive en compañía de su madre. No 

ejerce el oficio.

Don Antonio Jacinto Montes, de edad de treinta años, casado; tiene dos hijos meno-

res de los diez y ocho años y una criada. No ejerce el oficio.

Don Bernardo de Puga, de edad de quarenta años, casado; tiene una criada. Por las 

utilidades de su oficio percibe 600 reales.
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Don Ramón Vaamonde y Taibo, de edad de veinte y nueve años, casado; tiene una 

hermana, y en su compañía a su suegra, a una hermana y una criada. Por las utilidades de 

su oficio percibe 1.500 reales.

Don Nicolás Vermúdez, de edad de treinta y seis años, casado; tiene tres hijos de me-

nor edad y dos criadas. Por las utilidades de su oficio percibe 500 reales.

Don Juan Francisco Pasarín y Lamas, de edad de treinta y tres años, casado; tiene 

tres hijos menores de los diez y ocho y dos criadas. No ejerce el oficio.

II Fundación y estatutos  
del Ilustre Colegio provincial  
de Abogados de a Coruña

Fundación

Para referenciar el proceso de fundación del “Colegio de Señores Abogados de la Real 

Audiencia de La Coruña”, se utilizan los documentos contenidos en el folleto impreso que 

contiene los estatutos y ordenanzas del mismo, ya reseñado al principio de este trabajo.

El primer secretario del Colegio de Abogados de A Coruña fue don José Moscoso y Prado, 

y a su hacer se debe el escrito fechado el día 1 de julio del año de 1761, titulado “Razón 

de la erección de el Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de Galicia, 

que reside en la ciudad de la Coruña”, que tal fue el primer nombre que tuvo el actual Ilus-

tre Colegio Provincial de Abogados de A Coruña. Aunque el referido escrito del secretario 

Moscoso y Prado, tiene fecha del año de 1761 cuando ya estaba constituido el Colegio de 

Abogados de A Coruña, las gestiones para su establecimiento hay que remontarlas a prin-

cipios del año de 1760, lo cual no consta en ningún documento que hoy se conserve, pero 

se deduce del indicado escrito del primer secretario de nuestro colegio de abogados.

El primer paso de dichas gestiones consistió en solicitar, por parte de los abogados de la 

Real Audiencia de Galicia en A Coruña, la preceptiva licencia para celebrar una junta. Dicha 

licencia debía solicitarse, y así se hizo, al gobernador, capitán general y presidente de la 

Real Audiencia de Galicia, don Carlos Francisco de Croix, marqués de Croix, quien concedió 

la misma el día 17 de febrero del año de 1760. No se conservan ni la petición de dicha 
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licencia, ni el decreto de la misma dado por el presidente de la Real Audiencia de Galicia.

Como continuación a esta gestión, los treinta y un abogados de la Real Audiencia de 

Galicia de A Coruña -cuyos nombres para memoria de ellos se pondrán más adelante- se 

reunieron el día 15 de marzo del mismo año de 1760, para formar, erigir y crear una con-

gregación o colegio, a imitación del de Madrid.

Una vez que en dicha reunión o junta se otorgó el instrumento de fundación, los abogados 

de A Coruña solicitaron al Colegio de Abogados de Madrid el envío de sus estatutos y la 

incorporación a dicho colegio del recién fundado colegio coruñés.

El Colegio de Abogados de Madrid acordó, en su reunión del 29 de julio del año de 1760, 

enviar sus estatutos al Colegio de A Coruña y aprobar la incorporación en él solicitada 

por los abogados coruñeses. Juntamente con sus estatutos, el Colegio de Abogados de 

Madrid remitió al de A Coruña las certificaciones relativas a los acuerdos que aquél tenía 

tomados para regular el recibimiento de los individuos del colegio en su seno. Al mismo 

tiempo que el Colegio de Abogados de Madrid remitía al de A Coruña los citados esta-

tutos y certificados de acuerdos, indicaba al Colegio de Abogados herculino que para la 

eficaz formalización de la incorporación aprobada, era necesario que el colegio solicitara y 

obtuviera la licencia correspondiente del Real Consejo de Castilla. Esta licencia, necesaria 

para la pretensión de los abogados de A Coruña, fue la culminación de todo el proceso, y 

se materializó con la expedición de la Real Cédula de don Carlos III, dada en El Pardo el 1 

de febrero del año de 1761, que será la fecha en que se oficializa la fundación del “Ilustre 

Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de Galicia de la ciudad de La Coruña”.

Según consta en el escrito de don José Moscoso y Prado, al que se viene haciendo referen-

cia, el último trámite para cerrar definitivamente el proceso de fundación e incorporación 

del Colegio de Abogados de A Coruña al de Madrid, consistía en la presentación por el 

primero ante el Real Acuerdo de la Real Audiencia de Galicia todo lo que se había actuado, 

lo cual se efectuó, obteniéndose así la correspondiente licencia de dicha autoridad.

Estatutos

Los estatutos del “Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de la ciudad 

de La Coruña”, fueron los mismos que los que tenía el Ilustre Colegio de Abogados de Ma-

drid, bajo cuya filiación había comenzado aquél su andadura.

El título completo que figura en la portada del folleto impreso en Santiago, en la imprenta 

de don Pedro Fraiz, decía así: “Estatutos y Ordenanzas de el Ilustre Colegio de Señores 

Abogados de la Real Audiencia de la Ciudad de la Coruña, Reyno de Galicia, nuevamente 
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14

14. Foto de Andy Pérez, cedida por 
el Ayuntamiento de A Coruña, en la 

que se puede ver la Torre de Hércules, 
monumento patrimonio de la humanidad. 

El faro más antiguo del mundo, todavía 
en activo, que alumbró el nacimiento del 

colegio de los abogados coruñeses.
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establecido en el año de 1760. Con incorporación al Ilustre Colegio de Señores Abogados 

de la Villa y Corte de Madrid, aprobada por Real Cédula de su Magestad, obedecida, y 

mandada guardar y cumplir por los Señores de el Real Acuerdo”.

La expresión “nuevamente” es polémica. Iglesias Corral no duda en interpretarla en el 

sentido de “otra vez”, “por nueva vez”, etc., queriendo dar a entender con ello que ya exis-

tió otro colegio de abogados de A Coruña, anterior al fundado en 1761, y que en dicho 

año se fundó otro nuevo. Por eso en su conferencia sobre la “Historia de los Colegios de 

Abogados de España”, después de referir la antigüedad de dichos colegios y colocar en el 

quinto lugar al de A Coruña, dice: “En este punto es inevitable y ha de permitírseme que 

mi acento gallego trascienda a una rectificación documentada: los Estatutos del Colegio 

de La Coruña, revelan una antigüedad más alta. El texto que los inicia dice Estatutos y 

Ordenanzas de el Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de Galicia de 

la ciudad de la Coruña, “nuevamente” establecidos en el año de 1760...”.

Martínez-Barbeito no dice nada sobre el particular.

La expresión “nuevamente”, que ha inducido a Iglesias Corral a hablar en la forma en la 

que lo hizo, que es la misma común a otros muchos, puede, sin embargo, tener otra inter-

pretación, y que a mi me parece en este caso más ajustada a lo que quiere en realidad 

decirse aquí con el término “nuevamente”. Me refiero a interpretar la aludida expresión 

“nuevamente” en el sentido de “por primera vez”, “de nuevo”, pero no en sentido de otra 

vez, sino en el de estreno. Y ello sería así porque parece cierto que antes del estableci-

miento del “Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de La Coruña” en 

el año de 1760, no hubo ningún otro colegio en A Coruña con tal carácter, y sí solamente, 

como se ha visto, una cofradía de la Real Audiencia de Galicia que agrupaba no sólo a los 

abogados sino también a todos lo individuos que componían la Real Audiencia de Galicia, 

y que desaparecida la indicada cofradía, cesó la asociación de individuos de dicha Real 

Audiencia y, en consecuencia, también la de los abogados de ella; y que fue entonces 

cuando los abogados de la Real Audiencia de Galicia que tenían residencia en A Coruña, se 

reunieron en el año de 1760 para tomar el acuerdo de constituirse en colegio a semejanza 

de los de Madrid y otras ciudades de España, lo cual se hacía por “primera vez”, “de nuevo”, 

es decir de estreno, o nuevamente.

Y es que además de esto, de hecho, el diccionario de la Real Academia Española de la 

Lengua20 dice con relación a “nuevamente: adv. m. otra vez, de nuevo”, añadiendo que 

aunque ya en desuso en la actualidad, pero en vigor durante épocas pasadas, entre ellas el 

siglo XVIII al que pertenece la fundación del Colegio de Abogados de A Coruña, se utilizaba 

con el significado de “hace poco”  y “recientemente”. En mi parecer, esa es la interpreta-

ción que debe darse al “nuevamente” del título de los estatutos y ordenanzas del Colegio 

de Abogados de A Coruña del año de 1760, la cual está más de acorde con lo que parece 

20.- Vigésima primera 
edición, Madrid 1952, 
Tomo II, página 1453
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15

15. Cuadro situado en el hall 
de entrada del colegio y en el 

que se exhiben la portada y 
algunas páginas interiores de 

los estatutos de1760. 
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16

16. Escudo del 
colegio y balanza 
de la Justicia que 
se exhiben en 
el despacho del 
decano.
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que fue la génesis de su creación y con lo que realmente quiere decirse.

El número de estatutos que componían los estatutos y ordenanzas del Ilustre Colegio de 

Abogados de Madrid, adoptados por el de A Coruña en el año de 1761, era de cuarenta, y 

su contenido, resumidamente, era como sigue.

Estatutos I al XL

Trataban de la advocación del colegio y de sus festividades. Se determinaba en ellos 

que la patrona del colegio era Nuestra Señora de la Asunción -la misma que tenía la 

antigua cofradía de la Real Audiencia de Galicia- y que se honraba a San Ivo. Es esto 

último una variante existente entre el Colegio de Abogados de Madrid y el de A Coru-

ña, ya que el colegio herculino sustituyó la advocación de San Ivo por la de San Andrés 

Avelino, sin que en ningún momento se dé justificación de esta notoriedad, sabiéndose 

solamente al respecto, por lo que consta en el libro de actas del cabildo de la Colegiata 

de Santa María del Campo, que la idea de nombrar a San Andrés Avelino como patrono 

de los abogados de A Coruña, partió única y exclusivamente de los abogados fundado-

res del colegio.

La fiesta de la Asunción debía celebrarse juntamente con la de la Concepción, ambas en el 

día 15 de agosto de cada año, siendo obligatoria la asistencia de todos los colegiados a la 

misma. La celebración de dicha fiesta consistía en vísperas y oficio de una misa solemne 

con pronunciación de un sermón el día mismo de la Asunción. En dicho sermón debía tra-

tarse de los misterios de la Concepción y Asunción de Nuestra Señora. 

El Colegio de Abogados de A Coruña además de esta festividad, celebraba también otra 

en honor de San Andrés Avelino, desconociéndose la función celebrada en su honor por 

haberse extraviado el convenio en el que constaba este punto, el cual fue realizado entre 

el cabildo de la Colegiata de Santa María y los comisionados de la junta directiva del Co-

legio de Abogados de A Coruña.

El estatuto I recogía la obligación de que todos los abogados, antes de ser inscritos 

en el libro del colegio, debían de prestar el juramento de defender la exculpación de todo 

pecado original en la Virgen María. Se ordenaba también que se hiciera conmemoración 

de San Ivo. 

Estatuto V. Se contemplaba en él la conservación de la tradición antigua, ya contenida 

en las viejas ordenanzas del Colegio de Abogados de Madrid, de que la celebración de las 

anteriores festividades fuese costeada por el decano del colegio.
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Estatutos VI a VIII. Estaban dedicados a regular la existencia y actuación de los ofi-

cios que debía haber en el colegio. Dichos oficios eran los siguientes: un decano, cuatro 

diputados que asistían al decano; un tesorero, un secretario y un maestro de ceremo-

nias “para que en las fiestas, juntas y demás concurrencias cuydase de la observancia 

de precedencia de asientos entre los abogados congregantes, y entendiese en todo el 

ceremonial conforme a una Instrucción que se haría”; y un prefeto “para que predique los 

sermones, reparta los ramilletes a los señores del consejo y abogados congregantes y 

asista a las juntas de elecciones”. En el Colegio de Abogados de A Coruña, este prefeto 

debía ser nombrado entre los componentes del cabildo de la Colegiata de Santa María 

del Campo.

Estatutos IX y X. Regulaban la forma en que debían de ser elegidos el decano y los 

oficiales del consejo o junta directiva. El desempeño de los cargos del consejo tenía la du-

ración de un año, de manera que anualmente se procediera a la elección y renovación de 

oficios. En el Colegio de Abogados de Madrid tal celebración debía de realizarse “siempre, 

antes de Nuestra Señora de Septiembre”, pero en el Colegio de Abogados de A Coruña, 

por acuerdo de su junta directiva, tal ceremonia tenía lugar el día 28 de octubre de cada 

año, por ser ese el día en que se celebró la primera votación y durar, como estaba ordena-

do, la representación de los cargos un año.

El primer oficio que se elegía era el de decano, cuya elección se realizaba en la forma 

que sigue: “proponía primero el Decano tres sujetos para que de ellos se elija uno que le 

suceda, pasándose a elegir ante todas cosas Decano por votos para el año siguiente, em-

pezando a votar el Secretario, luego el Tesorero, a quien siga el Diputado quarto, después 

el tercero, luego el Maestro de Ceremonias, los Diputados segundo y primero, y el último el 

Decano que sale”. Este, en el caso de igualdad de votos, tenía el de calidad.

La renovación del resto de oficios del consejo se realizaba parte por obción y parte por 

elección. Por obción se entendía la rotación de determinados oficios que eran: el decano 

saliente pasaba a diputado primero; el que había sido diputado primero pasaba a segundo; 

el que ocupara tal cargo, pasaba a maestro de ceremonias, y el que salía de secretario 

quedaba como diputado cuarto.

Mediante elección, que realizaban el decano y los oficiales elegidos por obción, se elegían 

mediante votos los oficios de diputado tercero, tesorero y secretario, procediéndose para 

el caso en la misma forma que para le elección del decano.

Estatuto XI. Se dedicaba a la regulación de las ausencias y promociones de oficiales. Lo 

importante era que en caso de ausencia de algún oficio, por la causa que fuese, hubiera 

siempre el mismo número de oficios. La ausencia del decano debía de ser cubierta por 

alguien que hubiera sido decano, o al menos, que hubiera desempeñado algún oficio. En 
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caso de fallecimiento del decano o de cualquier oficial, debía de procederse a la elección, 

mediante votos, de otro, por el período de tiempo que restase hasta que se cumpliera el 

año del mandato.

Estatuto XII. Ordenaba la forma en que podían ser reelegidos los oficiales, establecién-

dose que para ser reelegido un oficial habrían de “pasar seis año de hueco o a lo menos 

dos, en caso preciso”.

Estatuto XIII. Se dedicaba a la regulación de los llamados abogados de los pobres. Estos 

se nombraban el mismo día de las elecciones de decano y oficiales, y el número de ellos 

era de cuatro, correspondiendo dos a abogados antiguos y dos a abogados modernos. El 

encargo era obligatorio, con la única excepción de la enfermedad. Los pleitos se repartían 

por el decano, alternando entre los cuatro abogados, elegidos durante un año. Todos los 

abogados del colegio participaban de este cometido.

Estatuto XIV. Regulaba el silencio y quietud que debía de haber en las juntas y eleccio-

nes. Se establecía la obligación de pedir la palabra para hablar, y la prohibición de inte-

rrumpir al que estuviese en el uso de la palabra.

Estatuto XV. Hacía referencia a la instrucción sobre el particular que se citaba en el 

estatuto VII, cuyo exacto cumplimiento corría a cargo del maestro de ceremonias. En cual-

quier celebración, este aspecto se observaba con gran rigor, pero llegaba a su punto máxi-

mo en la celebración de la fiesta de la Asunción porque “a ella concurre el Consejo en for-

ma de tal, formando un Cuerpo de circo, que empieza por el Sr. Presidente, a quien siguen 

por su antigüedad los Señores Ministros y Fiscales de él, luego los de Sala de Alcaldes con 

el suyo, y después el Decano, Oficiales actuales, Decanos que han sido y demás Abogados 

del Colegio”.

En la festividad que se celebraba en A Coruña, la presidencia de este acto, que en el de 

Madrid ostentaban los señores del consejo, pudiera ser que recayera en la presidencia de 

la Real Audiencia o en la del Real Acuerdo.

Estatuto XVI. Establecía el deber de obediencia y la modestia que debían tener los abo-

gados, ordenando el respeto al decano así como que  todos “fuesen muy modestos como 

su traje y profesión lo requieren, evitando entre sí qualesquiera discordias y juramentos”.

Estatutos XVII y XVIII. El ingreso de los abogados en el colegio era considerado como 

uno de los principales cuidados que debía de tenerse en cuenta. El estatuto XVII decía que  

“estatuimos y mandamos que para ser recibidos qualesquiera Abogados en nuestro Co-

legio, hayan de ser de buena vida y costumbres, hijos legítimos o naturales de padres co-

nocidos y no bastardos ni espúreos; que así los pretendientes como sus padres y abuelos 
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paternos y maternos sean y hayan sido cristianos viejos, limpios de toda mala infección 

y raza, y sin nota alguna de moros, judíos, ni recién convertidos a nuestra santa fe cató-

lica, y que a lo menos los pretendientes y sus padres no tengan ni hayan tenido oficios o 

ministerio vil, ni mecánico público, y que faltándoles alguna de estas calidades, no sean 

admitidos ni sentados en los libros por congregantes e individuos del Colegio”.

Como complemento a lo ordenado en este estatuto, el Colegio de Abogados de Madrid 

había enviado al de A Coruña, juntamente con sus estatutos y como parte de ellos, una 

larga certificación dada por el licenciado don Jacinto Moreno, secretario del colegio ma-

drileño, en la que se hacían constar los acuerdos de dicho colegio hechos para detallar la 

admisión de sus individuos, en la cual se concretaba cada uno de los pasos que se debían 

seguir en la presentación de los documentos que acreditaban estar en posesión de toda 

las calidades exigidas en el estatuto XVII.

Se establecía en el estatuto XVIII, en relación con el anterior, el modo de probarse la pose-

sión de los requisitos exigidos para ingresar en el colegio. A dicho estatuto se adjuntaba 

el modelo de interrogatorio, compuesto de cinco preguntas, por el que se examinaba a los 

testigos que en número de doce tenía que presentar el aspirante a sentarse en el colegio, 

cuyas preguntas versaban sobre el conocimiento que dichos testigos tenían de la persona 

y antecesores del abogado interesado en formar parte del colegio, así como en el recono-

cimiento de la verdad de lo contenido en los documentos aportados por el futuro miembro 

colegial.

Estatutos XIX a XXIII. Estos estatutos giraban en torno al importante asunto de la 

regulación del acto de ingreso de los abogados en el colegio, estableciéndose la forma en 

que se debía realizar el recibimiento del abogado en la institución, una vez superadas las 

pruebas de selección, reguladas en los estatutos anteriores.

Estatuto XXIV.  Ya desde el año de 1617 estaba ordenado por los estatutos del Colegio 

de Abogados de Madrid que ningún letrado pudiera abogar sin estar recibido en dicho 

colegio. Sin embargo de ello, tal mandato era reiteradamente incumplido por muchos abo-

gados que ejercían esta profesión sin cubrir el requisito de estar colegiado, actitud que se 

debía tanto a querer eximirse de las cargas que suponía la colegiación, como a no tener 

las calidades precisas para ser miembro del colegio.

Para que lo ordenado desde el siglo XVII tuviese efectividad, en este estatuto XXIV se 

establecía que “los abogados recibidos en el colegio, que se encontraren en pleytos con 

otros que no estén incorporados en él, pidan por un otrosí del alegato, que hagan que no 

se admita otro pedimento de aquél abogado, ni permita continuar en su defensa, por no 

estar recibido en el Colegio”.

17 

17. Biblioteca del Consulado, en la plaza del 
Pintor Sotomayor, en A Coruña. En sus archivos 
buceó Santiago Daviña para poder alumbrar 
su Historia del Ilustre Colegio Provincial de 
Abogados de A Coruña.  
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Estatuto XXV. Los colegios de abogados incorporados al de Madrid, habían de recibir un 

ejemplar de sus estatutos, los cuales debían de estar confirmados por el consejo. También 

se establecía en este estatuto que si algunos individuos pertenecientes a los colegios in-

corporados al de Madrid, pretendiesen establecerse en esa capital, debían presentar una 

certificación de su decano, sellada por su secretario, en el que constara que ambos cole-

gios se gobernaban por los mismos estatutos.

Estatutos XXVI a XXIX. La atención, tanto en el orden espiritual como en el material, 

que se prestaba a los cofrades fallecidos, era uno de los fines por los que se constituían 

antiguamente las cofradías, y como tal, uno de los aspectos más y mejor regulados en 

sus estatutos. Por eso, aunque no se conserven los estatutos de la antigua Cofradía de la 

Asunción de la Real Audiencia de Galicia, es válido suponer que dicho asunto estaba am-

pliamente contemplado en ellos.

El Colegio de Abogados de Madrid, bajo el cual se afilió el de A Coruña, recibía también 

el nombre de congregación, denotando así en él una directa relación en la continuidad de 

su existencia como institución sucesoria de una antigua cofradía o congregación de abo-

gados, como debió ocurrir en A Coruña con la citada Cofradía de la Asunción. Y, en este 

aspecto, no podía faltar que en los estatutos del Colegio de Abogados de Madrid y en los 

afiliados a él, se hiciese una extensa regulación del tema de la muerte de los individuos de 

dichos colegios, de manera que se atendía tan sublime situación, no sólo en el momento 

del fallecimiento y entierro de los abogados, sino también en sus aniversarios y, lo que es 

más importante, en los socorros que el colegio de abogados prestaba a las viudas y huér-

fanos.

Por el estatuto XXVI se conoce cómo se celebraba el entierro de los individuos del Colegio 

de Abogados de A Coruña. La asistencia a los entierros de los letrados era obligatoria, pu-

diendo quedar eximidos de la misma, solamente en caso de fuerza mayor justificada. Los 

abogados debían de asistir, pues, al entierro de sus compañeros, y lo hacían situándose 

detrás del féretro, acompañándolo con cera, desde que salía el cadáver de su casa hasta 

la iglesia en que sería enterrado.

El cadáver era sacado de su domicilio por el grupo de abogados que designase el decano 

del colegio, y éstos, a la puerta de la casa, lo entregaban a otros abogados que eran los 

que lo transportaban hasta dicha iglesia, y desde la misma, después de los funerales, has-

ta la sepultura en donde se enterraba. Si el individuo fallecido era o había sido decano del 

colegio, debía ser transportado por compañeros que también lo hubiesen sido, y si éstos 

no llegaban en número, se hacían acompañar de los miembros más antiguos del colegio. 

En el caso de que el abogado fallecido fuese pobre, o no tuviese parientes que sufragasen 

los gastos de entierro, el colegio debía librar los fondos necesarios para atender tal nece-

sidad.

18, 19 y 20. Medallas 
del colegio.
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Era también obligación de cada abogado, en el caso de la muerte de un compañero, dar 

una limosna para oficiar una misa por el alma del fallecido, y también que el secretario 

del colegio anotase en el libro correspondiente la circunstancia de cada fallecimiento, así 

como la fecha del mismo y los empleos que tuvo el fallecido.

En relación al aniversario general por el sufragio de todos los abogados fallecidos, se ac-

tuaba de dos maneras: si el colegio disponía de dinero, dicho aniversario se celebraba en 

un día determinado, pagando los gastos el colegio; si no se disponía del dinero suficiente, 

se mandaban decir cien misas rezadas, cuya limosna debía de sufragar el decano. Como 

se ve, el oficio de decano resultaba bastante cargado, pues ya en otro estatuto se ordena-

ba que dicho decano sufragara los gastos de la festividad del colegio. Podía ser ésta una 

herencia recibida del funcionamiento de las antiguas cofradías, pues en ellas, y concreta-

mente en la de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia, existía ya esa costumbre, y de 

hecho el abogado y mayordomo de ella, don Bernardino Arias, en las cuentas que pasó de 

su mayordomía en los años 1591 y 1592, se quejaba de que había tenido que pagar a su 

costa los gastos de la festividad de la patrona.

Estatuto XXX. Este estatuto regulaba la existencia de un primitivo montepío o seguri-

dad social de los miembros del colegio de abogados, y en él se mandaba que si un letrado 

enfermase o fuese preso, se diese noticia al decano para que dispusiese que “fuese visita-

do, favorecido y patrocinado en su negocio”. 

Si la enfermedad o trabajo pusiese a un abogado en la necesidad de socorro, el decano 

tenía la obligación de informarse de lo sucedido y constándole que la ayuda al letrado 

era urgente, mandaba hacer la ayuda que fuese posible, utilizando para ello el dinero del 

colegio. Si no hubiese fondos en el colegio, el decano debía despachar una providencia 

para ello, dando cuenta de todo lo actuado, de lo que debía quedar constancia en el libro 

de cuentas.

18

19

20
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Estatuto XXXI. Estaba en relación directa con el anterior y en él se establecía que “las 

viudas y huérfanos de los abogados, aunque queden con algunas conveniencias, sean visi-

tadas de parte del Colegio; y si se les ofrecen pleytos y trabajos, como de ordinario llueven 

sobre las viudas y huérfanos, se les ofrezca el patrocinio del abogado o abogados que 

hubieren menester, señalándoles el decano, como que no sean de los quatro nombrados 

en aquel año para los pobres; y si la tal viuda o huérfanos lo quedaren tanto, que necesiten 

de preciso socorro, informado el decano, no sólo disponga se les dé el patrocinio referido, 

sino también el socorro posible”.

Estatuto XXXII. Por este estatuto se ordenaba que el secretario del colegio no sólo tu-

viese la obligación de avisar para la asistencia a los entierros, sino también la de hacerlo 

para las juntas y demás funciones del colegio.

Estatutos XXXIII a XXXV. Se regulaban mediante ellos la capacidad de maniobra eco-

nómica del decano en relación con los fondos del colegio, estableciéndose que dicho de-

cano no debía distribuir en limosnas todo lo que recogiera en cada año de su mandato 

procedente de las entradas de los abogados y demás efectos, sino que debía de ir jun-

tando el importe de dichas limosnas para obtener así un caudal con el que socorrer las 

necesidades urgentes. En todo caso, en los libramientos que efectuase, el decano no podía 

actuar solo, siendo intervenido por los dos diputados primeros.

Estatuto XXXVI. En el se regulaba lo correspondiente al archivo del colegio. El del co-

legio de abogados, al igual que otros muchos de diferentes instituciones de la época, no 

era un archivo establecido en la forma en que hoy conocemos los edificios que funcionan 

como tal. El del Colegio de Abogados de A Coruña consistía en un arca “que servía de 

archivo” en la cual se guardaban los libros, pruebas de ingreso de los abogados y demás 

papeles pertenecientes al colegio. Dicha arca se cerraba con tres llaves que estaban en 

poder del decano más antiguo, del decano actual y del secretario, debiendo concurrir los 

tres para poder abrirse.

Estatutos XXXVII a XL. Hacían referencia a aspectos propios del Colegio de Abogados 

de Madrid, difícilmente transportables al de A Coruña -o a cualquier otro afiliado al de 

Madrid-, pues  se regulaban asuntos relacionados con las imágenes de Nuestra Señora y 

otras alhajas del colegio, la posible ubicación física de dicho colegio para el caso de que 

la Corte se mudase de Madrid a otra ciudad, de la facultad de añadir o quitar algo a los 

actuales estatutos, y de la necesidad de la confirmación de los estatutos del mencionado 

colegio, la cual debía hacerse por el Rey y señores del Real Consejo de Castilla.

El ejemplar del folleto impreso de que vengo ocupándome, es el único documento que se 

conserva referente a la fundación del Colegio de Abogados de A Coruña, ya que, desgra-

ciadamente, se han perdido los valiosísimos libros del mismo pertenecientes al siglo XVIII, 
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en los que se conservaba la información relativa a los acuerdos, cuentas, pruebas de in-

greso, entradas de los abogados en el colegio, fallecimiento de éstos y fiestas.

Dicho folleto fue impreso en Santiago, en la imprenta de don Pedro Frayz. El sello que fi-

gura en el mismo data ya del momento de la fundación del colegio, que es el que se utiliza 

en la actualidad. El mismo está orlado por media palma y medio laurel, conteniendo en 

su interior la paloma del Espíritu Santo que cubre los elementos simbólicos de la Justicia: 

la espada y la balanza. En una primera circunferencia de su interior se lee la inscripción 

“SIGILVM CORUMNIENSIS COLEGII”, y en otro círculo más al interior “Sub umbra alarum 

tuarum sal. 16”. 

La lamentable pérdida de documentación a que me refiero más arriba y el afán por com-

pletar la información de la evolución del Colegio de Abogados de A Coruña, en el trans-

curso de la segunda mitad del siglo XVIII y principios del XIX, me ha llevado, en vano, a 

rastrear archivos y bibliotecas, pues nada he podido localizar de los libros del colegio que 

buscaba esperanzado.

Únicamente he podido localizar una mínima información sobre actividades desarrolladas 

por el Colegio de Abogados de A Coruña durante el transcurso del siglo XVIII. Se trata del 

libro manuscrito titulado “Varios papeles”, del que es autor don Diego Cornide y Saavedra, 

que fue el primer decano del colegio. Dicho libro conservado en la biblioteca del Real 

Consulado de A Coruña21 está encuadernado en pergamino, consta de 328 folios manus-

critos e impresos y en él, a partir del folio 10, con tipografía del siglo XVIII, se contiene 

una referencia al Colegio de Abogados de A Coruña. Por dicha referencia se conoce que el 

colegio actuaba como órgano consultivo de las autoridades, emitiendo dictámenes jurídi-

cos a nivel colegial. Este dictamen que se ha localizado es, según se dice en su principio, 

el segundo que se emitía por dicho colegio, tiene fecha de 28 de febrero del año de 1762, 

está avalado por todos los abogados que componían la junta directiva del colegio y res-

ponde al título de “Ynforme dado por los Abogados del Colegio de La Coruña en punto de 

la renovación de los Foros”. Se trata así de una respuesta colegiada a una pregunta que 

hace al Colegio de Abogados de A Coruña al presidente de la Real Audiencia de Galicia 

acerca de un escrito anónimo sobre la entonces candente y polémica cuestión de la reno-

vación de los foros.

Tanto por su interés técnico, como por la importancia que creo debe tener cualquier do-

cumento -ante la escasez de los mismos- que den información sobre actuaciones del 

Colegio de Abogados de A Coruña durante el siglo XVIII, se incluye dicho dictamen en el 

presente trabajo, colocando su texto en el apéndice que va al final del libro.
21.- Signatura S3,F; 
6-1;16
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21

21. Arco de una capilla lateral de la 
Iglesia de Santiago, de 1604, en la 
que figura una inscripción que hace 
referencia a la Real Audiencia de 
Galicia. 

22. Altar mayor de la Iglesia 
de Santiago de la ciudad vieja 
coruñesa. 

23. Vista de la Iglesia de Santiago 
de A Coruña, la más antigua de la 
ciudad, que se empezó a construir 
en la segunda mitad del siglo XII, y 
a la que tan vinculada estuvo la Real 
Audiencia de Galicia.  
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La formación de los abogados 

Al tiempo de las Partidas -siglo XIII- ya se regulaba acerca de quién podía ser abogado. A 

este respecto, la Partida Tercera, título VI, ley II era clara: podía ser abogado por otro “todo 

home que fuere sabidor de derecho, o del fuero, o de la costumbre de la tierra, porque lo 

aya usado de grand tiempo”.

Dentro de este concepto no podían ser abogados el menor de diecisiete años, el que fuese 

sordo sin oír nada, el loco, el desmemoriado, el pródigo, el ciego de ambos ojos, el ecle-

siástico, el judío o moro actuando en la defensa de cristiano, el hombre que luchara con 

una bestia a cambio de dinero, ni la mujer.

La prohibición que existió para que la mujer no pudiera ser abogado, “quanto quier que 

sea sabidora”, la basaban las Partidas en la razón de que se consideraba que no era ho-

nesto que la mujer tomara oficio de varón, estando públicamente envuelta con los hom-

bres; se “culpaba” de esta prohibición a una mujer: la impetuosa Calfurnia. “Antiguamente”, 

así lo dicen las Partidas, las mujeres podían actuar como abogados y de hecho ejercían 

esta actividad. Y apareció Calfurnia “que era sabidora”, pero era tan desvergonzada que 

enojaba a los jueces con sus voces “que non podían con ella. Onde ellos [los jueces] catan-

do la primera razón que diximos en esta Ley, [es decir, la de que la mujer no tomara oficio 

de varón], e otrosí veyendo que quando las mugeres pierden la verguenza es fuerte cosa 

oyrlas e de contender con ellas, e tomando escarmiento del mal que sufrieron de las bozes 

de Calfurnia, defendieron que ninguna muger non pudiesse razonar por otro”.

La forma en cómo una persona podía ser designada para ejercer de abogado de otra tam-

bién está recogido en las Partidas. El trámite para ello era muy simple, pues bastaba con 

que una persona dijera, señalándolo de entre los “sabidores de derecho”, aquel que quería 

que fuese su abogado. La designación de letrado se podía hacer tanto de palabra, en el 

caso que el abogado estuviera presente, como por carta, en el caso que no lo estuviese. 

Cuando la designación de letrado se hacía oralmente se debían utilizar las siguientes   pa-

labras u otras semejantes: “ruego”, “quiero” o “mando a”… que sea mi vocero o abogado. Si 

la designación se hacía por carta, había tres formas de verificarlo: por mano de escribano 

público de concejo;  por mano de otro cualquier escribano con sello del Rey o de algún se-

ñor o de arzobispo o de obispo o de otro prelado cualquiera o de maestre de alguna orden 

o del sello de algún concejo; y por último, estando el abogado delante del juez, se manda-

ba escribir en el registro del alcalde a la persona que se nombraba abogado.

Desde la promulgación de las Partidas, hay que avanzar hasta el año 1495 en el que los 

Reyes Católicos, el 14 de febrero, según recoge el Libro V, título XX de la Novisíma Re-

copilación, legislan sobre el “Examen, aprobación y otros requisitos para usar el oficio de 

abogado” diciendo: “mandamos que agora y de aquí adelante ninguno sea ni pueda ser 
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abogado en el nuestro Consejo ni en la nuestra Corte ni Chancillería, ni ante las justicias 

de nuestros Reynos, sin que primeramente sea examinado y aprobado por los de nuestro 

Consejo y Oidores de las nuestras Audiencias y por las dichas Justicias, y escrito en la ma-

trícula de los abogados...”.

Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Galicia establecieron que “los abogados que de-

fendieran pleytos en esta Audiencia han de ser hábiles y suficientes para defender las 

causas y pleytos que se ofrecieren y deven concurrir en ellos las calidades que se requiere 

por leyes destos Reynos y conforme a ellas han de ser examinados y aprobados por el 

Acuerdo y sin su licencia y aprobación no han de poder usar el oficio de abogado”.

En 7 de noviembre del año de 1617, Felipe III, mediante Pragmática, ratifica el anterior 

mandato diciendo que “...Y porque algunos sin tener las letras y suficiencias que se re-

quieren, se atreven a abogar en los pleytos que se tratan en el Consejo y en los demás 

Tribunales de nuestra Corte, mandamos que ninguno lo pueda hacer, no siendo examinado 

y aprobado conforme a lo dispuesto por la ley primera de este título que queremos que se 

execute y guarde inviolablemente”.

Ya creado el “Colegio de Abogados de la Real Audiencia de la ciudad de La Coruña”, por 

Real Provisión de 21 de agosto de 1770, se mandó que el Colegio de Madrid nombrara 

nueve abogados para que tres de ellos examinaran alternativamente a los que pretendie-

ran serlo, -eran los examinadores- después que hubiesen presentado en el consejo la cer-

tificación de cuatro años de práctica y los demás documentos, debiendo entenderse esta 

providencia para todas las chancillerías y audiencias, con la declaración de que se podían 

nombrar seis abogados examinadores en donde su número fuese limitado, que era el ca-

so, entre otros, de la Real Audiencia de Galicia y del Colegio de Abogados de A Coruña. 

La Real Provisión de 15 de febrero del año de 1772 dirigida a regular el ejercicio de la 

abogacía por los licenciados y doctores de la Universidad de Salamanca recordaba “que 

los que no tuvieran dicho grado, ni tampoco título de Abogados, no pueden abogar, ni ser 

Asesores...”. 

Carlos Martínez-Barbeito escribió22 que ya creado el Colegio de Abogados de A Coruña en 

el año de 1761, para alcanzar la colegiación era “inexcusable hallarse recibido de abogado 

según la legislación vigente”. Esto significa que para ejercer la abogacía era requisito pri-

mero e ineludible tener realizados los estudios correspondientes.

Sobre estos estudios para ejercer de abogado en la Real Audiencia de Galicia nos ilustra el 

profesor Pedret Casado en su discurso de ingreso en la Academia Gallega de Jurispruden-

cia y Legislación23. Se remonta don Paulino Pedret Casado a la fundación por Lope Gómez 

de Marzoa de un Colegio de Gramática en el monasterio de San Payo de Santiago, el cual 

22.- La fundación 
del Ilustre Colegio 
de Abogados de La 
Coruña.1974

23.- Biblioteca de la 
Universidad de Santiago 
de Compostela: “La 
Evolución de la Enseñanza 
del Derecho en la 
Universidad de Santiago 
de Compostela”
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28

24. Juan Antonio Ortega y Díaz-
Ambrona, ex ministro de UCD en 

el período de la Transición política 
española, durante su intervención 

en un acto del colegio.

25. Emilio González López,  
participante en una de las jornadas 

jurídicas celebradas  
en el colegio a mediados de los 

años setenta del siglo XX.

 
26. Ramón López Vilas,  

magistrado del Tribunal Supremo y 
catedrático de Derecho.

27. Antonio Fernández  
Rodríguez, magistrado.

28. José Luis Meilán Gil, José 
González Dopeso, José de la Torre 

Ruiz (presidente de la Audiencia 
Territorial), Manuel Iglesias Corral 

y Fernando Murillo Rubiera.
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colegio, fracasado por motivo de la reforma de los monjes benedictinos, tuvo continuidad 

después de su primer intento en el año de 1506 al crearse, también en Santiago de Com-

postela, la cátedra de Decreto de Graciano a la que se unió la canongía de Derecho que 

fue la primera prebenda de oficio que existió en la catedral compostelana.

Al tiempo existían en otras catedrales de España las otras cuatro canongías de oficio: Lec-

toral de Escritura, Penitenciario, Magistral y Doctoral, las cuales fueron creadas también 

en Santiago de Compostela a finales del siglo XVI. De esta forma -dice Pedret Casado- fue 

la cátedra de Derecho Canónico, la primera en el tiempo, de la que desde 1566 había de 

ser la Universidad de Compostela.

En 1526, Clemente VII autoriza a Alfonso de Fonseca la creación de un colegio en San-

tiago de Compostela en el que se recibían los grados de bachiller, licenciado y doctor o 

maestro en Derecho Canónico y Civil, Teología y Artes.

La facultad que tenía primacía en el Colegio de Fonseca de Santiago de Compostela era 

la de Sagrada Ciencia, de manera que las de Medicina y Leyes tardarían todavía un siglo 

en ser creadas, pues durante el XVI, en Santiago de Compostela, no hubo nada más que 

dos colegios: uno el de Fonseca, cuyos alumnos estudiaban Teología y Cánones y debían 

de ser gallegos, y otro el de San Jerónimo, cuyos becarios, también gallegos, estudiaban  

en la Facultad de Artes. 

En el siglo XVII -año de 1630- se creó en Santiago otro colegio -el de San Clemente- que 

disponía de diez becas para teólogos y ocho para juristas. En el citado siglo XVII, el conde 

de Monterrey intentó crear dos cátedras de Leyes en la universidad compostelana: la de 

Prima, en que debía de leerse el Digesto, y la de Vísperas, en que se leería el Código de Jus-

tiniano. Pero el proyecto fracasó.

Con anterioridad a este intento, el claustro de la Universidad de Santiago de Compostela 

pidió al rey la creación de la Facultad de Leyes, con el establecimiento en ella de la cáte-

dra de Instituta, la cual no llegaría hasta 1648, año en el que por disponer de dinero sufi-

ciente se pudieron fundar las fallidas cátedras de Prima y Vísperas ideadas por el conde de 

Monterrey.

Con la llegada de los Borbones al trono, se inicia una nueva etapa de la universidad espa-

ñola. El Real Consejo de Castilla decía en el año de 1741: “En diferentes tiempos y en es-

pecial desde el año 1713 se ha tratado así por órdenes de Su Majestad como del Consejo, 

en razón de que en las escuelas de las Universidades mayores de España y también en las 

menores, en lugar del Derecho de los Romanos, se estableciese la lectura y la explicación 

de la leyes reales, asignando cátedra en que precisamente se hubiese de dictar el Derecho 

patrio, pues por él y no por el de los Romanos, deben sustanciarse y juzgarse los pleitos; y 
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considerando el Consejo la suma utilidad que producirá a la juventud aplicada el estudio 

de los cánones y leyes, se dicte y explique también sin faltar al estatuto y asignación de 

sus cátedras los que las regentan, el Derecho Real, exponiendo las leyes patrias pertene-

cientes al título, materia o parágrafo de la lectura diaria tanto las concordantes como las 

contrarias, modificativas o derogatorias, ha resuelto ahora que los catedráticos y profeso-

res en ambos Derechos tengan cuidado de leer con el Derecho de los Romanos las Leyes 

del Reino correspondientes a las materias que explicaren”.

Y en el año de 1751 el marqués de la Ensenada le decía a Fernando VI: “La Jurispruden-

cia que se estudia en las Universidades es poco o nada conducente a la práctica, porque 

fundándose ésta en las Leyes del Reino, no tienen cátedra alguna en que se enseñen, de 

que resulta que jueces y abogados, después de muchos años de Universidad, entran casi 

a ciegas en el ejercicio de sus ministerios, obligados a estudiar por partes y sin orden 

los puntos que diariamente ocurren. En España no se sabe el Derecho Público, que es el 

fundamento de todas las leyes y para su enseñanza se podría formar otra Instituta, si no 

bastase el compendio que hizo Antonio Pérez24, y para el Derecho Canónico se había de 

establecer nuevo método sobre los fundamentos de la Disciplina Eclesiástica antigua y 

Concilios Generales y Nacionales, pues la ignorancia que hay en esto ha hecho y hace mu-

cho perjuicio al Estado y a la Real Hacienda”. 

Como consecuencia de las actuaciones anteriores, se crearon las cátedras de Sexto Decre-

tales de Bonifacio VIII, en Cánones y Código, y una nueva Instituta en Leyes, y se exigieron 

dos cursos de Arte para empezar a cursar Cánones o Leyes.

Martínez-Barbeito llama a los nuevos estudios de Derecho instaurados por los Borbones 

“el plan antiguo” en contraposición al plan de estudios implantado por Campomanes en el 

año de 1772.

El “plan antiguo” de Derecho era con el que los abogados coruñeses llegaban a ejercer la 

abogacía en la Real Audiencia. Como bien indica Martínez-Barbeito, después de las prime-

ras letras y de la indispensable latinidad, generalmente cursadas en cátedras monásticas 

o de fundación particular, o bien en casa de algún clérigo de la familia o vecindad, se 

estudiaban dos años de Artes o de Filosofía, para dar al estudiante una base universal de 

conocimientos, ingresándose a continuación en la Facultad de Leyes donde, por espacio 

de cinco años, se asistía a la lectura de las cátedras de Prima, Vísperas e Instituta, y más 

tarde a la de Código y a la segunda de Instituta, obteniéndose así el grado de bachiller en 

Leyes. Esto, y es cierto, según Martínez-Barbeito, garantizaba una intensa preparación 

jurídica en que tenía muy principal, casi abrumadora parte el Derecho Romano, y más 

concretamente el Justinianeo. Con cuatro años más de estudios, se obtenía el título de 

licenciado y el de doctor tras superar las pruebas correspondientes.

24.- Jurista español que 
fue catedrático de la 
Universidad de Lovaina 
en el siglo XVII
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31

32

30

33

 
29. Antonio Pedrol Rius, decano 

del Colegio de Abogados 
de Madrid y presidente del 

Consejo General de la Abogacía 
Española, fue uno de los 

personajes claves de la España 
de la segunda mitad del siglo XX. 
En la foto, en un acto organizado 

por el colegio de A Coruña.  

30. Público asistente al 
Congreso Penal Penitenciario 

celebrado en la ciudad herculina. 
En primera fila, José Antonio 

García Caridad, Agustín 
Fernández Albor y Gerardo 

Abad-Conde. Septiembre de 
1969.

31. César Torres, Manuel Iglesias 
Corral, Concepción Uribe 

(esposa de Iglesias Corral), 
Ramón Carballal Pernas, José 

González Dopeso y José Antonio 
García Caridad.

32. Francisco Jiménez de Llano, 
Dimas Hernández Corchero, 

Agustín Sánchez García y Antón 
Fernández Rodríguez. En la 

segunda fila, Marino Dónega, 
Antonio Vázquez Mouzo y 

Santiago Gómez Reino.

33. José Manuel Liaño, José de 
la Torre Ruiz, Manuel Iglesias 
Corral, Eduardo Monzón de 

Aragón y Emilio González López.
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Esta formación universal y jurídica era la que tenían los abogados de A Coruña que en el 

año de 1761 fundaron su colegio y la misma que hasta el año de 1772 adquirieron los 

letrados miembros de la institución.

En el año de 1770, los doctores de la Universidad de Valladolid presentaron a Carlos III un 

informe sobre los estudios de Derecho en el que decían: “Cualquiera conocerá que nuestro 

ánimo no es otro que introducir el Derecho patrio juntamente con el Derecho Romano en 

las Universidades imbuyendo a la juventud los principios de uno y otro Derecho, con los 

cuales en lo sucesivo no les sean peregrinas nuestras leyes, que es en lo que estriban los 

clamores de muchos contra los escolares. Ojalá que algunos de estos sabios nos hubieran 

sacado del apurado ahogo en que nos vemos ilustrándonos con alguna obra metódica 

comprensiva de uno y otro Derecho que pudiéramos poner desde luego en las manos de 

los jóvenes estudiosos; pero el caso es que, aunque infinitos han conocido este defecto, no 

sabemos haya alguno dedicado a remediarlo”.

Como se ve, unos años después de que lo hiciera el marqués de la Ensenada, también los 

doctores vallisoletanos clamaban por la implantación del Derecho Español como disciplina 

de estudio en las facultades de Leyes. No ajeno a este movimiento nacionalista, en el año 

de 1771, el conde de Campomanes confeccionó el plan para la renovación de los estudios 

en la Universidad de Salamanca, el cual fue aprobado con ámbito nacional en el año de 

1772.

El nuevo plan ampliaba el número de cátedras incluyéndose en los estudios de Derecho de 

la Universidad de Santiago las cátedras de Filosofía Moral, que se estudiaba durante dos 

años, antes de las Instituciones Civiles. En el año de 1773, el Consejo de Castilla ordenó 

la obligatoriedad del grado de bachiller en Leyes para ejercer como abogado. En 1807, el 

marqués de Caballero, ministro de Gracia y Justicia, impuso un nuevo plan de estudios de 

Leyes creando la cátedra de Economía Política.

La Ley II del Libro V, título XXII de la Novisíma Recopilación recoge una Real Orden25 en la 

que se indicaba: “Los estudios que han de preceder al examen y aprobación de los Aboga-

dos y arreglo de su número en los pueblos”, en la cual se decía que: “Mando, que ninguno 

pueda ser recibido de Abogado, sin que haga constar que después del grado de Bachiller 

ha estudiado quatro años las Leyes del Reyno, presentándose en las Unversidades en 

que hay Cátedras de esta enseñanza, a lo menos dos, pudiendo emplear los otros dos en 

Derecho Canónico”. Y en la misma circular, a fin de evitar el fraude en el ejercicio de la 

abogacía, se añadía que para trabajar como abogado, como complemento a la formación 

universitaria, era necesario lo siguiente: “...después de estos estudios deberá acreditar ha-

ber tenido por dos años la pasantía con algún Abogado de Chancillería o Audiencia, asis-

tiendo frequentemente a las vistas de los pleytos en los Tribunales, lo que certificarán los 

Regentes de ellos, a quienes avisarán los Abogados de los pasantes que reciben, para que 

25.- 29 de agosto de 
1802 inserta en circular 
del consejo de 14 de  
septiembre del mismo 
año
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le conste y puedan celar y certificar su asistencia, a fin de evitar los fraudes que en esto se 

comete continuamente...”.

La invasión de Galicia por las tropas de Napoleón, en el año de 1809, produjo, entre otras 

consecuencias, cambios muy profundos en la Universidad de Santiago de Compostela, de 

manera que en el año de 1818 volvió a implantarse el plan de Campomanes de 1772, pero 

este fue rápidamente sustituido por otro implantado en 1821 que desapareció tan solo 

dos años después, en 1823. 

En 1824 se instauró un nuevo plan que tuvo más duración que los inmediatos anteriores, 

pues alcanzó hasta 1836, dos años antes de la promulgación de la Real Orden de creación 

de los Estatutos de los Colegios de Abogados de España.

En 1842 tuvo lugar un acontecimiento muy importante para los estudios que marcaban la 

formación de los futuros abogados: la fusión de las carreras de Leyes y Cánones, es decir, 

la unificación de lo que se conocía como Ambos Derechos. Entre otras novedades decía la 

Ley de Unificación de las carreras de Derecho: “La Carrera de Jurisprudencia se organizará 

de modo que comprenda las enseñanzas de Instituciones hasta el grado de Bachiller, las 

de ampliación y práctica necesaria para el ejercicio de la abogacía hasta el de Licenciado 

y las superiores o generales hasta el grado de Doctor. No habrá más que un grado de 

Bachiller en la Facultad de Jurisprudencia, el de Licenciado será indispensable para decla-

rar concluida la carrera literaria del abogado, el de Doctor se exigirá a los que hayan de 

desempeñar cátedras en esta Facultad. Los cursos de la carrera de Jurisprudencia serán 

cuatro hasta el grado de Bachiller, otro hasta el de Licenciado y diez hasta el de Doctor”. 

El programa de enseñanzas de esta carrera comprendía, con arreglo a lo dispuesto en los 

artículos anteriores, las asignaturas siguientes: Primer curso, Prolegómenos del Derecho, 

Elementos de Historia y de Derecho Romano. Segundo, Elementos de Historia y de Dere-

cho Civil y Mercantil de España. Tercero, Elementos de Derecho Penal, de Procedimiento 

y Administrativo. Cuarto, Elementos de Historia y de Derecho Canónico. Quinto, Códigos 

Civiles españoles, el de comercio y materia criminal. Sexto, Historia y disciplina eclesiásti-

ca general y especial de España, Colecciones canónicas. Séptimo, Derecho Político Cons-

titucional con aplicación a España, Economía Política. Octavo, Academia teórico-práctica 

de Jurisprudencia. Décimo, Principios Generales de legislación universal comparada. Codi-

ficación.

El profesor Pedret Casado hace ver en su citado discurso que “en este Plan están en ger-

men todas las asignaturas de la Facultad de Derecho hasta bien entrado el siglo XX”.

Varias reformas posteriores a la unificación de la carrera de Derecho fueron modificando 

los planes de enseñanza universitaria, debiendo destacarse por lo que toca a la Facultad 

de Derecho, la efectuada en el año de 1883, por la que se separó la asignatura de Derecho 
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Penal de la de Mercantil, añadiéndose las asignaturas de Derecho Natural, Hacienda Públi-

ca, Derecho Internacional Público y Privado e Historia del Derecho.

Ya en el siglo XX, al crearse el Ministerio de Instrucción Pública, se desligó la asignatura de 

Derecho Administrativo de la de Derecho Político. Las posteriores reformas de la carrera 

no alteraron ésta sustancialmente, debiendo destacarse que en esta época se añadió la 

asignatura de Filosofía del Derecho.

Pero si la carrera no sufrió grandes cambios en los últimos tiempos del siglo XX, sí se 

verificaron éstos en la estructura de la vieja Universidad de Santiago de Compostela 

que dejó de ser, después de más de quinientos años, la única universidad para nuestra 

comunidad. En el año de 1989  se aprobó la Ley de Ordenación del Sistema Universitario 

de Galicia (LOSUG), creándose dos universidades más en Galicia: la de A Coruña, con su 

campus de A Coruña y Ferrol, y la de Vigo con su Campus de Ourense y Pontevedra. Por 

su parte, la universidad compostelana extendió su actividad al campus de la ciudad de 

Lugo.

De manera que en el año 2006, en que esto escribo, ya han salido de la nueva universi-

dad gallega diez generaciones de licenciados en Derecho, de forma que algunos de los 

integrantes de estas promociones son ya hoy miembros del Ilustre Colegio Provincial de 

Abogados de A Coruña. 

En la biblioteca de la Universidad de Santiago de Compostela se conserva un ejemplar del 

Plan de Estudios de 1824, establecido por disposición del claustro de la Real Universidad 

de la ciudad de Santiago26, del que se trata en el apéndice.

El ingreso en el Colegio de Abogados de A Coruña

El ingreso hasta el año 1853

Desde muy antiguo, se hace referencia en las distintas leyes de España a la necesidad de 

estar en posesión del título de licenciado en Derecho y ser examinado por las reales au-

diencias o chancillerías para poder ejercer la abogacía. Este examen, que debían de pasar 

los licenciados en Derecho, no debe entenderse como una prueba de conocimientos propia 

de la universidad, sino que el examen a que se referían dichas leyes era el de la superación 

de las pruebas que normalmente exigían las citadas reales audiencias y las chancillerías al 

licenciado en Derecho para poder practicar la abogacía. Y el mismo que, desde la creación 

de los colegios de abogados, exigían éstos para formalizar su ingreso en ellos, en la época 
26.- Fondo de Papeles de 
Antonio de la Iglesia
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en que este requisito era necesario para ser abogado.

En el estatuto XVII de las ordenanzas del colegio de la Real Audiencia de la ciudad de A 

Coruña, se indicaban los requisitos que debían de reunir los licenciados en Derecho que 

pretendían entrar en el colegio. Las pruebas exigidas para el ingreso (que en el citado 

estatuto se denominan “calidades”), consistían en la prueba que los licenciados debían 

superar primero ante las audiencias reales y chancillería y, después de la creación de los 

colegios de abogados, ante éstos. 

El libro más antiguo del “Ilustre Colegio de Abogados de la Real Audiencia de Galicia de 

la ciudad de La Coruña” es el de juntas de gobierno del año de 1821. No existen, pues, 

libros anteriores de este colegio por el que se pueda tener noticia de la vida del mismo 

desde el año de su creación -1761- hasta el citado de 1821. Sin embargo, el aspecto de 

la formalización del acto de ingreso de los aspirantes a letrado en el Colegio de Abogados 

de A Coruña, así como algunos otros relativos a su vida, se pueden conocer de dos mane-

ras: por los estatutos de las ordenanzas del Colegio de Madrid, que fueron íntegramente 

aprobados por el colegio de A Coruña, y también por las certificaciones de las actuaciones 

prácticas del de Madrid, y que el ya constituido Colegio de Abogados de A Coruña solicitó 

a aquél, a fin de conocer la forma material de realizar determinadas actuaciones, entre 

ellas la dicha del ingreso.

En el mismo año de 1761, en que se aprobó el Colegio de Abogados de A Coruña, el licen-

ciado don Jacinto Moreno de Montalbo, abogado de los Reales Consejos y secretario del 

Ilustre Colegio de Madrid, envió al Colegio de Abogados de A Coruña una certificación de 

los acuerdos hechos para la admisión de los individuos “a fin de que el de la Audiencia de 

Galicia pueda arreglar las del suyo en todo a ellos”.

En consonancia con los estatutos de las ordenanzas del Colegio de Abogados de Madrid y 

con dichas certificaciones de acuerdos del citado colegio, el de A Coruña efectuaba el acto 

de ingreso de los nuevos letrados en la forma que a continuación se indica.

El licenciado en Derecho que aspiraba a ingresar en el Colegio de Abogados de A Coruña, 

entregaba al secretario del mismo, junto con el título correspondiente, un memorial con 

certificación de hallarse recibido por el acuerdo. Dicha certificación era a su vez avalada 

por el secretario del colegio, tomándose nota de dicho acto. En el memorial, el aspirante 

haría constar el lugar de su nacimiento y el de sus padres y abuelos, indicando individual-

mente los nombres- y apellidos de cada uno y las fes de bautismo de los indicados. Todo 

este memorial era examinado por el secretario del colegio y, si estaba conforme27, se pa-

saba al decano quien procedía al nombramiento de dos informantes, que eran individuos 

del colegio, debiendo elegirse entre uno antiguo y uno moderno. Si el decano y el secreta-

rio de la institución, antes de proceder al nombramiento de informantes, tuvieren constan-

27.- Auto del consejo de 
11 de agosto del año de 
1685
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3635

37

34. A la izquierda, Xesús 
Palmou, conselleiro de 

la Xunta de Galicia. A la 
derecha, César Torres. A 

Coruña, 2003.

35. Antonino Vázquez 
Bonome y Jesús Varela 

Fraga. Julio, 2002.

36. Feliciano Gómez 
Pedreira, Fernando Núñez 

Macía, Jesús Sieira Bustelo 
y Agustín Sánchez García. 

Enero, 2993.

 
 

37. Antonio González Nieto, 
José Cora Rodríguez, José 

Ramón Vázquez Sande y 
Ángel Judel Prieto. Los 

tres primeros, presidentes 
del TSXG. El segundo y el 

tercero, fueron también 
Valedores do Pobo de 

Galicia.  Noviembre, 2003.
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cia de que el memorial del aspirante tenía algún defecto en su contra, lo persuadían para 

que desistiera de su deseo.

Además del indicado memorial, era preciso presentar doce testigos mayores de edad que 

fueran de toda excepción, de manera que entre ellos hubiera algunos que conocieran a los 

abuelos paternos y maternos del aspirante. Las fes de bautismo de éstos, de las de sus 

padres y la del aspirante, las cuales eran en total siete, debían de estar legalizadas por 

tres escribanos o por lo menos por dos si no hubiera los tres.

El trabajo de los informantes encargados de interrogar a los testigos era gratuito y con-

sistía, después de jurar que ejecutarían bien y fielmente su cometido, en examinarlos ate-

niéndose al siguiente interrogatorio: en primer lugar, se les preguntaba sobre el conoci-

miento que tenían del aspirante, de sus padres y abuelos paternos y maternos. También 

se les interrogaba sobre la naturaleza, vecindad y domicilio de unos y otros.

Debían preguntar si conocían que el aspirante era hijo legítimo de don N y de doña N, su 

mujer, naturales de N. Nieto legítimo de don N y de doña N, su mujer, naturales de N.  Y 

sobre lo que el aspirante indicaba en la genealogía que presentaba. La pregunta tenía la 

siguiente formulación: “digan lo que supieren y por qué lo saben”.

Seguidamente, se interrogaba a los testigos si sabían que tanto el aspirante como sus 

padres y abuelos habían sido y eran cristianos viejos, limpios de toda mala raza de moros 

y judíos; si habían sido penitenciados por el Santo Oficio de la Inquisición; si no eran de los 

nuevamente convertidos a la fe cristiana, y si no descendían de ninguno que tuviera se-

mejante nota ni hubieran sido castigados por otro ningún tribunal con pena que conllevara 

infamia.

También debían responder a la verdad de que todos estuvieron o estaban en reputación 

de cristianos viejos en los lugares de su nacimiento y residencia, sin que jamás, ni en una 

ni en otra parte, se hubiera oído ni entendido cosa en contrario. De lo respondido había 

que confirmar que todo ello era público y notorio, además de expresar la razón que los 

testigos tenían para afirmar lo que atestiguaban.

Además se interrogaba a los testigos acerca de si sabían que ni el aspirante ni sus padres 

ni sus abuelos, tuvieran ni ejercieran nunca, ni lo ejercían en la actualidad, oficio ni empleo 

vil, ni mecánico y menos decente que se opusiera al lustre de la profesión tan decorosa 

como era la de abogado. Si tuvieran los testigos conocimiento de que los indicados habían 

tenido algún tipo de oficio o empleo de los mencionados, debían de concretar cuál había 

sido el mismo y dar razón de todo ello, indicando si lo conocido era público y notorio.

La Cédula Real de 18 de marzo del año de 1783 suprimió la prueba de limpieza de sangre. 
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Como consecuencia de ello, las preguntas del interrogatorio a los testigos sobre la limpie-

za de sangre del aspirante a ingreso, de sus padres y abuelos fue cambiada más adelante 

por la más sencilla de: “si saben que el pretendiente don N no ha sido castigado por Tri-

bunal alguno con pena que cause infamia y que tanto éste como sus referidos padres y 

abuelos han sido personas honradas y de buenos procedimientos y en este concepto han 

estado y están tenidos y reputados en los pueblos de su respectiva naturaleza y residencia 

sin que los testigos sepan o hayan oído decir cosa en contrario”.

Hasta aquí lo que había que hacer para llevar a cabo un ingreso; el cómo se realizaba lo 

anterior era de la siguiente manera: después de efectuado el interrogatorio, se rubricaba 

por los informantes y por el secretario el resultado del mismo, juntamente con el memorial 

que presentaba el aspirante, el acta de nombramiento de los informantes y las fes de bau-

tismo. Todo debidamente cerrado, se remitía al miembro más antiguo del colegio quien al 

pie de las aportaciones ponía su informe. Se remitía todo al secretario quien informaba de 

lo actuado y de su resultado en la primera junta que se celebrara. Si el informe era positi-

vo, se daba antes aviso al aspirante para que, “por precisa ceremonia” y para ser conocido, 

visitara al decano y oficiales. Esto se realizaba según lo decidido en acuerdo  tomado por 

el Colegio de Abogados de Madrid el 28 de agosto de 1703.

Si practicadas las pruebas pertinentes resultaba existir algún reparo, dichas pruebas eran 

suspendidas y se procuraba convencer al aspirante para que desistiera de su pretensión. 

Si el aspirante se negaba a desistir e insistía en querer ejercer de abogado, se le dene-

gaba el ingreso en el colegio dándose cuenta de ello al Acuerdo para que despachara la 

providencia conveniente.

El largo procedimiento requerido para llevar a cabo el ingreso de un aspirante en el co-

legio de abogados terminaba con el asentamiento del acuerdo de ingreso en el libro de 

entradas, de manera que por tal asentamiento se regulaba la antigüedad del abogado. Al 

mismo tiempo, en el libro de acuerdos se escribían los relativos a la vista y aprobación de 

las pruebas de ingreso del aspirante. 

Previamente a estas dos inscripciones, se exigían al recién ingresado dos actuaciones: 

una era la prestación de juramento, el cual se hacía ante el decano, o de su orden ante el 

secretario, consistiendo el mismo en jurar defender que Nuestra Señora la Virgen María 

fue preservada y exenta de culpa original. La otra actuación consistía en la entrega al 

tesorero de una cantidad de dinero de entrada la cual, en el Colegio de Madrid, se des-

tinaba al socorro de viudas pobres de abogados, mientras que en el colegio de A Coruña 

esta cantidad se había complementado ya en el siglo XIX con la entrega de un libro para 

la formación de la biblioteca de la institución colegial, según consta en varios asientos de 

las juntas de gobierno. 
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38. Fiesta de la patrona de los 
abogados de 1997. José Cora, Carlos 
Santaló y José Ramón Vázquez 
Sande.

39. Xesús Palmou, conselleiro de 
Xustiza; César Torres, decano; 
y Manuel Fraga, presidente de 
la Xunta. Acto conmemorativo 
del cincuenta aniversario de la 
Mutualidad de la Abogacía. A 
Coruña, 1998.

40. Jesús Souto Prieto, presidente 
del TSXG; Francisco Vázquez, 
alcalde de A Coruña; y Manuel Fraga 
Iribarne, presidente de la Xunta de 
Galicia. Junio, 2005.

41. Marcial Rico García, durante 
muchos años oficial mayor del colegio 
e historia viva de la institución, con el 
decano César Torres y señora.
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Al carecer de los libros correspondientes a los años que van desde la fundación del colegio 

hasta 1821, en el que ya se pueden conocer el contenido y la forma de sentar los acuer-

dos de las juntas de gobierno y los generales de la institución, no podemos tener noticia 

de cómo se formalizaban los trámites de ingreso en el colegio coruñés, pero la lectura de 

las certificaciones de los acuerdos de las juntas del Colegio de Madrid, que le fueron soli-

citadas por el recién creado de A Coruña, permiten conocer este aspecto, pues el colegio 

coruñés utilizó, en todo momento, la misma formalidad que la utilizada por el madrileño.

Nombramiento de informantes

El nombramiento de informantes se realizaba mediante decreto despachado por el de-

cano del colegio en la forma que sigue: “La Coruña, tantos de tal mes y año. Nombro por 

informantes para que hagan las pruebas al licenciado Don N a los Señores Licenciados 

Don N. y Don N., individuos de nuestro Colegio, quienes concurran a mi posada29 o a la del 

Señor Secretario a hacer el juramento prevenido por las Constituciones”. 

El decano ponía media firma y seguidamente el secretario enviaba a los informantes así 

nombrados el siguiente aviso: “Muy señores míos: De orden del Señor Decano remito a 

Vds. la Genealogía e Interrogatorio adjunto para que a su tenor examinen doce testigos 

que presentará el pretendiente (junto con la siete fes de bautismo legalizadas que ha 

producido) las que cotejarán con las deposiciones y asimismo informándose de las qua-

lidades, habilidad y demás circunstancias de el pretendiente, hagan el informe prevenido 

en el Estatuto veinte y se servirán remitirlo todo a mi poder para dar cuenta a la Junta, 

pasando antes de principiar su comisión a hacer el juramento en manos de el Señor 

Decano, o en las mías, según se halla establecido por los estatutos de nuestro Colegio y 

quedo de V M. con fino afecto. La Coruña… Licenciado N, Secretario. Señores Licenciados 

D. N. y D. N.”

A continuación del nombramiento, firmaban los informantes su aceptación y hacían el 

juramento que se les pedía: “Haviendo concurrido a mi posada los Señores licenciados D. 

N. y D. N., a quienes por comisión del Señor Decano les está encargada la recepción de 

las pruebas de el Licenciado D. N., hicieron el juramento prevenido por constituciones y lo 

firmaron conmigo de que certifico. La Coruña… Licenciado D. N., Decano. Licenciados D. N 

y D. N.”.

Siendo positivo el informe de los informantes, se ponía en él el decreto de aprobación, 

escribiéndose con destino al tesorero el siguiente papel: “Muy señor mio: En Junta que 

nuestro Ylustre Colegio ha tenido el día tantos, se vieron y aprobaron las pruebas del 

Licenciado D. N. y acordó que entregando la limosna acostumbrada30 y haciendo el jura-

29.- Tanto en Madrid 
como en A Coruña, y 
también en otros colegios 
de abogados pioneros, en 
los primeros tiempos las 
instituciones colegiales 
no tuvieron domicilio 
social, utilizando para las 
reuniones las casas de 
residencia de los decanos 
o de alguno de los 
componentes de la junta 
directiva. En el caso del 
Colegio de Abogados de A 
Coruña, aún consta así en 
algunos acuerdos de sus 
juntas de gobierno en el 
siglo XIX

30.- En el Colegio de 
Abogados de Madrid eran 
90 reales de vellón y en 
el de A Coruña la entrega 
de un libro a elección del 
aspirante admitido
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mento prevenido en los estatutos, se le sentase en los Libros, lo que participo a V. M. para 

que se sirva recibir de dicho D. N. la explicada cantidad dando recibo para que lo ponga en 

mi poder y yo en el cargo de la Tesorería. Nuestro Señor guarde… Licenciado D. N., Secre-

tario. Señor D. N., Tesorero.”

Y después de que el aspirante hacía la entrega que se le solicitaba y de prestar el jura-

mento, se le sentaba en el libro de entradas. Si se conservaran esos libros de aquellos 

tiempos, nos encontraríamos con partidas como esta: “En la Junta que se celebró en tal 

día…, se vieron y aprobaron las pruebas de el Licenciado D. N. con la calidad acordada de 

que, si asistiese a el estudio de algún abogado a despachar o exercitarse de pasante, se 

borraría y separará de la lista que anualmente sale de los individuos de nuestro Colegio, 

y que así se le advirtiese por mí el Secretario; y haviéndolo ejecutado lo acetó, y convino 

en ello y héchome constar por recibo del Señor Thesorero que queda en mi poder haver 

entregado la limosna acostumbrada y, prestando el juramento prevenido por los estatutos, 

le senté esta partida que firma conmigo, de que certifico. La Coruña… Licenciado D. N. 

Licenciado D. N. Secretario.”

El Colegio de Abogados de A Coruña adoptó también la práctica del de Madrid  de anotar 

por los secretarios, al margen de cada partida de asiento de nuevos abogados, sus ascen-

sos, el año en que si procedía servían el decanato, los traslados, bajas temporales o defi-

nitivas, el día de su fallecimiento y el número de misas que se celebraron en su sufragio. 

Esta práctica se conservaba todavía en el siglo XIX, según se puede constatar en el único 

libro del registro de abogados que se conserva en el colegio coruñés. 

Todo el anterior proceso para ingreso de un nuevo abogado en el colegio, terminaba con 

la custodia del expediente en el archivo colegial. La certificación del Colegio de Madrid 

que daba cuenta de esta práctica añadía al respecto que “dicho Archivo permanece en 

la posada del Señor Decano más antiguo o Decano de Ex-Decanos, quien tiene una llave, 

otra el Señor Decano actual y otra el Señor Secretario y en poder de éste existe también 

el sello de las armas de nuestro Colegio”.

Es muy posible que esta práctica fuera utilizada también por el Colegio de Abogados de A 

Coruña pues todavía muchos acuerdos de las juntas de gobierno del siglo XIX comienzan 

diciendo: “En la casa de posada del Señor Decano se reunieron...”. Y esta práctica, moti-

vada por la ausencia de un domicilio social propio31, puede ser, entre otras, una de las 

causas del extravío de los primeros libros de la institución colegial.

Entre otras certificaciones enviadas al Colegio de Abogados de A Coruña por el de Madrid, 

se recoge la referente a una costumbre implantada en la capital, ya en el año de 1755, la 

cual era, como otras muchas, fruto de la experiencia. Consistía en la obligatoriedad de que 

los nuevos abogados al ingresar en el colegio, además de probar las calidades exigidas 

31.- Al momento de la 
creación del Colegio de 
Abogados de A Coruña, su 
junta directiva se reunía 
en una de las salas de la 
Real Audiencia de Galicia, 
pero numerosos acuerdos 
del siglo XIX colocan el 
lugar de estas reuniones 
en la casa del decano
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43

 42

42. Jesús Varela Fraga sustituyó 
en el decanato del colegio a César 

Torres Díaz. Enero, 2001.

43.  José Antonio Lois, antecedió 
en el cargo a César Torres y a 

Jesús Varela.
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por los estatutos y anteriormente expuestas, tuvieran casa puesta en la ciudad o dispo-

sición para establecerse en ella para ejercer la profesión de letrado. Este nuevo requisito 

fue, desde luego, adoptado por el Colegio de Abogados de A Coruña, pues así se refleja en 

las partidas de admisión de nuevos abogados en el transcurso del siglo XIX.

Por la junta de gobierno celebrada el 23 de julio del año 1822, se conoce la primera par-

tida de asiento de un ingreso en el colegio, indicándose en ella todo el proceso de ingreso 

de un letrado en el Colegio de Abogados de A Coruña32.

“Junta de Gobierno de 23 de julio de 1822. En esta Junta se ha visto la solicitud y docu-

mentos que ha presentado el Licenciado Don Laureano Novo de Euxonzagaray, aspirando 

a incorporarse en este Colegio, y se acordó proceder a los ynformes secretos para hacerse 

bastante y legalizados los predichos documentos con que acompañó aquella, y también 

que se devolviese el título de Abogado. De todo lo que certifico y lo señala el Sr. Decano.”

“Junta de Gobierno de 27 de Julio de 1822: Se ha dado cuenta nuevamente en esta Junta 

de la pretensión de Laureano Novo y visto que de los ynformes secretos nada resulta que 

pueda servirle de obstáculo a su incorporación, se acordó pase dicha ynformación al Sr. 

Decano para que le dé el curso correspondiente. De que certifico y señala el Señor Deca-

no”.

“Junta de Gobierno de 8 de Agosto de 1822: En esta Junta se han presentado las pruebas 

y más documentos pertenecientes a la pretensión del Licenciado Don Laureano Novo de 

Euxonzagaray y visto que todo se halla con arreglo a nuestras Constituciones, sin que re-

sulte objeción alguna que pueda impedir su incorporación, se acordó ésta y satisfecha que 

sea la limosna de costumbre previo el juramento de estatuto se ponga razón de todo en el 

libro de entradas, archivándose de hecho el expediente formado a solicitud de este intere-

sado. De todo lo que certifico por ausencia del Secretario y lo señaló el señor Decano”.

Así, pues, los trámites para el ingreso de un letrado en el Colegio de Abogados de A Coru-

ña coincidían perfectamente con los que constaban en sus estatutos. Las fórmulas em-

pleadas en los asientos anteriores para reflejar el proceso se repiten, casi en idéntica 

forma, hasta el año de 1830 en que cambió el método del examen de ingreso33. Las 

únicas diferencias se hallan en algunos de los asientos de ingreso de abogados desde el 

año de 1821 hasta el de 1830, y eran tan nimias como que solamente se diferenciaban en 

poner, en unas ocasiones, “se  entregaron el árbol genealógico y las partidas de bautismo 

del pretendiente, de sus padres y de sus abuelos”; y, en otras, “se entregaron los ynformes 

secretos”. La instancia de solicitud de ingreso se hacía en papel de oficio sellado, dirigido 

al decano y era de estilo libre. 

De un acuerdo de ingreso, sentado en la junta de gobierno celebrada el 20 de febrero de 

32.- Este expediente se 
publica completo en el 
apéndice

33.- Aunque el primer 
libro que se conserva del 
Colegio de Abogados de 
A Coruña tiene fechas 
comprendidas entre los 
año de 1821 y 1838, en 
realidad comienza en el 
mes de diciembre del año 
de 1821, mes en el que 
no hubo ningún ingreso. 
Por ese motivo, el primer 
asiento que se conoce de 
este colegio no se realiza 
hasta el mes de julio del 
año de 1822
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1823, puede deducirse que todos los pasos del proceso se debían seguir escrupulosamen-

te. No obstante, como en toda regla se cumplía la excepción, lo que permite conocer la 

existencia de cierta flexibilidad a la hora del cumplimiento rígido de los estatutos. En dicha 

junta de gobierno se sentó el ingreso de un aspirante indicándose que el mismo se acor-

daba “con la condición de que en el término de un año el pretendiente ha de completar las 

pruebas prevenidas en el estatuto, quedando el Señor Decano encargado de celar porque 

esta disposición tenga efecto”. Y posiblemente esta holgura en los trámites de ingreso 

tuviera otras concesiones, tal como ocurría en otros colegios de abogados y de los cuales 

y por sus libros se conoce la exención de informes secretos a abogados que estuviesen 

matriculados en las Reales Audiencias o ingresaran en los colegios procedentes del esta-

mento judicial.

Del cotejo de los asientos de ingreso efectuados en los libros de las juntas de gobierno 

que se conservan del Colegio de Abogados de A Coruña, se puede establecer que la dura-

ción del proceso de ingreso de un nuevo abogado era de unos veinte días, contados desde 

la recepción de la solicitud hasta el asiento del ingreso y archivo del expediente.

La única novedad destacable en el proceso de ingreso de nuevos abogados sucedió en la 

junta de gobierno celebrada el 9 de octubre de 1828, en la que se acordó la elevación de 

la cuota de entrada para los nuevos ingresados. Este acuerdo fue como sigue: “Tratose 

enseguida de la creación de fondos del Colegio y de la necesidad de aumentar las limos-

nas que se satisfacen a la entrada para ocurrir a los gastos de la función religiosa de los 

Santos Patronos y otras urgencias, y en consideración a lo que por este último objeto 

se contribuie en el Ylustre Colegio de Madrid, de el que es hijo el de esta Real Audiencia 

rigiéndose por sus mismos estatutos, quedó acordado que en lugar de seiscientos reales 

que hasta aquí se pagaban por entrar se paguen a lo subcesibo nuebecientos sesenta, y 

se acordó advertir además a los colegiales que entren, la obligación de contribuir con al-

guna obra de un libro para aumento de la pequeña biblioteca que existe en el colegio, con 

lo que se dio por terminada la junta.”

Las nuevas normas para el ingreso en el colegio, impuestas por la Real Orden de 1 de 

agosto de 1830, se aplicaron por primera vez el 6 de noviembre de ese mismo año. Según 

dicha orden, el ingreso en el Colegio de Abogados de A Coruña se efectuaba en la forma 

contenida en el acuerdo de su junta de gobierno celebrada en esa misma fecha y que de-

cía así: “Reunidos previa convocatoria los señores del margen se dio cuenta de un oficio 

que con mandato del Real Acuerdo se pasó por su Secretario al Señor Decano y Colegio 

para el examen del Bachiller Don Roque Berea y Turnes al que acompañaba una certifi-

cación del Real Acuerdo dado al efecto para que dicho examen se hiciese con arreglo a 

la Real Orden de diez de Agosto último de la cual se insertaba copia34 que prescribe el 

nuevo método conque así en los Colegios como en los Reales Acuerdos ha de procederse 
34.- No se conserva dicha 
copia
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45

44. Junta directiva del 
colegio y abogados coruñeses, 

en la Iglesia de Santa Lucía, 
después de una misa en honor 

de la patrona.

45. José Antonio Lois 
Fernández y José Cora.
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en estos actos. Vista dicha Real Orden se siguió una detenida discusión sobre los medios 

de darla puntual cumplimiento y de verificar este primer examen que debe servir de re-

gla para los sucesivos. Y considerando que este no puede diferirse sin ocasionar graves 

perjuicios al pretendiente quien, según informó el Decano, consta por el pronto despacho 

que cada examen exige un expediente formal no sólo para dar al acto toda su importancia 

sino también para hacer constar en todo tiempo haberse cumplido escrupulosamente con 

todos y cada uno de los requisitos que los previenen, y que a estas actuaciones habrán de 

referirse los Señores Decano, Examinadores y Secretario en sus respectivos casos; que la 

libertad de los examinadores para pronunciar su censura es en justicia y según su concien-

cia, asegurarse cuanto sea posible; y atendiendo por último a la necesidad de proporcionar 

fondos a la corporación que no cuenta con otros que los que suministra la pura voluntad 

de los que en el día la componen; por estas y otras observaciones que se tuvieron presen-

tes, la Junta ha venido en acordar y acordó las medidas que siguen:”

“Primera: que para suplir el cuaderno de que trata la Real Orden se forme provisional-

mente uno que comprenda las ochenta y tres Leyes de Toro y abrace de los libros de la 

Novísima Recopilación que la misma expresa, las que a juicio de los Señores Decano Doc-

tor Sánchez Núñez y Licenciado Fernández Cid, ex-Decano, se puedan contemplar como 

principales, en cuyo cuaderno provisional se deberá dar el pique (?) para que el examinan-

do haga el señalamiento de la ley sobre que habrá de discurrir”.

“Segunda: que para cada examinando se instruya un expediente que comenzando con 

el oficio o certificación del Real Auto de Acuerdo para su examen contenga después en 

primer lugar este señalamiento que haga el Señor Decano de la Terna que esté en turno, 

habiendo precedido el depósito de los seiscientos cuarenta reales, cuya entrega deberá 

constar de recibo del Señor Tesorero del Colegio y en seguido del acta del examen, la que 

se extenderá bien circunstanciada indicando la ley sobre que  ha ejercitado el pretendien-

te y la censura que haya recaído”.

“Tercera: para el señalamiento de ternas por orden y turno riguroso habrá un libro des-

tinado al objeto; en el principio de cada año colegial se apuntarán las que resulten de las 

respectivas elecciones y según fuere presentándose los examinandos se irán haciendo y 

sentando los señalamientos de las ternas que les correspondan, lo que se ejecutará por 

ante el Secretario el que conservará el libro en su poder”.

“Quarta: que la censura se haga por votación secreta por medio de caja dispuesta al in-

tento y que no se use de otras calificaciones que las de Aprobado, Suspenso o Repobrado; 

que el excrutinio se practique abriendo la caja el Señor Presidente y contará los votos el 

Secretario en presencia de los examinandos quienes deberán subscrivir el acta con él y así 

todo lo certificará”.
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“Quinta: con referencia a esta acta, se expida por el Secretario la certificación completa 

y sellada con el sello de las armas del Colegio y se remita con oficio al Real Acuerdo”.

“Sexta: que de la cantidad depositada se reserven doscientos reales para fondos del 

Cuerpo, tomándose por la Contaduría la debida razón, y los cuatrocientos reales restantes 

se distribuyan en la fórmula siguiente: cien a cada uno de los examinadores, otros tantos 

al Secretario y cuarenta al Portero; y también se tuvo en consideración parecer ahora 

incompatibles las funciones del Secretario y examinador; que el Secretario alguna vez se 

hallará ausente o impedido y que de los yndividuos que compongan la terna que esté en 

turno también alguno podrá encontrarse con imposibilidad de concurrir al examen y por 

lo mismo se acordó: lo primero que en las elecciones anuales de oficios para completar la 

terna primera de que hasta aquí fue individuo nato el Secretario se nombre un otro cole-

gial de fuera de la Junta; lo segundo que en la imposibilidad del Secretario desempeñe sus 

veces con arreglo a estatuto el diputado 4, a menos que no sea del turno, que entonces 

seguirá el tercero diputado; y tercero que en falta de individuos de la terna que debe hacer 

el examen entren los de la subsiguiente por su orden, empezando por el último y quedando 

encargados los Señores Decanos y Secretario para disponer y pasar los oficios conducen-

tes y arreglar las mismas medidas subalternas para la exacta execución de las que quedan 

decretadas. Se levantó esta Junta que rubrica el señor Decano de todo lo que certifico.”

Antes de que se estableciera el sistema ideado por la Real Orden de 10 de agosto de 

1830, el examen de los documentos que adjuntaba el interesado al ingresar en un colegio 

de abogados lo realizaban los dos informantes a que me referí más arriba. A partir de 

1830, los informantes fueron sustituidos por tres examinadores, los cuales, según consta 

en los sucesivos acuerdos de la junta de gobierno del Colegio de Abogados de A Coruña, 

eran nombrados anualmente en el acto de elección de oficios, nombrándose cada año tres 

grupos de tres individuos, uno de las cuales contemplaba la figura de un suplente.

El ingreso a partir del año 1838

El 28 de mayo de 1838 se promulgaron los primeros estatutos de los colegios de aboga-

dos y en ellos, bajo el título “De la admisión en los Colegios”, se dedicaban cinco artículos 

a regular el ingreso de los letrados en las instituciones colegiales.

En el artículo 61 se recogían dos modalidades de ingreso consistentes en exigir la pre-

sentación de un escrito pidiendo la admisión en el colegio, diferenciándose el trámite de 

ingreso en acompañar el citado escrito del título de abogado, en el caso de tratarse de un 

primer ingreso en estas corporaciones, o de acompañar dicho escrito de un certificado de 

ser individuo de otro colegio, cuando esto procediera.
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46. Primera fila, Javier 
Munáiz Puig, decano de 
Pontevedra; Antonio Platas 
Tasende, Ricardo Díaz Fraga, 
César Torres, decano de 
A Coruña; Jesús Souto 
Prieto, presidente del TSXG; 
César Álvarez Vázquez, 
magistrado; y Antonio Ulloa 
Allones. Febrero, 2000. 

47. Rafael Jesús Fernández- 
Porto, Cabanas, Ramón 
García-Malvar (fiscal jefe del 
TSXG), Gonzalo Fernández 
Obanza, José Antonio Lois, 
José Ramón Vázquez Sande, 
César Álvarez y Antonio 
Sanz. Febrero, 1995. 

48. Gonzalo Fernández 
Obanza, Antonio Couceiro 
Tovar, fiscal jefe de la 
Audiencia Territorial y del 
TSXG; Manuel González 
Nájera, magistrado; José 
Antonio Lois y Julio Padilla. 
Enero de 1993. 
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Ante la presentación de los documentos anteriores, la junta actuaba de dos maneras: pre-

vio acuerdo de la audiencia o tribunal donde se hubiera despachado el título de abogado, 

en el primer caso; o del colegio que hubiera facilitado el certificado indicado, en el segun-

do. La junta de gobierno de los colegios de abogados podían, o bien decidir la admisión 

-en cuyo caso ponían esta decisión en conocimiento de los ya colegiados y del tribunal 

o juzgado que correspondiera (artículo 71)- o, en caso de hallar alguna causa justa para 

denegar la admisión del pretendiente, suspender ésta, pero poniendo en conocimiento 

del interesado los motivos en que se fundaba para tomar tal decisión. Si el interesado no 

aclaraba las dudas que sirvieran de fundamento a la junta para paralizar la admisión y la 

misma persistiera por tanto en no admitir a ingreso al pretendiente, éste podía usar de su 

derecho en el tribunal competente (artículo 81).

Los estatutos para el régimen de los colegios de abogados definían como motivos sufi-

cientes para que las juntas de gobierno pudieran decretar la suspensión de un ingreso, los 

siguientes: 11 dudar de la certeza o legitimidad del título de abogado; 21 todo impedi-

mento legal para ejercer la abogacía (artículo 9)35. También se tenía en cuenta la falta de 

cualidades morales.

El artículo quinto del título “De la admisión en los Colegios” regulaba las facultades de las 

juntas de gobierno para actuar sobre la conducta de los letrados ingresados y así, en caso 

que un abogado dado de alta en un colegio, cometiera faltas que le desmereciesen del 

honroso cargo que desempeñaba, la junta podía amonestarlo hasta tres veces, y, si aún 

así, dicho letrado no se corregía, la junta de gobierno podía dar cuenta a la junta general 

para que adoptara una determinación. El abogado sancionado por la junta general, que no 

se conformase con dicha sanción, podía recurrir al tribunal competente.36

Los estatutos para el régimen de los colegios de abogados facultaban a las capitales de 

provincia, donde hubiera número suficiente de letrados, a crear colegios sin plazas de-

terminadas. Estos nuevos colegios debían de redactar para su gobierno unas breves or-

denanzas, las cuales se adaptaban en cuanto lo permitieran las circunstancias de cada 

colegio, a las ordenanzas establecidas para el de Madrid, aprobándose las mismas por el 

Consejo del Reino.

De esta manera, se confeccionaron muchos estatutos de nuevos colegios, dedicándose 

los ya existentes a poner los suyos, hasta entonces adaptados a los de Madrid, en línea 

con lo contenido en la nueva legislación, siendo este el caso, entre otros, del de A Coruña. 

La gran novedad que trajo consigo la promulgación de estos estatutos, al menos para el 

colegio coruñés, fue la febril tarea de organizar comisiones para la confección de un re-

glamento de régimen interior, actividad a la que se refieren muchos acuerdos de la junta 

de gobierno. 

35.- El artículo 41 del 
Real Decreto de 6 de junio 
de 1844 establecía que 
“Además de los motivos 
que para suspender la 
admisión en los Colegios 
señala el artículo 91 
como suficientes, lo 
será también la falta 
de cualidades morales 
a juicio de la Junta de 
Gobierno, quedando 
expedito al interesado el 
derecho que le declara el 
artículo 81”

36.- El artículo 11 del 
Real Decreto del año 
de 1844 recogía esta 
disposición diciendo que 
“La facultad que concede 
a la Junta de Gobierno de 
los Colegios el artículo 
15 de los Estatutos de 
velar sobre la conducta 
de los abogados en el 
desempeño de su noble 
profesión, es extensiva a 
la conducta y costumbres 
de los incorporados a los 
mismos Colegios”
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De este Reglamento de Régimen Interior del Colegio de Abogados de A Coruña no se con-

serva ningún ejemplar ni en su archivo ni en su biblioteca.

El empeño en localizar en otros archivos la documentación, desgraciadamente desapare-

cida del archivo del Colegio de Abogados de A Coruña, me ha dado la inesperada satisfac-

ción de hallar un único ejemplar de dicho reglamento en la biblioteca de la Real Academia 

Gallega.37 Se trata, en su formato externo, de un folleto de gran tamaño -30 por 21 cen-

tímetros- que responde al título de “Reglamento para el régimen y gobierno interior del 

Ilustre Colegio de Abogados de la Audiencia Territorial de Galicia”,  editado en la imprenta 

coruñesa de Sebastián de Yguereta, en el año de 1845.

La última página de este reglamento contiene la relación de sus autores. A continuación se 

transcriben los nombres de esos abogados coruñeses que formaban la junta de gobierno 

cuando se confeccionó este reglamento: doctor Nicolás de la Riva, decano; doctor Antonio 

María Coira, diputado primero; licenciado Nicolás Fernández Bolaño, diputado segundo; 

licenciado Francisco Álvarez Muñoz, diputado tercero; licenciado Joaquín Castro Lamas, 

diputado cuarto; licenciado Antonio Pazos Varela, diputado quinto; y licenciado Juan Vales 

Varela, tesorero. Es de destacar que en el ejemplar que se comenta, el secretario de la 

junta, licenciado Vicente María Brañas, figura como contador secretario y acompaña su 

nombre impreso de su rúbrica autógrafa, bien artística por cierto.

El Reglamento de Régimen Interior del Colegio de Abogados de A Coruña consta de 13 

hojas más portada y contraportada. En el anverso de la portada figura el siguiente escrito: 

“La junta de Gobierno propuso, y la General, en sesión de 15 de Agosto de 1845, ha visto, 

discutió y aprobó el siguiente escrito.” A continuación se da paso a un largo documento ti-

tulado “Escrito de los vecinos de Barcia de Mera en el pleito con don Jacinto Antonio Alon-

so, pretendido defensor de los derechos del Estado, y el ministerio fiscal, sobre cesación 

de pago de la prestación señorial de aventadizos, por ser de origen feudal y jurisdicional”.  

Este escrito ocupa seis hojas y está firmado por el licenciado José R. Fernández, e impreso 

en Vigo en la Imprenta y Encuadernación de J. Compañel, calle Real número 4.

En cuanto a su fondo, el Reglamento de Régimen Interior consta de diez títulos com-

prensivos de 62 artículos, respondiendo los títulos al siguiente contenido: Primero, junta 

general; segundo, junta de gobierno; tercero, maestro de ceremonias; cuarto, secretario; 

quinto, biblioteca; sexto, admisión en el colegio; séptimo, abogados de pobres, distribución 

y remisión de listas: socorros mutuos; octavo, regulación de honorarios; noveno, portero; 

diez, disposiciones generales. A través de los títulos se pueden conocer muchos aspectos 

de la vida del Colegio de Abogados de A Coruña y a ellos se harán las referencias oportu-

nas cuando se traten puntos comprendidos en este trabajo.37.- Signatura: F 425
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50

 49

49. La fraternidad, tan presente en los 
códigos deontológicos de los abogados, 
se mantiene a pesar de los tiempos. En 

la imagen, cena organizada por el colegio 
el día de la fiesta patronal de la abogacía 

coruñesa.

50. Abogados homenajeados con motivo 
de cumplir 50 ó 25 años en el ejercicio 

de la profesión. En primera fila, Francisco 
Caamaño, Emiliano Fernández Casal, 

Jesús Varela (decano), Antonio Fernández 
Chao y Carlos Blanco-Rajoy. 
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El ingreso a partir del año 1845

En lo referente al ingreso de individuos en el Colegio de Abogados de A Coruña, el título 

sexto del citado reglamento ofrece la posibilidad de conocer, con gran detalle, cómo era el 

proceso de admisión de los abogados a partir de 1845.

Antes de tramitar la solicitud de ingreso, el pretendiente a ingresar en el colegio debía de 

presentarse a cada uno de los individuos de la junta de gobierno y dar cuenta por escrito 

de la calle y número de la casa en que ya tenía establecido su despacho o en donde tenía 

pensado establecerlo. Este último requisito se había establecido en el Colegio de Aboga-

dos de A Coruña por acuerdo de su junta de gobierno. El artículo 35 que recogía la exigen-

cia anterior, establecía claramente que el secretario no daría curso ni admitiría ninguna 

solicitud de ingreso, si el pretendiente no cumplía previamente lo establecido arriba.

El decano y demás individuos de la junta debían de informarse por los medios que estu-

vieran a su alcance de las calidades y circunstancias del pretendiente, conforme al artículo 

41 del decreto de 6 de junio de 1844,38 para conceder, suspender o negar la admisión 

“que nunca se acordará sin el intermedio de una Junta, al menos, después de la en que se 

vió el expediente”, (artículo 36). Este artículo 36 y su referencia al del decreto de 6 de junio 

de 1844, fue utilizado por la junta de gobierno en 1854 para defender su competencia en 

materia de admisión de abogados frente a la intromisión de la sala de gobierno de la Au-

diencia Territorial en la admisión de un letrado en el Colegio de Abogados de A Coruña, en 

el transcurso de un sonado incidente, que se expondrá más adelante.

El artículo 37 del comentado Reglamento de Régimen Interior establecía que una vez 

admitido el nuevo abogado, “se pondrá esa decisión en conocimiento del interesado, del 

Tribunal, de los Colegios y de los Juzgados de La Coruña”. Dicho artículo especificaba que 

tal actuación se realizaba de acuerdo con lo contenido en el artículo 71 de los estatutos 

del colegio. 

Esta última información es importante porque por ella se demuestra que, con la promul-

gación de los estatutos para el Régimen de los Colegios de Abogados en el año de 1838, 

el Colegio de Abogados de A Coruña se separó de sus primitivos estatutos de 1761 y se 

rigió desde entonces por los Estatutos Generales de los Colegios de Abogados, añadiendo 

a esa regulación, en 1845, la más concreta del Reglamento de Régimen Interior de dicho 

año. Esta demostración es palpable porque el artículo 71 de los estatutos, a que se refiere 

el artículo 37 del citado reglamento, no era otro que el 71 de los estatutos del Régimen de 

los Colegios de Abogados.

Una vez decidida la admisión, el nuevo colegiado debía hacer efectiva en tesorería la 

cuota de entrada y entregar al bibliotecario la obra de mérito que se acostumbraba en el 38.- Ver nota 13
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Colegio de Abogados de A Coruña por acuerdo de la junta de gobierno, tomado en 9 de 

febrero de 1828. Una información interesante de este artículo –el 38 del reglamento- es 

la referente a la peculiaridad de que la cuota de entrada en el Colegio de Abogados de A 

Coruña, a partir de la entrada en vigor de su Reglamento de Régimen Interior, no era una 

cuota fija, sino que era la “que corresponda según presupuesto”. En su lugar, se verá lo 

referente a la confección y aprobación del presupuesto del colegio y allí podrá observarse 

como, según el alcance de cada presupuesto anual, así se determinaba en cada año el 

montante de la cuota de entrada.

La última fase del proceso de ingreso era la inscripción del nuevo colegiado en el libro de 

registro, en el lugar que le correspondiera. El asiento del nuevo abogado era firmado por 

el secretario y el recién ingresado, a quien se le exigía la presentación de los estatutos y 

del Reglamento de Régimen Interior, informándosele de las obligaciones que contraía co-

mo colegial (artículo 39). En ningún momento se hacía referencia a la obligación de jurar, 

circunstancia que tampoco se recoge en los estatutos para el Régimen de los Colegios de 

Abogados del año de 1838. 

En el citado libro de registro, se anotaban, además de la primera inscripción del ingresado, 

los cargos, empleos, condecoraciones y todo lo notable que le ocurriera en su carrera, así 

como las amonestaciones tal y como se trataba en el artículo 10 de los estatutos y en los 

11, 12 y 13 del decreto de 6 de junio de 1844.39 Nuevamente se hace aquí (artículo 40 del 

reglamento) referencia a un artículo -el 10- de los estatutos para el Régimen de los Cole-

gios de Abogados de 1838, lo que confirma lo dicho más arriba sobre que esos estatutos 

generales eran por los que se regía entonces el Colegio de Abogados de A Coruña.

Sistemas excepcionales de ingreso

Además de la forma de ingreso expuesta, que era la común o normal, vivió el colegio de A 

Coruña, como también lo hicieron otros colegios de abogados de su época, al menos tres 

modalidades excepcionales de ingreso. Fueron estas las siguientes: ingreso de un familiar 

de un colegiado, ingreso de un abogado ya colegiado en distinto colegio y reingreso de 

colegiados en su primer colegio.

Ingreso de un familiar de un colegiado

Hasta por lo menos el año de 1838, el Colegio de Abogados de Madrid utilizó, fuera de 

ordenanzas, la práctica de sostener una deferencia con los abogados que accedían a la 

colegiación, ostentando la circunstancia de ser familiar de un abogado ya colegiado. Esta 

práctica fue seguida por aquellos colegios que al crearse vivieron sus primeros tiempos 

39.- Artículo 11: “ La 
facultad que concede a 
la Junta de Gobierno de 
los Colegios el artículo 
15 de los Estatutos de 
velar sobre la conducta 
de los abogados en el 
desempeño de su noble 
profesión, es extensiva a 
la conducta y costumbres 
de los incorporados a los 
mismos Colegios.”

Artículo 12: “Para que 
esta vigilancia no sea 
ineficaz, queda autorizada 
la Junta de Gobierno 
para  amonestarlos,  
reprenderlos, y podrá 
también decretar la 
suspensión temporal del 
ejercicio de la abogacía 
por un término que no 
exceda de seis meses.”

Artículo 13: “La 
amonestación y 
reprensión serán 
inapelables, pero de 
la suspensión podrá el 
agraviado reclamar ante 
el Juzgado de primera 
instancia, que deberá 
decidir gubernativamente 
en el término de quince 
días, oyendo al promotor 
fiscal. La resolución 
confirmatoria del acuerdo 
de suspensión será 
ejecutiva, y se pasará 
certificación de ella a los 
Tribunales y Juzgados del 
distrito; pero apelable 
para ante una de las 
Salas de la Audiencia. 
La suspensión ejecutoria 
llevará consigo la pérdida 
de antigüedad en el 
Colegio”
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52

51

51. José de la Torre Ruiz y Fernando 
Murillo Rubiera.

52. Manuel Iglesias Corral, decano del 
colegio, y José Pérez-Ardá, alcalde 

de A Coruña, depositan una corona 
de flores con motivo del V Congreso 

Penal y Penitenciario Iberoamericano 
y Filipino, celebrado en 1969. En 

segundo plano, Federico Castejón.
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bajo las ordenanzas del Colegio de Abogados de Madrid, entre los cuales, como ya es sa-

bido, se encontraba el de A Coruña.

La norma establecida para esta situación comprendía dos casuísticas: que el pretendiente 

fuera hijo o hermano de abogado  colegiado. En el primer caso, se realizaba lo que se lla-

maba “media prueba”, que consistía en exigir solamente las pruebas de limpieza de sangre 

y ascendencia de la madre del pretendiente, pues dichas pruebas en cuanto al padre ya 

habían sido presentadas por éste al momento de su ingreso en el colegio. En el segundo 

caso, se dispensaba al pretendiente de manera total de presentar tales pruebas por ser 

aquéllas ya conocidas al haber sido entregadas por su hermano al efectuar su ingreso en 

el colegio.

Ingreso de un abogado procedente de otro colegio

El Colegio de Abogados de Madrid, ya en el siglo XVIII, tenía correspondencia con los co-

legios de Valladolid, Granada, Sevilla, Aragón, Valencia y A Coruña y, en virtud de ello, se 

tenía concertado un acuerdo en el trato a los abogados afiliados en cualquiera de esos 

colegios que desearan ingresar en el de Madrid y viceversa. La normativa utilizada se ex-

plica a continuación.

El abogado afiliado a uno de los citados colegios que pretendía ingresar en el de A Coruña 

o en cualquiera de los aludidos, debía de presentar una certificación dada por su secreta-

rio con mandato del decano respectivo. En dicho documento se debía hacer constar que el 

aspirante a ingreso en el Colegio de A Coruña  (o en cualquier otro entre los que hubiera 

relaciones) era individuo del colegio que certificaba, y que, para habérsele admitido en 

aquél, había superado las pruebas exigidas. Como siendo verdadera esta circunstancia, 

no tenía lugar volver a repetir las informaciones. Todo se solucionaba encargando a dos 

abogados de la junta del colegio receptor que comprobasen la concurrencia de las cir-

cunstancias del acuerdo por el que se había hecho pacto con el colegio del que procedía el 

abogado que pretendía ingresar en el de A Coruña.

Por parte del decano del colegio coruñés se enviaba carta al decano del colegio de proce-

dencia del aspirante a ingreso en el de A Coruña, solicitándole información sobre el tiem-

po que aquél había ejercido en su antiguo colegio, qué muestras había dado de su acierto, 

qué conducta tuvo y si la ausencia de dicho  colegio era voluntaria, por causas personales, 

o si era debida al despacho de alguna providencia que se hubiera tomado contra él por los 

tribunales de Justicia. Los abogados así ingresados en colegios regidos por los estatutos 

del Colegio de Abogados de Madrid no pagaban cuota de entrada.

En el año de 1853, se acordó un pacto entre varios colegios, a iniciativa del de Burgos. 
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De este pacto, llamado “Pacto de Hermandad”, se da cuenta en la junta de gobierno ce-

lebrada por el Colegio de Abogados de A Coruña, con fecha de 28 de noviembre de 1853. 

A raíz de este pacto, el colegio coruñés, según consta en sus libros de juntas de gobierno, 

mantenía relaciones de hermandad con los colegios de abogados de Zaragoza, Burgos, 

Bivriesca, Morón de La Frontera, Madrid,  Barcelona, Valencia, Cáceres, Málaga, Albacete, 

Cádiz, Pamplona y Oviedo, y con ellos mantenía viva la norma de ingreso de los abogados 

afiliados a dichos colegios en el de A Coruña.

El acta de la junta de gobierno del colegio herculino, que recoge lo concerniente al citado 

Pacto de Hermandad del año de 1853, decía así: “Dióse cuenta por el infraescrito Secre-

tario de un oficio dirigido por el Señor Decano del Colegio de Burgos en el que manifiesta 

que la conveniencia sentida en todos tiempos de que los Colegios de Abogados estrecha-

sen recíprocamente los vínculos de unión y fraternidad se había elevado en las presentes 

circunstancias a una necesidad imperiosa y urgente, para cuya satisfacción sería muy 

oportuno y altamente ventajoso que formando todos una sola entidad moral animada de 

unas mismas imposiciones, fines y tendencias se colocare en disposición de poder resistir 

por medio de un esfuerzo común a todo cuanto se dirija a lastimar las prerrogativas y de-

bidas consideraciones de nuestra noble profesión, promover con voluntad firme y unánime 

y constante todo lo que contribuya a su mayor conveniencia, lustre y decoro; y a demostrar 

al alcance de todos lo gratuito e infundado de la suposición de que disentimos y nos halla-

mos tristemente divididos sobre cuestiones de interés vital y común; y para la realización 

de fines tan laudables, concluye invitando a que nuestro Colegio acoja el pensamiento y 

adopte el compromiso formal de unión y fraternidad indicado y limitado por hoy a las ba-

ses consignadas en papel adjunto que acompaña y cuyo expreso literal es el siguiente:”

“10. La incorporación de un abogado en un Colegio de los de los que residen en las capita-

les de las Audiencias de España será título de incorporación en todos los demás Colegios 

de igual clase, sin que tengan que pagar cuota  ninguna de entrada y con derecho a disfru-

tar en el que elija para su residencia la antigüedad que le corresponda según la fecha de 

su primera incorporación;”

“20. Las Secretarías de los Colegios hermanos se comprometen mutuamente a: 11) dar 

parte a aquellos con quienes tengan confraternidad, de las incorporaciones que verifiquen 

desde la fecha de su adhesión a este pensamiento; 21) dar cuenta oportunamente de to-

dos los casos que ocurran en observancia de los artículos 9 y 10 de los Estatutos Genera-

les,40 y del 41 del Real Decreto de 6 de Junio de 1844,41, 30) todo abogado incorporado en 

un Colegio que quiera trasladarse accidental o definitivamente a otro de los que admitan 

esta confraternidad disfrutará en el último de todos los honores y consideraciones de su 

clase, mismos requisitos que la presentación de la certificación del primero debidamente 

justificada ya por las listas oficiales que obran en todas las Secretarías, ya por las partes 

40.- Tratan de la 
admisión de los abogados 
en los colegios

41.- Es el aprobado el 
día 6 de junio de 1844, 
publicado el día 12 de ese 
mismo mes y año
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53

 
 

53. Antonio Hernández Gil, 
presidente de las Cortes durante 

la Transición; José González 
Dopeso, José Manuel Liaño 

Flores, José de la Torre Ruiz, 
Manuel Iglesias Corral y Eduardo 

Monzón de Aragón. 

54. César Torres Díaz, decano, 
y  Eugenio Gay Montalvo, 

presidente del Consejo General 
de la Abogacía Española. A 

Coruña, julio de 1998.

55. Manuel Iglesias Corral 
impone a José Juega López la 
medalla de oro al Mérito de la 

Justicia.
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a que se refiere la base segunda y sin más limitación que la que prefija el Decreto de 6 de 

Junio de 1844”. 

“Y la Junta después de haberlas ecsaminado con detenimiento y esplorado conveniente-

mente la opinión de los Señores Colegiales las considera dignas de acogerse benevola-

mente atendida su manifiesta tendencia a la conservación, mejoramiento y procomún de 

la clase de la abogacía”.  

“Y en su vista acordó: que se contestáse al Colegio de Burgos manifestándole que nuestro 

Colegio se halla animado desde muy antiguo de los mismos sentimientos que se espresan 

en la comunicación referida, y que por consiguiente le cabe la satisfación de haber llegado 

el día de que dé comienzo a su realización por medio de las bases que propone las que 

adopta sin limitación, comprometiéndose a su puntual cumplimiento y anhelando que con 

el transcurso del tiempo reciban las ampliaciones posibles en el espíritu altamente noble y 

filantrópico a que se encaminan”.

“Acordó asimismo que dicha comunicación y pliego de bases que le es adjunta se archi-

vasen. Así pasó sin haberse tratado de otro asunto, con lo que el Señor Decano levantó la 

sesión y se disolvió la Junta. Firma dicho señor y de todo yo, Secretario, certifico.”

En virtud del acuerdo anterior se dirigió al decano del Colegio de Burgos la comunicación 

del tenor siguiente: “Enterada la Junta de Gobierno de este Colegio del oficio que V. S. se 

sirvió dirigirme con fecha 10 de Noviembre último acordó esplorar la voluntad de todos los 

individuos de este Colegio poniéndoles de manifiesto el laudable pensamiento que guió a 

ese Colegio para estrechar y robustecer cuanto sea posible los vínculos de unión y confra-

ternidad que siempre debieron ecsistir entre los que ejercen la noble profesión de aboga-

dos y que nunca como ahora interesa conservar. Esta Junta de Gobierno ha visto con sin-

gular complacencia que todos los señores abogados de este Colegio acogieron unánime 

y sinceramente las bases propuestas por la Junta que V. S. dignamente preside y no sólo 

se comprometen a observar las condiciones que enbuelbe el pensamiento de esa Junta, 

sino que abrigan la más íntima confianza de que esta muestra de unión y buena armonía 

adquirirá toda la ampliación de que es susceptible hasta lograr que renazca el brillo de la 

abogacía y no deprima impunemente la honradez, la ciencia y la abnegación de que tiene 

dado tan repetidos ejemplos. Díos guarde a V. S. muchos años. Coruña, 4 de Diciembre de 

1853. Nicolás De La Riva, Decano; Ramón García Mousin, Secretario”.

“Sr. Decano del Ylustre Colegio de Abogados de Burgos. Es copia.”

56
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Reingreso de un abogado en su primer colegio

Si la incorporación de un letrado en el Colegio de Abogados de A Coruña se solicitaba por 

haber cesado la causa que motivó su baja en el mismo, el pretendiente enviaba al colegio 

una instancia en la que hacía constar el año en que había ingresado por primera vez y 

el año en que había pedido la baja, indicando la causa de la misma, así como la circuns-

tancia de que por haber cesado aquélla deseaba incorporarse al colegio nuevamente. En 

dicha instancia, el pretendiente solicitaba que se le “colocara en la antigua posición según 

mi primera admisión”.

La recepción de esta instancia seguía la tramitación ordinaria, dando lugar a la apertura 

de una información que tenía por objeto comprobar la veracidad de lo aducido por el pre-

tendiente, consultándose para ello su expediente, y siendo conforme se admitía la reincor-

poración solicitada. La tramitación de este expediente era tan sencilla cuando constaba 

todo el expediente completo, tramitado para el primer ingreso, que en varios acuerdos 

sobre este asunto se manifiesta que el mismo “se resolvía con los informes verbales de 

Señores de la Junta”.

Cuando por diversas circunstancias no se conservaba el expediente del pretendiente a 

reingresar, o bien, conservándose éste, en el mismo no constaban todos los datos que 

se exigían para el ingreso, circunstancia que se fue haciendo frecuente a nivel nacional, 

motivándose la misma en la permisibilidad abusiva de algunos decanos que consentían 

el relajamiento en el cumplimiento de los estatutos, el expediente de reingreso debía de 

iniciarse desde el principio  realizándose todos los trámites exigidos por la legislación para 

el primer ingreso. 

Por esta causa, en el año de 1854, se produjo en el Colegio de Abogados de A Coruña un 

fuerte incidente provocado por el aplazamiento de la junta de gobierno del mismo del rein-

greso directo a un abogado que no tenía completa su primera documentación, constando 

en su expediente solamente la circunstancia de estar en posesión del título de licenciado 

en Derecho. Cuando la junta de gobierno estaba estudiando esta situación, el abogado en 

cuestión recurrió a la sala de gobierno de la Real Audiencia la decisión de la junta de go-

bierno, que no era otra que la de aplazar la resolución de ingreso hasta ver detenidamente 

el expediente del citado abogado.

Tal petición a la sala de gobierno de la Audiencia Territorial, totalmente inusual hasta la 

fecha, obtuvo un resultado inédito de dicha sala al autorizar el reingreso de Bartolomé 

Hermida en el Colegio de Abogados de A Coruña. Tal decisión fue considerada injusta por 

la junta de gobierno de dicho colegio por considerar que la Audiencia Territorial había in-

vadido el área de competencia colegial, dando lugar tal intromisión al incidente a que me 

refiero, en el transcurso del cual el Colegio de Abogados de A Coruña, defendiendo la razón 

56. En la década de los 90 del pasado 
siglo, se celebró en A Coruña el 
Congreso de la Abogacía Española. 
En la foto, Luis de Angulo, José 
Antonio Lois y Eugenio Gay. 
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de su decisión basada en los derechos que le competían, llegó a plantear la situación ante 

la Reina, quien a la vista del informe que aquélla solicitó al fiscal del Tribunal Supremo de 

Justicia, decidió a favor del Colegio de Abogados de A Coruña.

El ingreso en la actualidad

Muchos historiadores a quienes se debe el conocimiento de importantes hechos pasa-

dos se olvidaron, o no quisieron, por no considerarlo de interés o por ya sabidos por los 

lectores coetáneos, referir sucesos acaecidos durante la época en que escribieron. Y así 

es frecuente encontrar crónicas históricas en las que se indica con gran precisión cómo 

se hacían las cosas en épocas anteriores a la en que escribía el historiador -lo cual es de 

agradecer- y no existir, sin embargo, la mínima referencia a cómo se hacían esas cosas 

en su época.

Recogido hasta aquí todo lo que pude reunir del pasado del Colegio de Abogados de A 

Coruña en cuanto al ingreso de colegiados, pensando en que además de un pasado hay un 

presente y un futuro, voy ahora a dejar constancia de la forma en que en nuestro tiempo 

se ingresa en este colegio para que los que nos sucedan conozcan este punto para el caso 

improbable (dados los múltiples medios de reproducción existentes hoy día) de que como 

sufrimos hoy nosotros la carencia de información sobre aspectos pasados del colegio, no 

la sufran también ellos. 

Con fecha de 24 de julio del año de 1982 se aprobó el Estatuto General de la Abogacía, 

actualmente en vigor. De acuerdo con su contenido, se confeccionaron y aprobaron los 

actuales estatutos del Ilustre Colegio Provincial de Abogados de A Coruña, los cuales en su 

capítulo segundo, sección primera, Capacidad, artículo 7, en concordancia con el artículo 

15, regula los requisitos para el ingreso en dicho colegio.

Para la incorporación a este ilustre colegio de abogados -dice el artículo 7 de sus estatu-

tos- se requiere acreditar como condiciones generales de aptitud:

1.- Ser de nacionalidad española

2.- Ser mayor de edad

3.- Estar en posesión del título de licenciado en Derecho

4.- Carecer de antecedentes penales que le inhabiliten para el ejercicio profesional

5.- Satisfacer la cuota de ingreso correspondiente
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6.- Formalizar el ingreso en la Mutualidad General de Previsión de la Abogacía, a 

cuyo fin deberá acompañarse la pertinente solicitud suscrita por el interesado

7.- Estar dado de alta en la licencia fiscal, en los casos en que legalmente proceda

De modo previo a su incorporación, los letrados harán una visita protocolaria al decanato. 

Esta última exigencia parece una reminiscencia de lo ordenado en el reglamento de ré-

gimen interior, en donde se vio, que como paso previo a iniciar las tramitaciones para el 

ingreso, se exigía la visita del pretendiente al decano y demás miembros de la junta de 

gobierno.

Aún sin disponer en la actualidad el Colegio de Abogados de A Coruña de un Reglamento 

de Régimen Interior, como lo tuvo desde 1845, el mismo dispone de un pormenorizado 

detalle de los requisitos y trámites para el ingreso en el colegio el cual, a imitación de 

un auténtico reglamento de régimen interior, detalla minuciosamente todo el proceso de 

ingreso de los nuevos colegiados.

Se trata de una sencilla hoja, tamaño folio, en la que se ha impreso el sello y membrete 

del Colegio de Abogados de A Coruña, incluyendo la información telefónica necesaria, y 

en el que consta la siguiente información correspondiente a los supuestos que se citan: 

colegiados ejercientes, colegiados no ejercientes; colegiados procedentes de un colegio 

gallego y colegiados provenientes de otro colegio de fuera de Galicia.

Colegiado ejerciente. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Estatuto 

General de la Abogacía, en relación con el 7 de los estatutos del colegio herculino, deberán 

reunir los siguientes requisitos:

A) Presentar, acompañando a toda la documentación, una instancia dirigida al decano 

del Ilustre Colegio Provincial de Abogados de A Coruña, solicitando la incorporación. 

(Concretando si es como ejerciente o no ejerciente).

B) Tener la nacionalidad española, o de un estado miembro de la Unión Europea. Se 

acreditará mediante fotocopia del DNI, pasaporte correspondiente o certificación 

de haber obtenido la nacionalidad española.

C) Ser mayor de edad. Se acreditará mediante la aportación o certificación de la ins-

cripción de nacimiento.

D) Ser licenciado en Derecho. Se acreditará mediante fotocopia cotejada o compulsa-

da en el colegio del título, o en su caso, con certificación expedida por la facultad 

correspondiente. Los títulos obtenidos en el extranjero deberán estar debidamente 

homologados.



106

57



107

57. José María Gil Robles y Manuel Iglesias Corral, en una de las sesiones del 
Congreso Iberoamericano y Filipino de Derecho celebrado en A Coruña.
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58. Marcelino Lobato.

59. José Luis López Mosteiro.

60. Matías José González Chas.

61. Celestino Rodríguez Iglesias.

62. Carné profesional de José 
María Méndez Gil Brandón, 

que fue decano del colegio. El 
documento es de 1940.
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E) Carecer de antecedentes penales, que inhabiliten para el ejercicio profesional. De-

berá presentarse: certificación de antecedentes penales (puede obtenerse previa 

adquisición del impreso adecuado en la Gerencia Territorial del Ministerio de Justi-

cia de A Coruña y declaración complementaria de conducta ciudadana (Ley 68/ 80 

de 1 de diciembre. La obtención del impreso es en la Subdelegación del Gobierno).  

Certificado expedido por el Consejo General de la Abogacía acreditativo de no ha-

ber sido expedientado (puede solicitarse directamente al Consejo General, en Ma-

drid, sección de certificaciones).

F) Satisfacer la cuota de ingreso. Deberá ingresarse la cantidad de 901 euros. El justi-

ficante del ingreso deberá aportarse con la documentación.

G) Formalizar el ingreso en la Mutualidad General de Previsión Social de la Abogacía, a 

cuyo fin se cubrirá el impreso que se facilita en la secretaría del colegio, en aquellos 

casos en que el alta en la mutualidad es obligatoria. Por este trámite, debe abo-

narse la suma de 12 euros, importe de la póliza de DIP incorporada a la preceptiva 

certificación colegial.

H) Darse de alta en el Impuesto de Actividades Económicas (IAE). Deberá tramitarse 

en la Delegación de Hacienda. También deberá solicitarse el alta en el censo del 

IVA.

I) Contratar un seguro de responsabilidad civil.

 J) Cubrir una ficha de domiciliación bancaria, indicando el número de cuenta en la que 

se desea se cobren los recibos de la cuota trimestral.

K) Entregar dos fotografías tamaño carné (con chaqueta y corbata para los caballe-

ros).

L) Realizar la visita de presentación al decano del colegio, el día que se le señale.

En el caso de los colegiados no ejercientes, deberán reunir los mismos requisitos, 

salvo los reseñados en los apartados g y h y el relativo al juramento. Si desean pasar a la 

situación de ejercientes, deberán cumplimentar los citados y realizar previamente el acto 

de jura.42

En el supuesto de los letrados procedentes de un colegio gallego, tienen que acreditar su 

residencia en la comunidad autónoma (por medio del colegio de origen y fotocopia del 

alta en el Impuesto de Actividades Económicas). Están exentos de cuota de incorporación, 

en virtud del acuerdo de reciprocidad vigente, si bien deberán presentar, además de los 

documentos antes referidos, fotocopia del último recibo abonado a la mutualidad o al 

42- El juramento a que 
se refiere este apartado 
se tratará en el apartado 
correspondiente
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Régimen de Trabajadores Autónomos, dos fotografías tamaño carné (con chaqueta y cor-

bata para los caballeros), certificación del Consejo General de la Abogacía y una instancia 

dirigida al decano solicitando la incorporación e indicando en la misma la domiciliación 

bancaria para el abono de las cuotas colegiales.

Los letrados provenientes de otro colegio de fuera de Galicia, deberán aportar:

1.- Los documentos ya citados  en los apartados a, e,  i, y j.

2.- Fotocopia del DNI.

3.- Fotocopia de alta en el Impuesto de Actividades Económicas en la localidad 

donde tenga su sede el colegio de procedencia.

4.- Cuota de incorporación: recíproca con la que tendría que abonar un abogado 

ejerciente de A Coruña si pretendiere incorporarse al colegio del que proceda el so-

licitante. Este extremo se hará constar en la certificación del colegio de origen que 

aportará el expediente.

El juramento

Hay que remontarse al siglo XIV para encontrar la primera referencia sobre el juramento 

que debían de prestar los abogados al ser recibidos para desempeñar su cometido.43 La 

Novisíma Recopilación, en su libro44 dedicado a los letrados, recoge lo concerniente al ju-

ramento que debían hacer éstos al tiempo de su recibimiento y en cada  año para el buen 

uso de sus oficios, y también el que hacían cuando daban por concertadas sus relaciones.

A efectos del juramento que se debía prestar al momento de comenzar a ejercer el oficio, 

decía la Novisíma Recopilación: “Mandamos que todos los abogados, así los que residen 

en el nuestro Consejo y en nuestra Corte y Chancillería, como en todas las otras ciudades 

y villas y lugares de nuestro Reynos y Señoríos, en el comienzo que usaren del dicho oficio 

de abogacía y en cada un año una vez sean obligados de jurar y juren en forma debida de 

Derecho que usarán de sus oficios bien y fielmente y guardarán a todo su poder lo conte-

nido en esta ley”.

“Y otrosí que no ayudarán en causas desesperadas en que sepan y conozcan que sus 

partes no tienen justicia; y que si hubieren comenzado a ayudar en algunos pleytos, en 

qualquiera estado de ellos que supieren y les constare que sus partes no tienen justicia, 

que luego les avisarán de ello para que dexen los tales pleytos; y que los dichos abogados 

en tal caso luego se desistan y aparten de ayudar en los tales pleytos lo mejor y más sin 

daño de las partes que puedan; y mandamos que por este dicho juramento no se excusen 

43.- D. Alonso en Madrid, 
año de 1329; Don Juan 
II en Guadalajara en 
el año de 1435 en las 
Ordenanzas del Consejo, 
capítulo 13; Los Reyes 
Católicos en Toledo, año 
de 1480, Ley 37, en las 
Ordenanzas de Medina 
del Campo, capítulos 
56 y 65 y en Madrid en 
las Ordenanzas de los 
Abogados, capítulo 21; 
Doña Isabel la Católica 
en Segovia, en el año de 
1503, visita, capítulo 24 y 
Don Carlos I en el año de 
1525, capítulo 44

44.- Libro V, título XXII, 
ley III
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los abogados de hacer el juramento que manda la ley de Toledo por Nos hecha el año de 

80 quando les fuere mandado por los jueces ante quien penden sus causas, su tenor de la 

qual es este que se sigue”.

“Y porque podría acaescer que el abogado por ayudar a su parte tentase de fatigar injus-

tamente a la otra parte, mandamos que cada y quando el juez de la causa o qualquier de 

las partes pidiere que el abogado de la otra parte jure que en qualquier parte del pleyto 

no ayudará ni favorescerá en aquella causa a su parte injustamente, ni contra Derecho a 

sabiendas y que cada y quando conosciere la injusticia de su parte se la notificará y no le 

ayudará dende en adelante; que este tal abogado sea tenudo de hacer y haga luego el tal 

juramento so pena que si excusa o dilación en ello pusiere, y no lo hiciere, por el mismo 

hecho finque y sea inhábil para exercer el oficio de abogacía y dende en adelante no use 

del dicho oficio, so las penas que le fueren puestas por el dicho juez”.

“Y mandamos que los abogados de la nuestra Audiencia antes que sean rescibidos al ofi-

cio juren que antes que firmen la relación verán el proceso de ella originalmente. Y que al 

tiempo de dar por concertadas las relaciones hagan juramento en forma en que digan que 

las concertaron con el proceso original y que así lo firmen y no baste hacer señal.”

En las primeras Ordenanzas del Colegio de Abogados de A Coruña -estatuto XXII-, siguien-

do la pauta marcada en las del colegio de Madrid, se establecía el juramento que los abo-

gados debía de prestar una vez que fueran recibidos en la institución colegial. Este tipo de 

juramento tenía carácter religioso y consistía en jurar ante el decano o el secretario, por 

orden del primero, “defender que Nuestra Señora la Vírgen María fue preservada y exemp-

ta de la original culpa”.

La fórmula de los juramentos fue variando con el paso de los tiempos, pasando de reli-

giosos a políticos, como por ejemplo el establecido por la Real Orden de 23 de febrero del 

año de 1827 en el que debía decirse: “Juro no pertenecer ni haber pertenecido a ninguna 

logia y asociación secreta de cualquiera denominación  que sea, ni reconocer el absurdo 

principio de que el pueblo es árbitro en variar la forma de gobierno establecida”, o el im-

puesto por el Real Decreto de 26 de febrero de 1836 por el que debía decirse: “Juro a Dios 

ser fiel a la Reina Doña Isabel II y a su augusta madre como Regente gobernadora, obser-

var las leyes del Reino y cumplir fielmente las obligaciones de mi cargo”.

El artículo 190 de las ordenanzas de las audiencias del año de 1835 era tajante en cuanto 

a la obligación de prestar juramento por parte de los abogados, obligándolos a ello no sólo 

al comienzo de ejercer el oficio, sino -como ya se indicaba en la Novísima Recopilación- 

renovándolo cada año al momento de la apertura de las audiencias: “Todos los que actúen 

en cada Audiencia se presentarán en ella el día de la apertura solemne de la misma a prin-

cipio de cada año para prestar el juramento ante el Tribunal Pleno prescrito por las Leyes; 



113

Historia del  ilustre colegio provincial  de  abogados de  A  Coruña

y los que no pudieren concurrir aquel día lo harán en el más inmediato hábil. A ninguno se 

le permitirá ejercer la abogacía sin este requisito”.

La práctica del juramento desapareció con la promulgación del decreto de 12 de marzo 

del año de 1873 por el cual se abolió la obligación de los juramentos.

Entre los acuerdos que figuran en los libros de  juntas de gobierno del Colegio de Aboga-

dos de A Coruña figura uno, perteneciente al año de 1863, en el que el colegio salió al pa-

so de una decisión injusta de la Real Audiencia de Galicia rompiendo una lanza en favor de 

la dignidad del oficio de los abogados y del propio colegio; y, aunque la cuestión a que me 

refiero era solamente de carácter protocolario, el colegio no dudó un instante en recurrir 

a la Reina para denunciar lo que consideraba un abuso, que resultó serlo, por parte de la 

citada Real Audiencia de Galicia.

Los acuerdos de la junta de gobierno del Colegio de Abogados de A Coruña correspon-

dientes al año de 1863, dan cuenta de todo lo actuado en el asunto indicado.

En la actualidad, los abogados prestan su juramento en el acto de ingreso que se celebra 

en el colegio. Antes del traslado de las instalaciones a la actual sede, el  juramento se rea-

lizaba en la sala de gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, pero desde que se 

efectuó dicho traslado, se lleva a cabo en el salón de actos de las nuevas instalaciones.

La normativa a que me referí más arriba sobre los requisitos actuales de ingreso en el Co-

legio de Abogados de A Coruña dice, al respecto, que se prestará el juramento prevenido 

en el artículo 439 de la LOPJ y que al acto de la jura deben concurrir los nuevos ingresados 

acompañados de padrino o madrina,  que deberán ser un abogado o abogada en ejercicio 

en el colegio. El nombre del padrino o madrina debe ser comunicado en el colegio en el 

momento de suscribirse la instancia solicitando el señalamiento del día y hora para verifi-

car el acto de juramento.

La fórmula de juramento puede hacerse en idioma castellano o gallego y bajo las formas 

de “juro” o “prometo”, diciendo en cada caso: “Juro/prometo ejercer la abogacía con honor 

y dignidad, cumpliendo siempre los deberes de mi profesión con lealtad a la Constitución 

y respeto al ordenamiento jurídico.” O “xuro/prometo exerce-la avogacía con honra e dig-

nidade cumprindo os deberes da miña profesión con lealdade á Constitución e repecto ao 

ordenamento xurídico.”

A lo anterior se responde por el tomador del juramento: “Que Dios, nuestro pueblo y la 

abogacía os lo premie si así fuere y si no os lo demande.” O  “que Deus, o noso pobo e a 

avogacía vo lo premien si así fose e noutro caso vo lo demanden”.
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66

65

64

63. Una joven abogada en el momento 
de su juramento. 

64. Las mujeres están accediendo 
con fuerza el ejercicio de la abogacía. 
Momento de la jura de una de ellas.

65. Foto de grupo después de una jura.

66. Las juras constituyen en la 
actualidad uno de los actos más 
concurridos de cuantos se celebran en 
el colegio.  
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67

68

67. El decano Iglesias Corral entrega una placa 
a Adolfo Vázquez Gundín con motivo de su 
cese en el ejercicio profesional. En la fotografía 
aparecen también, Francisco José Arruñada, 
Lino Rodríguez, José María Gómez, Félix Ángel 
Suárez Mira, Antonio Platas y Francisco Sanz.

68. Ofrenda al Apóstol en la catedral de 
Santiago. En el centro de la imagen, de oscuro 
y con gafas, aparece el decano Manuel Iglesias 
Corral.

69. Junta de gobierno presidida por Manuel 
Iglesias Corral. Juan Fernández García, Carlos 
Blanco Rajoy, José Luis Alonso Zato, Juan 
Liñares, Iglesias Corral, César Torres, José 
González Dopeso y Antonio Vázquez Mouzo.
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70

70. Junta de gobierno presidida por el decano 
Lois en 1989. Abajo, Lino Rodríguez Quintana, 
Francisco José Arruñada, José Antonio Lois, 
Francisco José Sanz Bravo y José Gómez 
Campos.  Arriba, Antonio Platas, Adolfo 
Vázquez-Gundín, Rafael Jesús Fernández-
Porto, Félix Ángel Suárez Mira, Tomás Manuel 
de Artaza y José Pablo Casas.

71. Junta de gobierno presidida por el decano 
Torres en 2001. Miguel Lorenzo, Carmen 
Alarcón, Jesús Varela, César Torres, Antonio 
Fernández Chao; María del Mar Ramos y 
Augusto José Pérez-Cepeda.  

72. Junta de gobierno presidida por el decano 
Varela Fraga. Miguel Lorenzo, Rosario Crespo, 
Augusto Pérez Cepeda, Roberto Rodríguez, 
Antonio Platas, Jesús Varela, José Luis 
Gutiérrez Aranguren, María del Mar Ramos 
Martínez, Miguel Orantes, Carmen Calderón y 
María Luisa Tato.
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l solo hecho de haber transitado –y a paso harto ligero, ¡ay de mí!– por los 

estudios de la licenciatura y el doctorado de la Facultad de Derecho, no sería 

razón suficiente para que hoy viniera a sentarme entre vosotros, los más dis-

tinguidos maestros gallegos del Derecho. Juristas tiene Galicia, dentro y aun 

fuera de esta academia, cuyos méritos específicos eclipsan por completo los que 

pudieran aducirse a mi favor. Si un día acepté sin rubor y, eso sí, con profunda 

gratitud, mi elección como académico de número de este ilustre cuerpo, fue por-

que a mi mismo me dije que el móvil de mi nombramiento no pudo ser otro que 

el de reconocer –sobreestimándolo– mi modesto esfuerzo por reunir noticias 

y doctrinas acerca de nuestras viejas instituciones, y el de instarme a cumplir 

con la obligación, que muy gustoso contraigo, de ampliar y profundizar mis 

estudios en torno a la acción de nuestros mayores en pro del perfeccionamiento de la so-

ciedad, acción que en el Derecho tiene su más cumplido cauce.

En este espíritu me conformé con vuestra decisión y comparezco hoy ante vosotros para 

dar lectura al discurso de ingreso que exigen nuestros estatutos. Pero no he de entrar en 

materia sin rendir pública muestra de reconocimiento a nuestro presidente el excelentísi-

mo señor don Manuel Iglesias Corral, jurista eminente, hombre público prestigioso y expe-

rimentado, mente lúcida y sutil, voluntad tenaz, verdadero constructor de esta academia y 

promotor de todas sus actividades. Y también de mi reconocimiento a los que, apreciando 

unos supuestos méritos míos, que yo apenas si acierto a ver por parte alguna, habéis 

aprobado mi designación y a cuantos habéis tenido la bondad de venir a escucharme en 

este solemne acto de mi investidura académica.

Casi puede decirse que está por escribir la historia del movimiento institucional y corpora-

tivo de Galicia, sobre todo la de los tiempos modernos. Hasta hace poco no contábamos 

con la de la Junta del Reino ni con la de la Universidad de Santiago. Faltan aún la de la Au-

diencia, Capitanía General, diputaciones, municipios, gremios, colegios, academias, inten-

dencia y tantas otras entidades públicas y privadas, ya de carácter político y económico, 

ya cultural y benéfico. Y, por supuesto, jurídico.

E
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Estimo del mayor interés el estudio de lo que fue, a través de unas y otras instituciones, 

la acción conjunta de los gallegos, ya solos consigo mismos, ya colaborando con el poder 

central.

No se podrá escribir ninguna historia de Galicia que valga la pena sin haber llegado pre-

viamente al conocimiento de lo que fueron en sus respectivas épocas personajes, pueblos 

y hechos, así como instituciones. Se necesitan docenas, cientos de monografías para con-

tar con una base que permita realizar las grandes síntesis, y formular los juicios de valor 

que son propia materia de la historia general. Lo que se contiene en este discurso quiere 

ser una de esas monografías.

Por el momento, ofrezco el resultado de mis pesquisas en torno a la fundación del Ilustre 

Colegio de Abogados de La Coruña, para que se sepa cuándo, cómo y por quiénes fue 

fundado, qué es lo que quiso ser y qué es lo que fue en sus primeros tiempos. Esta inte-

resante institución, fue la primera de su especie que se creó en Galicia y, en cuanto a La 

Coruña, puedo afirmar que es la más antigua de las de carácter civil que aún funcionan en 

esta ciudad, si se exceptúan el ayuntamiento y la audiencia.

Las fuentes para el conocimiento de los orígenes del Colegio de Abogados de La Coruña 

consisten principal aunque no exclusivamente en un folleto en el que los iniciadores rela-

tan los pasos que hubieron de dar hasta que coronaron su empresa.

Existen ejemplares de ese raro folleto en la biblioteca del Colegio de Abogados, en la del 

Consulado y en la de la Real Academia Gallega. No creo que se conserve ninguno más.

Por eso mismo no fue descrito nunca, ni siquiera por el más completo de nuestros biblió-

grafos, el P. Atanasio López, que hubo de contentarse con dar una insuficiente reseña, a 

todas luces por no haber alcanzado a ver por si mismo ejemplar alguno.

Tuve yo, aunque inmerecidamente, más fortuna que el erudito franciscano, tan formidable 

conocedor de la bibliografía gallega del pasado, y pude ofrecer al público, ya hace años, la 

descripción pormenorizada del curioso folleto compostelano del segundo tercio del siglo 

XVIII.

Rodea la portada una orla tipográfica. A la cabecera, el sello del colegio, redondo, circun-

dado de una palma y una rama de laurel entrelazadas a manera de corona. La inscripción 

del sello dice Sigilum (sic) Corumniensis Collegii, y más hacia el interior se lee el lema bí-

blico Sub umbra alarum tuarum. Psal. 16. Debajo de estas palabras aparece la paloma del 

Espíritu Santo amparando con sus alas el emblema de la Justicia, balanza y espada cru-

zadas. Este sello es el que entonces eligió para sí el colegio y el que aún se usa hoy en los 

documentos oficiales de la corporación.
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El texto de la portada dice: “Estatutos, / y Ordenanzas / de el Ilustre Colegio / de Señores 

Abogados de la Real Au- / diencia de la Ciudad de La Coruña, / Reyno de Galicia, nueva-/ 

menté establecido en el año de 1760. / Con Incorporación al Ilustre de Señores Abogados 

de / la Villa, y Corte de Madrid, aprobada por Real / Cédula de su Magestad, obedecida, y 

mandada / guardar, y cumplir por los señores de el / Real Acuerdo. / (linea continua) / Con 

licencia: / En Santiago: En la Imprenta de D. Pedro Frayz”. Se imprimió en 4° marquilla y 

consta de 67 páginas. No será necesario recordar que por aquel entonces no existían en 

toda Galicia más imprentas que las compostelanas, y a una de ellas, la de los Frayz, hubo 

de encargarse la impresión.

Los abogados coruñeses que en 1760 concibieron la idea de fundar el colegio, explican de 

este modo sus propósitos: “Habiendo de común acuerdo reflexionado los Señores Aboga-

dos de la Real Audiencia de Galicia que los del Real Consejo, Villa y Corte de Madrid, y por 

filiación suya los de las Reales Chancillerías de Valladolid y Granada y Reales Audiencias 

de Aragón y Valencia, tenían formado, con total independencia de los más individuos de 

aquellos Tribunales, Colegio o Congregación con que mantenían el honor de la profesión; y 

deseando que éste brillase con el lustre correspondiente en los de esta Real Audiencia, se 

resolvieron a formar también su Colegio, a cuyo fin solicitaron de el Excelentísimo Señor 

Don Carlos Francisco de Croix. Marqués de Croix, Gobernador y Capitán General del Reyno 

y Presidente de la Real Audiencia licencia para poder nacer su junta, erigir y formar Cole-

gio, la que se les concedió por decreto de 17 de Febrero de 1760”.

De esta fecha, pues, en que la suprema autoridad militar, gubernativa y judicial de Galicia 

prestó su conformidad al primer intento de creación, puede hacerse arrancar la historia 

del colegio, si bien no se hubiera perfeccionado y consolidado el establecimiento hasta el 

1 de febrero de 1761 en que se obtuvo la Real Cédula de Carlos III.

Apenas un mes más tarde de aquella primera fecha, el 15 de marzo de 1760, se reunían 

de nuevo los abogados coruñeses y, al verse en posesión de la licencia del capitán general, 

presidente de la audiencia, resolvían formalizar la creación del colegio, designando los 

santos patronos y otorgando instrumento de fundación, erección y creación, de que dio fe 

el escribano de S. M. y procurador del número de la Real Audiencia, don Gregorio Carrillo. 

La copia de esta escritura, así como la del memorial elevado al capitán general, Carlos 

Francisco de Croix, marqués de Croix -el mismo cuyas armas pueden verse esculpidas en 

piedra a la izquierda de la portada del jardín coruñés de San Carlos, bautizado así en su 

honor- se mandaron incluir por los reunidos, en el incipiente archivo del no menos incipien-

te colegio.

A continuación se suplicó con rendido acatamiento al colegio de Madrid que se dignase 

conceder la incorporación por filiación al mismo, solicitando a la vez un ejemplar de sus 

estatutos con el fin de adoptarlos como propios. A todo ello accedió el colegio de Madrid, 
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con la salvedad de que se pidiese la pertinente licencia al Consejo de Castilla para la in-

corporación. En cuanto al texto de los estatutos fue remitido prontamente a La Coruña y 

figura reproducido en el aludido folleto.

Obtenida la conformidad del colegio madrileño, y siguiendo sus indicaciones, se elevó me-

morial al Real Consejo de Castilla en súplica de que aprobase la incorporación por filiación 

y de que se extendiesen al nuevo colegio los privilegios de que disfrutaba su modelo ma-

drileño.

En consonancia con esta súplica se expidió una Real Cédula, fechada en El Pardo a 1 de 

febrero de 1761, en la cual el monarca reinante, que era Carlos III, declaraba que, a ejem-

plo de lo que había dispuesto su hermano y antecesor Fernando VI cuando incorporó el 

colegio de Valladolid al de la Corte, “todos los Reales Decretos, Autos acordados y Provi-

dencias del mi Consejo, promulgados y expedidos a favor del Colegio de Madrid se entien-

dan y deban entender comprehensivos al de esa mi Audiencia del Reino de Galicia, Decano 

e Individuos, del mismo modo que si para el Colegio de ella se hubiesen librado, obrando 

igual efecto en ese Tribunal que en la mi Corte, y los suyos sin diferencia alguna”.

Con esta soberana resolución, enteramente favorable a los deseos de los fundadores, es-

taba ganada la partida. Sólo faltaba que se aplicasen los regios preceptos. Para ello había 

que presentarla, primeramente, al colegio de Madrid con objeto de que, en su virtud, con-

firmase el anterior acuerdo condicionado, como en efecto lo hizo; y luego, para su registro 

y cumplimiento, al Real Acuerdo, que venía a ser una especie de sala de gobierno de la 

audiencia y se componía del regente y oidores.

A tal efecto, se nombró de entre los abogados una comisión que visitase a los señores 

que lo integraban. He aquí cómo describe el escribano don Manuel García Morado, que lo 

era de S. M. e in solidum del Real Acuerdo, la petición de los abogados y la resolución, en 

forma de auto, que obligadamente tenía que recaer sobre ella a la vista del documento 

regio: “En la Ciudad de La Coruña a 27 días del mes de Abril, año de 1761, estando en el 

Real Acuerdo de hoy día los señores D. Francisco Sánchez Salvador, Regente, D. Juan Luis 

Ximenez de Saboya, D. Alonso Montemayor y D. Bartolomé Valledor, Oidores, se les mani-

festó una Real Cédula de Su Magestad, su data 1 de Febrero pasado de este año, librada 

a instancia de los Abogados de esta Real Audiencia por la que Su Magestad incorpora el 

Colegio de ella al del Real Consejo, cuya Real Cédula el Sr. Regente tomó en su mano, be-

só y puso sobre su cabeza como carta de su Rey y Señor natural, y levantado con los más 

señores, quitadas sus gorras, dijeron la obedecían, y mandaban se guardase y obedecie-

se...”. Así, con tanta ceremonia, se procedía entonces.

En la junta que el nuevo colegio celebró el 1 de julio de 1761, los comisionados dieron 

cuenta de la visita realizada al Real Acuerdo y de cómo -en la forma descrita- el regente y 

73. Carlos Martínez-Barbeito y Morás, 
autor de este capítulo y miembro ya 
fallecido de la Academia Gallega de 
Jurisprudencia y Legislación.
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oidores habían decidido que se cumpliese lo ordenado en la Real Cédula de incorporación. 

Dijeron también que el regente había designado a los oidores Ximénez de Saboya y Valle-

dor para tratar con los abogados acerca del templo y fecha que habían de ser señalados 

para celebrar las funciones patronales, y que en la reunión tenida con ellos, se había con-

venido que se verificasen en la Real e Insigne Colegiata de Santa María del Campo el 10 

de noviembre de cada año, festividad de San Andrés Avelino.

Más aún comunicaron los diligentes comisionados a sus compañeros: que habían confe-

renciado ya con el prior y cabildo de la colegiata para que permitiesen que el colegio se 

domiciliase en su iglesia, y consintiesen en celebrar en ella la fiesta anual. A fin de ponerse 

de acuerdo acerca de los detalles de la referida celebración, habían diputado los capitu-

lares a don Andrés Aguiar y Caamaño (a la sazón canónigo magistral de la colegiata y 

andando el tiempo, deán de Santiago y Obispo de Mondoñedo) y a don Ignacio Beade, asi-

mismo canónigo, con quienes había quedado convenido -asegurada ya la conformidad del 

prior y cabildo- el ceremonial de la festividad y elegido el altar en que habían de colocarse 

las imágenes del Patrocinio de Nuestra Señora y de San Andrés Avelino. Aprobaron los re-

unidos las gestiones de los comisionados, les dieron las gracias por su diligencia y acierto 

y tomaron otras providencias relacionadas con el organismo que nacía, incluida la orden 

de imprimir la Real Cédula y demás documentos fundacionales. Asimismo se obligaron, 

por sí y sus sucesores, a aceptar y observar los estatutos que les habían sido remitidos por 

el colegio matritense.

En la misma junta se designaron los cargos directivos para el año siguiente: recayeron 

en las mismas personas que habían constituido la comisión encargada de realizar las 

gestiones que quedan reseñadas, más los señores Carrillo y Moscoso. La primera junta de 

73
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74. El actual abad de la colegiata, 
Rafael Taboada, y el decano Lois.

75. Altar mayor de la Colegiata 
de Santa María del Campo, 
estrechamente unida a los orígenes 
del Ilustre Colegio Provincial de 
Abogados de A Coruña.
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gobierno del colegio quedaba, pues, constituida así:

Decano-presidente, Diego Antonio Cornide y Saavedra; diputado primero, Vicente Alvarez 

de Neyra; diputado segundo, Vicente Tomás Lavandeira; maestro de ceremonias, Cayeta-

no de Herce y Mendoza; diputado tercero, Ángel Ruiz; diputado cuarto,  Fernando Codesi-

do y Verea; tesorero, Manuel Carrillo y Niebla; Secretario, José Moscoso y Prado. Faltaba 

designar prefecto, elección que había de hacerse precisamente entre los capitulares de 

la colegiata mientras en su iglesia residiese el colegio; pero el decano -es de suponer 

que cohibido por la circunstancia de ser hermano de su esposa el doctor, que era a la vez 

canónigo y miembro del colegio y por lo tanto el más indicado para el cargo- usó de sus 

atribuciones y se reservó el hacer el nombramiento para más adelante. Tales son los nom-

bres de los patricios que, asistidos de sus compañeros, concibieron y llevaron briosamente 

a efecto la fundación que aún perdura. Buena mano tuvieron, no cabe duda.

Los demás abogados que concurrieron a las diferentes juntas reseñadas merecen tam-

bién un recuerdo. Son los señores Manuel José Folgueira, canónigo de la colegiata y juez 

eclesiástico de La Coruña y su partido (cuñado del decano Cornide); Antonio Pascual Ber-

múdez,  Pascual Francisco Vázquez, Felipe Bueno, Ignacio Casimiro de la Carrera, José de 

Vila, Juan Benito Salazar, Ramón Vaamonde, Diego Blanco de Salinas, Bernardo Herbella, 

Juan José Vasadre, José de Ulloa,  Juan Varela, Agustín Castañeda, Francisco Caviedes, José 

Rodríguez de Prado,  Diego Lavandeira, Joaquín García, Manuel Saboya, Gil Sánchez de la 

Peña, Benito de Ocampo y  Nicolás Boado y Bugarín.

Esos son los fundadores. Pero si todos tomaron con entusiasmo la decisión de fundar el 

colegio ahora dos veces centenario, es justo destacar la labor de los primeros comisiona-

dos y muy en especial la de Cornide que, con la colaboración de los restantes y singular-

mente la de Álvarez de Neyra y Lavandeira, llevó a feliz término las gestiones encamina-

das a la instauración del colegio.

Diego Antonio Cornide y Saavedra, fundador y primer decano del colegio y promotor de 

la conversión del archivo de la audiencia en archivo general y público, alcalde del crimen 

en la audiencia, oidor y fiscal sustituto de ella, con honores del consejo de S. M., asesor 

del virreinato de Nueva España (a donde fue llevado por el virrey marqués de Croix que le 

conocía de cuando mandó la Capitanía General de Galicia), señor de Maariz, Saa, Amoeiro 

y Cebreiro por foro de la Encomienda de Puertomarín de la Orden de San Juan, dueño de 

las casas de Bendia y Mondego, y patrono de la capellanía de San Mauro, San Diego y San 

José en la iglesia parroquial de San Andrés de Bendia, construyó en unión de su cuñada 

doña Andrea Josefa Folgueira y de su hijo don José Cornide, la hermosa casa-palacio que 

se alza frente a la Colegiata de La Coruña, y dejó, entre otras producciones literario-jurí-

dicas, un interesante informe sobre el Gobierno de Nueva España, que permanece inédito, 

y un “Papel jurídico dirigido a manifestar el derecho de D. Pedro Sánchez de Boado en el 

76. Vista de la casa palacio de 
Diego Cornide, primer decano 
del colegio de A Coruña.
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pleyto con D. Joseph Bolaño, D. Luis Saavedra y consortes, sobre la sucesión de la mejora 

en tercio y quinto vinculada que por su testamento fundó Gómez de Ventosa y restitución 

de los bienes por ella señalados”. Tal es, a grandes rasgos, la figura del primer decano que 

tuvo el Colegio de Abogados de La Coruña y que desempeñó el cargo hasta 1764, en que 

le sucedió otro eminente jurisconsulto, don Vicente Álvarez de Neyra, de quien trazó una 

acertada semblanza, muy documentada, mi buen amigo e ilustre miembro de esta acade-

mia Manuel Taboada Roca, conde de Borrajeiros, quien asimismo es autor de una biogra-

fía, igualmente erudita, de otro de los más notables abogados gallegos del siglo XVIII, el 

procesalista don Bernardo Herbella de Puga.

Si se piensa en la firme y bien asentada tradición de la abogacía aragonesa, fruto del 

sentido romanista que imprimió Sancho IV al ordenamiento jurídico de su reino, no debe 

extrañar que la primera agremiación de abogados de que en España hay noticia, sea la de 

Zaragoza. Consta de una escritura de 1546, que ya por entonces existía en la capital de 

Aragón una congregación de profesionales del Derecho bajo la rúbrica de “Cofradía de Le-

trados del Señor San Ivo”. Semejante antigüedad confiere al colegio zaragozano, que hoy 

ostenta los dictados de real e ilustre, el decanato de los de su clase en España, y, en parte, 

explica que se hayan perdido los documentos probatorios de la fecha de su creación.

76
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Le sigue en años el colegio de Valladolid. De 1592 son las “Ordenanzas de la Hermandad 

y Cofradía de los Abogados”, congregación puesta bajo la protección de los Santos Reyes, 

sus patronos.

Se equivocaría quien dedujese de uno de los documentos fundacionales que, además de 

los colegios de Granada y Valencia, los de la audiencia de Zaragoza y de la chancillería de 

Valladolid se habían constituido a imitación del de la corte. Por lo menos el zaragozano y 

el vallisoletano preceden por razón de antigüedad al madrileño, sin perjuicio de habérsele 

afiliado luego llevados de la creencia de que era de algún modo superior, puesto que esta-

ba ligado a los órganos supremos de la administración de justicia.

El colegio de Madrid, tercero de los de España, se erigió en la iglesia de San Felipe el Real, 

de la Orden de San Agustín, bajo el patrocinio de María Santísima Madre de Dios, y de San 

Ivo, patrono general de la abogacía, el 31 de marzo de 1596.

En 1732, la primitiva congregación se convirtió en el colegio que es ahora para lo cual se 

reformaron las viejas ordenanzas.

Vinieron, después del de Madrid, los colegios de Sevilla, Granada y Valencia. El séptimo 

había de ser el de La Coruña. Pero por orden de afiliación al de la Corte, se enumeran así: 

Sevilla, Granada, Zaragoza y Valladolid. El de La Coruña hace, por este concepto, el núme-

ro cinco.

Las primeras agrupaciones de abogados, anteriores al siglo XVIII tenían un carácter más 

que nada religioso, hasta tal punto que, por ejemplo, los estatutos antiguos del colegio 

de Madrid se titulaban, muy significativamente, “Ordenanzas y Constituciones de la Con-

gregación de los Abogados de esta Corte y Consejos de S. M. que para gloria y honra de 

Nuestro Señor y su benditísima Madre y del bienaventurado San Yvo se han de guardar”.

Más que colegios en el sentido estrictamente profesional que luego tuvieron, eran meras 

congregaciones piadosas y por eso no residían ni en local propio ni en los consejos, chan-

cillerías o audiencias, sino en esta o aquella iglesia elegida para celebrar en ella las funcio-

nes religiosas de rigor, así como las juntas. Si acaso, se añadía cierta intención benéfica, 

-hoy diríamos de asistencia social- pero apenas se prestaba atención ni al mutualismo ni 

a la dignificación profesional. Sin embargo, ya en 1617, obtiene la congregación madrile-

ña de abogados un auto acordado del Consejo de Castilla que convierte en obligatoria la 

agremiación para cuantos letrados aspirasen a ejercer su carrera en la corte, primer sín-

toma de la intervención gremial en las actividades profesionales de los abogados. Y en el 

siglo XVIII se establecen ya muy claramente las bases profesionales de la colegiación, sin 

perjuicio de mantener la tradición confesional de las antiguas cofradías por lo intensa que 

era aún en el país la impregnación religiosa en todas las manifestaciones del vivir.
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Los colegios de abogados presentan en el siglo de la Ilustración, un matizado aspecto de 

cofradía piadosa, asociación benéfica y asistencial, corporación profesional y clase social.

Fruto de esa cuádruple preocupación es también el colegio de La Coruña, surgido en el 

momento en que todas esas características confluían tanto en los gremios artesanos co-

mo en los de profesionales liberales.

En el siglo XVIII se encontraban todavía en pleno vigor las preocupaciones clasistas de 

los siglos precedentes. Sólo al declinar la centuria, un poderoso movimiento de opinión 

iba a guiar la mano del gobierno para acabar con bastantes injusticias. Pero hacia 1760 

la condición social pesaba todavía bastante en la vida y el destino de cada cual. Se nacía 

y se moría adscrito a este o aquel estamento. Diversas causas, entre ellas la ascensión 

de la burguesía a las alturas del poder, hicieron tambalearse a muchos prejuicios y privi-

legios. La historia de los reinados de Fernando VI, Carlos III y Carlos IV es en cierto modo 

la historia de la pugna entre los letrados, flor de una mesocracia no desprovista de ínfulas 

nobiliarias, y los militares y palatinos de la alta nobleza que representaban la estricta tra-

dición aristocrática. Aunque no llegó en España a tener la virulencia de la rivalidad que se 

dio en Francia entre la noblesse de robe y la noblesse d’epée, bien se advierte la sorda lucha 

entre uno y otro partido, más bien entre una y otra clase. La victoria fue, como es sabido, 

de los letrados, que gobernaron muy inteligentemente a España durante los tres reinados 

del Despotismo Ilustrado.

El ejercicio de la abogacía, ni daba ni quitaba la nobleza de sangre, pero podía dar, al me-

nos en algunos sustantivos aspectos, la nobleza de privilegio. Se seguía la tendencia ro-

mana, renovada por las universidades de París y Bolonia, de las constituciones imperiales 

en honra de los legistas. También las Partidas contienen disposiciones en favor de la alta 

consideración que debían merecer, y no faltaron tratadistas que las invocaron durante el 

Renacimiento para demostrar que la carrera de las letras abría las puertas del estado no-

ble. Por su parte, los Reyes Católicos promulgaron el 14 de febrero de 1495 las “Ordenan-

zas de los Abogados”, documento en que culminó el antiguo proceso de sistematización y 

dignificación de la clase.

Esas ideas produjeron con el tiempo la costumbre de armar caballeros a los doctores en 

Leyes de Alcalá, así como la de conceder nobleza personal a los que se doctoraban en los 

territorios de la Corona de Aragón, según acordaron las Cortes de Monzón en 1553. Tam-

bién en Castilla participaban los abogados de algunas de las ventajas de la nobleza, como 

la exención de pechos, y, en el caso de los doctores por la Universidad de Salamanca, el 

derecho de devolución de la blanca de la carne, en que se cifraba la hidalguía. 

Tampoco hacían el servicio militar como los villanos. Así se vio, por ejemplo, cuando, al 

avanzar sobre Madrid las tropas del Archiduque en 1706, declaró el Real Consejo que los 
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abogados, al igual que los hidalgos, no estaban obligados a alistarse; y cuando reconoció 

la Real Chancillería de Valladolid que los abogados de Montánchez debían ser equiparados 

a los nobles en lo concerniente a la elección de oficios municipales. Todavía más: en 1744 

el Consejo de Hacienda, a instancias del colegio de Zaragoza, decretó que estaban exen-

tos de las mismas cargas fiscales que los nobles.

Pero, a pesar de todo, no estaban claras ni eran unánimemente aceptadas las preeminen-

cias sociales de los abogados, hartas veces menospreciadas, al igual que notarios, escri-

banos, procuradores, alguaciles y curiales de todos los pelajes, como cáncer que devoraba 

a la sociedad. No sólo en los escritos de sociólogos, reformistas y arbitristas, sino en 

piezas de teatro y en todo género de literatura costumbrista y satírica, es fácil encontrar 

alusiones despiadadas a la profesión forense. En general, no gozaba de prestigio ninguna 

actividad remunerada directamente por la clientela, ni por consiguiente las profesiones 

liberales y entre ellas la abogacía.

Por eso interesaba a los abogados coruñeses cualificarse en el sentido social. ¿Cómo? 

Imitando a sus colegas de Madrid en la selección de los aspirantes al ejercicio profesional 

desde un punto de vista de clase. Había que procurar identificar a los abogados con las 

zonas privilegiadas de la sociedad: había que impedir que se infiltraran en la profesión los 

que procedían de las clases vilipendiadas; había que cerrar las puertas para que no entra-

se cualquier ganapán y menos aún cualquier “maldito” que los desacreditase a todos con 

su sola presencia. Para ello se precisaba convertir al gremio abogadil en corporación ce-

rrada con estatuto de limpieza de sangre. Sobradamente aristocrático resultaba el andar 

hurgando en los antecedentes laminares, pero así se hizo.

Los abogados coruñeses que llevaron a cabo la primera agremiación, no se recataron de 

reconocer que les guiaba ante todo el deseo de rodear a la profesión del mayor prestigio 

social. Orgullosos de pertenecer a la Real Audiencia de Galicia, que era la más antigua del 

Reino -como que había sido fundada por los Reyes Católicos en 1480, a modo de directa 

derivación del Consejo de Castilla- se llamaban a si mismos y a sus colegas reiteradamen-

te “Señores Abogados” en un tiempo en que no se podía llamar señor a quien no lo fuese, 

ni “ilustre” a su colegio.

Cuatro veces proclamaron en los documentos iniciales de la colegiación su anhelo de con-

seguir la mayor estimación de la sociedad para la carrera del foro. Declaraban en uno de 

ellos que se proponían constituir su colegio, tras haber reflexionado que los “ya existentes 

mantenían el honor de la profesión, deseando que ésta orillase con el lustre correspon-

diente en los de esta Real Audiencia”. Algo después reiteraban su deseo de establecerlo 

“mirando a lo útil que sería, tanto para la observancia de las leyes divinas y humanas cuan-

to para mantener el honor y estimación que en todo tiempo ha merecido la Jurisprudencia 

y los profesores de tan sublime y Real Arte y Ciencia”. En otra ocasión aún, confesaban el 
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mismo móvil: “deseando vivir con el lustre que corresponde a la profesión y hallando que 

no lo podían conseguir no mereciendo de V. Ilma. (el colegio de Madrid) que le hubiese in-

corporado por filiación en el suyo y le diese sus Estatutos para que los individuos de él se 

arreglen a ellos”. Y por cuarta vez aludían a la misma obsesiva finalidad cuando en el me-

morial al Consejo de Castilla manifestaban su propósito de imitar al colegio de Madrid en 

cuantos “asuntos ocurriesen al honorífico método con que había hecho bridar el honor de 

la carrera y mantenido en la mayor estimación el de sus profesores”. Este afán acuciante, 

casi angustioso, de los letrados coruñeses hace pensar que, de hecho, no operaban en el 

cuerpo social las honrosas prevenciones de los antiguos legisladores, y que la profesión de 

abogado andaba un poco por los suelos, no muy respetada y a merced del intrusismo.

Si se considera todo ello a la luz ofuscadora de las ideas de hoy y sin la debida perspectiva 

histórica, parecerá fatuidad y vanagloria que los dignos, los severos letrados coruñeses 

sintieran esas locas ansias de elevar su categoría social y reforzar la consideración gene-

ral de que gozaban sólo a medias; pero si se reflexiona acerca del estado de la sociedad 

española del siglo XVIII, de los prejuicios de clase, de las sutiles pero tajantes divisiones 

estamentales y de las consecuencias de carácter no sólo social sino jurídico y fiscal que 

implicaba el pertenecer a una u otra clase, se verá que no era tan caprichosa ni tan frívola 

como parece la aspiración de los abogados coruñeses.

El artículo XVII de los estatutos del colegio de Madrid que, como todos los demás, adop-

taron, y que trataba “De las calidades de los Abogados para ser recibidos en el Colegio”, 

establecía estas exigencias, cuya intención ni siquiera se encubre: “Siendo uno de los pri-

meros cuidados de nuestro Colegio atender a que los que se reciban en él tengan las ca-

lidades que requieren las leyes reales y corresponden a comunidad tan decorosa, y que no 

se reciba sujeto en quien no concurran todas las prerrogativas necesarias para el mayor 

lustre y puro ejercicio de la abogacía... estatuímos y mandamos que para ser recibidos 

Cualesquiera Abogados en nuestro Colegio hayan de ser de buena vida y costumbres, hijos 

legítimos o naturales de padres conocidos y no bastardos ni espureos; que así los pre-

tendientes como sus padres y abuelos paternos y maternos sean y hayan sido cristianos 

viejos, limpios de toda mala infección y raza y sin nota alguna de moros, judíos ni recién 

convertidos a nuestra santa fe católica, y que, a lo menos los pretendientes y sus padres 

no tengan ni hayan tenido oficios o ministerio vil ni mecánico público; y que faltándoles 

estas calidades, no sean admitidos”.

Este precepto había de obligar en adelante a todo el que quisiera ejercer en La Coruña la 

profesión de abogado. Quedaban excluidas de ella las descendencias bastardas y las fa-

milias “infectas”, como entonces se decía, esto es, todas aquellas por cuyas venas circula-

se alguna gota de sangre musulmana, hebrea, o bien de penitenciados por el Santo Oficio, 

o de herejes e indiferentes, e incluso aquellas que tuvieran que ver demasiado de cerca 
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con los oficios manuales tenidos por deshonrosos, bien que hasta muy poco después y ello 

por inspiración del insigne gallego Pedro Antonio Sánchez Vaamonde, clérigo, sociólogo y 

economista de nota, a quien La Coruña debe eterna gratitud por haber fundado la biblio-

teca del Consulado.

Empezaban así los abogados coruñeses, dentro aún de la tónica del siglo, pero ya un poco 

a destiempo, la discriminación por razón de linaje, raza, religión y oficio, e introducían los 

largos, vidriosos y costosísimos expedientes de limpieza que ciertamente se imponían en 

otras muchas corporaciones con ánimo de mantenerlas a un alto nivel en la consideración 

de las gentes, excluyendo cualquier motivo de menosprecio de los que estaban en la con-

ciencia social del tiempo y que tanto podían perjudicar. Se buscaba así la respetabilidad 

social y no sería justo culpar a los abogados coruñeses por querer colocar su rango profe-

sional a la altura de otros y ennoblecer la profesión según entonces se entendía que debía 

hacerse. Así pues, a partir de entonces empezó a regir entre ellos el rito complicadísimo de 

las informaciones genealógicas. El pretendiente debía justificar su calidad con doce testi-

gos y con las fes de bautismo del interesado y de sus padres y abuelos, todas legalizadas 

por tres escribanos notarios. Se añadía la prueba que, tras minuciosas investigaciones y 

viajes, realizaban dos informantes, miembros del colegio. 

Plaza fuerte y cabeza administrativa del Reino de Galicia; ciudad togada, mercantil y ma-

rinera, La Coruña tenía en el siglo XVIII como lo que en un ayer inmediato llamábamos 

“fuerzas vivas”, al elemento militar, a los funcionarios públicos, a los magistrados, aboga-

dos y curiales, a los comerciantes y banqueros, y a los armadores y mareantes sin olvidar 

otras clases tan influyentes como el clero y la nobleza terrateniente. Entre todos esos 

grupos sociales y profesionales se repartía la importancia social, cultural y económica. 

Pero a medida que avanzaba el siglo, declinaba la estrella de los estamentos sociales de 

influencia tradicional, en tanto que ascendía la de las clases burguesas, más directamente 

vinculadas a quienes ejercían el poder político a la sombra de la monarquía ilustrada, y 

quizá más a tono con el ritmo de los tiempos como más cultas, y como más finas per-

ceptoras del sentido histórico de la hora. Entre esas clases burguesas, no exentas de la 

inevitable preocupación nobiliaria, figuran preferentemente abogados y comerciantes, en 

cuyas manos estuvo desde fines de siglo el destino de la ciudad. La gente de toga, excu-

sado es decirlo porque suena a redundancia, era sumamente letrada. El comercio coruñés 

de la Ilustración, como luego el del Romanticismo, de espíritu muy cultivado y abierto, vivía 

alerta a las conquistas modernas en todos los órdenes.

En mi trabajo “Informaciones genealógicas del Archivo Municipal de La Coruña”, se puede 

ver cómo al consolidarse las estructuras sociales de La Coruña en el siglo XVIII a tenor 

de las ideas y los ordenamientos jurídicos anteriores a las igualitarias Cortes de Cádiz, 

figuran numerosos abogados, amén de magistrados de diversos grados, escribanos, nota-

77. Los fundadores del colegio “conferenciaron 
con el prior y cabildo de la colegiata para que 
permitiesen que el colegio se domiciliase en su 
iglesia”. Interior del templo.

78. Atrio de la colegiata de Santa María del 
Campo, al fondo la casa Cornide.
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rios, procuradores y curiales, entre las clases privilegiadas y, no hay que decirlo, rectoras 

de la vida ciudadana. La mayor parte de ellos pertenecían a la pequeña nobleza indígena 

derivada de la antigua hidalguía rural o de viejas castas de funcionarios de todas clases. 

Solían ser los abogados coruñeses del siglo XVIII mayorazgos escasos de bienes, hijos de 

magistrados o funcionarios, o segundones a quienes el régimen de sucesión imperante 

relegaba a la obligación del trabajo.

Algún esplendor -aunque no mucho- del que irradiaba la audiencia (que no era solamente 

un organismo judicial, sino también administrativo y gubernativo y por lo tanto adorna-

do con el absoluto prestigio del poder; que presidía el gobernador y capitán general del 

Reino y tenía su regente y oidores, sus alcaldes y fiscales, gente envarada y prosopo-

77
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79. Palacio de 
María Pita, sede el 
Ayuntamiento de A 
Coruña. Cuando se 
construyó, el colegio de 
abogados ya tenía  casi 
ciento cincuenta años.
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péyica, muy pagada de sus prerrogativas y calidades) recaería sobre los abogados que 

ejercían libremente la profesión pero que no sólo carecían de poder sino que dependían 

económicamente de sus clientes. En realidad, disfrutaría cada abogado de la categoría 

que le correspondiera por su extracción social y, a lo sumo, por su personal mérito como 

jurisperito.

De ahí que quisieran elevar a toda costa el rango colectivo, para que a todos tocase por 

igual la respetabilidad social que buscaban con ahínco y sin la cual les era difícil vivir a 

gusto.

Todo ello les indujo a constituirse en corporación exigente en la selección de sus miem-

bros y en la vigilancia de su conducta y actuación, siguiendo la corriente contemporánea 

que sin abandonar del todo las motivaciones religiosas de la colegiación, se inclinaba de-

cididamente a la defensa de la dignidad y competencia de los colegiados.

Si la dignificación del gremio ante la sociedad era la mira principal que llevaban los abo-

gados coruñeses del siglo XVIII al constituirse en colegio, no era ciertamente la única. 

No sólo querían una corporación clasista. Querían también una congregación religiosa 

que les permitiese cumplir colectivamente sus obligaciones de católicos. Si bien entraba 

en declive la concepción panreligiosa de la vida, de raigambre medieval, y se acentuaba 

cada vez más la secularización de instituciones y personas, todavía estaba muy firme, y 

había de seguir estándolo, la fe católica entre los españoles. No era aún concebible que 

se aplicasen a la naciente entidad unos estatutos laicos, ni siquiera simplemente tibios en 

materia de religión.

Si querían realizar el todavía vigente ideal de la agremiación dentro del marco confesional, 

no tenían más que acogerse a lo que establecían los estatutos del colegio de Madrid, que 

en su totalidad iban a adoptar como propios.

Para asegurarse de la solidez de la fe de los profesionales del foro, se les iba a exigir 

que la hubieran heredado de sus mayores. Habría que probar la condición de cristiano 

viejo y no improvisado ni oportunista. Habría que haber nacido en el seno de una familia 

irreprochablemente católica, a salvo de toda sospecha de desviaciones del pensamiento 

religioso.

Por otra parte se obligaba a quienes deseasen pertenecer al colegio, a jurar que defende-

rían el misterio de la Purísima Concepción de María. Es sabido que, al igual que la condi-

ción anterior, regía ésta en la mayoría de las corporaciones de nuestro país. Muy especial-

mente calificaba a los españoles la celosa y exaltada defensa de este misterio bastante 

antes de que fuese proclamado dogma de la Iglesia.
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“Para la salud espiritual de los presentes y los que hayan de venir a incorporarse a la 

fraternal unión de nuestra Congregación o Colegio” tomaron los fundadores del colegio 

coruñés -según afirmaban al dar “Razón de la erección y fundación del Ilustre Colegio de 

Señores Abogados de la Real Audiencia de Galicia que reside en la Ciudad de La Coru-

ña”- la pía, determinación de nombrar patronos y protectores a “la Soberana Reyna de el 

Cielo, Madre de Dios bajo el Título de el Patrocinio, y al Glorioso San Andrés Avelino, cuyas 

festividades se celebran en los días ocho y diez de el Mes de Noviembre de cada Año”. San 

Andrés Avelino sustituía, pues, en el corazón de los abogados coruñeses, a San Ivo, y, por 

razones obvias, se modificaban también las fechas patronales y, ni que decir tiene, el lugar 

de su celebración, que había de ser la Iglesia Colegiata de Santa María del Campo de La 

Coruña y no un templo madrileño. Constaría la fiesta anual, si había de ser semejante a la 

de los abogados de la Corte, de función solemne con música, sermón y comunión de los 

asociados, pero sin armazón ole altar para evitar gastos superfluos, según expresaban los 

prudentes y ahorrativos fundadores, que estaban en todo. Hay que decir que, por carecer 

el colegio de rentas, correspondía al decano sufragar de su peculio particular los gastos 

de la función, de la misa rezada y de las cien misas que habrían de decirse cada año en 

sufragio de los abogados difuntos. Gajes del oficio.

Disponían los estatutos, que tuviera el colegio, además de los otros cargos directivos, el 

de consiliario o prefecto, que debía recaer en un sacerdote y con preferencia en un capi-

tular de la colegiata, pero, al menos en los primeros tiempos, no consta que hubiese sido 

proveída la plaza.

No carecía tampoco el colegio de preocupaciones y actividades de carácter benéfico y 

asistencial. No era nueva la idea en España, ni siquiera en Galicia. Sin necesidad de re-

montarse a la época romana en que florecían los colegios profesionales -entre ellos los 

de abogados- dotados del servicio de socorros mutuos, los historiadores de la previsión 

española reconocen que la primera congregación de carácter religioso con un fuerte tinte 

de ayuda mutua que existió en el país, fue la Cofradía de Tudela, fundada en el siglo XII, a 

la que bien pronto imitaron otras muchas y entre ellas la muy controvertida de los cambia-

dores que se estableció en Santiago de Compostela al calor de las peregrinaciones, lo que 

prueba que Galicia no tardó en incorporarse a la nueva corriente. Tras la aguda polémica 

del siglo XIII, con persecución y defensa alternativas de las cofradías gremiales, surge ya 

en el siglo XIV, el gremio como entidad mutualista que llega a hacerse obligatoria. La-

bradores y artesanos nutren las filas de las nuevas organizaciones, y lo mismo hacen los 

hombres de mar, como demostraron en La Coruña, bien tempranamente y con empuje 

para siglos, los fundadores de la Cofradía y Gremio de Mareantes del Señor San Andrés, 

de tan honrosa, benemérita y larga tradición mutual y hospitalaria.

Durante los siglos XVI y XVII, se va fraguando la doctrina de la previsión social en los textos 
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de los sociólogos, y empiezan a formarse, al lado de los gremios artesanos, las congrega-

ciones que agrupan a quienes ejercen profesiones liberales. Es entonces cuando aparecen 

las primeras congregaciones de médicos y abogados. Por los mismos años se constituyen 

en Madrid las de procuradores, escribanos y oficiales de las seis escribanías mayores.

Ya en el siglo XVIII, el pensamiento asistencial se desarrolla hasta el máximo en España, en 

primer lugar con los trabajos de Ward, Pérez López y otros sociólogos y economistas. Por 

entonces el más significado valedor de las cofradías mutualistas es don Antonio Capmany. 

En cambio, el conde de Campomanes, ardiente regalista, les declara cruda guerra desde 

la fiscalía del Consejo de Castilla; les reprocha que giren alrededor de la Iglesia sin inter-

vención estatal, y propone la sustitución de las anticuadas e inertes máquinas religioso-

mutualistas por los montepíos, instituciones laicas que, renunciando a todo designio de ín-

dole sobrenatural, sólo tenían que contar con el control del Estado y con su propia eficacia. 

También Jovellanos, y con él todo el sector liberal de las minorías gobernantes, e incluso 

varios prelados que reconocían los defectos e insuficiencias de las cofradías, se inclinan a 

favor de los montepíos, que acaban por ganar la batalla a fines del siglo.

Dio la pauta la Hermandad de los Sastres de Madrid que, tras un sonado expediente, se 

convirtió en 1762 en simple montepío. El 17 de marzo de 1784 decretaba el Consejo de 

Castilla la extinción de cofradías y hermandades y su reemplazo por los montepíos, unos 

de iniciativa oficial, como los de militares y funcionarios públicos, y otros de iniciativa pri-

vada.

80
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Siguió el colegio coruñés en este aspecto, como no podía por menos de hacer, la corriente 

de los tiempos. Y lo mismo en el terreno benéfico.

En primer lugar, a ejemplo, como siempre, del madrileño, mantuvo la costumbre de desig-

nar cada año cuatro de sus miembros, dos antiguos y dos modernos, para que, durante el 

correspondiente ejercicio, defendieran gratuitamente los negocios y pleitos civiles y crimi-

nales de los pobres.

En segundo lugar, esto ya entra más de lleno en el campo de lo mutual que de lo benéfico, 

se exigía a los aspirantes a colegiados el pago de una cuota de entrada cuyo importe se 

destinaba principalmente a socorrer a las viudas pobres y huérfanas de abogados falleci-

dos.

El carácter asistencial y de hermandad se desarrollaba asimismo en los preceptos estatu-

tarios que obligaban a los colegiados coruñeses, como a los madrileños, a asistir al entie-

rro de los compañeros que falleciesen, a costearlo si muriesen pobres y a sufragar cada 

uno una misa por el alma del fallecido, sin perjuicio de las cien que, de forma global, debía 

encargar anualmente el decano por los compañeros difuntos.

Se establecía también la regla de índole asistencial de que los miembros del colegio ha-

bían de visitar a los colegas que se encontrasen enfermos o en cualquier situación difícil, 

especialmente si estaban presos. Y no habían de limitarse a la simple visita, sino que, de 

ser necesario, les socorrerían con dinero.

También era obligatorio visitar y prestar ayuda económica, si lo habían menester, a las 

viudas y huérfanos de abogados extintos, así como a defenderlos desinteresadamente en 

los pleitos que pudieran sostener.

Sin embargo, y aparte de estas actividades mutuales, el montepío de abogados propia-

mente dicho no se proyectó en La Coruña hasta más tarde, cuando ya había iniciado la 

marcha el de Zaragoza y luego, a partir de 1776, el de Madrid. Cubría los riesgos de inva-

lidez y supervivencia, a la vez que facilitaba cantidades en caso de enfermedad y muerte. 

La creación del montepío de La Coruña empezó a tramitarse antes de 1788, en cuyo año 

evacuó informe al respecto el colegio de Madrid, como algo mas tarde había de hacer la 

Sociedad Económica Matritense que, por cierto, se opuso al plan coruñés por considerar 

erróneos los cálculos en que se basaba, ya que un colegiado, cotizando desde los 25 años 

hasta los 70 de edad invertiría 12.300 reales, y esa era, aproximadamente la cantidad 

que cobraría una viuda en sólo cuatro años. Pero el proyecto de los abogados de La Co-

ruña, convenientemente reformado, mereció la aprobación del Consejo de Castilla en 21 

de marzo de 1794. Se concedía al montepío coruñés el mismo reglamento que tenía el 

madrileño, salvo algunas modificaciones de cierta importancia, entre ellas el aumento de 

80. Crucero situado en el atrio 
de la colegiata, estrechamente 

vinculada a los orígenes del Colegio 
de Abogados de A Coruña.
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la cuota de entrada de 900 a 1.500 reales y la suspensión del pago de pensiones durante 

seis años, al objeto de reunir el capital necesario para las futuras prestaciones. No han 

llegado hasta nosotros noticias de la vida que llevó el montepío de los abogados de La 

Coruña, con el que por cierto coexistió el de escribanos de número, provincia y reales de 

La Coruña que empezó a funcionar ya en 1792.

La dignificación profesional fue otro de los objetivos que se propusieron los iniciadores del 

Colegio de Abogados de La Coruña. Para ello adoptaron del colegio de Madrid el artículo 

estatutario que exigía a los candidatos a colegiados el ser personas de buenas costum-

bres e intachable reputación; no cabe duda de que ello redundaría en honra y prestigio de 

la clase.

Pero no sólo se quería gente honorable. También se necesitaban profesionales competen-

tes. Mediante una cláusula cerradamente defensiva de los intereses de cuerpo, se prohibía 

el ejercicio de la abogacía a todo el que no hubiera sido admitido previamente en el co-

legio. Pese a la concesión ya aludida, hecha en 1617 por el Consejo de Castilla al colegio 

de Madrid y extendida por la Real Cédula de 1 de febrero de 1761 al de La Coruña, tardó 

en conseguirse del todo, en la práctica, la agremiación forzosa; sobran testimonios de 

que por entonces se toleraba, aunque a regañadientes, un intrusismo profesional de con-

siderable extensión, contra el que en vano clamaban los abogados de toda España. Pero 

los coruñeses querían dejar constancia, si no de cómo eran las cosas, al menos de cómo 

debieran ser.

Y después de exigir la colegiación, se prescribía que para obtenerla era inexcusable ha-

llarse recibido de abogado según la legislación vigente. Por lo tanto, salvo que se tratase 

de “persona de letras” que estuviese al alto e inmediato servicio del Rey u ocupase algún 

puesto preeminente -como se hacía excepcionalmente en Madrid con el nuncio apostólico, 

los ministros y otras personalidades de relieve- era preciso hallarse en posesión de los 

estudios correspondientes.

Eran éstos los de la Facultad de Leyes, establecida en todas las universidades de la nación, 

y, por tanto, también en la de Santiago, donde sin duda cursarían su carrera la mayoría de 

los abogados de la Audiencia del Reino de Galicia. Los que entonces ejercían ya la profe-

sión e intervenían en la creación del colegio de La Coruña, no alcanzaron durante su vida 

escolar el magnífico plan de estudios implantado por Campomanes en 1772 que, naciona-

lizando la enseñanza del Derecho, es decir, dedicando por primera vez la debida atención 

a las Partidas, a las Leyes de Toro y a los restantes cuerpos del Derecho patrio, abría las 

puertas de la moderna pedagogía jurídica a las caducas facultades universitarias. Los 

abogados que ya lo eran antes de 1760, fecha de la fundación del colegio coruñés, habían 

estudiado por lo que ahora llamaríamos “el plan antiguo”, exclusivamente romanista.
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Después de las primeras letras y de la indispensable latinidad, generalmente cursadas 

en cátedras monásticas o de fundación particular, o bien en casa de algún clérigo de la 

familia o vecindad, se estudiaban dos años de artes o de filosofía, para dar al estudiante 

una base universal de conocimientos. A continuación se ingresaba en la Facultad de Leyes 

donde, por espacio de cinco años, se asistía a la lectura de las cátedras de Prima, Vísperas 

e Instituta, y más tarde a la de Código y a la de Segunda de Instituía, con lo que se obtenía 

el grado de bachiller en Leyes. Esto garantizaba una intensa preparación jurídica en que 

tenía muy principal, casi abrumadora parte, el Derecho romano y más concretamente el 

justinianeo. Cuatro años más de estudios, y se obtenía el título de licenciado, y el de doc-

tor tras las pruebas correspondientes. Ahora bien: no bastaba el título universitario para el 

ejercicio de la carrera. Había que practicar durante otros cuatro años en el bufete de un 

abogado en ejercicio y sufrir después examen de suficiencia ante el Consejo de Castilla, 

los tribunales superiores de las provincias o las respectivas justicias. Por último, era preci-

so obtener la real licencia para abrir estudio de abogado.

Demostrada así su madurez, muchos abogados gallegos, y otros que no lo eran, se esta-

blecían en La Coruña, a la sombra de la Real Audiencia, que suministraba abundante tra-

bajo profesional. Había en La Coruña, o por lo menos asistía a las sesiones preparatorias 

del colegio, una treintena de abogados.

Uno de los preceptos estatutarios del colegio de Madrid que más les habría impulsado a 

solicitar humildemente la afiliación al mismo, sería de seguro el que figura con el número 

XXI y que permitía a los miembros de los colegios incorporados -y entre ellos, por consi-

guiente, a los de La Coruña- a ejercer la profesión ante los Reales Consejos de la Corte, 

cosa que tenía que resultar muy conveniente para el desarrollo pleno de la vida profesional 

de cualquier letrado. Tanto les ilusionaba, que no es raro ver en multitud de papeles de la 

época que los abogados de provincias, residentes algunos en villorrios insignificantes, se 

titulaban pomposamente en diversos actos de su vida pública y privada, abogados de los 

Reales Consejos. Lo eran, claro está, por filiación respecto del colegio de Madrid.

Y con esto queda dicho cuanto hoy es posible saber de la fundación y primeros tiempos 

del Ilustre Colegio de Abogados de La Coruña. Sería de desear que alguien emprendiese 

en el archivo del colegio y en otros establecimientos similares las investigaciones condu-

centes a componer toda su historia desde los orígenes hasta el tiempo presente. Tienen 

ya publicada su historia los colegios de Madrid, Zaragoza y Sevilla. No parece que deba 

carecer de ella el de La Coruña. Los cimientos ya quedan puestos.

Carlos Martínez-Barbeito y Morás fue académico de número de la Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación. Este es su 
discurso de ingreso en la institución



146

La fundación del  Ilustre Colegio Provincial  de  Abogados de  A  Coruña

81 82

81. Publicación que se guarda en el archivo del 
colegio y que fue editada en el siglo XVI.

82. El Colegio de Abogados de A Coruña tiene 
un importante patrimonio cultural en su sede de 
la calle Federico Tapia.

83. Otra publicación del archivo del colegio. Está 
datada en 1792.

84. “Extracto de las Leyes de las Siete Partidas”.

85. El colegio supo conservar en magnífico 
estado documentos que hoy constituyen 
auténticas joyas de su patrimonio.

86. Uno de los documentos que se encuentran 
en el decanato del colegio.
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87. Plaza de la Constitución donde se encuentra el palacio de Capitanía, que estaba en fase de 
construcción cuando se fundó el Colegio de Abogados de A Coruña. Al fondo, la plaza de Azcárraga.
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88

88. Sin duda, el 
documento más 

valioso del archivo 
del colegio es este 

ejemplar de los 
primeros estatutos.
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Diego Antonio  
Cornide y Saavedra 
{ 1761 - 1763 }

Fue el primer decano del “Ilustre Colegio de Abogados de la Real Audiencia del 

Reino de Galicia” y uno de sus más activos fundadores. Nació el 20 de enero de 

1699 en el lugar de Cornide, feligresía de San Andrés de Bendia, término munici-

pal de Castro de Rei, en la provincia de Lugo,

La casa solar en que nació era de sus padres, Manuel Cornide Saavedra e Isabel Mag-

dalena Becerra y Llamas. Tenía un bonito blasón: primero, una cruz floreteada sobre un 

monte y, bajo sus brazos, dos cabezas humanas y dos estrellas; segundo, tres bastones 

enlazados por una cinta; tercero, cuatro bandas; y cuarto, tres peces sobre las ondas del 

mar. La cruz floreteada correspondía al apellido Cornide, los bastones enlazados a los 

Fernández del pazo de Fenoy y los tres peces sobre las ondas del mar a los Gayoso. Por 

lo que respecta a las cuatro bandas, es probable que correspondiesen a los Goa o a los 

Saavedra.

Así lo describió Carlos Martínez-Barbeito, historiador y periodista, que publicó varios tra-

bajos sobre este linaje y sobre las personas que lo ostentaron. Al aludir a su figura, hay 

que recordar que fue nieto de Andrés Martínez Salazar que, sin ser oriundo de Galicia, 

supo trabajar tanto por ella, que llegó a ser considerado como uno de los más beneméri-

tos patricios de las letras gallegas, ya que, merced a su iniciativa y constancia se publicó 

la famosa Biblioteca Gallega, en la que se recogieron las inquietudes y los trabajos de 

nuestros literatos, economistas, historiadores y novelistas de aquella época. La Diputación 

Provincial supo agradecer a Andrés Martínez Salazar sus desvelos y le hizo objeto de un 

cálido y merecido homenaje.
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Los padres de Diego Antonio Saavedra eran dueños y señores de la referida casa de Cor-

nide y de las de Maariz, Villares de Parga, Vecín y Santa Leocadia de Barga, ubicadas en 

el término municipal de Guitiriz, y de las de Saa, Amoeiro y otras. A su vez eran patronos 

de varios beneficios. Sus herederos y parientes, los de Pardo Belmonte, ejercían el derecho 

de presentación conjunta en las parroquias de Maariz y Santa María del Villar. La iglesia 

parroquial de aquella feligresía se construyó, precisamente, aprovechando las paredes del 

pazo que perteneció a los Cornide.

En diversos padrones, tanto a sus padres como a Diego Antonio, se les reconoce como hi-

dalgos notorios. Es posible que estudiase en Santiago de Compostela. Sin embargo, en su 

universidad no se encontró su expediente académico, probablemente porque hay muchos 

sin clasificar. 

Contrajo matrimonio en la colegiata el 29 de octubre de 1731 con Francisca Jerónima 

Folgueira Bermúdez de Santiso, que había nacido en A Coruña el 8 de octubre de 1692, 

y era hija de su primo, el abogado Agustín Folgueira y Cornide, y de Andrea Bermúdez 

Santiso. Ambos eran dueños de la casa blasonada que está frente a la citada colegiata, 

en la que nació el ilustre académico y secretario perpetuo de la Real Academia de la 

Historia, José Cornide y Folgueira, y cuyo nacimiento perpetúa la correspondiente ins-

cripción.

Carlos Ramón Fort, en su discurso sobre el famoso historiador y polígrafo gallego, sostie-

ne que Diego Antonio contribuyó eficazmente a la fundación del Colegio de Abogados de 

A Coruña y que fue elegido su primer decano por aclamación. Vistió dignamente la toga 

en aquella audiencia y fue abogado de los reales consejos, del consejo de su majestad, su 

oidor y el alcalde mayor de la Real Audiencia de Galicia.

Murguía, en el Diccionario de Escritores Gallegos, dice que fue asesor general del Virrei-

nato de la Nueva España, lo que confirman documentos de familia que refieren que era 

“asesor general de nombramiento real del Virreinato de la Nueva España, Oidor de la Real 

Audiencia de Galicia, y fundador y primer decano, durante los años 1761 a 1763, del Cole-

gio de Abogados de la Audiencia de A Coruña”.

En la “Vida prodigiosa del siervo de Dios, Fray Sebastián de Aparicio”, editada en México 

en 1769, entre los consiliarios que se la dedican a Manuel Figueroa, aparece Diego Anto-

nio Cornide.

Fue autor del papel jurídico dirigido a manifestar el derecho de Pedro Sánchez de Boado 

en el pleito con José Bolaño, que Couceiro Freijomil atribuye equivocadamente a su hijo 

Andrés Cornide y Folgueira. El impreso  indica claramente que su autor fue el primer deca-

no del colegio de abogados.
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En  el padrón del Catastro del Marqués de la Ensenada, del año 1752, se dice de él: “Diego 

Cornide, abogado, de 50 años, casado, tiene un hijo que ha entrado en los l8 años. Por las 

utilidades de su oficio, 7.500 reales. Por los salarios de que goza, 1.300 reales”. Falleció, ya 

viudo, el 3 de septiembre de 1776.

Vicente Álvarez de Neira 
{ 1764 } 

Fue el segundo decano del colegio. Nació en la parroquia de San Esteban de Neira 

el 27 de noviembre de 1717 y fue bautizado en la iglesia parroquial el 2 de di-

ciembre de ese mismo año. Era hijo de don José Álvarez de Neira y de doña Isabel 

Álvarez de la Peña, a quienes en el padrón de vecinos elaborado en el año 1792, se les 

reconocía como hidalgos de posesión.

No se tienen muchos detalles de su infancia ni de los lugares en los que estudió sus pri-

meras letras. Cursó cinco años en la Facultad de Cánones de la Universidad de Santiago y, 

el 14 de febrero de 1737, se graduó de bachiller en la citada facultad.  No pudo hallarse su 

expediente académico y, por lo tanto, resulta muy probable que se encuentre entre todos 

aquellos que aún existen sin clasificar.

Una vez obtenido el grado de bachiller en Leyes, asistió a los cuatro años de práctica para 

recibirse como abogado, tal y como se exigía entonces. No se sabe con qué letrado efec-

tuó esas prácticas, pero es probable que las hubiese realizado con alguno de los Bañales, 

que por entonces ejercían la profesión en A Coruña. Finalmente, se recibió de abogado en 

el año 1740 por real acuerdo de la audiencia.

Desde entonces, tuvo estudio abierto en la ciudad herculina y defendió multitud de plei-

tos y causas, muchas de ellas de gran importancia. Es posible que su estudio estuviese 

emplazado en la casa solar de los Bañales, ubicada en la plaza de La Constitución, muy 

próxima a la capitanía general, donde aún hoy la casa reconstruida ostenta el escudo de 

los Bañales. Esta suposición se basa en que el 1 de abril de 1740 contrajo matrimonio con 

doña Nicolasa Bañales Ginzo de Borbón, emparentada con los reyes de Francia, y que por 

aquel entonces vivía en aquella casa.

Su actuación, en lo que concierne a la creación del colegio, fue muy destacada. Jugó un 
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papel decisivo en las primeras gestiones encaminadas a su puesta en marcha. En la pri-

mera junta que se constituyó fue designado diputado primero y, al cesar el primer decano, 

pasó él a ocupar el cargo.

Fue nombrado asesor de marina y más tarde abogado del Reino de Galicia. Actuó como 

tal muchos años al servicio de la Junta del Reino. En una relación, suscrita por él, aparecían 

servicios minutados a aquella junta, que importaron más de 30.000 reales de vellón, lo 

cual evidencia la trascendencia de los trabajos realizados. 

En  relación al  problema de foros, de viva actualidad en aquella época, desempeñó un 

papel muy importante, siendo él alma mater respecto a la ansiada y alcanzada perpetui-

dad. La Junta del Reino, de la que don Vicente era asesor, consiguió que el Rey consultase 

el caso. Además, el colegio de abogados emitió un clarividente informe que suscribieron 

como decano Diego Antonio Cornide y como diputado primero Álvarez de Neira.

La representación que se elevó al Rey aparecía suscrita en nombre del marqués de Bos-

que Florido como diputado general del Reino. Sin embargo, había sido inspirada y redac-

tada por Vicente Álvarez de Neira. Tal representación provocó la real provisión de 11 de 

mayo de 1763, que ordenó suspender las demandas llamadas de despojo que, en realidad, 

eran de reversión.

Con respecto al problema, el decano del colegio siempre defendió el cumplimiento de lo 

pactado, aunque propugnase la conveniencia de una ley que impusiera la renovación for-

zosa. Así, por ejemplo, sostenía que para el pago de la luctuosa, se diera al forero un plazo 

de dos años, pues “la enfermedad y entierro -dice- dejan empeñados a los labradores y no 

es justo que se les aflija más”. Atendía lo mismo a la utilidad de los vasallos que a la del 

Estado.

Como pieza forense digna de encomio, se conoce su trabajo en defensa de los supuestos 

autores de la muerte del llamado marqués de Valladares, por cuyo crimen estaban en pri-

sión la viuda y varios de los hijos de la víctima. En la antigua cárcel de A Coruña murió la 

viuda, en el lugar que después se llamó celda de la condesa, y en la misma cárcel falleció 

también un hijo del marqués, que se había declarado en huelga de hambre y se obstinó en 

no probar bocado para defender su inocencia.

Por último, fue nombrado responsable del Archivo del Reino de Galicia, que por entonces 

se creó en un edificio separado de la Real Audiencia. Su puesta en marcha provocó algu-

nos incidentes, sobre todo por parte de los escribanos de asiento o relatores, que formu-

laron airadas protestas que motivaron su reclusión en el castillo de San Antón. A su juicio, 

con la creación del archivo se menoscababan sus legítimos derechos.
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Vicente Álvarez de Neira tomó posesión del cargo el 13 de noviembre de 1775, y lo des-

empeñó con completa dedicación hasta su muerte, ocurrida el 5 de junio del año 1784, 

precisamente en el propio archivo, según reza su acta sacramental de enterramiento.

De este notable jurisconsulto se publicó en “Foro Gallego”, en el año 1956, una  amplia 

biografía que contiene numerosos datos sobre su figura.

José Moscoso y Prado 
{ 1769 }{ 1772 - 1773 }{ 1781 - 1784 }{ 1786 } 

Nació en el año 1724, en el municipio coruñés de Boimorto. Sus padres eran el 

abogado Ignacio Sánchez de Moscoso y Bernarda de Prado, ambos pertene-

cientes a nobles familias gallegas. Allí pasó sus primeros años hasta que en  

1737 su progenitor fue nombrado administrador de la Obra Pía de San Antonio de Melide 

y se trasladó con él a esa villa. Posteriormente, estudió Leyes en Santiago en una fecha 

que está por determinar porque no se conserva su expediente académico.

Tampoco se conoce el nombre del abogado con el que hizo los cuatro años de pasantía, y 

que se exigían en aquella época para ejercer la profesión.

La primera noticia de la que se tiene constancia con respecto a su carrera profesional, 

fue la de su nombramiento de mayordomo de la Cofradía de la Real Audiencia, en el año 

1747, cuyo cargo desempeñó hasta el 14 de junio de 1791.

En el padrón del Catastro del Marqués de la Ensenada, de 1752, se dice: “Don José Mos-

coso, abogado, de veintiocho años de edad, vive en una posada. Por las utilidades de su 

oficio, 2.320 reales”. Estos datos revelan que terminó muy joven sus estudios y que pronto 

adquirió gran nombradía como letrado.

En 1756 se casó con doña Bernardina de Verea, hija de Juan Antonio de Verea, procura-

dor y depositario de gastos de pena de Cámara, y de su esposa María Antonia de Robles, 

ambos pertenecientes a la hidalguía. Ejerció la abogacía hasta el año 1777, en que por 

fallecimiento de su padre, regresó de nuevo a Melide para sustituirle en el cargo de admi-

nistrador de la fundación.

Se conocen muchos de los pleitos en los que intervino y varios dictámenes suyos, trabajos 



232

Galería de  decanos

que evidencian gran competencia no sólo en materias jurídicas, sino también en cuestio-

nes históricas, a las que era muy aficionado.

Era una persona extremadamente ordenada y curiosa, y conservaba copias no sólo de 

los pleitos que defendía, sino también de los que defendían sus compañeros y adquirían 

gran resonancia. Es muy notable la colección de árboles genealógicos que de él se con-

servan. 

Poseía una nutrida biblioteca, muy rica en libros de historia, Era muy complaciente con sus 

compañeros, a los que prestaba volúmenes. No obstante, llevaba con mucho cuidado la 

relación de los que prestaba y de los que le devolvían.

Durante varios años llevó en arrendamiento las rentas del partido de Furelos, que perte-

necían a la encomienda de la Orden de San Juan de Puertomarín. Sin duda alguna, ese 

beneficio lo había conseguido por mediación de su compadre, el historiador José Cornide, 

con el que mantuvo una estrecha e íntima amistad que perduró hasta su muerte, y que se 

inició posiblemente por la estancia de ambos en sus casas de campo de Mondego.

Sus compañeros de profesión, en atención a sus constantes desvelos y a su actuación 

destacada en la fundación del colegio, le nombraron decano en 1769 y desempeñó ese 

cargo durante bastante tiempo. Por el orden numérico, ocupa el séptimo lugar en la lista 

de decanos. En el año 1782 falleció su esposa y en marzo de 1793 se produjo su falleci-

miento.

Francisco Somoza de Monsoriú 
{ 1777 – 1780 }

Nació en la casa de Mera, parroquia de San Julián de Serantes (A Coruña). Hijo 

de José Somoza de Monsoriú Centellas y Meneses, de los veinticuatro de Sevi-

lla, regidor de A Coruña; y de su esposa Leonor Francisca Salgado de Sotoma-

yor, de nobles familias ambos. Casó con Florencia Catalina Taboada, hija de los señores de 

Orván (Ourense). 

López Ferreiro dice de su persona: “el diputado de A Coruña Francisco Somoza de Mon-

soriú, famoso leguleyo y muy conocido por sus ideas, más bien laicas que clericales. Fue 
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procurador general y regidor de la ciudad herculina. Autor de varios trabajos jurídicos, el 

más importante de los cuales tiene por título “Estorbos y Remedios de la Riqueza de Gali-

cia”, que le dedicó a Manuel Ventura Figueroa Barreiro, insigne canonista y gobernador del 

Supremo Consejo de Castilla, creador de la fundación que lleva su nombre.

José Magdalena Hevia 
{ 1779 - 1791 } 

Hijo de Gabriel de la Magdalena y de Constancia de Hevia y Valcarce. Nació en  

Doncos (Lugo) el 29 de enero de1741.

Estudió Teología en Lugo y se graduó en la Facultad de Cánones en la Univer-

sidad de Valladolid. Posteriormente, se estableció en A Coruña. Intervino en numerosos 

pleitos, algunos de ellos de gran relevancia.

Su hijo, Pedro Regalado, se casó con María de las Hermitas Neira de la Torre, de la Casa 

de Brandeso (Arzúa). Y de éstos fueron nietos el magistrado Ramón Vilariño Magdalena y 

Eduardo Vilariño, profesor de Derecho Natural de la Universidad de Santiago.

Perteneció a esta familia José Bruno Magdalena, diplomático, figura muy relevante en su 

época, al que le premiaron sus servicios otorgándole el Condado de Villapún.

Jacobo Teijeiro Garrido 
{ 1787 }{ 1789 - 1790 }{ 1796 - 1799 }{ 1801 - 1802 }

Fue hijo de Pedro Manuel Teijeiro Ulloa y de Pascua Garrido de la Peña Cadórni-

ga, dueños de la casa de Rendomil, en la feligresía de San Pedro de Brués, en 

Boborás (Ourense). Contrajo matrimonio en A Coruña con Teresa de la Cuadra, 

también de noble familia, pero no oriunda de Galicia.
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Tuvo numerosa prole y varios hijos fallecieron en el destierro, en Francia, pues no quisieron 

abjurar de la fidelidad que habían prometido a su rey. Una de sus hijas contrajo matrimo-

nio con el hidalgo Ramón María de la Sierra, y algunos de sus actuales descendientes -los 

Valcarce de la Sierra y los Losada de la Sierra- supieron hacer compatible la nobleza de 

su estirpe, con su consagración a las actividades mercantiles, llegando a constituir fuertes 

entidades económicas en la ciudad herculina.

Pertenecía al linaje de los Teijeiro y, consiguientemente, al de los Arias Teijeiro, que tantos 

personajes importantes produjo en el pasado siglo: Fray Veremundo, arzobispo de Valen-

cia; Manuel, sobrino de éste, Obispo de Santander; y José, sobrino del último ministro de 

don Carlos.

En una hoja de méritos de Jacobo Teijeiro, debidamente documentada y autentificada 

se lee lo siguiente: “estudió Derecho, fue abogado de la Audiencia de Galicia. Secretario, 

diputado, tesorero y tres años examinador. En el año 1783, por indisposición de los propie-

tarios, sirvió interinamente en la abogacía de pobres”.

También ejerció el cargo de procurador síndico general y fiscal interino de Rentas Pro-

vinciales, Generales y de Tabaco del Reino. Desempeñó igualmente la asesoría de la sub-

delegación de bienes mostrencos de Abastos y Obras Públicas, así como los empleos de 

asesor y fiscal de marina en ausencias y enfermedades de los propietarios.

Al frente del decanato, que desempeñó bastante tiempo, supo alcanzar gran prestigio, 

por lo que se le dio entrada en la carrera judicial y llegó a ser regente de la Audiencia de 

Oviedo, en cuyo cargo le sorprendió la muerte. Fue ejecutor testamentario de la última 

voluntad de su pariente, el gran procesalista Hervella de Puga.

Como dato revelador de la lealtad de su linaje, hay que consignar que en Angulema aún 

existe descendencia de aquellos Teijeiro que prefirieron morir en el exilio a abjurar de sus 

ideales dinásticos.

Antonio Agustín Payán 
{ 1792 - 1793 }{ 1809 }{ 1816 }

Nada había de relevante en su personalidad. No había destacado políticamente 

hasta 1810. Era un abogado de la ciudad herculina, casado con Andrea Carrillo, 

con la que vivía en la calle de la Sinagoga, y que tenía tres hijas, una criada y 
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un criado. Sin embargo, en las elecciones de 1810 resultó elegido diputado por la provin-

cia de A Coruña.

En las Cortes de Cádiz tuvo una actuación muy discreta, ya que pasó la mayor parte del 

tiempo en Galicia, cuidando de su hacienda. Se le concedió la primera licencia para venir a 

su tierra natal el 26 de noviembre de 1810, por cuestiones de salud. El 15 de abril de 1811 

seguía en Galicia y solicitó que el Congreso aceptara su dimisión como diputado. Las 

Cortes, sensibles ante su situación, le concedieron otros cuatro meses de licencia porque 

no querían renunciar a un “sujeto de luces y patriotismo”. En el mes de diciembre de 1812 

consta que estaba nuevamente en Cádiz, pero el 4 de mayo del mismo año obtuvo una 

nueva licencia para regresar a Galicia por motivos de salud.

A la vista de tantas licencias cabría pensar que su estado físico estaba muy deteriorado. 

Sin embargo, por la información existente, el diputado Payán no sólo no estaba enfermo, 

sino que atendía muy directamente su hacienda, los pagos e inversiones que durante esos 

años efectuó en las parroquias de Morás, Almeiras, Lendo u Orro.

Se aventura la posibilidad de que falleciese en 1841 porque a partir de ese año desapa-

reció su firma de los libros de contabilidad de las rentas. Políticamente parece que fue un 

diputado liberal pero muy moderado. No habló nunca en las Cortes.

Félix Andrés y Juan Faustino  
de Pazos Sanjurjo 
{ 1801 - 1804 } 

Estos dos hermanos fueron decanos del colegio. El primero en el año 1801 y el 

segundo en el 1804. Nacieron en A Coruña el 20 de noviembre de 1765 y el 11 

de octubre de 1759, respectivamente. Sus padres fueron Juan Antonio de Pazos 

y Josefa Teresa Sanjurjo.

Eran primos terceros de Bernardina de Castro Montenegro, esposa de Dionisio Bahamon-

de Taibo, terceros abuelos maternos del general Francisco Franco.
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Pedro  
Bermúdez de Castro y Villar 
{ 1806 - 1815 }{ 1820 }

Nació en el pazo de Pallas, en San Jorge de Artes (O Carballiño), en el año 1764. 

Sus padres eran Juan del Villar Bermúdez de Castro y Antonia Suárez de Figue-

roa Pardiñas. Representa el sector de los intelectuales ilustrados que enlazan 

con el liberalismo y que asumen como sistema social. Tuvo al menos un hijo natural llama-

do Eliseo, fruto de su matrimonio con Felipa Torres.

Ejerció como abogado en A Coruña. Fue juez de Alzadas en el Tribunal del Comercio del 

Consulado de la ciudad herculina. En el año 1802 publicó la obra “Discurso imparcial o 

demostración de los justos límites a que se extienden y reducen los derechos de los hijos 

naturales y sus descendientes en España”.

Cuando la nación se alzó contra los franceses, se le comisionó para el alistamiento de 

mozos de la villa y jurisdicción de Caión, en junio de 1808; y a finales del mismo año para 

requisar y hacer acopio de grano con 400 ferrados de trigo. Para la defensa del Estado 

donó, además, un espadín valorado en 800 reales, una montura completa con sus pistolas 

y armamento correspondiente y más de 10.000 reales en efectivo en vales reales.

Miembro de la Sociedad Económica de Santiago, también realizó aportaciones útiles a la 

agricultura con su obra “Memoria sobre la necesidad y modo de dar más grande impulso a 

la agricultura en España” (1815), obra que fue muy valorada en la prensa madrileña (Diario 

de Avisos y Gaceta de Madrid), pero que en su espíritu se sitúa tanto por el título como por 

los contenidos en plena Ilustración.

Como abogado publicó la importante defensa que hizo del conde de Maceda contra Vio-

lante Wanden, que reclamaba del noble una pensión para sus hijos, alegando que eran 

hijos naturales suyos (1816).

Pedro Bermúdez resultó elegido procurador en Cortes en las elecciones de 1834 por la 

provincia de A Coruña. Sin embargo, su actividad fue escasa. El autor del folleto “Fisono-

mía Natural” lo retrata como “anciano canoso, alto y delgado” que apoyaba con su votos 

al ministerio. La última noticia que se tiene de su persona es del año 1838, y en ella apa-

rece como magistrado de la Real Audiencia de A Coruña.
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Como detalle curioso de la actuación judicial de este decano, hay que señalar que formó 

parte del tribunal que confirmó la pena de muerte que se había impuesto a Manuel de 

Castro, llamado el barón de Santi Yoanni.

Este Manuel de Castro era teniente coronel y había sido apresado por las huestes de Rie-

go. En cumplimiento de la pena que se le impuso, fue ejecutado en el patíbulo. Posterior-

mente, su memoria fue reivindicada y se le consideró como mártir de la lealtad al trono, 

por lo cual se le otorgó una pensión a su viuda e hijas, en reconocimiento de la lealtad de 

su deudo. El aludido Manuel de Castro fue tercer abuelo del último marqués de Leis, José 

Pardo de Oastro, fallecido en accidente de aviación.

Juan Mauricio Salazar 
{ 1816 -1819 }

Natural de A Coruña y juez interino de primera instancia de la localidad lucense 

de Vilalba. Recibido de abogado en la Audiencia de Galicia el 1 de agosto de 

1793, se incorporó al colegio y sirvió en los oficios de diputado IV, III, tesorero 

y decano desde 1816 a 1819, ambos inclusive. Por cuatro años distintos, fue uno de los 

examinadores; y por tres, abogado de los pobres en causas civiles y criminales, desempe-

ñando todos estos cargos con el mayor esmero y puntualidad.

Hizo tres oposiciones a relatores del Crimen y de lo Civil en la audiencia. Por último, resta-

blecido el sistema constitucional, la Junta Superior Gubernativa de Galicia le nombró el 5 

de marzo de l820 juez de primera instancia interino del partido de Vilalba.

Nicolás Fernández Bolaño 
{ 1832 - 1833 }

Nació en A Coruña en 1799, en el seno de una familia acomodada. Inició sus 

estudios en la Universidad de Santiago en el curso 1814-1815. En el año 1818 

obtuvo el grado de bachiller en Leyes, carrera que debió terminar en 1820. En 

el archivo universitario de la capital gallega hay una certificación del profesor Camino, del 
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año 1819, en la que pondera y valora, de forma entusiasta, la dedicación y capacidad de 

este alumno. Ejerció como abogado en la ciudad herculina y en el año 1833 fue elegido 

decano de su colegio.

En la ciudad era persona que disfrutaba de gran consideración. Cuando se reconstituye 

la Sociedad Económica por decisión de Fernando Corradi, que era el gobernador civil en 

aquella época, Fernández Bolaños pasa a ser secretario de ésta. En el año 1848 era vice-

presidente del Consejo Provincial de A Coruña y presidente de la Comisión Provincial de 

Instrucción. También fue gobernador interino de la provincia, por lo menos en la vacante 

entre Ventura Díaz y su sucesor Francisco Belza.

José Fermín Muro 
{ 1837 - 1838 }

Natural de A Coruña, abogado, magistrado y eminente jurisconsulto. Era uno de 

los cincuenta mayores contribuyentes de la provincia de A Coruña por contri-

bución territorial. En el año 1837, cuando fue elegido diputado, era decano del 

Colegio de Abogados de A Coruña y Fiscal de Imprenta.

Posteriormente ingresó en la carrera judicial. En 1863 era presidente de sala de la Real 

Audiencia de Galicia y en este año fue trasladado, con igual cargo, a la Audiencia de Cá-

ceres. En 1872 era magistrado del Tribunal Supremo y en 1877 magistrado de la sala 

primera de este tribunal.

Experto en temas jurídicos, colaboró en el Boletín Judicial de Galicia, en el que destacó 

con la publicación de “Observaciones sobre la ley hipotecaria en relación a la propiedad de 

Galicia”, en el año 1864.

En el Congreso participó siempre muy activamente en aquellos debates en los que se 

trataban cuestiones jurídicas de su especialidad. Resultó destacable su participación en el 

debate sobre la administración de Justicia en las sesiones del 20 de enero de 1838 al 12 

de marzo del mismo año.

Fue elegido en 1837 y nuevamente en 1840, pero no consta que hubiese tomado posesión 

en esta segunda legislatura.
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Antonio María Coira Ares 
{ 1843 - 1844 }{ 1851 } 

Hijo del escribano Manuel Coira Fernández y de Liberata Aires Montenegro, na-

ció en Viveiro en 1806. Estudió en el convento de Santo Domingo de su loca-

lidad natal y más tarde en la universidad, donde hizo Derecho. Se licenció en 

Leyes en 1833 y el 9 de noviembre de 1834 obtuvo el doctorado.

Entre 1833 y 1843 tuvo bufete abierto de abogado en la ciudad de A Coruña. Poste-

riormente ingresó en el cuerpo judicial como magistrado de la Audiencia de Oviedo. Los 

magistrados no estaban menos expuestos que los demás a las presiones y circunstancias 

políticas. Sabemos, pues, que en 1849 el ministro de Justicia, Lorenzo Araosla, lo destitu-

yó. Retornó al ejercicio de la abogacía en la ciudad de A Coruña. En 1851 era decano del 

colegio de abogados de la ciudad.

Cuando mudaron las circunstancias, retornó nuevamente a la magistratura porque  en el 

año 1857 estaba de primer magistrado de la sala segunda de la Audiencia de Pamplona. Y 

continuaba en el mismo puesto en 1861, pero ya en la sala primera.

Persona de talante muy conservador, logró ser elegido por vez primera en las segundas 

elecciones de 1843, las que aparecen ya controladas por el Partido Moderado. Sin embar-

go, aquella legislatura fue tan corta -se abre el 15 de octubre de 1843 y se cierra el 27 de 

diciembre de 1843- que probablemente Coira no llegó a tomar posesión del escaño. En 

la segunda elección de 1844 lo obtuvo por la provincia de A Coruña y también por la de 

Lugo, pero optó por la primera.

Nuevamente salió elegido en 1846 por el distrito de Viveiro, y continuó en él durante la 

legislatura que va de 1850 a 1851. En las elecciones de 1853, Coira denunció, con otros 

ochenta y dos electores, las irregularidades y trampas cometidas, denuncia que fue esti-

mada, pero juzgada insuficiente por la Comisión de Actas  para anular el acta.

Como diputado fue laborioso, muy preciso en las cuestiones jurídicas y brillante defensor 

de los derechos del clero. Tuvo una notable participación en los trabajos de las comisio-

nes, perteneció a las de Represión de Vagos, Devolución de los Bienes al Clero, Peticiones, 

Presupuestos, Carreteras, Ley Electoral y Casos de Reelección.

Además,  defendió con autoridad en importantes discursos la restitución de las órdenes 

religiosas, concretamente el 13 de enero de 1846; debatió sobre la ley electoral el 4 de 

febrero de 1846; sobre presupuestos el 17 de enero de 1850; y sobre la dotación de las 
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órdenes religiosas el 25 de enero de 1845. 

El 6 de febrero de 1845 fue el encargado de defender una enmienda presentada por va-

rios diputados gallegos sobre el tema de la esclavitud. Propuso que la joven ley sobre trá-

fico de esclavos –que prohibía el mismo- no les afectara a los propietarios de negros en 

las islas de América y que no se prohibiera la inmigración voluntaria de colonos africanos 

a las Antillas españolas, porque las autoridades y empresarios de la Habana aseguraban 

que no se podía garantizar la mano de obra por la sencilla reproducción vegetativa. Cu-

riosamente, los mismos que firmaron esta enmienda, fueron los que con mayor empeño 

defendían, en nombre de la libertad, la devolución de los bienes al clero. 

Nicolás de la Riva Barros 
{ 1845 }  { 1853 - 1854 }

Nació en Santiago en 1794. Hijo de Manuel de la Riva y Francisca Barros. En su 

hoja de méritos puede leerse: “tiene un curso de Lógica por la Universidad de 

Valladolid, otro de Filosofía Moral, dos de Derecho Romano, dos de Derecho 

Español, uno de Instituciones Canónicas, uno de Novísima Recopilación y Leyes de Toro, 

uno de Novísima Recopilación y Práctica, y otro de Práctica Forense”.

En las academias de leyes de la misma universidad desempeñó cuatro ejercicios literarios, 

dos de defensa sobre proposiciones designadas por el moderador, y las dos restantes de 

argumentos. Tres doctores lo examinaron del curso de Instituciones Canónicas y lo decla-

raron completamente instruido. Se graduó de bachiller en Leyes el 23 de enero de l828, 

cuyos ejercicios le fueron aprobados némine discrepante.

Dejó un grato recuerdo entre sus compañeros del colegio, por el empeño con que ejerció 

su cometido mientras fue decano y por las numerosas y acertadas gestiones que realizó 

a su favor.
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Benito Pla y Cancela 
{ 1858 - 1860 }{ 1862 - 1864 }{ 1874 }

Nació en Ferrol el 31 de diciembre de 1812, hijo de Benito Pla y de María Teresa 

Cancela. Su padre era de origen catalán y su madre procedía de la antigua 

provincia de Santiago. Estudió en la universidad de la capital gallega y se li-

cenció en Leyes. Contrajo matrimonio con Josefa Huidobro del Riego, de Santa María del 

Sar (Santiago), y tuvieron dos hijos.

En el año 1843, cuando apenas era conocido como abogado en A Coruña, fue elegido 

diputado por la provincia de Lugo, cargo del que tomó posesión el 18 de noviembre de 

1843. El 3 de diciembre del mismo año habló en el Congreso por vez primera. Las Cortes 

cerraron el 27 de diciembre, pero antes de que fueran suspendidas 

intervino, tal y como recordaría años después, en una sesión en la 

que se trataba un tema muy grave: la exoneración de Olózaga. El 

propio Pla y Cancela reconocería que en 1843 era ya moderado. 

Tardó veinte años en retornar a las Cortes, período durante el cual 

trabajó con éxito en la abogacía, llegando a ser uno de los más 

acreditados profesionales de A Coruña. Fundó y dirigió la revista 

“Boletín Judicial de Galicia”, publicó luminosos artículos sobre el 

examen de las leyes de abolición de señoríos (1857), motivado 

por el pleito entre el duque de Alba y los vecinos de Iñás, a los que 

defendió.

Regresó al Parlamento en el año 1863 en representación del dis-

trito de A Coruña, cuando tenía bien ganado su prestigio en el 

foro. Formó parte de las comisiones de Actas, de Buena Ley Hi-

potecaria, de Reducción de Foros y del Ferrocarril Ponferrada - A 

Coruña. Como diputado no rechazó jamás el cuerpo a cuerpo con 

los demás. Así, en el debate sobre el Plan de Ferrocarril de Galicia 

tuvo en la sesión del 20 de mayo de 1864 un duro enfrentamiento con Claudio Moyano, 

que representaba los intereses de Zamora y, por consiguiente, optaba por una línea ferro-

viaria distinta.

El 19 de diciembre de 1863 protagonizó otra dura discusión con Cándido Nocedal quien, 

muy pagado de sí mismo, decía de Pla que ni sabía quién era. Por su parte, éste le respon-

dió que ya se habían visto en el año 1843 y que ni entonces ni veinte años después podía 
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estar de acuerdo con él. Pla y Cancela aludió a las mutaciones políticas de su rival, frente 

a la lealtad demostrada por su parte al Partido Moderado. Nocedal le replicó en tono hi-

riente: “Con las veces que usted me ha citado debería al menos aprender de las ideas que 

yo le he formulado. Pero me temo que las ideas que fluyen en su cabeza son demasiado 

anticuadas”.

Por tercera vez estuvo en las Cortes entre 1867 y 1868, elegido por A Coruña y por Lugo, 

aunque había optado por la primera. Formó parte, como presidente, de las comisiones 

de Actas; de Ferrocarril y Deuda Amortizable; de Presupuestos y de Ejército. Fue también 

vicepresidente de las Cortes. Como miembro de las comisiones desarrolló una intensa ac-

tividad. Se advertía en él el temor a la revolución y por eso apoyó, de forma vehemente, al 

gobierno y a la monarquía.

Con el Sexenio se retiró de la alta política y se dedicó exclusivamente al foro. Falleció el 3 

de julio de 1874  mientras defendía a un cliente en la sala de lo Criminal de la Audiencia 

Real de A Coruña.

Los gobiernos moderados contaron con sus servicios, pero sin excederse: fue asesor del 

ministerio de Hacienda, director general de la Deuda y consejero de Estado.

Manuel Fernández Poyán 
{ 1865 }{ 1868 - 1870 }

Natural de Ortigueira, abogado e importante rentista. En la efervescencia polí-

tica que vivió Galicia en los años cuarenta del siglo pasado, cuando se trataba 

de diseñar un joven modelo de estado, Fernández Poyán colaboró de forma 

muy activa con los progresistas gallegos. En el año 1843 organizó en el mes de julio una 

junta gubernativa en Santa Marta de Ortigueira. Como miembro de ella formó parte de 

la Junta Provincial Revolucionaria de la provincia de A Coruña. Cuando se constituyó en el 

año 1843 la Junta Central de Galicia, en la ciudad de Lugo, Fernández Poyán fue nombra-

do su secretario.

Cuando estaba en Ortigueira tuvo noticia del levantamiento de Solís en abril de1846. For-

mó una pequeña partida de once hombres, secuestraron el correo, con objeto de que no 

llegaran a las autoridades los partes del capitán general y del gobierno, y con un caballo y 
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algunas escopetas salieron al encuentro del ejército de 

Solís, pensando que estaba en Neda. Cuando llegaron, 

Solís ya había levantado al ejército. Fueron siguiendo 

su rastro sin conseguir localizarlo. Al llegar a Santiago, 

se enteraron del fracaso del levantamiento.

Fernández Poyán huyó a Portugal, donde permaneció. 

Sus compañeros fueron juzgados y condenados a los 

presidios de África. No llegaron a cumplir la pena por-

que la amnistía los sorprendió en A Coruña aguardando 

el barco que los llevaría hasta el continente africano.

En el año 1848 apareció implicado en otra conspira-

ción republicana, liderada por el diputado Pereira, por 

Somoza Cambelo y otros. La conspiración fue abortada 

e incluso fue fusilado un sargento en A Coruña. Fernán-

dez Poyán estuvo algún tiempo detenido en el castillo 

de San Antón.

En la legislatura de 1854 fue elegido diputado por la 

provincia de A Coruña. Ya desde1840 aparece ocasio-

nalmente en la documentación como fiscal del juzgado de primera instancia de Ortigueira, 

del que sin duda fue depurado cuando entraron en el poder los conservadores.

En el año 1864 se celebró en Santiago un congreso agrícola. Uno de los temas propuestos 

para discusión fue la supresión foral, moción presentada por Montero Ríos y Pelayo Cues-

ta. Frente a esta propuesta, se presentó otra en favor de la permanencia del sistema foral, 

tesis que fue defendida por los rentistas. Cuando parecía que la cuestión no tenía salida, 

Fernández Poyán presentó una tercera vía: dejar la cuestión para más adelante hasta cla-

rificar mejor un asunto que, en su opinión, afectaba a la estructura social de Galicia. 

La tercera postura, apoyada por Amor Labrada, Varela Cadaval y otros, en realidad venía a 

dar razón a los partidarios de la segunda, la defendida por los propietarios rentistas. Esta 

moción fue aprobada. El periódico compostelano “La Opinión Pública”, inspirado por Mon-

tero Ríos, atacó muy duramente a Fernández Poyán. Éste respondió con un artículo en el 

“Boletín Judicial de Galicia” destacando los inconvenientes que provocaría la supresión. 

Los cronistas de las Cortes de 1854 destacan de este diputado su buena voz y excelente 

entonación, perífrasis que se empleaban habitualmente  para decir que carecía de ideas y 

sólo tenía buena voz. La última noticia que tenemos de él es del año 1872, en la que cons-

ta que ejercía como fiscal de la sala del Crimen en la Audiencia de Burgos.
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Félix Álvarez Villamil 
{ 1871 - 1872 }{ 1875 - 1876 }

Nació en San Julián de Recaré, en el Valadouro (Lugo) y murió en Vilanova de 

Lourenzá, en la misma provincia, el 26 de abril de 1881. Cursó los estudios 

de Derecho, en cuyo ejercicio sobresalió. Dirigió el “Boletín Judicial de Galicia”. 

Entre sus trabajos publicados figuran “Cuestión interesante sobre mejoras por razón de 

casamiento sin entrega de bienes” o “El Santo Obispo Gonzalo y la época en que se tras-

ladó a Mondoñedo la antigua iglesia dumiense”. Este último trabajo trata de la existencia 

del obispo Gonzalo, del tiempo en que rigió su sede y de la tradición que le atribuye haber 

aniquilado ante la costa gallega las naves de los piratas normandos.

Constantino Vázquez Rojo 
{ 1873 - 1874 }{ 1876 - 1878 }  { 1881 - 1882 }

Gracias a las investigaciones de Manuel Blanco Rey podemos hacer una breve 

aproximación biográfica a este diputado. Nació en Pontedeume el 31 de agosto 

de 1832. Se crió en el seno de una familia marcada por la política liberal, en la 

que participaron su padre y su abuelo materno.

Estudió en Pontedeume las primeras letras y posteriormente se matriculó en Leyes en  

Santiago, carrera que concluyó en la Universidad Central de Madrid, en 1856.  Un año más 

tarde comenzó a ejercer como abogado.

En 1858 ingresó en el Cuerpo Jurídico Militar. Y ese mismo año contrajo matrimonio con 

María del Rosario Leis Gil Taboada. Su primer destino fue de fiscal del juzgado de Guerra 

en la Capitanía General de Galicia. En el año 1874 fue promovido al empleo de auditor de 

guerra del distrito militar de A Coruña y en el año 1881 se le concedió la jubilación.

Compatibilizó su profesión militar, su honda religiosidad e incluso una concepción mode-

rada de la vida y de la política con su pertenencia al progresismo, a veces radical. Progre-

sismo que, sin duda, era más una especie de devoción a la memoria de su padre y de su 
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abuelo que una personal profesión política.

En el año 1863 formaba parte de la Diputación de A 

Coruña y en 1865 fue nombrado por el gobierno go-

bernador interino. Debió participar con la Unión Liberal 

y los progresistas en los preparativos para el levanta-

miento de 1868 contra Isabel II, puesto que apareció 

formando parte de la Junta Revolucionaria en A Coru-

ña.

Fue nombrado Gobernador de A Coruña por real decre-

to el 18 de junio de 1872. En las terceras elecciones 

celebradas en ese mismo año fue elegido diputado por 

el distrito de Cambados. 

En el Congreso hay que recordar, por extremadamen-

te hábil, su discurso pronunciado en la sesión del 30 

de noviembre de 1872 en el que, invocando la descen-

tralización como una de las máximas del joven régimen revolucionario, sugirió que ésta 

implicaba cultura ciudadana. En su intervención concilió su arraigado progresismo con 

sus creencias y con el máximo respeto a los ministros que profesaban el credo católico. 

Murió el 27 de diciembre de 1885 y fue enterrado en Moruxo, en el municipio coruñés de 

Bergondo.

Rafael López de Lago Blanco 
{ 1878 - 1880 }

Abogado e ilustre jurisconsulto gallego, autor de la obra “Memoria sobre foros 

y sociedad gallega”, escrita con arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto de 

2 de febrero de 1880, como vocal correspondiente de la Comisión General de 

Codificación.

Fue elegido diputado por el distrito de Monforte en el año 1881. En la sesión del 25 de 

mayo de 1882 participó en el debate sobre el proyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal 

y defendió el mantenimiento del jurado. Era la primera vez que hablaba en el Congreso.
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Francisco Amarelle Rodríguez 
{ 1880 - 1881 }{ 1887 - 1888 }

Fue un personaje que se distinguió también por la importante labor que realizó al 

frente del Colegio Oficial de Abogados de A Coruña. En sus planteamientos pro-

fesionales e intelectuales sostiene que todas las escuelas de Derecho desaten-

dieron la naturaleza humana y, tomando como punto de partida ese argumento, examina 

qué sistema debe adoptarse. 

Luciano María Puga Blanco 
{ 1884 - 1887 }

Ilustre personalidad de la vida política gallega, olvidada sistemáticamente en los re-

pertorios biográficos, excepto en el de Couceiro Freijomil. En la historia de la litera-

tura gallega hay alguna alusión a su persona, a pie de página, por el hecho de haber 

defendido a Curros Enríquez ante la Audiencia de A Coruña. Manuel Blanco Rey le dedicó 

un interesante artículo en “Anuario Brigantino”, que es el más completo del que se dispone 

actualmente sobre su figura.

No nació, como siempre se dijo, en Santiago, sino en San Andrés de Proente, en el término 

municipal de Celanova (Ourense) el 30 de diciembre de 1842. Era hijo de Manuel María 

Puga Feijóo y de Carmen Blanco Castro Marquina. Vivían cerca de Celanova porque su pa-

dre era capitán del resguardo de esta villa. Manuel María Puga, carlista, había sido coronel 

del ejército de don Carlos. En virtud del pacto de Vergara se integró en el ejército regular 

pero con el grado de capitán, que le fue reconocido.

Estudió en el instituto de Ourense y concluyó el bachiller en el de Santiago en 1858. Es-

tudió luego Leyes en la universidad de la capital gallega, donde se licenció en Derecho 

Civil y Canónico. Posteriormente consiguió el doctorado por la Universidad Central en el 

año 1867. Desde 1868 a 1871 fue profesor auxiliar de Derecho de la universidad. El 10 de 

febrero de 1868 contrajo matrimonio con Juana Parga Torreiro, natural de Santiago, her-

mana del  catedrático y rector de la universidad Salvador Parga Torreiro.
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Luciano Puga orientó su actividad hacia la política e incluso pudo renunciar a la universi-

dad porque la fortuna llamó a su puerta. El 9 de abril de1860 murió en Santiago Jacoba 

Cisneros Puga, condesa de Gimonde, sin descendencia directa. Por lo tanto, acordó dejar 

sus propiedades a la familia de los Puga, es decir, a Luciano y probablemente a sus her-

manos. Esto explica que se viese repentinamente favorecido por un apoyo económico 

inesperado.

El patrimonio del que se beneficiaba era realmente importante: el pazo de Anzobre, ubi-

cado cerca de A Coruña; la casa de la plaza de Azcárraga, en la ciudad herculina; y la 

denominada Huerta del General, que fue adquirida por 

la Diputación para montar en ella una granja agrícola y 

que, al parecer, fue tasada en 530.000 pesetas del año 

1889.

Su nueva situación económica le permitió orientar con 

tranquilidad y sin apuros su futuro. Después de un breve 

período de reflexión, comprendió que su camino preferi-

do era el de la política, aunque en ocasiones compatibi-

lizó esa actividad con el trabajo de un bufete bastante 

acreditado en A Coruña. En cualquier caso, el ejercicio 

de la abogacía siempre fue para él algo secundario.

Puga Blanco, por formación e incluso por sentimiento 

familiar, se inició en la política en el carlismo. Concejal 

del Ayuntamiento de Santiago en el año 1869, en 1870 

era ya alcalde, cargo que ejerció desde el 23 de febrero 

de ese año hasta el 7 de febrero de 1871.

Resultó elegido diputado en Cortes en las elecciones de 

1871 por el distrito de Santiago. En la sesión del 18 de 

julio de ese mismo año intervino defendiendo su acta y, 

de paso, dejó constancia de su inequívoca adscripción 

carlista. El 13 de noviembre ratificó su militancia con 

unas palabras que causaron sensación: “Comparezco en representación de los electores 

de mi distrito para ratificar su deseo de ver cuanto antes en Italia a don Amadeo de Sa-

boya”.

Cuando el carlismo dejó de ser un proyecto posible, Luciano Puga pasó a servir a otro 

amo: la monarquía de Alfonso XII. Cosas de la política. Seguidor fiel de Cánovas, y más 

aún de Romero Robledo, estuvo presente en el Parlamento -Congreso o Senado- ininte-

rrumpidamente desde1884 hasta 1894. Eso le proporcionó la posibilidad de disfrutar de 
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otras prebendas políticas para las que, sin duda, estaba capacitado. Así, en el año 1891 

fue nombrado gobernador del Banco Español de Cuba, gracias a la influencia de Romero 

Robledo, que tenía importantes intereses en aquella isla políticamente tan revuelta.

Las investigaciones de Bahamonde Magro y Cayuela Fernández sobre las élites cuba-

nas ponen de manifiesto las connivencias económicas y políticas del Partido Conservador 

y, muy especialmente, de Romero Robledo, con la élite cubana, lo que explica en buena 

medida no sólo la política de nombramientos en la isla, sino también la imposibilidad de 

poner fin a una guerra que no era patriótica sino de intereses. Puga Blanco no sirvió a Es-

paña, aunque así lo creyese, sino a la oligarquía de la metrópoli y de la isla, oligarquía que 

tenía tejidas sus influencias en los gobiernos de Madrid.

Cuando retornó de Cuba, donde dejaba enterrada a su primera mujer, y con su hija Mari-

quiña gravemente enferma, que murió tres años después, fue  premiado con el puesto de 

fiscal del Tribunal Supremo.

Resultó elegido diputado en la legislatura de 1884 por el distrito de A  Coruña, y en la de 

1886 por Ordes y de nuevo por  A Coruña. Optó entonces, en el año 1887, por esta última 

y dejó el distrito de Ordes, que pasó a ocupar el diputado Gutiérrez de la Vega.

En el Congreso tuvo una participación activa y siempre inteligente. Denunció los abusos 

cometidos por el Gobernador Civil de A Coruña, y por el fiscal y los jueces de A Coruña y 

Ferrol, lo que provocó que los afectados solicitaran de las Cortes un suplicatorio para pro-

cesarlo, que el Congreso denegó con fecha del 7 de junio de 1888.

En el año 1891 la Real Sociedad Económica Matritense de Amigos del País lo eligió sena-

dor, en representación de esta institución, y nuevamente en el año 1893 resultó elegido 

senador por la provincia de Matanzas en Cuba.

En 1881 Luciano Puga defendió al poeta Curros Enríquez en la Audiencia de A Coruña y 

consiguió su absolución. Confundidos por el discurso que allí pronunció, tan favorable a la 

libertad de opinión, se llegó a pensar que Luciano Puga había abandonado sus tesis ultra-

montanas e incluso que militaba en el progresismo.

La lectura del trabajo de Blanco Rey indica que la evolución ideológica no fue tan pronun-

ciada. Luciano Puga no expresó en su discurso lo que realmente pensaba, sino lo que con-

venía alegar para defender a su amigo. Hay que recordar, en ese sentido, que la amistad 

entre ambos ya se había forjado antes entres sus padres, ya que los dos eran carlistas y 

naturales de Celanova.

Contrajo matrimonio por segunda vez con Antonia Abril Solís y murió el 24 de septiembre 

de 1899.
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Maximiliano Linares Rivas 
{ 1888 - 1891 }

La familia Linares Rivas tuvo tres ilustres representantes en la política gallega de 

los siglos XIX y XX. El primero fue Aureliano, sin duda uno de los más grandes po-

líticos gallegos; Manuel fue hijo del anterior y muy conocido por su obra literaria; 

y finalmente Maximiliano, que era hermano de Aureliano.

La fama de su hermano e incluso la de su sobrino ensombrecieron, de alguna manera, la 

figura de Maximiliano, diputado y senador que apenas aparece en los diccionarios biográ-

ficos.

Representó a Galicia en cuatro legislaturas, tanto en el Congreso como en el Senado. La 

primera noticia que tenemos de su intervención en el mundo de la política es de 1880, año 

en el que representa al distrito de Ferrol en la Diputación Provincial de A Coruña, represen-

tación que ostentó hasta 1886.

Por lo que dice su expediente económico de ingreso en el Senado, tenía una mediana 

fortuna. Además de poseer una casa en Santiago, comprada en el año 1874 y ubicada en 

el número 4 de la plaza de San Miguel, disponía de 95.000 pesetas en títulos de deuda y 

de cerca de 300.000 en deuda interior. Tampoco constaba ingreso alguno procedente del 

ejercicio de una profesión, lo que parece indicar que era rentista.

Obtuvo la primera representación en el Congreso el 7 de julio de 1892, en sustitución 

de Pegerto Pardo Belmonte. El relevo se produjo mediada la legislatura, que duraría de 

1891 a 1893. En este último año, fue elegido senador por la provincia de A Coruña. En el 

Senado desarrolló una intensa actividad, tanto en las comisiones como en los plenarios. 

Como miembro de comisiones intervino en los proyectos de carreteras entre Mugardos 

y Redes, y entre Tarabelo y Meirás, así como en el proyecto del ferrocarril entre Vigo y A 

Ramallosa. Como senador presentó enmiendas al proyecto de buena ley de refundición de 

la legislación municipal y provincial. Intervino, además, en las discusiones sobre la ley de 

Administración Local y la ley de los Presupuestos Generales.

Representó al distrito de Betanzos en la legislatura de 1896 a 1898. Finalmente fue ele-

gido senador en el período comprendido entre 1899 y 1901.También en esta ocasión tuvo 

una importante participación en el Senado. Formó parte de las comisiones que trataron 

las carreteras entre O Mesón do Vento y Monforte, entre Muros y Corcubión, y entre Pon-

tevedra y O Grove, así como de la que trató el ferrocarril entre Pontevedra y Rodeiro.
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Presentó igualmente el proyecto de presupuestos del ministerio de Hacienda y del minis-

terio de Gracia y Justicia, el proyecto de reforma del Código Penitenciario y de la ley del Ju-

rado, y pronunció discursos sobre las obras del puerto de A Coruña y la reforma del Código 

Penitenciario. Fue él también quien solicitó del Gobierno el bronce necesario para construir 

la verja del monumento a Concepción Arenal, por tratarse de un producto monopolizado 

por el Estado. Aunque la fecha no está clara, se calcula que murió en el año 1900.

Ramón Blanco-Rajoy Poyán 
{ 1891 - 1893 - 1894 }{ 1918 - 1920 } 

Nació en Verín el 16 de diciembre de 1855. Estudió Le-

yes. Con la carrera concluida se trasladó a la ciudad 

de A Coruña donde su bufete llegó a tener gran fama. 

Fue el primero de una importante estirpe de políticos que, con ese 

apellido, representaron a Galicia en las Cortes durante varias ge-

neraciones.

Al ser elegido senador por A Coruña en el año 1907, tuvo que 

acreditar su riqueza. Y por eso sabemos que percibía un importan-

te caudal de rentas procedentes de la tierra en los municipios de 

Vimianzo, Laxe y Zas. Era, además, propietario de una casa en la 

calle Tabernas, número 6, de la ciudad herculina.

Entró en el Congreso en el año 1881. Por motivos que no están 

muy claros, provocó al diputado Feijóo Sotomayor, un gallego que 

representaba en el Congreso a un distrito americano. Al parecer, 

se barajan dos hipótesis para explicar el enfrentamiento: o bien 

Feijóo Sotomayor quería obtener la representación por Verín en 

esa legislatura; o bien tenía un candidato amigo, que perdió ante 

Blanco-Rajoy.

Feijóo denunció en la sesión del 24 de junio de 1882 la situación de la provincia de Ouren-

se en la que el gobernador, el señor Merelles, imponía su arbitrio y sus candidatos, que no 

eran los del Gobierno, como era el caso de Blanco-Rajoy.
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Blanco-Rajoy supo defender su candidatura frente a la del protegido de Merelles. Feijóo 

dijo irónicamente de Blanco-Rajoy que “sus altas cualidades, como su persona, fueron 

desconocidas para todo el mundo hasta 1881, año de su feliz alumbramiento”. Le llamó, 

además, “infante político, con un año de edad, improvisado barón de tendencias descono-

cidas, sin experiencia ni tradición liberal, condición que su señoría podrá adquirir para el 

siglo venidero”.

El debate parlamentario puso de manifiesto la lucha por el poder en el coto electoral de 

Verín, un coto no enfeudado, siempre a disposición del gobierno o de los poderes provin-

ciales, que a partir del año 1891 cayó bajo el control de Luis Espada Guntín, emparentado 

por afinidad con Blanco-Rajoy, que representó al distrito desde 1891 hasta 1923.

Fue elegido nuevamente senador por la provincia de A Coruña en la legislatura de 1907-

1908 y por Lugo en el año 1914, en elección parcial, para sustituir a Federico Carlos Bas, 

que había salido por Lugo y A Coruña y decidió representar a esta última provincia. Murió 

en la ciudad herculina el 1 de enero de 1920. Algunos de sus biógrafos destacan su ex-

traordinaria dialéctica tanto en el foro como en el Senado. Las enmiendas a la ley hipote-

caria, aprobada en el año 1909, son suyas. 

José Pérez Porto 
{ 1898 - 1902 }

Nació este gran jurisconsulto gallego en la ciudad de A 

Coruña el 31 de agosto de 1833. Se licenció en Dere-

cho en la Universidad de Santiago. Aunque se integró 

en la carrera judicial, en la que llegó incluso al puesto de magis-

trado de audiencia, decidió opositar a notarías y, tras superar la 

prueba con éxito, ejerció  durante muchos años en la ciudad her-

culina. Simultaneó su profesión de notario con la de abogado y fue 

decano de ambos colegios.

Publicó diversos trabajos jurídicos. Los más notables son “El de-

recho foral de Galicia” y “Proyecto de Apéndice al Código Civil, 

aprobado por la Comisión Especial del Derecho Foral de Galicia”. 

Ambas publicaciones son de 1915.
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Su obra sobre el Derecho foral gallego, del que Pérez Porto fue un extraordinario conoce-

dor y un ferviente defensor, está basada en testimonios reales, vivos, que pacientemente 

fue recogiendo de diversas sentencias dictadas por los tribunales de Galicia a lo largo de 

los tiempos. 

No se trataba de articular un discurso sobre la posibilidad del Derecho foral gallego, sino 

de recoger de la realidad jurídica vivida en Galicia, aquellos testimonios que manifestaban 

la pervivencia de la compañía gallega, del sistema foral, de las comunidades de aguas o 

de los derechos de las viudas.

Representó a Galicia en dos ocasiones, siempre por el distrito de Chantada (Lugo): en la 

legislatura de 1903 a 1905 y en la de 1914 a 1915. Sin embargo, parece que no llegó a 

tomar posesión en la segunda. Inicialmente, en 1914, había resultado elegido por Chan-

tada Javier García de Leániz, pero éste dimitió. En unas elecciones parciales celebradas el 

14 de junio de 1914 resultó entonces elegido Pérez Porto. Sin embargo, el Tribunal Supre-

mo resolvió, por decisión del 30 de octubre de 1914, anular esta acta electoral, obligando 

a realizar una nueva convocatoria.

Se efectuó ésta el 26 de diciembre de 1915 y resultó elegido Pérez Porto, pero ya no llegó 

a presentar las credenciales en el Congreso. Murió en A Coruña el 2 de mayo de 1930.

Benito Blanco-Rajoy Espada 
{ 1930 - 1934 }{ 1940 - 1959 }

Ramón Blanco-Rajoy Poyán inició una estirpe de prestigiosos abogados y de há-

biles políticos conservadores que se prolongó en el tiempo hasta alcanzar la 

democracia. Benito era hijo suyo y nació en A Coruña el 12 de abril de 1891, 

donde su padre ejercía la abogacía. Este último, que había nacido en Verín, emparentó, por 

vía matrimonial con Luisa Espada Guntín, que tenía enfeudado aquel distrito.

Estudió el bachillerato en los colegios agustinos de Valencia de Don Juan y León, y De-

recho en la Universidad de Santiago, donde obtuvo la licenciatura en el año 1911. Luego 

pasó a la Universidad Central para cursar el doctorado en 1912. Un año más tarde ganó 

las oposiciones a abogados del Estado y luego solicitó la excedencia.



253

Galería de  decanos

Se presentó en el año 1919 a las eleccio-

nes y obtuvo la representación del distrito 

de Corcubión, que volvió a alcanzar en las 

elecciones de 1920 y 1923. Participó en 

las comisiones de Presupuestos, Gracia y 

Justicia y Trabajo. También formó parte de 

la comisión de redacción del Código de Co-

mercio. Se integró en la fracción conserva-

dora de Dato, donde permaneció hasta su 

asesinato en 1921. En este mismo año, fue 

nombrado director general de Registros y 

del Notariado y más tarde subsecretario 

del Ministerio de Gracia y Justicia. 

Desconocemos cuál fue su actitud política 

durante la dictadura de Primo de Rivera, 

pero cuando se instauró la República apa-

reció de inmediato su nombre como uno 

de los líderes indiscutibles de la derecha 

coruñesa. Disfrutaba de prestigio como 

abogado, era un buen orador y mantuvo 

una importante infraestructura política que 

rentabilizó a favor de la derecha en las co-

marcas de Carballo, Vimianzo y Corcubión.

Se presentó como independiente en las primeras elecciones de 1931, en las que obtuvo 

escaño -uno de los cuatro obtenidos por la derecha-, además de ser el diputado más 

votado. Volvió a salir en las elecciones de 1933, en las que ya representaba a la CEDA 

(Confederación Española de Derechas Autónomas), fuerza política de la que era uno de 

los líderes indiscutibles. A raíz de la muerte en 1935 de Carlos Taboada, dirigente cedista 

de Ourense, el partido le pidió incluso que se hiciera cargo de su presidencia en la ciudad.  

Finalmente también salió elegido por la CEDA en las elecciones del 1936.

En el Congreso tuvo una importante participación, especialmente en los temas agrarios 

en los que se consideraba un experto e incluso un defensor de las regiones minifundistas. 

Se adhirió al Movimiento, aunque durante el transcurso de la Guerra Civil vivió en Portugal 

y Argelia. En 1939 se incorporó a la abogacía del Estado en Lugo, y posteriormente en A 

Coruña, donde desempeñó el cargo de jefe hasta su jubilación en 1960. Murió en la ciudad 

herculina en 1966.
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José María  
Méndez Gil Brandón 
{ 1959 - 1963 }

Antes de ser decano del Colegio Oficial de Abogados de A Coruña, ejerció du-

rante veinticuatro años el cargo de secretario de la institución. Nació en O 

Carballiño (Ourense) en el año 1900. Se licenció en Derecho por la Universidad 

de Santiago.

Desempeñó su labor profesional como abogado en la ciudad herculina, aunque también 

ejerció de forma esporádica en otras localidades. Se presentó a las elecciones de junio de 

1931 como republicano regionalista agrario, aunque no salió elegido diputado. Católico 

declarado, sus inquietudes religiosas le empujaron a intervenir en política. En el año 1932, 

con la Unión Regional de Derechas de A Coruña, asis-

tió en nombre de esa formación política al congreso 

de Derechas Autónomas, organizaciones adheridas a 

la CEDA de Gil Robles.

En enero de 1933 fue elegido presidente de la Unión 

Regional de Derechas de A Coruña. Entre 1935 y 

1936 actuó como enlace entre las organizaciones 

locales y la CEDA nacional. En julio de 1936 alguien 

pretendió atentar contra su vida en A Coruña, pero se 

encontraba fuera de la ciudad.

Después del alzamiento residió esporádicamente 

en Portugal, hasta que se instaló de forma definiti-

va en A Coruña. Tras la guerra acudió a la localidad 

portuguesa de Estoril, en donde tuvo oportunidad de 

asistir a las reuniones del entorno de Don Juan. Sin 

embargo, con el tiempo se apartó paulatinamente de 

toda actividad política y se dedicó a ejercer su ofi-

cio de abogado, aunque siempre mantuvo su amistad 

con Gil Robles. Falleció en la capital coruñesa en el 

año 1963.
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Manuel Iglesias Corral 
{ 1963 - 1987 }

Nació en A Coruña en 1900. Cursó los primeros estudios en su ciudad natal. 

Estuvo un corto período de tiempo como emigrante en Cuba. Cursó la carrera 

de Derecho en las universidades de Santiago y Valladolid. Desempeñó su acti-

vidad profesional como abogado en la ciudad herculina.

Salió elegido concejal por A Coruña en las elecciones 

municipales de 1931, por la candidatura republicana. Fue 

vocal de la comisión que redactó el anteproyecto del Es-

tatuto de Autonomía de Galicia. Además, fue alcalde co-

ruñés entre los años 1932 y 1933. Durante ese período 

trató al general Franco, que estaba entonces destinado 

en A Coruña, circunstancia que le sería de gran utilidad 

en los primeros momentos de la guerra civil.

Diputado del Partido Republicano Gallego, por la provin-

cia de A Coruña, en las elecciones de 1933. Fue relator 

del Estatuto de Galicia. También fue nominado, el 1 de 

enero de 1936, fiscal general de la República por Porte-

la Valladares. Sólo permaneció en el puesto unas pocas 

semanas.

Cuando estalló la guerra consiguió salvar la vida, aunque 

sufrió una sanción económica. Vivió durante un tiempo 

en Santiago de Compostela y luego regresó a su ciudad 

natal.

Después de la contienda ocupó importantes puestos en 

consejos de administración de diversas empresas. Re-

gentó un conocido despacho profesional, en el que des-

tacó como experto civilista y mercantilista. Fue presidente regional de UCD y se integró 

en Alianza Popular cuando desapareció esa formación política.

Presidió la Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación. Fue miembro del Consejo 

General de la Abogacía y de la Comisión General de Codificación. Autor de diversas obras 

de carácter jurídico, falleció en A Coruña en 1989.
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José Antonio Lois Fernández 
{ 1988 - 1997 }

Nació en Pontevedra, en 1933. En 1962 se trasladó a A Coruña donde abrió su 

bufete y donde falleció en 2004. Fue catedrático de Derecho Civil y Derecho 

Mercantil de la Escuela Universitaria de Ciencias Empresariales de A Coruña y 

profesor de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la UDC. 

De 1988 a 1997 desempeñó el cargo de decano del Colegio de Abogados de A Coruña. 

Perteneció al  Consejo General de la Abogacía de España durante el periodo 1989-2003, 

del que llegó a ser vicepresidente primero. En su mandato como decano del colegio co-

ruñés se celebró en la ciudad el VI Congreso de la Abogacía Española, y se instaló en la 

capital herculina la sede del Consello da Avogacía Galega, del que formó parte desde su 

constitución hasta el año 1997. Fue uno de los grandes impulsores de la publicación “Foro 

Gallego”, a cuyo comité de redacción perteneció.

Intervino activamente en el Primer Congreso de Derecho Gallego, del que fue secretario 

de la sección segunda dedicada a  “La compañía familiar gallega” y “El Derecho agrario en 

Galicia y su proyección concreta en la aparcería y el arrendamiento rústico”. Fue miembro 

numerario de la Real Academia Gallega de Jurisprudencia y 

Legislación. En el año 1989 le fue concedida la Cruz de Ho-

nor de San Raimundo de Peñafort y, a título póstumo, la Gran 

Cruz al Mérito en el Servicio de la Abogacía, siendo el primer 

abogado gallego en ostentar tal distinción.
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César Torres Díaz 
{ 1997 - 2004 }

Licenciado en Derecho por la Universidad de Santia-

go de Compostela. Vocal de la junta de gobierno y 

miembro de la comisión ejecutiva de la Mutualidad 

de la Abogacía Española. Decano del Colegio Provincial de 

Abogados de A Coruña desde 1997 hasta 2004. Académico 

de número de la Academia Gallega de Jurisprudencia y Le-

gislación. Presidió la comisión organizadora del III Congreso 

de Derecho Gallego y fue un miembro destacado en la orga-

nización y trabajos de los dos anteriores congresos.

En el curso 1982-1983, participó en el Programa de Alta Di-

rección de Empresa del IESE, de cuyo instituto es presidente 

de la agrupación gallega. Organizó y dirigió en sus trece edi-

ciones anuales las “Jornadas de Olbeira”, foro para el encuen-

tro de destacados empresarios de Galicia. Es presidente y 

consejero de múltiples empresas en distintos sectores de la 

economía gallega. Fundador y presidente de la firma Torres y 

González Díaz, empresa familiar titular del grupo de hoteles 

“Playas y Cortijos”,  con actividades inmobiliarias, agrícolas y 

ecológicas en el sur de España y que fue galardonada con el premio Anda Natura 2008 al 

desarrollo sostenible.

César Torres fue presidente durante dos años de la Editorial Celta, editora en ese momen-

to del periódico “El Ideal Gallego”, perteneció desde 1991 a 1993 al consejo de adminis-

tración de la COPE y fue consejero delegado de la revista jurídica “Foro Gallego”. Está en 

posesión de la medalla número uno al mérito del Colegio de Abogados de A Coruña y de la 

cruz de honor de San Raimundo de Peñafort.
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Jesús Varela Fraga 
{ 2005 }

Nació en Melide, A Coruña, en 1936. Es licenciado en Derecho por la Universidad 

de Santiago de Compostela. En 1960 entró como pasante en el despacho de  

Manuel Iglesias Corral. Se colegió un año después, para ejercer la profesión en 

su pueblo natal hasta 1966, en que abrió un bufete en la capital de la provincia y donde, 

desde entonces, viene ejerciendo ininterrumpidamente la profesión como civilista. Perte-

neció a la comisión organizadora del Primer Congreso de Derecho Gallego, celebrado en 

A Coruña en el año 1972, y fue secretario 

general del III Congreso celebrado tam-

bién en la capital herculina, en 2002.

Es autor de sendos estudios sobre la con-

centración parcelaria y  las  aguas en Gali-

cia. Perteneció al equipo redactor del Libro 

Verde de la Agricultura en el que publicó un 

trabajo sobre la litigiosidad en nuestra co-

municad autónoma. También es autor de 

un ensayo sobre el regionalismo de Váz-

quez de Mella, cuya versión abreviada leyó 

con motivo de su ingreso en la Academia 

Gallega de Jurisprudencia y Legislación. Es 

uno de los fundadores de la revista “Fonte 

Limpa”, de la que es colaborador habitual.

En la anterior legislatura fue vicedecano 

del Colegio Provincial de Abogados de A 

Coruña, que  preside en la actualidad. Es 

miembro del Consejo General de la Abo-

gacía Española (CGAE), de la Comisión de 

Ordenación Profesional y Colegial del CGAE, presidente del consejo rector de la Escuela de 

Práctica Jurídica “Decano Iglesias Corral” de A Coruña y del Consello da Avogacía Galega. 

También ejerce como vocal de la Asociación Gallega de Arbitraje y como miembro nume-

rario de la Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación. 
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Relación de decanos del Colegio provincial 
de Abogados de A Coruña desde su fundación

Decano Fechas

Diego Antonio Cornide y Saavedra 1761 - 1763
Vicente Álvarez de Neira 1764
Vicente Tomás Lavandeira 1765
Ángel Ruiz 1766
Fernando Codesido y Berea 1767
José de Vila 1768 y 1788
José Moscoso y Prado 1769, 1772-1773, 1781-1784, 1786
Diego Blanco de Salinas 1770
Juan Benito Salazar 1771
Antonio Salazar 1774
Pablo Tilán 1775
Antonio Somoza y Cabo 1776
Francisco Somoza de Monsoriú 1777 y 1780
Silvestre Ulloa 1778
Antonio Sánchez Boado y Salazar 1779 y 1785
José Magdalena Hevia 1779 y 1791
Francisco Javier Caviedes 1791
Antonio Agustín Payán 1792-1793, 1809, 1816
Isidoro Sequeiros 1792, 1808 y 1810
Isidoro de Penas 1793
José Seoane 1794, 1800 y 1807
Miguel Belorado 1795 y 1813
José Martínez Bermúdez 1811 y 1824
Félix Andrés de Pazos Sanjurjo 1801
Jacobo Teijeiro Garrido 1787, 1789-1790, 1796-1799 y 1801 - 1802
Andrés Suárez Menéndez 1802
Francisco Montes 1803
Juan Faustino de Pazos Sanjurjo 1804
José Sanjurjo 1805
Pedro Bermúdez de Castro y Villar 1806 - 1815 y 1820
Juan Mauricio Salazar 1816-1819
Tomás Domínguez de Soto 1821 y 1830
Tomás Sánchez Núñez 1822 y 1826
Ramón Fernandez Cid 1823
Ignacio Aldao 1824
Félix Pablo Portal 1825
Fernando Sánchez Gil 1827-1828 y 1834
Manuel Francisco Santos 1829
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Francisco María Enríquez 1831
Nicolás Fernández Bolaño 1832-1833
Antonio Pazos 1835
Manuel Vilamora 1836 y 1839
José Fermín de Muro 1837 - 1838
Juan Manuel de Prado Valle 1840
Francisco Castro y Lamas 1841
Francisco Ventura y Álvarez Muñoz 1842 y 1850
Antonio María Coira 1843 - 1844 y 1851
Nicolás de la Riva Barros 1845 y 1853 - 1854
José María Maya 1846
Emilio Fernández Cid 1847
Juan Baltasar Tilve 1848
Dionisio Muro 1849
Juan Coumes Gay 1852
Julián de Lamas Andrade 1845 y 1855-1857
Benito Pla y Cancela 1858 - 1860, 1862 - 1864 y 1874 - 1875
Ramón Gayoso Llanos 1861
Manuel Fernández Poyán 1865 y 1868 - 1870
Eduardo Hermosilla 1866
Diego Moreno de la Riva 1867
Paulino Souto y Sánchez 1870 - 1871
Felix Álvarez Villamil 1871 - 1872 y 1875 - 1876
Alonso Rey Suárez 1872 - 1873
Constantino Vázquez Rojo 1873 - 1874, 1876 - 1878 y 1881 - 1882
Rafael López Lago y Blanco 1878 - 1880
Francisco Amarelle 1880 - 1881 y 1887 - 1888
Calixto Varela Recamán 1882 - 1884
Luciano Puga y Blanco 1884 - 1887
Maximiliano Linares Rivas 1888 - 1891
Ramón Blanco-Rajoy Poyán 1891 - 1893 - 1894 y 1918 - 1920
Juan Antonio Calderón 1894 - 1898
José Pérez Porto 1898 - 1902
Eduardo Méndez Brandón 1902 - 1914
Enrique Pérez Ardá 1920 - 1926
Manuel Durán García 1926 - 1930
Benito Blanco-Rajoy Espada 1930 - 1959 Decano Honorario
José María Méndez Gil Brandón 1959 - 1963
Manuel Iglesias Corral 1963 - 1988 Decano Honorario
José Antonio Lois Fernández 1988 - 1997
César Torres Díaz 1997 - 2004

Jesús Varela Fraga 2005
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José Manuel Fernández Cid
Abogado de la ciudad de A Coruña, fue un liberal moderado que resultó elegido 

diputado en las segundas elecciones del Trienio Constitucional. Asiduo partici-

pante en las sesiones parlamentarias, formó parte de las comisiones del Tribu-

nal de Cuentas, pero no pronunció ningún discurso ni tuvo ninguna actuación destacada.

Un cronista contemporáneo escribió acerca de él: “Abogado gallego que no quiere in-

comodarse al hablar mucho porque, como van a entrar los calores, podría calzarse un 

tabardillo. Amigo del orden”. Por las expresiones utilizadas por el cronista, que pertenecía 

al sector progresista radical, Fernández Cid era un liberal moderado. No hay constancia de 

que tuviera sus más y sus menos cuando se restauró el gobierno absolutista.

Fue diputado por el Reino de Galicia en la legislatura comprendida entre 1821 y 1823.

Luis de Trelles Noguerol
Nació en Viveiro (Lugo) en el año 1819. Fue un letrado del Colegio de Abogados 

de A Coruña de gran temperamento y vasta erudición. Desarrolló una amplia 

actividad en el ámbito del Derecho, la política y el periodismo, además de de-

dicarse de lleno a la caridad y al apostolado. Desempeñó una abnegada labor social que 

ha merecido la instrucción de su proceso de canonización por el Vaticano, actualmente en 

curso. 

Tras estudiar en el Colegio Insigne de la Natividad, en Viveiro, y en el Seminario de Mon-
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doñedo, cursó la carrera de leyes en la Universidad de Santiago, donde, avalado por su 

brillante expediente, impartió clases de Derecho Civil. Tras abrir, en 1840, un despacho en 

su localidad natal, se trasladó dos años más tarde a A Coruña, donde se matriculó como 

letrado en ejercicio. Fue defensor de pobres, entonces labor voluntaria y gratuita; miembro 

de la junta de gobierno del Colegio de Abogados; secretario de esta institución y vocal de 

la comisión que redactó el proyecto de reglamento. Fue el responsable de la asesoría y 

Fiscalía de Rentas de A Coruña, de la cátedra del Notariado y de la secretaría de la junta 

del Cuerpo de Notarios.

Fue designado por el capitán general para ejercer interinamente como fiscal del Juzgado 

Privativo de Artillería e Ingenieros, al tiempo que la Audiencia Territorial le nombró auditor 

de Guerra. Contribuyó a los proyectos de desarrollo y modernización de los núcleos urba-

nos gallegos, tomando parte activa en el trazado de comunicaciones marítimas y terres-

tres. Intervino en la confección del Tratado de Límites con Portugal, aún vigente. Fundó, 

junto con otros abogados, la “Revista Periódica, Jurídica y Administrativa de Galicia”. Esta 

primera incursión en el mundo del periodismo tuvo continuidad con numerosas colabora-

ciones en publicaciones de índole social, económica, política y jurídica.

Se trasladó a Madrid en 1852 y salió elegido diputado por la circunscripción de Viveiro, 

localidad en la que, seis años después, fundó la Conferencia de San Vicente de Paúl. De 

Trelles inició así una actividad asistencial y altruista que le acompañó durante el resto de 

su vida. En 1863, a los 43 años, contrajo matrimonio con Adelaida Cuadrado Retana, con 

quien tuvo tres hijos.

Recibió la condecoración de comendador de la Real y Distinguida Orden de Carlos III, por 

sus servicios al Estado. En 1869, fundó la Comisión de Trescientos Abogados por pro-

vincias para la defensa de perseguidos políticos, que por el hecho de ser católicos iban 

a la cárcel. En 1871, obtuvo acta de diputado por el distrito de Vilademuls (Gerona). Fue 

con motivo de la Tercera Guerra Carlista cuando la actividad de De Trelles adquirió una 

dimensión excepcional, tanto en labores de abogado como en las de apóstol de la caridad. 

Impulsó un protocolo para la protección de los no combatientes, que fue aceptado por los 

dos bandos enfrentados y cuyas cláusulas se adelantaron en más de 50 años a los Con-

venios de Ginebra. También promovió el canje de prisioneros, una obra muy laboriosa que 

permitió la liberación de 20.000 reclusos.

Tras la contienda, renunció a toda actividad política y se dedicó de lleno a la abogacía y al 

apostolado religioso y social, desempeñando una tarea única en la historia de la iglesia es-

pañola del siglo XIX. Entre otros méritos, De Trelles impulsó la Asociación del Culto Continuo 

y fundó el Centro Eucarístico de Madrid, la Adoración Nocturna en España, la asociación 

Las Camareras de Jesús Sacramentado y la revista “La Lámpara del Santuario”. Víctima de 

una grave enfermedad, falleció en Zamora en 1891, en cuya catedral está enterrado.
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José Pardo Bazán
El padre de la escritora Emilia Pardo Bazán nació en la ciudad de A Coruña en el 

año 1827. Era hijo de Miguel Pardo Bazán  y de  Joaquina Mosquera Ribera.

Hijo único, acumuló las rentas y los títulos de los padres, entre ellos los corres-

pondientes a Torre de Cela, Cañas (Abegondo), Cobios, Ciobre, Belote, Resancos, Torre de 

Miraflores, Torre Cores, al detengo de Vigo, al palacio de Bentraces, Bestulfe, Pías, Canto-

ña, Tasende o Feixoeiras. Estudió en la Universidad de Santiago y se licenció en Leyes en 

el año 1850.

Colaboró en diversos periódicos y, junto con Vázquez de Parga y otros miembros de aque-

lla generación universitaria, fundó en 1850 la “Revista de Galicia”, que llevaba el subtítulo 

de “periódico de intereses materiales, morales e intelectuales”, y pretendía ser una venta-

na abierta a la modernidad económica.

Preocupado seriamente por la propiedad rural gallega, publicó diversos trabajos en la ci-

tada revista. En un primero momento, Pardo Bazán era favorable a una solución social del 

problema foral; es decir, en los artículos publicados en el año 1850 defendía la redención 

foral, que era la solución más favorable para los foreros. Sin embargo, cuando tuvo lugar 

en 1864 el Congreso Agrícola en Santiago, centrado fundamentalmente en el futuro del 

sistema foral, ya había mudado de opinión y apareció como partidario de una consolida-

ción del dominio en manos de los propietarios del directo. No sería temerario pensar que, 

puesto que ya llevaba personalmente las rentas de su economía familiar, se enterase de 

los perjuicios enormes que para tal economía significaría una solución redencionista del 

foro.

Hasta 1856 Pardo Bazán apareció adscrito al Partido Progresista. Como tal, fue elegido 

alcalde de la ciudad herculina en 1854. En este mismo año fue elegido diputado por la 

provincia de A Coruña.

Con la caída del Bienio, Pardo Bazán decidió retirarse momentáneamente de la vida polí-

tica más activa. No quiso hacerse unionista ni moderado. Aguardó y, cuando se produjeron 

los acontecimientos de 1868, la verdad es que tampoco colaboró en absoluto en el derro-

camiento de la monarquía.

En el año 1869 consiguió un escaño por la sección de A Coruña. En las Cortes no se so-

metió a ninguna disciplina. Sin embargo, pudo perfectamente advertirse el giro que había 

experimentado su ideología. Pardo Bazán estaba muy preocupado por el proceso al que la 
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101

101. Luis de Trelles fue un abogado, político 
y periodista de excepción. Su proceso de 
beatificación es el justo reconocimiento a 
toda una vida entregada al prójimo. 

102. Salvador Golpe Varela, abogado 
y político. Fundador, junto con Manuel 
Murguía, Eugenio Carré, Manuel Lugrís y 
Galo Salinas, de la Liga Gallega Regionalista, 
Historicista, Celtista, Progresista y 
Autónoma de A Coruña.
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revolución sometía a España y estaba convencido de la necesidad de frenarlo.

En las Cortes no formó parte de ninguna comisión y sólo habló en un par de ocasiones. 

La primera fue en la sesión del 3 de abril de 1869 para acusar a Romero Ortiz, ministro 

de Gracia y Justicia, de utilizar a los jueces como instrumentos para controlar las eleccio-

nes. Tampoco tuvo problema en firmar una enmienda que habían presentado Manterola 

y otros diputados gallegos como Barreiro, considerados carlistas, a favor de que se les 

permitiera a las órdenes religiosas abrir los noviciados y recibir hábitos. En defensa de su 

enmienda, en la que constituyó su segunda intervención, en la sesión del 15 de junio de 

1869, manifestó que el liberalismo no era opuesto a la unidad católica, de manera que se 

podía ser liberal y no defender la libertad de cultos. No volvió a hablar en las Cortes.

Las necesidades económicas del Vaticano y el cariz marcadamente conservador de Pardo 

Bazán explican la obtención del título de conde, concedido por el Vaticano en el año 1871, 

reconocido en 1872 por Amadeo de Saboya y definitivamente aceptado por la monarquía 

española en 1908, gracias a las gestiones de la célebre escritora. Murió en A Coruña en el 

año 1894.

Salvador Golpe Varela
Salvador Golpe Varela (1851-1909) se licenció en Derecho por la Universidad de 

Santiago el 25 de junio de 1873 y fue admitido en el Colegio de Abogados de 

A Coruña el 11 de septiembre de 1878. Formó parte de la junta de gobierno del 

colegio desde el 13 de mayo de 1886 hasta el 3 de junio de 1894.

Compatibilizó el ejercicio de la abogacía con la política, siendo autor de numerosos artí-

culos sobre regionalismo. En 1897 funda, junto con Manuel Murguía, Eugenio Carré, Ma-

nuel Lugrís y Galo Salinas, la Liga Gallega Regionalista, Historicista, Celtista, Progresista 

y Autónoma de A Coruña. Según Juan Vázquez de Mella, Golpe llamó a su querida Galicia 

Suevia irredenta. Fue el fundador de “Unión Galega”, primer periódico diario que se consa-

gró en nuestra comunidad a la propagación y defensa del regionalismo. Era un gran poeta, 

que se negó a publicar sus poemas, razón por la que son pocos los que se conservan.

Hay uno, que el pueblo canta y transmite y que se considera una canción anónima más, 

llamado “Meus Amores”, pero no es así. Los versos son de Salvador Golpe y la música –ex-

celente, por otra parte-  de José Baldomir. Su último soneto, titulado “¡Piedad!”, lo escribió 

días antes de morir, en una hoja de su devocionario, postrado en cama y con grandes 

dolores.
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Manuel Casás Fernández
Jurisconsulto y orador. Nació en A Coruña el 17 de agosto de 1867. Fue alcalde en 

dos ocasiones de su ciudad natal, entre 1916 y 1917,  y posteriormente entre 1925 y 

1927. Realizó un importante trabajo y a su gestión se deben los edificios del Tribunal 

Superior de Justicia de Galicia, de Hacienda, de la cárcel, de Correos y Telégrafos y los gru-

pos escolares Concepción Arenal y Curros Enríquez. También fue el creador de la primera 

biblioteca municipal de A Coruña, con unos 4.000 volúmenes. Por su acertada actuación se 

le otorgó la primera medalla de oro de la ciudad y se le declaró su hijo predilecto.

En el orden cultural desplegó una labor no menos importante: inició y preparó el acto 

de homenaje tributado a los restos del poeta Curros Enríquez traídos desde La Habana. 

También llevó a cabo en agosto de 1919 el primer Congreso de Estudios Gallegos, cuyos 

trabajos recogió en dos volúmenes.

Organizó por primera vez en Galicia cursos de extensión universitaria, explicados por ca-

tedráticos de la Universidad de Santiago. Pronunció un cursillo de conferencias en la Real 

Academia de Jurisprudencia y Legislación para los alumnos de Derecho de la Universidad 

Central sobre “Organización de los tribunales para menores delincuentes”. Además, cola-

boró con la prensa gallega y madrileña, y viajó por toda Europa con el propósito de am-

pliar sus estudios de penalista.

Su labor fue reconocida con numerosas distinciones honoríficas: caballero de la orden de 

Alfonso XII, comendador con placa de la de Isabel la Católica o Cruz Roja de la República 

Cubana.

Julio Wais Sanmartín
Nació en A Coruña el 28 de agosto de 1878. Estudió Derecho en la Universidad 

de Santiago, desplazándose a Madrid, como era preceptivo, para preparar el 

doctorado, que obtuvo en el año 1900. Se estableció como abogado en la ciu-

dad herculina.

Afiliado al partido conservador, logró ser nominado diputado provincial de A Coruña en el 

año 1907,  representando al distrito de Betanzos- Pontedeume. En el año 1908 representó 

a las cámaras de comercio de Galicia en la asamblea celebrada en Santander.
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Con 33 años decidió marcharse a Madrid. Primero trabajó como pasante en el bufete del 

político González Besada que, a partir de ese momento, se encargará de promocionarlo.  

En el año 1913 murió el diputado de Pontedeume Lombardero Franco y González Besada 

lo propone para sustituirlo. En unas elecciones parciales, celebradas el 1 de diciembre de 

1913, resultó elegido diputado por este distrito que ya representó ininterrumpidamente 

hasta 1923.

Cuando González Besada murió en el año 1919, Wais tenía ya personalidad propia dentro 

del partido conservador. Sin embargo, se arrimó a la fracción de Dato. En el año 1917 fue 

nombrado director general de Registros y Notariado, y en el año1920 subsecretario del 

Ministerio de Gobernación.

En el año 1921, en el gobierno de Allende Salazar, fue nombrado ministro de Gracia y Jus-

ticia durante un mes, en sustitución de Vicente de Piniés.

Fue uno de los pocos políticos reciclados por la dictadura, ya que consta que fue nombra-

do ministro de Economía con Berenguer, cargo que ocupó desde el 28 de enero de 1930 

al 14 de febrero de 1931.

Leandro Pita Romero
Nació en Ortigueira (A Coruña) en 1898. Cursó estudios de maestro en A Coru-

ña. Se licenció en Derecho en la Universidad de Santiago. Ejerció la abogacía 

en la ciudad herculina y en Madrid. Tenía influencias en la comarca de Orti-

gueira, donde desarrolló una intensa actividad agrarista durante los últimos tiempos de la 

dictadura de Primo de Rivera.

Impulsor del cooperativismo, fue presidente de la Federación Agraria de Ortigueira y de la 

Asociación Provincial de Ganaderos de A Coruña. En la prensa local era presentado como 

republicano agrario y defensor del galleguismo. Fue redactor del periódico madrileño “El 

Liberal” y director del diario coruñés “El Orzán”. Fue también secretario de la Cámara Ofi-

cial de Comercio, Industria y Navegación de A Coruña.

Actuó como abogado defensor del general Berenguer en el juicio por las responsabilida-

des de la dictadura en 1931. Fue asesor del Banco de Crédito Local y ministro de Marina 

en octubre de 1933. También ocupó responsabilidades ministeriales en 1934, en un go-
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bierno de Lerroux, al parecer por influencia de Alcalá Zamora, que no apoyó la candidatura 

de Madariaga, que era inicialmente la persona prevista para ese puesto.

Se mantuvo en el gobierno de Samper durante unos meses y, cuando cesó, fue nombrado 

embajador en la Santa Sede, con el encargo de iniciar las negociaciones de un concordato 

con el Vaticano. Preparó un anteproyecto, entre junio y septiembre de 1934, que no salió 

adelante porque el Vaticano quería únicamente un modus vivendi.

Su amistad con Alcalá Zamora influyó posiblemente para que volviese a ocupar altas res-

ponsabilidades de gobierno. Llamó al ministro de la Guerra, Diego Hidalgo, para pedirle 

que el general Batet tomase por la fuerza Radio Cataluña, que estaba difundiendo procla-

mas separatistas. Cesó como ministro el 6 de enero de 1935 y continuó durante un tiem-

po como embajador ante la Santa Sede. A pesar de la intensa campaña que desenvolvió 

en 1936, como independiente dentro de la candidatura republicana de centro y coalición, 

no salió elegido diputado.

Al estallar la guerra civil se trasladó a Argentina, donde se dedicó al ejercicio de la aboga-

cía y a escribir en los más importantes periódicos de Buenos Aires. Desarrolló igualmente 

un notable trabajo como relator. Falleció en la capital argentina en el año 1984.

Santiago Casares Quiroga
Nació en A Coruña, el 8 de mayo de 1884, en el número 6 de la calle Angosta 

de San Andrés. Su padre, Santiago Casares Paz, era abogado, miembro del  

Colegio Oficial de Abogados y político muy respetado. Inició sus estudios en 

el Colegio Dequidt, pasando posteriormente a la Escuela de Comercio, donde llegaría a 

ocupar plaza como ayudante en 1916. Comenzó sus estudios de Derecho en la Univer-

sidad de Santiago y, al terminar el primer curso, se trasladó a la Universidad Central de 

Madrid, donde se licenció. Se doctoró con una tesis sobre la personalidad de Ramón de 

la Sagra.

Casares se dedicó al ejercicio de la abogacía y, por tanto, solicitó al colegio, mediante 

una instancia manuscrita de 9 de noviembre de 1911, que se le facultase para ejercer su 

profesión. Se especializó en temas sindicales. Defendió a dirigentes obreristas y participó 

en pequeñas causas, renunciando a otros procesos mucho más importantes que le permi-

tirían ganar un prestigio que él no ansiaba en el desempeño de su labor profesional.
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103. Santiago Casares 
Quiroga. Fue ministro 
en varias ocasiones y 
presidente del gobierno 
en la República. Desde 
este último cargo, organizó 
el referéndum sobre el 
Estatuto de Autonomía de 
Galicia.

104. Escultura de Santiago 
Casares Quiroga, que 
forma parte de los fondos 
que se exhiben en su casa 
museo de la coruñesa calle 
Panaderas.
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105. Manuel Casás fue abogado, alcalde 
de A Coruña en dos ocasiones, presidente 

de la Real Academia Gallega, escritor 
prolífico y miembro del Colegio de 

Abogados de A Coruña.

106. Francisco Manuel Caamaño 
Domínguez, actual ministro de Justicia 

del gobierno de España. Catedrático 
de Derecho Constitucional en Valencia. 

Hasta el 2006 estuvo colegiado en el 
Colegio de Abogados de A Coruña.



276

Colegiados ilustres

Fue concejal en el Ayuntamiento de A Coruña. Líder y fundador de la Organización Repu-

blicana Gallega Autónoma (ORGA). En 1930, participó en el Pacto de San Sebastián, en 

representación de la Plataforma Republicana Gallega, integrada por los principales par-

tidos de la oposición republicana para propiciar la caída de la monarquía de Alfonso XIII 

mediante un movimiento insurreccional que proclamaría la República.

En diciembre de ese año, fue enviado a Jaca, en la clandestinidad, como delegado del Co-

mité Revolucionario Nacional (CRN), para evitar que el capitán Fermín Galán -encargado 

de sublevar la guarnición de la localidad pirenaica dentro del plan general-  se anticipase a 

la fecha acordada por el CRN. Casares Quiroga no llegó a tiempo de contener a Galán, con 

lo que se produjo la sublevación, sin ningún éxito. Casares fue encarcelado.

Con la proclamación de la República fue nombrado ministro de Marina en el Gobierno 

provisional y más tarde de Gobernación. Elegido diputado en las Cortes Constituyentes por 

la ORGA, siguió ostentando esta última cartera durante el bienio socialista-republicano 

(1931-1933), bajo la presidencia de Manuel Azaña, del que Casares era amigo personal. 

Fue reelegido diputado en 1933. Un año después une su partido (renombrado Partido Re-

publicano Gallego) con el de Azaña y otras fuerzas políticas para crear Izquierda Republi-

cana, que se integraría en el Frente Popular. En las elecciones de febrero de 1936 renovó 

su acta de diputado y fue nombrado ministro de Obras Públicas.

Tras el acceso de Azaña a la presidencia de la República, Casares Quiroga fue nombra-

do presidente del Consejo de Ministros y Ministro de la Guerra (mayo de 1936). Como 

presidente, organizó el referéndum sobre el Estatuto de Autonomía de Galicia (el tercero 

propuesto durante la República tras los de Cataluña y el País Vasco), que fue aprobado el 

28 de junio de 1936.

Cuando se produjo la sublevación militar del 17 de julio, seguía siendo presidente del Con-

sejo de Ministros. Incapaz de hacerle frente, dimitió y fue sustituido por Martínez Barrio, al 

frente de un gobierno que no llegó a tomar posesión, y por José Giral, definitivamente. 

En agosto de 1936, iniciada la sublevación militar en España,  se recibió en el Colegio Pro-

vincial de Abogados de A Coruña un oficio del presidente de la Audiencia Territorial orde-

nando al decano la expulsión de los colegiados Santiago Casares Quiroga, Basilio Álvarez, 

Victorino Veiga, Ramón Suárez Picallo y “demás colegiados que han pertenecido al Frente 

Popular”.  Eran todos políticos gallegos y el señor Casares, además, presidente del Gobier-

no de la Segunda República. La junta del colegio estaba formada por nueve miembros y 

era su decano, desde 1930, don Benito Blanco-Rajoy Espada.

Sin embargo, los miembros de la junta del colegio, en un gesto de valentía que ha queda-
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do para la posteridad, se negaron a firmar el acta de expulsión que se les reclamaba.

La historiografía ha afirmado mayoritariamente que se negó a entregar las armas a las 

organizaciones obreras. Las memorias de su hija María Casares afirman que no fue así. 

Durante la Guerra Civil no volvió a ocupar ningún cargo. Tras la caída de Cataluña, marchó 

a Francia junto a Azaña y Martínez Barrio. Murió en el exilio en 1950.

El Ayuntamiento de A Coruña adquirió la casa número 12 de la calle Panaderas, domicilio 

familiar de “Casaritos”, como le llamaban los coruñeses, donde está instalado el museo 

que lleva su nombre.

Francisco Manuel  
Caamaño Domínguez

Nació el 8 de enero de 1963 en la villa coruñesa de Cee, se licenció en Derecho 

por la Universidad de Santiago de Compostela y se colegió como letrado en el 

Colegio de Abogados de A Coruña el día 31 de julio de 1987 y se dio de baja 

en el año 2006. Es hijo de Francisco Manuel Caamaño Senande, abogado de Cee y cole-

giado desde el 7 de marzo de 1958, que recibió la insignia de oro del colegio en 2008 por 

sus cincuenta años de ejercicio profesional.

Caamaño Domínguez fue profesor titular de Derecho Constitucional de la Universidad de 

Santiago y en 1993 fue designado letrado del Tribunal Constitucional. En 2002 obtuvo 

la plaza de catedrático de Derecho Constitucional en la Universidad de Valencia. Ha sido 

también director de la Fundación Democracia y Gobierno local y codirector de la Revista 

“Cuadernos de Derecho Local”. En 2009 fue designado ministro de Justicia.
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La Escuela de  Práctica Jurídica "Decano Iglesias Corral"

El  origen

a Escuela de Práctica Jurídica del Colegio de Abogados de A Coruña “Decano Iglesias 

Corral” (EPJ) se configura desde sus comienzos como un centro de formación práctica y 

especialización profesional, que tiene por finalidad la eficaz formación de los licenciados 

en Derecho en las técnicas y formas de actuación  propias de la abogacía.

La escuela inició su andadura en el curso 1985/1986, como una sección de la Escuela de 

la Universidad de Santiago, única que existía en aquella época, dirigida por el catedrático 

de Derecho Procesal Víctor Moreno Catena. El 9 de septiembre de 1985,  la junta de go-

bierno creó una comisión integrada por el secretario del colegio, Gabriel 

Nieto y Álvarez-Uría, que pasó a ser el coordinador de la escuela, y por 

Félix Ángel Suárez Mira y José Francisco Sanz Bravo, diputados 5º y 6º, 

con objeto de organizar el primer curso. De este modo, se constituyó en 

el germen de lo que será la futura EPJ. Se empezaba de cero. 

La dirección académica de la sección es asumida por el colegio, con lo que se produce una 

implicación de los profesionales colegiados en ejercicio como colaboradores del centro. 

De hecho, desde sus primeros momentos, funcionó con plena independencia y autono-

mía en cuanto a organización, programa, señalamiento de horarios y calendarios, nom-

bramiento de profesores, programación y desarrollo de actividades, admisión de alumnos,  

realización de pruebas y calificaciones.

El primer curso lo inauguró oficialmente el entonces decano del colegio, don Manuel Igle-

sias Corral, el 22 de octubre de 1985. Por cierto, años más tarde la institución colegial 

rendiría homenaje a don Manuel poniéndole su nombre a la escuela.

En los tres primeros cursos, tanto el colegio, como el coordinador, el director y los profe-

sores, asumieron con mucha ilusión el reto que suponía poner en marcha un proyecto tan 

importante. Nada menos que formar en la práctica a aquellos licenciados en Derecho que 

deseaban completar su formación universitaria.

En el curso 1988/1989, con José Antonio Lois Fernández como decano, asumió la dirección 

de la escuela Gerardo Gándara Moure, cargo que desempeñó durante diez años. Durante 

L
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este tiempo, la EPJ se consolida definitivamente. En 1990 se produce la separación definitiva 

de la escuela de Santiago. Lo que comenzó siendo una ilusión de la junta de gobierno del 

colegio, se hizo realidad en junio de 1992 tras licenciarse la primera promoción oficial.

Desde que la EPJ es homologada por el Consejo General de la Abogacía, participa activa-

mente en las jornadas anuales que celebran estas instituciones y pasa a formar parte de 

la abrumadora mayoría de escuelas de los distintos colegios de abogados de nuestro país. 

En el curso 1991/1992, editó su primera memoria que, con el paso del tiempo, se convirtió 

en la publicación de referencia de sus acontecimientos más reseñables.

En 1999, asumió su dirección Asunción Jiménez de Llano Zato, que hasta entonces venía 

colaborando con ella coordinando diversas áreas y tutorías. La nueva directora implantó 

los planes de formación por objetivos, según las exigencias emanadas del Consejo General 

de la Abogacía Española (CGE). Por cierto, este consejo aprobó el 24 de septiembre de 

2004 el nuevo reglamento para la homologación de las Escuelas de Práctica Jurídica y las 

Prácticas de Iniciación a la Abogacía. Reglamento que, posteriormente fue modificado, en 

sesión plenaria celebrada el 17 de febrero de 2006. De este modo, la formación práctica 

se plasma en los programas, se regulan definitivamente las prácticas internas y externas, 

los requisitos de los formadores y de los letrados en prácticas, los sistemas de evaluación 

y las pruebas para la obtención del Certificado de Aptitud Profesional (CAP). Fueron años 

de un intenso trabajo, de adaptación y renovación, que se reconocieron el 1 de diciembre 

de 2006, cuando el pleno del CGAE, previo informe de la comisión de Formación Inicial y 

Continuada, acuerda la homologación de nuestra EPJ por haber acreditado cumplidamen-

te su adaptación al reglamento. 

En septiembre de 2007 asumió la dirección la firmante de este capítulo, que venía colabo-

rando con la escuela desde 1995, en el área civil y en el régimen de tutorías.  

La denominación
El 15 de octubre de 1998, en pleno proceso de estudio y aprobación de los estatutos 

reguladores que regirán la escuela, la junta de gobierno del Colegio de Abogados de A 

Coruña, adoptó el acuerdo de completar la denominación del centro que pasó a llamarse 

Escuela de Práctica Jurídica “Decano Iglesias Corral”. Con esta decisión, los miembros de 

la junta reconocieron la gran labor de don Manuel en la defensa del colegio y sus esfuer-

zos para la creación y puesta en marcha de la EPJ. Así se rindió homenaje a un insigne 

jurista que, entre otras muchas facetas, ha destacado siempre por su amor al colegio y 

a la escuela.
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107

108
107. Vista de las actuales instalaciones 
de la Escuela de Práctica Jurídica, en 
la sede del colegio, en la calle Federico 
Tapia. 

108. Gerardo Gándara, primer director 
de la EPJ. Desempeñó el cargo entre 
1990 y 1999
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Los estatutos
El 15 de octubre de 1998 la junta de gobierno del colegio aprobó los estatutos del cen-

tro. En esa fecha, se estrena un marco reglamentario desde el que la escuela comienza a 

perfilarse como ente institucional, aunque sin personalidad jurídica propia. Como centro 

dependiente del colegio, en lo sucesivo, se regirá por los estatutos y por los acuerdos que, 

respecto a su funcionamiento y gestión, emanen de los órganos de gobierno del Colegio 

de Abogados de A Coruña.

En los estatutos se concreta que el gobierno y la representación de la escuela corres-

ponden a la junta directiva del colegio, de la cual se constituyen como órganos asesores 

y auxiliares su rector, el consejo rector y el director. También en los estatutos se fijan los 

fines del centro, entre otros, la preparación de los licenciados de Derecho para el ejerci-

cio de la abogacía, procurándoles los conocimientos técnico-jurídicos necesarios para el 

desempeño de la profesión. Todo ello con la realización de prácticas reales, vivas y progre-

sivas. Por último, se asume como función de la escuela impulsar y dar cauce al deber de 

auxilio de los letrados experimentados a aquellos que desean dedicarse al ejercicio de la 

abogacía, de acuerdo con el código deontológico de la profesión.

Los rectores
De acuerdo con los estatutos, el cargo de rector de la EPJ es de carácter honorífico y debe 

recaer en un abogado de reconocido prestigio e intachable trayectoria profesional. Hasta 

la fecha dos han sido los ilustres letrados que han ostentado dicho cargo.  

En junta de gobierno, celebrada el día 15 de octubre de 1998, se acordó por unanimidad el 

nombramiento de rector de la Escuela de Práctica Jurídica de A Coruña a Gonzalo Fernán-

dez Obanza. Nombramiento que le fue prorrogado dos años más –el tiempo máximo que 

permiten los estatutos- el 13 de noviembre de 2003. Fernández Obanza, maestro indiscu-

tido de abogados, ha dejado su impronta en varias generaciones de magníficos profesio-

nales que se formaron a su vera y marcó de forma indeleble la personalidad y el estilo de 

la escuela. En el momento de escribir estas líneas, seguimos contando con su inestimable 

colaboración y experiencia.

A Gonzalo Fernández Obanza le sustituyó Félix Ángel Suárez Mira, como se recoge en el 

acuerdo de la junta de gobierno, celebrada el día 5 de octubre de 2005. La decisión se 

adoptó por unanimidad. Vinculado a la EPJ desde cuando era tan sólo un proyecto y secre-

tario durante muchos años del equipo de gobierno del colegio, asumió el relevo del primer 
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rector con ilusión y ansias renovadas. A fecha de hoy, continúa en el cargo. Su trabajo, 

experiencia y conocimiento son claves para la buena marcha de la escuela.  

El consejo rector
Con la aprobación de los estatutos, se creó el órgano de gobierno de la escuela: el consejo 

rector que marca los principios y directrices generales del funcionamiento del centro, cuya 

ejecución tiene encomendada su director. Con el consejo rector se pretendió implicar, aún 

más si cabe, a los abogados en el funcionamiento de la escuela. Hasta su creación, el go-

bierno de la EPJ se le encomendó a una comisión integrada por su director y los miembros 

de la junta de gobierno del colegio. 

Según los estatutos, integran el consejo rector el decano de la institución colegial, tres 

miembros del equipo de gobierno colegial elegidos por este órgano, dos abogados, uno 

con más de diez años de antigüedad y otro con menos de diez, designados por la junta 

entre aquellos que opten al puesto; el rector y el director de la escuela.

En el mes de mayo de 1999, se constituyó el primer consejo rector que integraron Cé-

sar Torres Díaz, decano del colegio y presidente del consejo;  Gonzalo Fernández Obanza, 

rector de la EPJ; Antonio Fernández Chao, José Pablo Casas Estévez, Alberto de Artaza y 

Varasa, Juan Ríos Molina,  Gerardo J. Gándara Moure, director de la escuela; y María Luisa 

Regueira Pardavila, secretaria del consejo. Con su designación como directora del centro, 

Asunción Jiménez de Llano Zato entró a formar parte de este órgano en sustitución de su 

antecesor, Gerardo J. Gándara Moure. Posteriormente, lo hará María Digna Braña Iglesia 

que sustituyó a Jiménez de Llano al frente de la institución. Como consecuencia de la re-

novación de cargos en las sucesivas juntas de gobierno del colegio, pasaron por el consejo 

rector el decano Jesús Varela Fraga, Miguel Lorenzo Torres, Félix Ángel Suárez Mira, José 

Miguel Orantes Canales y  Roberto Rodríguez Martínez.

En cumplimiento de las previsiones estatutarias, varios han sido los ilustres abogados que 

formaron parte de los sucesivos consejos, de forma totalmente altruista y desinteresada: 

Juan Ríos Molina, María Luisa Regueira Pardavila, María Jesús García Cachafeiro, José Ri-

cardo Pardo Gato,  Antonio Fernández Chao y Antonio Carlos Castro Ferreiro.

A lo largo de diez años, los sucesivos consejeros han ejercido la destacada misión de 

aprobar los planes de estudios y los programas de la escuela, establecer los criterios de 

concesión de becas, de selección y designación de despachos colaboradores y de dar el 

visto bueno a las memorias anuales. Son el eje imprescindible en la vida del centro.
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Los medios
La EPJ, como centro dependiente del Ilustre Colegio de Abogados de A Coruña, contó 

siempre con el apoyo de las sucesivas juntas de gobierno. Apoyo económico, cuando fue 

necesario, y de medios personales imprescindibles para el buen funcionamiento de la es-

cuela. La colaboración de todo el personal del colegio, en ocasiones fuera de su horario 

laboral, facilitó enormemente el trabajo de la dirección, tutores y profesores. 

Desde su nacimiento, los medios materiales del centro crecieron según las aportaciones 

de las distintas instituciones y en proporción al número de alumnos matriculados. En un 

principio, como la EPJ carecía de instalaciones adecuadas para el desarrollo de su activi-

dad, sus clases se impartieron en distintos organismos que colaboraron siempre de mane-

ra altruista: Colegio Notarial,  Cámara de Comercio, Escuela de Náutica, Facultad de Dere-

cho, Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, Mutua Gallega y Caixa Galicia. 

Fue en el curso 1994/1995, cuando el colegio alquiló para las actividades de la escuela 

un local en la calle de Fernando González. Allí se crearon unas tutorías de dedicación 

exclusiva y se formó un despacho colectivo, integrado por alumnos de segundo curso. 

En enero de 1998 la EPJ cambia de local y se instala en la nueva sede del colegio, en la 

calle Federico Tapia, donde permanece en la actualidad. Al año siguiente, se ampliaron las 

instalaciones colegiales y se acordó la ubicación de la escuela en la nueva planta “con la 

dignidad y funcionalidad que corresponde a su ya consolidado prestigio” (circular 3/99). En 

la cafetería se empezaron a celebrar los denominados “Cafés Jurídicos”. De esta manera, 

el colegio, con la colaboración de la Xunta de Galicia, la Cámara de Comercio de A Coruña, 

109 110

109.  Asunción Jiménez de 
Llano Zato fue la segunda 
directora de la EPJ. Susti-

tuyó en el cargo a Gerardo 
Gándara Moure que dirigió el 

centro durante diez años.

110. Digna Braña Iglesia, 
actual directora de la Escuela 
de Práctica Jurídica y autora 

de este capítulo.
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la Fundación Pedro Barrié de la Maza, la Fundación Caixa Galicia o Inditex, dotó al centro 

de las infraestructuras y medios necesarios para su mejor funcionamiento.

Los seminarios
La escuela trató y trata de ofrecer a los licenciados en Derecho, que cada año abandonan 

las aulas universitarias para incorporarse al mundo profesional, la formación deontológica 

y práctica adecuada que les permita ejercer la abogacía con la preparación y la capacita-

ción profesional que la sociedad exige. Con tal fin, el programa formativo de la EPJ abarca 

todas las materias que son de utilidad en el ejercicio profesional. Las clases son impar-

tidas por un amplio y prestigioso grupo de juristas y de otros cualificados profesionales. 

Cada curso, más de ciento cincuenta profesionales de diversos ámbitos del saber ponen 

sus conocimientos y experiencia a disposición de los alumnos de la escuela.

La selección del profesorado para cada nivel o actividad se realiza siguiendo criterios de cua-

lificación profesional y aptitudes pedagógicas. El consejo rector, a propuesta del director, elige 

entre los profesores los coordinadores de área y los tutores, que necesariamente debe ser 

abogados ejercientes, adscritos al colegio, con más de cinco años de ejercicio profesional.

Fiel a su idea original y ya desde sus inicios, la escuela tuvo la suerte de contar con la co-

laboración de los profesionales del más alto nivel en sus respectivos ámbitos de actividad, 

lo que constituyó y constituye uno de sus activos más importantes y que se han esforzado 

constantemente en hacer posible la idea originaria. 

Cuando menos tres cuartas partes de los profesores han sido y son abogados en ejercicio 

que, necesariamente, desarrollan el ochenta por cien de las actividades pedagógicas. El 

resto del profesorado está compuesto por jueces y magistrados, fiscales, economistas, 

notarios, secretarios judiciales, médicos forenses, inspectores de hacienda, policía científi-

ca, informáticos y otros juristas y profesionales.

Las tutorías
En el curso 1995/1996, ante el incremento de la matriculación, se implantó en el primer 

curso de la Escuela de Práctica Jurídica el sistema de tutorías. Diversos grupos, compuestos 

por cuatro o cinco alumnos, se reúnen semanalmente con su tutor -siempre un abogado con 

más de cinco años de ejercicio profesional-  al que le plantean sus dudas y con el que, entre 

otras actividades, preparan dictámenes o redactan demandas y contestaciones. 
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El sistema se perfeccionó y amplió en el curso 1997/1998 con la puesta en marcha de las 

tutorías especializadas, dirigidas a los letrados en prácticas de segundo curso. Los futuros 

abogados asisten a un mínimo de dos semanales, impartidas por especialistas en distin-

tas materias: civil, penal, administrativo, laboral, mercantil. Una de esas tutorías es de ca-

rácter general. Con este sistema, se pretendió perfeccionar y reforzar las bases prácticas 

del ejercicio de la profesión, obtenidas en el primer curso. 

En los cursos 1994/1995 y 1999/2000, se implantó en el segundo curso el denominado 

“Despacho de dedicación exclusiva”: un grupo de alumnos constituyeron un bufete profe-

sional en las instalaciones del colegio en la calle Fernando González, especialmente equi-

pado y dotado por la escuela. Allí se abordaban casos simulados, aportados por los tutores 

de cada área, que respondían a las dudas y orientaban a sus tutelados.

Las tutorías terminaron por convertirse en un elemento vertebrador de las prácticas. Y son 

unas de las actividades más enriquecedoras y mejor valoradas por tutores y alumnos. 

Los cafés jurídicos
Bajo esa denominación se  desarrollaron durante  años unas tertulias entre profesionales. 

Sus protagonistas fueron los alumnos de segundo curso y un invitado especial, un jurista 

con amplio recorrido profesional, con el que, en un ambiente relajado,  se abordaban diver-

sas cuestiones del ámbito jurídico.

Como en sus primeros años la escuela no disponía de locales adecuados para celebrar 

estos encuentros, algunos profesionales cedieron sus despachos y su tiempo para que la 

actividad pudiera desarrollarse con éxito. Entre ellos, Antonio Platas Tasende. Posterior-

mente se realizaron en el Centro Cultural Fonseca, en locales alquilados, y, finalmente, en 

la propia cafetería del colegio.

Para la realización de esta actividad, la EPJ contó con la colaboración de profesionales de 

los más variados ámbitos del Derecho que contribuyeron con su experiencia a completar la 

formación de los letrados en prácticas. Por los cafés de la escuela pasaron abogados, jueces, 

magistrados, fiscales, médicos forenses… Todos participaron de forma desinteresada y gra-

tuita y convirtieron esta actividad  en una de las más emblemáticas de la escuela.

Las prácticas externas
Desde su origen,  la escuela ha intentado ofrecer a los letrados en prácticas la realización 
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de prácticas externas, imprescindibles para el correcto aprendizaje de la profesión, tan-

to en despachos profesionales como en distintos organismos e instituciones. Sin duda, 

integrarse en la realidad de los despachos, vivirla día a día y mantener contacto con los 

profesionales más experimentados, aporta a los alumnos de la EPJ una experiencia que les 

será de gran utilidad en su futuro profesional.

A lo largo de la historia del centro, han sido numerosos los prestigiosos despachos pro-

fesionales que han acogido a nuestros alumnos. Durante estos años, la ampliación del 

período de prácticas ha sido constante: desde los quince días, en el momento de su  ins-

tauración,  hasta los siete meses en la actualidad.

En el curso 2001/2002 se ofreció a los alumnos de segundo curso la posibilidad  de rea-

lizar prácticas externas en distintos organismos e instituciones. Desde entonces el Ser-

vizo Galego de Saúde, el Fondo de Garantía Salarial, el Gabinete Xurídico de la Xunta, la 

Delegación Provincial de la Consellería del Mar, la Consellería de Economía e Industria, el 

Ayuntamiento de A Coruña,  la Diputación Provincial, la Cámara de Comercio o La Voz de 

Galicia, han venido acogiendo, a lo largo de estos años, a los letrados en prácticas. 

Los juicios simulados

La asistencia a juicios se ha configurado como una actividad básica de la EPJ. A tal fin,  se 

contó y cuenta con la colaboración de jueces y magistrados que facilitan a la escuela los 

listados de juicios señalados de especial interés. Esta actividad, junto con las sesiones de 

informes orales, incluidas en el área  de Extrajudicial y Oratoria Forense, tiene como obje-

tivo complementar las prácticas externas.

En los primeros años de la EPJ, los letrados en prácticas tuvieron la oportunidad de reali-

zar, en las salas de la  Audiencia Provincial de A Coruña, sesiones de informes orales, de-

fender casos reales y seguir las formalidades propias de este tipo de vistas. En esa época,  

la escuela contó  con la inestimable colaboración del magistrado Cesar Álvarez Vázquez.

Ese fue el origen de los actuales juicios simulados que, desde hace varios años, se cele-

bran en los juzgados de lo social. En el curso 2005/2006 la colaboración se extendió a los 

juzgados civil, de instrucción, penal, mercantil y familia. Con esta actividad, organizados 

por los distintos coordinadores de área, los alumnos tienen la oportunidad de colocarse 

por vez primera una toga y defender los intereses que le son encomendados ante jueces 

y magistrados. 
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111

113

111. Jesús Varela, decano; Asunción Jiménez 
de Llano, Miguel Lorenzo y Roberto Rodrí-
guez, en un acto de la escuela.

112. Digna Braña, Félix Ángel Suárez Mira, 
Jesús Varela y Asunción Jiménez de Llano, en 
el acto de entrega de uno de los diplomas a 
los alumnos que finalizaron su formación en 
la EPJ.

113. Público asistente a un acto protagoniza-
do por los nuevos abogados. En la primera 
fila puede verse al rector de la UDC (4), al 
presidente del TSXG (5), al Fiscal Superior 
de Galicia (6) y al presidente de la Audiencia 
Provincial (7).
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Las actividades complementarias
Con el paso de los años, la escuela organizó distintas actividades complementarias para 

la formación de los letrados en prácticas. Actividades que fueron más allá del ámbito ju-

rídico. En este sentido, cabe destacar las asistencias a detenidos, estancias en el Juzgado 

de Violencia sobre la Mujer o en el Servicio de Orientación Jurídica del colegio; y las visi-

tas al Centro Penitenciario de Teixeiro, al Centro de Reeducación Específico “Concepción 

Arenal”, a las dependencias de la Jefatura Superior de Policía de Galicia o al Laboratorio 

Territorial de ADN.

Los letrados en prácticas han conseguido que su relación con la escuela trascienda sus 

dos años de formación. Gracias a su empuje, se han podido llevar a término iniciativas tan 

dispares como la creación de un equipo de fútbol o la puesta en escena de obras de teatro 

como “El Mercader de Venecia” de Shakespeare o el “Tartufo” de Moliére.

El CAP
Tras la aprobación del Reglamento para la Homologación de las Escuelas de Práctica Ju-

rídica y las Prácticas de Iniciación a la Abogacía, en las escuelas homologadas, entre las 

que se encuentra la “Decano Iglesias Corral”, se instauraron de forma definitiva las pruebas 

para la obtención del Certificado de Aptitud Profesional (CAP). Estas pruebas, convocadas 

por el Consejo General de la Abogacía, son de ámbito nacional y se celebran anualmente 

en la sede del Ilustre Colegio de Abogados de A Coruña. Desde el curso 2005/2006, los le-

trados en prácticas que hayan superado los dos cursos de la EPJ, pueden presentarse a los 

exámenes para la obtención del certificado. Estas pruebas constituyeron todo un reto para 

nuestro centro y son motivo de satisfacción, al superarlas el cien por cien de los alumnos 

que se presentaron a ellas. Y, además, con notas altas.

Las asambleas de escuelas
Desde su creación, la Escuela de Práctica Jurídica “Decano Iglesias Corral”, participó siem-

pre en las asambleas de estos centros, organizadas por el Consejo General de la Abogacía.  

En estos puntos de encuentro, se contrastan experiencias y se establecen  pautas comu-

nes para la formación de los licenciados en Derecho que optan al ejercicio de la Abogacía. 

Fue en estas asambleas anuales donde se configuraron los requisitos para la homologa-

ción de las escuelas por el CGAE.

114. Gonzalo Fernández Obanza, maestro 
de abogados, fue el primer rector de la 
Escuela de Práctica Jurídica. 
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Las XII Jornadas de Escuelas contaron con la  conjunta y activa participación de los cen-

tros de A Coruña y Vigo. En ellas presentaron la ponencia “Los diversos modelos de Es-

cuelas de Práctica Jurídica”. En representación de A Coruña intervino el entonces director  

de la EPJ,  Gerardo Gándara Moure. En la edición número diecinueve, Asunción Jiménez de 

Llano Zato, a la sazón directora de nuestro centro, habló de los “Sistemas de evaluación 

de alumnos. Mínimos de aplicación”.

Los retos
En todos estos años, la Escuela de Práctica Jurídica ha ido creciendo y desarrollándose 

hasta alcanzar un merecido prestigio, tanto en Galicia como en el resto de España. El 

Colegio de Abogados asume, con ilusión y ansias renovadas,  el reto de seguir formando a 

los letrados en prácticas no sólo desde el punto de vista jurídico sino también, y si cabe en 

mayor medida, desde el punto de vista deontológico.

Para el futuro, dos son las tareas pendientes que requerirán de nuestro trabajo y desvelo: 

la formación continua, en especial para el acceso y permanencia en el turno de oficio, y la 

adecuación de la escuela a la Ley 34/06, sobre el acceso a las profesiones de abogado y 

procurador, pendiente de desarrollo reglamentario.

María Digna Braña Iglesia es la directora de la Escuela de Práctica Jurídica
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na de las funciones del colegio, y así se vino recogiendo en sus su-

cesivos estatutos, es organizar servicios comunes de interés para los 

colegiados, entre los que se encuentran los de carácter asistencial. Hoy 

están establecidas, con carácter general y graciable, una serie de pres-

taciones para satisfacer, al menos parcialmente, distintas contingen-

cias que se les puedan presentar. Pero no siempre tuvieron el carácter 

general de que gozan hoy en día. 

En los estatutos de 1760 se regulaba la existencia de un primitivo mon-

tepío de abogados mandando que si un letrado enfermase o fuese pre-

so, se diese noticia al decano para que dispusiese que fuese visitado, 

favorecido y patrocinado en su negocio. Además, debería prestársele ayuda 

económica si se viera en necesidad urgente, utilizando el dinero del colegio y, si no lo hu-

biere, el decano debía despachar la oportuna providencia, dando cuenta de lo actuado, de 

lo que debía quedar constancia en el libro de cuentas.

La misma provisión se tenía para las viudas y huérfanos de los abogados, ofreciéndoles 

el patrocinio del colegio para los pleitos que se le presentaran y, si se vieran en precisa 

necesidad económica, se les prestaría el socorro posible.

Realmente no se trataba de un montepío propiamente dicho, pues no se dotaba de fondos 

propios ni se preveía emolumento o pensión alguna con carácter general para los letrados, 

sus viudas y huérfanos. Se concedía una ayuda únicamente en caso de grave y urgente 

necesidad, y dentro de las posibilidades de la institución colegial.

Hay que reconocer que entonces, y hasta bien entrado el siglo XX, los recursos del colegio 

eran mínimos y su patrimonio nulo. También es verdad que los gastos eran escuetos, limi-

tados a una gestión muy básica. 

Para la incorporación al colegio se solicitaba lo que se llamaba la “limosna acostumbrada” 

y, finalizando el siglo XIX, se exigía para la colegiación la cuota de entrada y un libro para 

la biblioteca. Así el colegio fue haciéndose con un fondo bibliográfico para servicio de sus 

U
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miembros. Pero con el aumento de los libros surgió el problema del espacio que llevó, en 

1921, al equipo de gobierno a proponer a la junta general la implantación de una cuota 

mensual y destinar estos ingresos al alquiler de un local para biblioteca.

La situación descrita refleja, pues, los exiguos recursos del colegio. Aún así y como institu-

ción civil, a veces se le requería colaboración externa para sufragar distintas actuaciones, 

como homenajes, monumentos o edificios, contribuyendo en numerosas ocasiones con las 

cantidades que sus precarias arcas le permitían.

Las prestaciones que actualmente ofrece la institución son de carácter general para to-

dos los colegiados y no en función de una necesidad económica concreta. Comenzaron 

con la instauración de un subsidio por intervención quirúrgica, extensivo además al cónyu-

ge e hijos menores y mayores de edad discapacitados. Se trataba de paliar el quebranto 

económico que producía en los letrados el hecho de enfrentarse al coste de una opera-

ción al estar la actividad de la abogacía excluida de la cobertura de la Seguridad Social. 

Simultáneamente, se estableció un socorro por defunción a favor de los familiares de los 

letrados fallecidos, siquiera para cubrir los primeros gastos que en tan penosos momentos 

pudieran producirse.

Le siguieron, aunque distanciadas en el tiempo, la incapacidad transitoria, que cubre una 

ayuda por parto de las colegiadas. Luego se creó una prestación mensual para todos 

aquellos letrados afiliados al colegio que, por enfermedad, se vean totalmente imposibili-

tados para el ejercicio de la profesión, con una duración máxima de un año. 
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115. El colegio tiene una 
póliza de seguro colectivo 
para, entre otras cosas, 
hacer frente a los posibles 
percances que puedan sufrir 
los abogados que prestan 
asistencia al preso o al 
detenido. En la foto, la prisión 
de Teixeiro.

116. Todos los letrados 
afiliados al colegio que se 
vean imposibilitados de 
ejercer la profesión, tienen 
una prestación mensual con 
una duración máxima de un 
año. 

117. María del Mar Ramos 
Martínez, miembro de la junta 
de gobierno del colegio y 
firmante de este capítulo.
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Como servicios externalizados, el colegio es tomador de dos pólizas de seguro colectivo: 

una para cubrir la responsabilidad civil profesional de los letrados en ejercicio y otro por 

accidentes.  En el primer caso, quienes lo deseen, pueden de manera individual y dentro de 

la misma póliza, ampliar su cobertura. En el segundo, se trata de hacer frente a los posi-

bles percances que puedan sufrir los letrados que prestan asistencia al preso o detenido 

en el servicio de turno de oficio. 

Además, el colegio mantiene el pago de una cantidad complementaria para los pensio-

nistas por año de ejercicio de la profesión. Este complemento se vino abonando por la 

Mutualidad de la Abogacía, a través de la denominada obra social, que se nutría con el im-

porte del papel profesional. Desaparecido este papel, el colegio contribuye directamente 

al pago de tales cantidades, siendo de los pocos que mantiene esta prestación. 

En la búsqueda del equilibrio entre el principio de solidaridad y la menor repercusión de 

costes para sus colegiados, nuestra institución presta especial dedicación a la mejora de 

las condiciones personales y profesionales de los letrados, destinando al pago de estas 

prestaciones el 40% de su presupuesto anual.

María del Mar Martínez Ramos es tesorera de la junta de gobierno del Colegio de Abogados de A Coruña
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118. El colegio de abogados ha 
establecido un subsidio por 
intervención quirúrgica.

119. El doctor Juffé y su 
equipo en una intervención 
de cirugía cardíaca en 
un quirófano del Grupo 
Hospitalario Modelo. 

Fotos cedidas por el doctor Juffé
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or iniciativa del Colegio de Abogados de A Coruña, se celebraron en nuestra ciu-

dad los tres Congresos de Derecho Gallego, organizados hasta la fecha. El 

primero en 1972, el segundo en 1985 y el tercero en el 2002.

El I Congreso de Derecho Gallego se desarrolló entre el 23 y el 28 de oc-

tubre de 1972, promovido y organizado por nuestra institución colegial, los 

demás colegios gallegos y por la Academia Gallega de Jurisprudencia y Le-

gislación. Su presidente fue Manuel Iglesias Corral, decano del colegio coruñés 

y presidente de la Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación.  Actuó como secreta-

rio, el que lo era entonces del colegio herculino, José Luis Alonso Zato.

Presidió la comisión organizadora Pedro González López, decano del colegio de Lugo. 

Fueron sus  vocales los decanos de Ourense, Pontevedra, Vigo, Santiago y Ferrol: Isidoro 

Millán, Raimundo Vidal Pazos, Florentino Vidal Fuentes y Manuel Ojea Otero, respectiva-

mente. Al congreso asistieron más de quinientos juristas gallegos, del resto de España y 

de Portugal. Fue todo un gran éxito. Por primera vez se estudiaban, con este formato, las 

instituciones de Derecho civil gallego. Sus trabajos sirvieron de base para que el legislador 

lo plasmara en ley.

Las ponencias, comunicaciones, actas de las sesiones, conclusiones y la relación de con-

gresistas se recogieron en un libro de 775 páginas.

El segundo congreso se celebró también en nuestra capital y fue promovido por el Co-

legio Provincial de Abogados de A Coruña con la participación de los otros seis colegios 

de Galicia y la Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación. De nuevo, el decano de 

nuestro colegio, Manuel Iglesias Corral, fue el presidente. Los trabajos desarrollados en su 

seno fueron de un gran interés para el Derecho de Galicia y, al contrario que en la edición 

anterior, no se publicaron en un libro. No obstante, todas las actas están archivadas en la 

sede del colegio herculino.

El tercer congreso se desarrolló en el Palacio de Congresos de A Coruña. Concretamente, 

el 27, 28 y 29 de noviembre de 2002. Fueron sus promotores la Academia Gallega de Ju-

P
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risprudencia y Legislación y los siete colegios de abogados de Galicia. La presidencia de 

honor la ostentó Manuel Fraga Iribarne, presidente de la Xunta de Galicia, y la presidencia 

del congreso José Antonio García Caridad, presidente de la Academia Gallega de Jurispru-

dencia y Legislación. El presidente de la Comisión Organizadora fue César Torres Díaz, de-

cano del colegio de Abogados de A Coruña, y la secretaría general la ocupó el vicedecano, 

Jesús Varela Fraga. El consejo general lo integraron el presidente de la Academia Gallega 

de Jurisprudencia y Legislación, el conselleiro de Xustiza de la Xunta, el presidente del 

Tribunal Superior de Xustiza de Galicia, el rector de la Universidad de A Coruña y los siete 

decanos de los colegios de abogados de Galicia.

El congreso volvió a constituir un gran éxito, tanto por el número de juristas asistentes 

–casi seiscientos– como por los trabajos presentados y las conclusiones alcanzadas. Todo 

ello fue recogido en un libro de 600 páginas  y en los números 191 y 192 de Foro Galego, 

publicación del Colegio de Abogados de A Coruña.

En el  libro se recogen todas las ponencias, la totalidad de los trabajos presentados, las 

actas de las sesiones y las conclusiones definitivas, lo que constituye una aportación de 

incalculable valor histórico indispensable para el conocimiento de nuestra realidad econó-

mica, social y jurídica, tal y como en la introducción de la obra escribe César Torres. El libro 

constituye un amplio y riguroso testimonio de las reflexiones y sentimientos de los juristas 

de nuestra comunidad sobre las singularidades específicas del Derecho gallego, su devenir 

y su proyección futura, “en el umbral de la revisión prevista por la vigente Ley 4/95 de 24 

de mayo de Derecho Civil de Galicia”, según César Torres.

Los tres congresos de Derecho Civil Gallego forman parte de la historia de nuestro colegio. 

Por eso, creemos necesario transcribir aquí sus conclusiones. Son los trabajos de muchos 

abogados, procuradores, magistrados, notarios, registradores, catedráticos y profesores 

que en 1972, 1985 y 2002 se preocuparon por nuestro Derecho.
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I Congreso de Derecho gallego

Conclusiones de la sección I · Pérez Porto

I. Sobre el desarrollo histórico del Derecho 
gallego

Única: El congreso hace suyo, para su ulterior publicación en la forma que se determine, 

el texto de las comunicaciones presentadas por los señores Seoane Iglesias y Cabanas 

Rodríguez, complementada la primera de ambas en la forma en que fue extractada por la 

ponencia.

II. Fuentes del Derecho civil gallego

Primera. Que se modifique el texto de la disposición final 2.ª de la vigente “Compilación 

del Derecho Civil Especial de Galicia”, con respecto al orden de prefación de fuentes, a fin 

de que se incluya lo siguiente:

“En el caso de que sea preciso suplir el texto de la “Compilación de Derecho Civil Gallego”, 

porque no regule alguna institución o situación jurídica, deberá regir como fuente principal 

la costumbre del país no contraria al texto del derecho regional compilado, aunque con-

tradiga a la ley común, siempre que la existencia de la institución jurídica consuetudinaria 

no acogida en aquél o la norma de igual carácter en el mismo omitida, sean debidamente 

probados”.

Segunda. Que se modifique el artículo 2º, párrafo 2º de la compilación, en cuanto a fuen-

tes de interpretación, en el sentido siguiente:

“Para aclarar o interpretar los preceptos de la “Compilación del Derecho Civil Especial de 

Galicia”, deberá tenerse en cuenta, llegado el caso, en primer lugar, el texto de la propia 

compilación; en segundo término, las costumbres regionales que guarden analogía o re-

lación con la institución a que se refiere la norma dudosa; y en último lugar el derecho 

histórico que rigió en Galicia, en cuanto no contradiga normas o principios básicos del 

texto foral”.
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III. De la compilación como derecho común 
gallego: sus relaciones con el código civil

Única: La compilación constituye el derecho común gallego, estableciéndose sus relacio-

nes con el Código Civil en función del principio de reciprocidad consagrado en el artículo 

15, último párrafo del mismo, y con la supletoriedad que en orden a las disposiciones de 

carácter general para toda España señala para dicho código su artículo 12 in fine, con las 

excepciones que a tal principio de supletoriedad se asignan igualmente en el citado artí-

culo por lo que respecta a los efectos de las leyes y de los estatutos y las reglas generales 

para aplicación de las mismas, así como por lo que hace referencia a la institución del ma-

trimonio con las especialidades que en orden a la capacidad de la mujer casada en Galicia, 

se instauran en la compilación.

IV.  Regionalidad, vecindad local y conflictos 
interregionales e interlocales

Previa: Consideramos urgente la promulgación de una ley de derecho interregional, en 

cuya elaboración se hallen presente todas las regiones forales.

Entendemos también que, entre tanto, la “Compilación del Derecho Gallego” debe conte-

ner los criterios de determinación de su ámbito personal, estableciendo quiénes gozan de 

vecindad civil gallega.

Primera. Que se incluya en el texto de la compilación, siguiendo la sistemática de los 

artículos 7 y siguientes del Código Civil, el siguiente precepto:

“A) A efectos de la aplicación de las normas contenidas en esta compilación, se entiende 

por gallegos:

1.- Los nacidos en Galicia, de padres sujetos a esta legislación foral.

2.- Las personas nacidas en provincias o territorios sujetos a esta legislación, de padres 

sujetos al derecho común o a otra legislación foral, si éstos, durante la menor edad de los 

hijos, o los mismos hijos dentro del año siguiente a su mayoría de edad o emancipación, 

declaran que es su voluntad adquirir la ciudadanía gallega.

3.- Los hijos de padre, y no existiendo éste o siendo desconocido, de madre perteneciente 

a provincias o territorios sujetos a la compilación, aunque hayan nacido en provincias o 

territorios de derecho común u otro derecho foral.

4.- A los que, sin las condiciones anteriores, hubieren ganado vecindad en Galicia, a cuyo 
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efecto la ganarán por diez años en provincias o territorios regidos por esta compilación, a 

no ser que antes de terminar este plazo el interesado manifieste su voluntad en contrario, 

o por la residencia de dos años si alega ser esta su voluntad. Una y otra deberán hacerse 

constar ante la autoridad judicial competente a medio de la correspondiente inscripción 

en el Registro Civil.

5.- A marido que, casado con mujer sujeta a la legislación foral, manifieste su voluntad de 

adquirir la ciudadanía gallega, la cual se deberá hacer constar ante la autoridad judicial com-

petente a medio de la correspondiente inscripción en el Registro Civil.

6.- Los hijos de madre gallega casada para casa aunque el marido esté sujeto a las nor-

mas del derecho común, o de otro derecho foral”.

Segunda. De igual suerte, y para compaginar lo antes referido acerca de los hijos naci-

dos de mujer casada para casa con marido no aforado al derecho privado gallego, debe 

incluirse como adición al párrafo 2.° del art. 47 de la compilación, el siguiente texto:

“Igualmente la mujer casada para casa no seguirá la condición de su marido, constituyen-

do la casa petrucial el hogar familiar a todos los efectos”.

Tercera.  En cuanto a la pérdida de la regionalidad, creemos hasta un precepto que mu-

tatis mutandi aplique lo establecido a tal fin en el Código Civil, y en tal sentido el texto de 

aquél, debe ser el siguiente:

“B) La regionalidad gallega se perderá por las mismas causas que las establecidas en 

el Código Civil con respecto a la pérdida de la nacionalidad española, en cuanto fueren 

aplicables”.

Cuarta. Dado el problema aquí abordado y sus incidencias en normas de derecho ad-

ministrativo, legislación notarial y de Registro Civil, etc., pedimos a los poderes públicos 

que se modifiquen las disposiciones oportunas a fin de que, en todas ellas, al igual que se 

exige la constancia de la nacionalidad de la persona, sea exigida la constancia de su ciu-

dadanía foral o regionalidad para aquellos actos jurídicos en los que tal condición personal 

fuere trascendente.

V. Capacidad de la mujer casada

Previa. El congreso, recogiendo las aspiraciones de los juristas gallegos, entiende que los 

poderes legislativo y ejecutivo de la Nación deben tener en cuenta, como tema de derecho 

general en las revisiones y promulgaciones que se verifiquen en el ordenamiento jurídico 

de España, las dos siguientes bases: a) Que la mujer casada debe gozar de plena capaci-
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dad procesal en cuanto a sus bienes parafernales, a no ser que concurra oposición expresa 

del marido, sin perjuicio de mantenerse aquélla si el juez estima que es infundada ésta; b) 

Que la mujer casada debe, igualmente, tener una plena capacidad procesal respecto de 

los bienes gananciales, para defender éstos cuando no esté presente el marido en el lugar 

del juicio, bastando la manifestación que se haga en tal sentido; cesando la intervención 

de ella si se presenta el marido y asume tal defensa.

Primera. En cuanto a la capacidad sustantiva de la mujer casada en general, al ser pro-

blema de ámbito que excede al del presente congreso y al de la “Compilación del Derecho 

Especial de Galicia”, pedimos que dicho problema sea tenido en cuenta por el gobierno de 

la Nación a fin de que, en la revisión y confección del Código Civil Procesal, se contemplen 

situaciones específicas cual la de Galicia, con una población campesina ausente en su 

mayor parte en cuanto a los varones, y una población marinera de igual índole, aunque la 

ausencia en este caso sea de muy inferior duración, todo lo cual comporta una dejación 

de facto de la dirección familiar y patrimonial en manos de la mujer casada, modificando 

en lo necesario las disposiciones vigentes a fin de que ésta pueda comparecer en juicio 

cuando sea demandada sin necesidad de habilitación judicial, para defensa de los bienes 

parafernales y de la sociedad legal de gananciales.

Segunda.  Por lo que atañe concretamente a la capacidad de la mujer casada en el ám-

bito de aplicación de las normas de la compilación, en lo referente a la compañía familiar 

gallega y a la institución de “casar para casa”, con su posible participación en cooperativas, 

pedimos que el art. 47 de la compilación sea adicionado con un párrafo de remisión a los 

oportunos preceptos del Código de Comercio, atinentes a la capacidad mercantil de la mu-

jer casada, cuya adición puede interpolarse en el actual párrafo tercero de dicho artículo, 

a continuación del que dice en “todo lo no previsto en este título le serán de aplicación las 

disposiciones relativas a la sociedad civil, debiendo añadirse a continuación la frase y arts. 

6 y 7 actuales del Código de Comercio en cuanto a la capacidad de la mujer casada”.

VI. Valor de los distintos ordenamientos 
territoriales en el ordenamiento general 
español

Primera. Siendo las compilaciones forales parte integrante del ordenamiento civil espa-

ñol, debe afirmarse expresamente la igualdad jurídica y la identidad de rango legal entre 

dichas compilaciones y el Código Civil.

Segunda. La revisión de la “Compilación del Derecho Civil de Galicia” y la de las restantes 

compilaciones forales debe ser realizada por las respectivas comisiones compiladoras, 
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dotadas, a este fin, de organicidad y permanencia. Estas comisiones deben intervenir tam-

bién en toda modificación directa o indirecta del respectivo cuerpo legal.

Tercera. Debe crearse un instituto español de derecho foral comparado para la conve-

niente comunicación entre los derechos forales entre sí y con el llamado derecho común, y 

para fomentar el conocimiento, estudio y difusión de las compilaciones forales.

Cuarta. Se recomienda que para el conocimiento y difusión de las compilaciones se lleve 

a cabo la edición copiosa de las mismas, con envío a las capitalidades de la región.

Quinta. Se recomienda igualmente que, valiéndose de las academias de jurisprudencia, 

colegios de abogados y otras entidades jurídicas y culturales, se organicen cursillos de 

conferencias en los que intervengan juristas de cada una de las regiones, glosando los 

textos en las demás.

Conclusiones de la sección II · Paz Novoa

I. Compañía familiar gallega

Primera. Que se modifiquen varios preceptos de la compilación en el sentido de incluir el 

siguiente texto:

Artículo 47, párrafo 1º: “La Compañía Familiar Gallega se constituye entre labradores 

ligados con vínculo de parentesco, para vivir juntos y explotar en común tierras, lugar aca-

sarado o explotaciones agropecuarias de cualquier naturaleza, pertenecientes a todos o a 

algunos de los reunidos”.

Artículo 47, párrafo 3º: “Las constituidas con posterioridad a la entrada en vigor de 

la presente compilación se regirán por el título escrito de su constitución si lo hubiere; en 

su defecto, o para lo no previsto en él, por la costumbre del lugar, y en último término por 

las normas de esta compilación; y en todo lo no estipulado, establecido por la costumbre 

del lugar ni previsto en este título, le serán de aplicación las disposiciones relativas a la 

sociedad civil. En las comarcas donde se acredite la costumbre de constituir la compañía 

sin forma escrita, su constitución anterior a la vigencia de esta ley podrá probarse por 

cualquiera de los medios admitidos en derecho”.

Artículo 48, para agregar a lo ya regulado en el mismo: “Se entiende por casar 

“para casa” el hecho de integrarse un nuevo matrimonio en la vida comunitaria de un gru-

po familiar ya constituido, con el que unan vínculos de parentesco a cualquiera de los cón-
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yuges, para constituir entre todos la "Compañía Familiar que la Compilación de Derecho 

Civil Especial de Galicia" establece”.

Artículo 53, apartados a) y c)

“a) La muerte de alguno de los socios, su interdicción civil, declaración de incapacidad, 

prodigalidad, concurso o quiebra, y ausencia por más de un año sin causa justificada y sin 

contribución al acervo social”.

“c) El ingreso de un socio en otra Compañía Familiar o su casamiento pasando a otra 

morada, con desvinculación de convivencia y explotación en común de tierras, “lugar aca-

sarado” o explotación agropecuaria de cualquier naturaleza”.

Artículo 53 bis: “En el caso de producirse la muerte de uno de los componentes de la 

compañía y sucederle en los bienes que la integran además de otros miembros de aquélla, 

personas extrañas a ella, los demás miembros componentes que queden en la compañía 

podrán adquirir la totalidad de dichos bienes hereditarios, que forman parte del haber 

social, para conservarlos en su anterior afección, previo abono a dichas personas extrañas 

del justo valor que corresponda a la cuota hereditaria que representen en tales bienes al 

momento del fallecimiento del causante”.

“Dicha adquisición corresponderá a todos los componentes supérstites de la compañía 

o a los que de ellos quieran ejercitarla y determinará la atribución por partes iguales de 

los adquirentes o en la proporción que de común acuerdo estimen procedente, pero con 

precisión de continuar en la compañía. Este derecho caducará a los seis meses del falleci-

miento del causante».

Artículo 58 bis: “Cuando los casados para casa advinieran a tal situación, previa la con-

dición de mejorado otorgada a su favor por los petrucios, tal institución hereditaria será 

irrevocable, a no ser que los mejorados incurrieren en alguna de las causas de deshere-

dación y de indignidad para suceder señaladas en el derecho común, o hubieren faltado 

gravemente a los deberes de convivencia y de lealtad hacia el instituyente o a la compa-

ñía. La misma irrevocabilidad relativa se reconoce con relación a las mejoras instituidas 

durante la vida de la compañía en favor de los “casados para casa” y en consideración de 

tal situación”.

Segunda. Pedimos que los poderes públicos de la Nación tengan en cuenta el sentir de 

urgente necesidad de que a la Compañía Familiar Gallega, sin desvirtuar su naturaleza, se 

la califique como ente asociativo protegido a efectos fiscales y que igualmente se le reco-

nozcan los beneficios de toda índole, concedidos a las explotaciones comunitarias, grupos 

sindicales y cooperativas.
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II. El derecho agrario en Galicia y su 
proyección concreta en la aparcería y en el 
arrendamiento rústico

A) Sobre la aparcería

Primera. Que se modifique la compilación en el sentido que se indica para cada uno de 

los siguientes preceptos:

Artículo 59, párrafo 1º: “La aparcería se regirá por el título de constitución y en lo no 

previsto en él por la costumbre del lugar, y en su defecto por las normas de esta compila-

ción”.

Artículo 62, párrafo lº: “La aparcería convenida sin fijación de plazo se entenderá con-

certada por dos años, y finalizará, según las comarcas, el día que en el año correspondien-

te baya establecido la costumbre del lugar”.

Artículo 63, número 3°: “Por la pérdida de la finca cedida”.

“En el supuesto de que, habiendo sido varias las fincas cedidas conjuntamente en la apar-

cería, solamente se pierda alguna o algunas de ellas, si no existe costumbre en contrario y 

en tanto no resulte antieconómica la explotación por haber afectado la pérdida a una par-

te considerable o esencial del objeto contractual, y siempre que el contrato no haya sido 

denunciado por el aparcero, seguirá subsistente la aparcería en relación a las fincas que 

quedaren, con aplicación del mismo porcentaje pactado en cuanto al reparto de frutos. Lo 

mismo sucederá en el caso de que la pérdida afectase a parte de la finca o fincas objeto 

de la aparcería”.

Artículo 65 bis: “Cuando en la aparcería el valor de la participación del propietario re-

sulte notoriamente excesiva con relación al valor de lo que ha aportado, el aparcero podrá 

instar, en cualquier momento, la extinción y liquidación de la aparcería, con el reparto de 

beneficios que la autoridad judicial señale”.

B) Sobre el arrendamiento rústico, la aparcería múltiple 
y el favorecimiento, mediante exención impositiva, de las 
permutas de fincas rústicas

Primera. Se pide a los poderes legislativo y ejecutivo de la nación que, en cualesquiera 

modificaciones a la legislación vigente, tengan en cuenta, a efectos de la futura normativa 

de los arrendamientos rústicos, la aconsejable discriminación de aquellas regiones que, 
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como Galicia, presentan características especiales en su propiedad rústica.

Segunda. Pedimos que al título III de la compilación se añada un capítulo, que será 

el V, titulado “De la aparcería múltiple”, así como un artículo, que será el 84 bis, que 

diga:

“Han de entenderse sometidos a las disposiciones de este Título en defecto de pacto ex-

preso, aquellos supuestos en que varios titulares de fincas rústicas concierten entre sí o 

con terceros el uso o disfrute de aquéllas, conviniendo repartirse los productos por partes 

alícuotas”.

Tercera. Con igual finalidad de adecuar la legislación vigente a las características que 

ofrece la propiedad rústica de Galicia, pedimos a los poderes públicos que se modifiquen 

las normas que regulan el impuesto general sobre transmisiones, a fin de acomodarlo a 

los siguientes principios:

A) En toda clase de permutas de bienes rústicos, tanto voluntarias como forzosas, queda-

rá exenta la correspondiente doble transmisión si se cumplen las condiciones siguientes: 

1.ª) Que exista colindancia entre cualquiera de las fincas a permutar y otra de distinto 

dueño, de modo que aquélla y ésta puedan quedar formando una sola de mayor exten-

sión; 2.ª) Que la permuta conste en documento público, en el que la finca concentrada 

como resultado de la permuta quede descrita como finca única; 3.ª) Que ninguna de las 

fincas concentradas exceda de la extensión-tipo de explotación que se fija en el apartado 

siguiente.

B) A los efectos del apartado anterior, la extensión máxima exenta será la siguiente: para 

labradío, dos hectáreas; para monte, seis hectáreas; y para prado, una hectárea.

C) Será bastante para la exención que se forme al menos una finca resultante mayor que 

las permutadas, aunque alguna de éstas permanezca sin variación; y en el caso de que re-

sulten varias agrupaciones y alguna de ellas exceda de los máximos que fijan el apartado 

anterior, tributará solamente la transmisión correspondiente a ésta, por el tipo de compra-

venta, quedando exento lo demás.

D) No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, sólo se estimará fiscalmente 

que existe una verdadera permuta si las fincas que se han de entregar de una parte son 

de valor sensiblemente igual al de las fincas que se han de recibir. Si el valor de ambos 

lotes fuese distinto en más de un 25 por ciento, lo que exceda de este porcentaje tributará 

como compraventa.

Cuarta. Pedimos al gobierno que se realice un estudio jurídico-sociológico sobre el es-

tado o realidad actual de los arrendamientos y aparcerías en Galicia, a fin de que pueda 
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servir de orientación a la nueva normativa proyectada según la Orden Ministerial de 25 de 

septiembre de 1972, la cual crea una comisión de estudio para elaborar un proyecto de 

ley, actualizando la vigente sobre arrendamientos rústicos, a fin de que con dicho estudio 

se contemplen aspectos que, con relación a tales materias, afectan a la región gallega de 

modo singular.

C) Cooperativas

Primera. Pedimos al poder legislativo y al gobierno que tengan en cuenta la urgente 

necesidad de que, modificando la actual legislación, sean reguladas las cooperativas de 

forma y manera que permita la constitución en Galicia de cooperativas de producción en 

su triple formulación de: a) Cooperativas de propietarios no ausentistas o de explotación 

comunitaria; b) Cooperativas de arrendatarios, caseros o jornaleros del campo; c) Coope-

rativas mixtas, que abarquen y combinen las dos modalidades antedichas.

Segunda. Se pide asimismo al gobierno y demás poderes públicos que, para la modifica-

ción de la ley actual acerca de las cooperativas, recaben, de manera primordial, informes 

de la Comisión Compiladora de Derecho Civil Especial de Galicia, del Instituto de Derecho 

Regional Comparado, de la Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación y de los co-

legios de abogados de Galicia, debiéndose tener en cuenta, como punto primero de toda 

futura revisión, que el número de miembros de la cooperativa será de un mínimo de tres 

para ser constituida y que los arrendatarios de tierra en cultivo directo puedan aportar la 

que así cultiven a la cooperativa, sin que con ello incurran en la causa de resolución del 

contrato de arrendamiento según las normas de la Ley de Arrendamientos Rústicos. Por 

último, que en el supuesto de que un socio se incorpore a la cooperativa en condición de 

arrendatario, se subrogará aquélla en los derechos que éste represente en el arrenda-

miento.

Tercera. Pedimos que se articulen los instrumentos legales necesarios a fin de que las re-

feridas cooperativas perciban, con carácter prioritario, los beneficios fiscales y crediticios 

para el desarrollo de la explotación del campo gallego.

Cuarta. También pedimos que, sin perjuicio de lo expuesto en las anteriores conclusiones, 

se incluya en la “Compilación del Derecho Civil Especial de Galicia” un nuevo título que re-

coja las cooperativas en las formas señaladas y cuya redacción se propone así:

Título IV agricultura de grupo. “Para el mejor desarrollo y explotación del campo ga-

llego, los titulares o usuarios de fincas rústicas y también los jornaleros del agro podrán 

asociarse personalmente con sus efectivos patrimoniales para formar cooperativas de 

producción en cualquiera de los siguientes tipos: a) De propietarios no absentistas o de 



316

Congresos de  Derecho Gallego.  Conclusiones

explotación comunitaria; b) De arrendatarios, caseros o jornaleros del campo; c) Mixtas, 

que abarquen y combinen las dos modalidades antedichas. Es suficiente para la consti-

tución de las cooperativas la asociación personal de tres titulares o usuarios de fincas 

rústicas o jornaleros del campo”.

Conclusiones de la sección III · González Besada

I. Los montes

Primera. La normativa vigente sobre montes vecinales en mano común (Ley de 27 de 

julio de 1968 y Reglamento de 26 de febrero de 1970) no es satisfactoria:

A) Porque es contradictoria.

B) Porque carece de la indispensable sistematización. 

C) Porque mezcla preceptos de Derecho Civil con otros de naturaleza claramente admi-

nistrativa.

D) Porque luego de reconocer la propiedad a favor de los vecinos establece una injustifi-

cada ingerencia de la autoridad municipal.

E) Porque atenta contra el principio de la unidad jurisdiccional, sustrayendo a la jurisdic-

ción ordinaria materias propias de ésta para atribuirlas innecesariamente a la administra-

tiva.

Segunda. Los montes vecinales en mano común son bienes de propiedad privada, perte-

neciendo por consiguiente única y exclusivamente a la esfera del derecho privado.

Tercera. Debe excluirse a los ayuntamientos de toda ingerencia en dichos montes, aun a 

título de “vinculación”, dada la naturaleza jurídica privada de tales bienes.

Cuarta. Es indispensable arbitrar un procedimiento prejudicial que podrá promover cual-

quier persona interesada, con citación de la Abogacía del Estado, ayuntamiento o ayunta-

mientos donde estén territorialmente enclavados los montes y en cuyo trámite se apor-

tarán, a instancia de parte o de oficio por el órgano jurisdiccional, certificaciones del ca-

tálogo, inventario municipal, Registro de la Propiedad, Ministerio de Agricultura y cuantos 

otros documentos se consideren de interés; se practicará información testifical y si del 

resultado de todo ello el Juez estimare acreditado el estado posesorio en mano común, 
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dictará auto declarándolo así y calificando el monte con efectos registrales, declarando 

canceladas y carentes de valor y efectos aquellas inscripciones que contradigan dicho 

estado. Este auto, que será anotado preventivamente en el Registro de la Propiedad, será 

firme y ejecutivo si, en el plazo de tres meses a contar de su notificación o inserción en 

el Boletín Oficial de la Provincia, no se acredita el planteamiento o interposición de la co-

rrespondiente demanda en el juicio declarativo que proceda, al que se unirá el expediente 

prejudicial.

Quinta. Deben quedar sujetos a los preceptos contenidos en la compilación los montes 

vecinales que, con independencia de su origen, vengan siendo aprovechados consuetudi-

nariamente en régimen de comunidad, sin asignación de cuotas específicas, exclusiva-

mente por los integrantes de una parroquia, aldea, lugar, caseríos, barrios u otras entida-

des de población o agrupaciones semejantes, cualquiera que sea la denominación que se 

les asigne.

Sexta. Estos montes son indivisibles, inalienables, imprescriptibles e inembargables y es-

tarán exentos de tributación.

Séptima. No será obstáculo a su calificación el que estén incluidos en catálogos, inven-

tarios o registros públicos, con asignación de diferente titularidad, siempre y cuando tales 

actos formales no hayan sido acompañados de un cambio real y efectivo a favor de quie-

nes en los mismos figuren como titulares y los hayan venido poseyendo durante más de 

treinta años, quieta, pacífica, pública e ininterrumpidamente, con o sin justo título, o que 

las inscripciones a su favor se hayan producido en virtud de sentencia dictada en juicio 

declarativo.

Octava. Los aprovechamientos de los montes vecinales en mano común se podrán gra-

var con hipoteca, en cuyo caso la ejecución solamente podrá dirigirse contra la renta o 

aprovechamiento del monte gravado.

Novena. No obstante su inalienabilidad, estos bienes podrán ser objeto de cesión gra-

tuita a favor del Estado, provincia, municipio u otras entidades u organismos que persi-

gan fines benéficos o sociales, reconocidos por la ley para obras, instalaciones, servicios 

o fines que redunden de modo directo e inmediato en beneficio de los propietarios y de 

los mismos. También podrán ser objeto de expropiación por causa de utilidad pública o 

interés social prevalente, en cuyos casos se procurará sean sustituidos por otros equiva-

lentes; y si esto no fuere posible, se distribuirá el precio entre los cabezas de familia con 

casa abierta interesados, salvo que éstos acuerden por simple mayoría su inversión total 

o parcial en obras o en instalaciones, servicios o fines que se encuentren en el caso del 

párrafo anterior.
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Décima. Tendrán su titularidad y derecho a su disfrute todos los que tengan carácter de 

cabeza de familia con casa abierta, de la parroquia, pueblo, barrio, lugar, caserío o entidad 

de población, que tradicionalmente los hayan poseído con arreglo a las situaciones con-

suetudinarias que vengan existiendo entre ellos.

Undécima. Estas normas consuetudinarias deberán ser recogidas por escrito o podrán 

ser modificadas mediante ordenanzas aprobadas por los dos tercios de los que tengan 

derecho al disfrute sin perjuicio de los derechos adquiridos por todos y cada uno de los 

partícipes.

Duodécima. Tales ordenanzas podrán exigir determinadas condiciones de arraigo en los 

usuarios, la presencia y titularidad de una explotación agrícola en actividad, u otras seme-

jantes.

Decimotercera. El aprovechamiento de estos montes será en común. Excepcionalmente 

podrá hacerse en otra forma cuando existan sólidas y fundadas razones para ello.

En tal supuesto, podrán formarse varias suertes de lotes de la manera que se acuerde y 

que serán adjudicados habida cuenta del número de domiciliados en cada casa, necesidad 

y situación económica.

En caso de manifiesta conveniencia al aprovechamiento, podrá consorciarse o ser cedido 

temporalmente en todo o en parte de la superficie del monte a cooperativas, grupos sindi-

cales u otras entidades públicas o privadas, para mayor utilidad de los titulares.

Decimocuarta. La  representación de la titularidad del monte en juicio y fuera de él así 

como su administración, estarán a cargo de una junta de comunidad, integrada por un 

presidente y dos vocales, todos ellos propietarios del monte, elegidos por simple mayoría, 

en votación directa y secreta de todos los partícipes.

Decimoquinta. La comunidad tendrá personalidad jurídica para el cumplimiento de esos 

fines, incluso el ejercicio en vía judicial y administrativa de cuantas acciones sean precisas 

para la defensa de sus específicos intereses.

Decimosexta. Las cuestiones que se promuevan entre copartícipes serán resueltas por 

la junta de comunidad; de no aceptarse por alguno de ellos, serán ventiladas ante el juz-

gado comarcal o municipal dentro de los treinta días siguientes a la interposición de la 

demanda impugnando el acuerdo de la junta, pretensión que habrá de ejercitarse en el 

término de diez días hábiles siguientes, a todos los efectos.

El acuerdo de la junta será ejecutivo, pero el juez podrá acordar su suspensión o adoptar 

las medidas precautorias conducentes a asegurar la efectividad de la resolución que, en 
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definitiva, pueda recaer. Contra esta resolución no se dará recurso alguno.

Cuando la cuestión se suscite entre alguno o algunos de los copartícipes y la junta de co-

munidad, el juez oirá al impugnante o impugnantes y al presidente de la junta de comuni-

dad, previa citación para comparecencia, por los trámites del juicio verbal civil, recabando 

los informes y probanzas que estime pertinentes, propuestos o no por las partes, y practi-

cado lo cual dictará sentencia, apelable en ambos efectos ante la Audiencia Provincial.

En todo caso, podrán personarse como terceros coadyuvantes cualesquiera partícipes in-

teresados, pudiendo el juez exigir que lo hagan bajo una sola representación y defensa.

Los partícipes pueden comparecer por sí mismos, salvo en el caso del último inciso del 

párrafo anterior, en que habrán de ser representados por procurador, siendo preceptiva la 

intervención de letrado en primera instancia.

Decimoséptima. Los casos de accesión serán resueltos conforme a las normas regula-

doras de tal derecho en el Código Civil.

Decimoctava. En los consorcios realizados por la administración forestal con anteriori-

dad a la promulgación de la nueva normativa legal con ayuntamientos, personas o entida-

des distintas de las titulares de los montes poseídos en mano común se entenderán su-

brogados los partícipes propietarios del monte en el lugar y derecho de los ayuntamientos, 

personas o entidades que hubieren otorgado el consorcio.

La administración forestal facilitará a la junta de comunidad el texto general del consor-

cio y demás antecedentes debidamente certificados y autenticados.

La junta de comunidad podrá pedir la revisión del consorcio por razones legales o de equi-

dad, ante el ministro de Agricultura, cuya decisión será recurrible en vía jurisdiccional ante 

el Tribunal Contencioso-Administrativo.

Decimonovena. El Ministerio Fiscal tendrá por misión específica impugnar ante los tri-

bunales de justicia, los actos o contratos que infrinjan el fin comunitario permanente que 

los montes vecinales en mano común, por propia esencia de la institución, están llamados 

a cumplir.

II. LAS AGUAS

Primera. El dueño de cualquier terreno puede alumbrar y apropiarse plenamente por me-

dio de pozos artesianos o por socavones o galerías de las aguas que existan debajo de la 

superficie de su finca ya sea con fines de utilización doméstica o ya para regadíos.
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Segunda. Las labores de que habla la conclusión anterior no podrán ejecutarse a dis-

tancia menor de quince metros respecto de otro alumbramiento, manantial o fuente pre-

existente, cuando fueren realizadas con fines de uso doméstico, o a la de cuarenta metros 

para cualquier otro aprovechamiento; o en todo caso, cuando con ello se cause perjuicio a 

dichos aprovechamientos preexistentes.

Tercera. Se solicita la derogación del art. 90 de la “Compilación del Derecho Civil Especial 

de Galicia”.

Cuarta. Se pide al gobierno que las juntas de concentración parcelaria dispongan que, al 

realizar la concentración, se proceda a la distribución de las aguas en las fincas de reem-

plazo teniendo en cuenta su naturaleza, y sin perjuicio de tercero.

Conclusiones de la sección IV · Castro Bolaño

I. El derecho de labrar y poseer

Primera. En el art. 84 de la compilación debe añadirse la palabra “irrevocable” a la expre-

sión por actos inter vivos.

Segunda. Debe agregarse en dicho precepto la expresión “que comprenderá los bienes 

del artículo siguiente”, entre las palabras que subrayamos: “esta adjudicación” e “implica la 

mejora tácita...”.

Tercera. En este mismo párrafo y art. 84 para evitar incertidumbres o dudas, se sustituirá 

la palabra “testador” por la de “otorgante”.

Cuarta. Deben añadirse dos párrafos al art. 84, uno por el que se faculten estas adjudi-

caciones para después de la muerte del cónyuge del otorgante, y otro facultando a cual-

quiera de los cónyuges para que el otro designe el descendiente o hijo común que ha de 

ser mejorado.

Quinta. Debe darse al art. 85 de la compilación otra redacción concordante con la que 

propugnamos para el art. 84, y para aclarar que en toda adjudicación, ya sea por actos in-

ter vivos, mortis causa o de sucesión intestada, la casa petrucial y su era, corrales y huerto 

unidos se reputarán indivisibles.

Sexta. En el art. 85 debe suprimirse la referencia a las “particiones que el ascendiente 

hiciere en vida”, porque estos otorgamientos están comprendidos en el 84.
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Séptima. Los demás artículos del título IV, 86 y 87, deben mantener su redacción actual.

Octava. En consecuencia, los arts. 84 y 85 deben quedar redactados así:

Artículo 84: “El ascendiente que quisiere conservar indivisos un lugar o una explotación 

agrícola podrá adjudicarlos íntegros a cualquiera de sus hijos o descendientes, por actos 

inter vivos o mortis causa, y aunque las suertes de tierras estén separadas. Esta adjudi-

cación, que comprenderá los bienes del artículo siguiente, implica la mejora tácita en las 

siete quinceavas partes de la herencia, si el otorgante no dispusiera otra cosa, y no impide 

que el ascendiente disponga, a favor del descendiente preferido, del resto de las porciones 

de libre disposición”.

“Cuando el ascendiente haya hecho uso de esta facultad, se satisfarán a los demás he-

rederos forzosos sus legítimas o las porciones de mayor entidad en que los instituya, con 

otros bienes si los tuviere, y en otro caso en metálico”.

“Esta institución o derecho de labrar y poseer podrá establecerse para ser efectiva des-

pués de la muerte del otorgante y de su cónyuge, quedando éste sobreviviente en el usu-

fructo vitalicio”.

“Cualquiera de los cónyuges, por igual forma, podrá encomendar al otro la designación 

de cuál de los hijos o descendientes comunes haya de ser mejorado, y la distribución de 

bienes en forma legal”.

Artículo 85: “Tanto las adjudicaciones reguladas en el artículo anterior como en la su-

cesión intestada, la casa petrucial y su era, corrales y huerto unidos se reputarán indivisi-

bles”.

II. LA SERVIDUMBRE DE PASO

Previa. La compilación debe contener preceptos relativos a la adquisición de estas servi-

dumbres por prescripción, en el sentido que se infiere de las siguientes conclusiones.

Primera. La servidumbre de paso para el servicio ordinario de finca rústica, de casa de 

labranza o en sus anejos, podrá adquirirse por la prescripción de treinta años en el modo y 

extensión que durante ellos se viniere usando.

Para las situaciones anteriores bastará la prescripción inmemorial, justificando, en caso de 

oposición, la necesidad racional y actual del gravamen.

Se entenderá por prescripción inmemorial a estos efectos, aquella de la cual los más vie-
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jos del lugar no tuvieren memoria de su inicio.

Segunda. Estas servidumbres se extinguirán:

1. Por reunirse en una misma persona la propiedad del predio dominante y la del sirvien-

te. 

2. Por el no uso durante veinte años.

3. Cuando los predios vengan a tal estado que no pueda usarse la servidumbre; pero ésta 

revivirá si después el estado de los predios permitieran usar de ella, a no ser que cuando 

sea posible el uso haya transcurrido el tiempo suficiente para la prescripción.

4. Por la renuncia del dueño del predio dominante.

5. Por la redención convenida del dueño del predio dominante y el del sirviente.

6. Por la falta de necesidad racional en el ejercicio de la misma con abono en este caso 

de los gastos que haga preciso el otro acceso para trasladar a éste el uso que venía dan-

do la finca que se libera.

Tercera. El servicio de paso para la realización de las faenas agrícolas de fincas o par-

celas dentro del agro, agra o vilar, se practicará en el modo y forma que se derivare de la 

costumbre del cultivo a la misma mano; el que cambiare el cultivo respecto a la generali-

dad no podrá realizar, en tanto estuvieren pendientes las cosechas, otro paso que el de a 

pie y por los lugares por donde no hubiere perjuicio para los otros.

III. El testamento mancomunado

Previa. Debe reconocerse y regularse este testamento en el sentido siguiente:

Primera. Los cónyuges gallegos podrán testar mancomunadamente. Cada uno de ellos 

podrá revocar o modificar su disposición en vida del otro, siempre que el notario autorizan-

te del acto practique, dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de su otor-

gamiento contenido en forma auténtica, al otro testador, para lo cual el otorgante le basta-

rá saber la existencia del testamento mancomunado y demás circunstancias precisas para 

que pueda realizar tal notificación, sin la cual será ineficaz el otorgado posteriormente.

Segunda. En el testamento mancomunado se señalará por cada testador el domicilio que 

designe a los efectos de la expresada notificación; y cualquier cambio del mismo deberá 

constar en acta notarial para su anotación en la matriz del testamento mancomunado.
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Tercera. Muerto un cónyuge, no podrá el otro revocar o modificar las disposiciones co-

rrespectivas del testamento mancomunado que se hallen en vigor.

IV. El usufructo universal o total del cónyuge 
viudo

Previa. Pedimos que esta institución se reconozca y regule en la compilación según los 

siguientes principios y normas:

Primera. El usufructo universal o total de viudedad es una institución viva. Mediante él se 

quiere conservar indiviso el patrimonio familiar hasta el fallecimiento del cónyuge supérs-

tite y evitar la disolución familiar así como garantizar la autoridad e independencia de su 

posición económica.

Segunda. Su naturaleza es genuinamente familiar comenzando a producir efectos al fa-

llecer el primer cónyuge en cuyo instante entrará el beneficiado en la posesión de los 

bienes y derechos del usufructo, con obligación de formalizar inventario sin prestar fianza, 

a no ser que la hubiere establecido el causante, en lo que a los bienes de éste se refiere, o 

por mandato judicial para salvaguardar la legítima.

Tercera. El derecho del usufructo universal o total es inalienable.

Cuarta. Los derechos del cónyuge usufructuario por causa de viudez incluso el abono de 

expensas y mejoras hechas por éste, se configurarán paralelamente a los poseedores de 

buena fe; y le facultan para verificar cortas o talas normales de árboles maderables, inclu-

so por el pie, siempre que sean hechas a su tiempo y conformes a su buen fin, o correctas 

según una buena dirección y administración de análoga explotación forestal.

Quinta. Las obligaciones de la usufructuaria (o usufructuario) respecto a los bienes, se-

rán las propias de un buen padre de familia, con el deber de alimentos a los descendientes 

comunes y no comunes en la forma y condiciones establecidas en el Código Civil. Las 

reparaciones, tanto ordinarias como extraordinarias, correrán a cargo del cónyuge usu-

fructuario cuando los nudos propietarios sean descendientes de aquélla, salvo que sean de 

gran entidad, a juicio de aquél y de éstos conjuntamente, y, de no ponerse de acuerdo, se 

estará a la decisión del juez; estableciéndose tanto en uno como en otro caso la cuantía 

de sus respectivas aportaciones.

Sexta. La extinción del usufructo se produce por renuncia, por nuevas nupcias salvo pacto 

o disposición en contrario o por falta grave a los deberes familiares; y en lo no previsto 

anteriormente por lo dispuesto en los arts. 513 y siguientes del Código Civil.
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V. “O abandamento”

Primera. La compilación debe regular la partición de herencia en los casos en que hay 

herederos ausentes de hecho. Esta es una institución consuetudinaria conocida con el 

nombre de abandamento.

Segunda. Para su validez o eficacia, esta partición se practicará por letrado en ejercicio 

auxiliado por perito titulado de su nombramiento y con la intervención de un defensor judi-

cial del heredero ausente; realizada la partición, los cupos se adjudicarán mediante sorteo 

hecho ante notario cuando la distribución de haberes lo permita.

Tercera. Los bienes correspondientes al cupo o cupos adjudicados a los ausentes de he-

cho quedarán en poder del cónyuge supérstite, siempre que éste no contraiga nuevas nup-

cias; en su defecto, cuando se trate de bienes predominantes rústicos, en el del heredero 

que viva en la casa paterna, y en otro caso  en el del que los cultive; y siendo varios los 

ausentes, los cupos adjudicados a éstos se distribuirán entre los presentes, bien de común 

acuerdo, o bien por sorteo, salvo disposición testamentaria en contrario. En los supuestos 

en que los bienes no sean predominantemente agrícolas, si no existiere el cónyuge supérs-

tite, se aplicará por analogía el criterio establecido anteriormente.

Cuarta. El que posea estos bienes satisfará las cargas e impuestos correspondientes sin 

que el ausente al hacerse cargo de los bienes pueda reclamar frutos, ni el poseedor canti-

dad alguna por mejoras, cargas y gravámenes.

Quinta. El poseedor quedará legitimado para el ejercicio y defensa de los derechos que 

correspondan al ausente respecto de los bienes que le han sido adjudicados.

VI. “O vitalizo”

Primera. Por tratarse de una institución distinta de la de renta vitalicia, pedimos que la 

compilación revisada reconozca y regule la costumbre arraigada en Galicia conocida con 

el nombre de o vitalizo, o sea el contrato que se otorga por persona que, careciendo de 

herederos forzosos conviene con terceros la transmisión de bienes a éstos a cambio de su 

convivencia o cuidado y asistencia en salud y en enfermedad, y de cualquier otra obliga-

ción que se una a estas principales.

Segunda. Igualmente pedimos que esta institución dado su carácter cuasi-familiar, y 

dados los escasos recursos económicos que generalmente poseen los contratantes, no 

sea asimilada a efectos fiscales al contrato de renta vitalicia, sino al de compraventa o a 
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otro que, por la entidad de su tributación, no sea tan gravoso que la haga escapar de su 

documentación escrita.

VII. “As apartaciós”

Previa. Se considera que una de las instituciones vivas y más caracterizadas del derecho 

consuetudinario gallego es la llamada “apartación”, consistente en la separación de he-

rederos forzosos hecha en vida de los padres, bien sea por cualquiera de ellos o por otro 

presunto heredero.

Su arraigo indudable proviene de las ventajas que siempre ofreció para reducir el número 

de partícipes del haber de la familia y robustecer la casa, piedra angular del derecho es-

pecial de Galicia.

Esta institución consuetudinaria cobra cada día mayor importancia ante las nuevas for-

mas socioeconómicas que ya están en la conciencia del país y que constituyen un proble-

ma de urgencia regional, debiendo ser potenciadas en el futuro estas nuevas formas para 

conseguir un adecuado remedio a los males del minifundio y otros que se derivan de la 

explotación centrada en el autoconsumo, que si antaño fue altamente beneficiosa, hoy ya 

no responde a ios objetivos de la nueva sociedad que se intuye.

Se propone que las apartaciós queden reguladas en la compilación del modo que se expre-

sa en las siguientes conclusiones.

Primera. El padre o la madre en su respectivo haber o los dos conjuntamente para los 

bienes gananciales, podrán “apartar” en vida, total o parcialmente, a cualquiera de sus 

presuntos herederos forzosos, mediante la entrega de dinero o de otros bienes. Este pacto 

obliga a los contratantes y a sus herederos.

Caso de tratarse de una “apartación” parcial se fijará en el contrato la cuota a que se con-

trae, a los efectos de su futura computación en la partición de la herencia.

Segunda. Salvo que el padre o la madre hayan dispuesto lo contrario, el “apartado” ten-

drá derecho a reclamar la partición correspondiente en aquellos otros bienes que los pa-

dres hayan adquirido con posterioridad al pacto y no sean sustitución de los que existían 

en la fecha de su otorgamiento.

Tercera. Lo mismo se entenderá cuando la “apartación” la realice de su cuenta otro pre-

sunto coheredero en vida de sus padres.
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VIII. El retracto de graciosa

Primera. Que se reconozca y regule el llamado retracto de graciosa, o de gracia, en favor 

del deudor ejecutado sobre los bienes adjudicados al acreedor o a un tercero, en trámite 

de ejecución judicial o de autoridad competente, que constituyan o formen parte del patri-

monio familiar agrícola.

Segunda. En todos los casos de ejecución patrimonial, el deudor ejecutado podrá retraer 

definitivamente los bienes adjudicados en el plazo de sesenta días a partir de la fecha de 

adjudicación mediante el pago del precio y gastos de legítimo abono. El organismo que 

haya hecho la adjudicación la notificará al deudor adjudicado dentro del tercer día, inicián-

dose desde este momento el cómputo del plazo para el ejercicio de la acción retractual.

Tercera. Durante ese plazo de sesenta días, que será de caducidad, los bienes quedarán 

en la misma situación y posesión en que venían antes de la adjudicación y el depositario 

sometido a igual responsabilidad.

Cuarta. Los bienes objeto de retracto no podrán ser motivo de nuevas trabas o embar-

gos por la responsabilidad de que dimana la adjudicación cuando no la hubiere cubierto 

por completo.

Quinta. Se recomienda que esta modalidad de retracto legal se extienda a los pequeños 

patrimonios familiares de quienes profesionalmente ostenten la calidad de artesanos y 

marineros. 

Conclusiones de la sección V · Durán García

Temas libres y comunicaciones

Primera. Que se constituya en la Universidad de Santiago de Compostela una cátedra 

obligatoria de Derecho Civil Especial de Galicia que lleve el nombre de “Pérez Porto” y que 

sea oficialmente dotada.

Segunda. Que se incluya en la Compilación un precepto que diga así:

“Los cónyuges separados de hecho por cualquier causa o motivo, podrán convenir el domicilio 

de cada uno de ellos, la guarda y potestad de los hijos, el reparto de bienes y su adjudicación, 

disposición y administración, así como la prestación de alimentos. Este convenio, constatado 

fehacientemente, habrá de inscribirse en el Registro Civil y no perjudicará a terceros”.
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Tercera. Que se proceda a la actualización e inmediata puesta en ejecución del Decreto 

de 8 de agosto de 1962, sobre simplificación de trámites de aprovechamientos de aguas 

públicas para pequeños regadíos, sin sujeción a ningún estudio previo por parte de la Ad-

ministración por lo que respecta a los volúmenes reservables a estos efectos. Sin perjuicio 

de que los aprovechamientos concedidos puedan ser revisados acomodándolos a los re-

sultados de tal estudio, si se realizare ulteriormente.

Cuarta

1.- Que en la redacción definitiva de las conclusiones de este congreso se siga la sistemá-

tica del Código Civil.

2.- Que  igualmente, sea elaborado por el congreso un texto articulado de los acuerdos.

3.- Que tal texto sea bilingüe, esto es, expresado en el idioma oficial y en el idioma galle-

go.

4.- Que sea creada una comisión permanente del congreso y que ésta se integre, con el 

carácter de vocal corporativo, en la comisión general de codificación y, en su caso, en la 

comisión compiladora encargada de la revisión decenal de la vigente “Compilación del 

Derecho Civil Especial de Galicia”.

5.- Que la presidencia del congreso lleve a cumplimiento estos acuerdos, en especial por 

lo que se refiere a conseguir que sea incorporada como vocal en la comisión general de 

codificación, con carácter corporativo, la comisión permanente que se nombre.

Quinta. Los escritos de toda clase de procesos seguidos ante los tribunales de la región 

serán redactados en el idioma oficial. Los letrados de las partes podrán acompañar copias 

de los mismos en el idioma gallego.

No obstante, los escritos de posiciones, interrogatorios de preguntas y repreguntas, así 

como las que proceda formular in voce, se redactarán o formularán en el idioma gallego 

y en el oficial; el confesante o el testigo manifestarán al juez o tribunal en cuál de los 

idiomas desean ser interrogados y sus respuestas serán recogidas en el que se hubiere 

manifestado y, en todo caso, en el idioma oficial.

Sexta. Se ve con satisfacción el trabajo presentado por don Carlos Abraira López por su 

alta calidad y preocupación por los temas que aborda, recomendándose su publicación y 

divulgación.

Séptima. Se hace constar el deseo de que, como principio general, las entidades de la 

Administración Local de nuestra región disfruten de mayor descentralización y autonomía, 
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y especialmente que a las parroquias y demás entidades y corporaciones les sea otorgada 

personalidad jurídica y facultades suficientes para cumplir la misión que les corresponde.

Octava. Pedimos a los poderes públicos la concesión de una mayor autonomía para to-

das las corporaciones e instituciones de nuestra región.

Novena. Teniendo en cuenta el singular mérito del trabajo presentado por la Academia 

Gallega de Jurisprudencia y Legislación, del que es autor don José Luis López Mosteiro, 

se recomienda sea publicado y divulgado, por su alto interés en orden a la problemática 

socio-jurídica y económica de Galicia.
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II Congreso de Derecho Gallego.  
Los trabajos y las conclusiones

Los trabajos del segundo congreso fueron estructurados en cinco secciones a las que se 

bautizaron con el nombres de ilustres foralistas gallegos.

Conclusiones de la sección I · Pérez Porto

Al igual que en el primer congreso, la sección primera recibió el nombre de “Pérez Porto”, 

en honor del que fuera el primer presidente de la comisión especial de Derecho Foral, au-

tor de la memoria del Derecho Foral Gallego, publicada en el año 1915. En esta sección 

se abordó “El ordenamiento jurídico gallego y el problema de las fuentes. La Compilación 

del Derecho Civil especial de Galicia”. Bajo este título se presentaron las siguientes comu-

nicaciones:

“Autonomismo o foralismo en materia de Derecho Civil Gallego. En torno, al art. 27.4 del 

Estatuto de Autonomía para Galicia”, por Pablo Sande García.

“O concepto do Dereito galego”, por Francisco Puy Muñoz.

“El Ordenamiento jurídico gallego y el problema de las fuentes”, por José Seoane Iglesias.

“Derecho Gallego. Fuentes”, por Celestino Pardo Castiñeira.

Los integrantes de la ponencia fueron José Manuel Lete del Río, Antonio Hernández Gil,  A. 

Cienfuegos, Celestino Pardo Castiñeira y José Seoane Iglesias. En el pleno se aprobaron 

las siguientes conclusiones.

Primera. Con independencia del verdadero significado de la expresión «derecho foral», y 

de que –como dice el profesor Otero Varela– “el derecho foral es el resultado de un proce-

so histórico que tiene su origen en la época postgótica”, no ofrece duda que Galicia tenía 

unas instituciones o peculiaridades consuetudinarias (derecho consuetudinario), razón por 

la cual el Real Decreto de 2 de febrero de 1880 y la Ley de 11 de mayo de 1888 incorpo-

ran a Galicia entre los territorios forales.

Publicado el Código Civil, en razón de estas costumbres –como indica el profesor Ote-

ro Varela– “fue necesario un desarrollo jurídico por vía fraudulenta para posibilitar las 

relaciones jurídicas dentro del ambiente galaico. Por la vía notarial, principalmente, se 

fueron elaborando peculiaridades, que consistieron en salvar los escollos del duro dog-

matismo del Código Civil, haciéndolo adaptable a la realidad económico-social de la 
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región. Había necesidad de conseguir la indivisión del patrimonio, la viudedad, el testa-

mento mancomunado, la delegación de la facultad de mejorar, etc., y se logró mediante 

formas indirectas”.

Con desigual acierto se recogen algunas de estas peculiaridades en la compilación de 

Galicia, si bien se tiene la prudencia de advertir, en su disposición adicional, en la que se 

prevé la reforma, de las posibles “omisiones y defectos”.

Estas instituciones o peculiaridades consuetudinarias son Derecho civil, por lo que pa-

rece preferible conservar para este derecho el calificativo de foral, por ser la termino-

logía “Derecho común y Derecho foral” la tradicional, y porque no implica diferencia de 

naturaleza entre uno y otro Derecho, en cuanto que el Derecho foral gallego es Derecho 

propio de Galicia; es decir, el Derecho foral gallego es para Galicia Derecho civil privado 

común.

Segunda. El sistema de compilaciones, acordado en el Congreso de Zaragoza, era un 

primer paso para llegar a la unificación jurídica de España, al menos eso se decía o se 

intentaba hacer creer. Sin embargo, esta idea o pretensión desaparece con el nuevo título 

preliminar del Código Civil, aprobado por Decreto de 31 de mayo de 1974, en el que se 

ordena la aplicación del Código Civil con “pleno respeto” a los derechos especiales o fo-

rales de las provincias o territorios en que están vigentes, rigiendo aquél como supletorio 

de segundo grado, es decir, “en defecto del que lo sea en cada una de aquéllas según sus 

normas especiales” (cfr. art. 13 del C. c). Por consiguiente, a partir de este momento, se 

consagra la vigencia “definitiva” (antes era provisional) del llamado “derecho foral”, y se 

entierra la idea de que las compilaciones fueran un paso hacia la unificación jurídica. Es 

incuestionable que se reconoce y consolida la pluralidad jurídica.

Tercera. En los últimos días de 1978 se promulga la Constitución y, como consecuen-

cia del reconocimiento que en su art. 2° se hace del “derecho a la autonomía de las 

nacionalidades y regiones” que integran la nación española, el Estado se constituye en 

comunidades autónomas. Y el art. 149, al establecer las competencias que corresponden 

al Estado sobre las materias que indica, dice en su núm. 1, 8°, que “el Estado tiene com-

petencia exclusiva sobre la legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación 

y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, torales o especiales, 

allí donde existan”. Pero, “en todo caso –sigue diciendo– las reglas relativas a la aplica-

ción y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas 

de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obliga-

ciones contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las 

fuentes del Derecho, con respeto, en este último caso, a las normas de Derecho foral o 

especial”.
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Galicia es uno de los territorios “donde existe” (“allí donde existan”) “Derecho civil foral 

(además de aquellos otros que también tienen compilación y de Extremadura respecto 

de la comarca donde rige el Fuero del Baylio), por ello ha hecho reserva en su Estatuto de 

Autonomía de la correspondiente competencia legislativa en dicha materia. Su art. 27, 4, 

declara que corresponde a la comunidad autónoma gallega la competencia exclusiva en 

materia de “conservación, modificación y desarrollo de las instituciones del Derecho civil 

gallego”; recabando también, en el art. 22, 1, la competencia de los órganos jurisdicciona-

les en Galicia, en el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de 

casación y de revisión en las materias de Derecho civil gallego.

Quiere esto decir que la competencia de la comunidad autónoma gallega, en materia de 

“conservación, modificación y desarrollo de las instituciones de Derecho civil gallego”, es 

exclusiva y excluyente; pues, el haber sido atribuida por el estatuto tal competencia a la 

comunidad autónoma, el poder central carece de competencia para legislar sobre dicho 

Derecho foral gallego.

Cuarta. La interpretación de los preceptos constitucionales es discutida en la doctrina, 

centrándose fundamentalmente el debate en torno a dos cuestiones: si la comunidad au-

tónoma puede establecer su propio sistema de fuentes, y si podrá legislar sobre institucio-

nes propias no contenidas en la vigente compilación. En el terreno doctrinal se plantean 

dos posturas básicas:

Una posición maximalista, según la cual la comunidad autónoma donde exista Derecho 

foral, si su estatuto de autonomía hizo reserva de legislar en dicha materia, podrá hacerlo 

con la mayor amplitud, y sin otro límite que el contenido en el propio art. 149, 1, 8, de la 

Constitución: eficacia de las normas, formas del matrimonio, etc.

Otra postura restrictiva, es aquella que pretende defender que la comunidad autónoma úni-

camente pueda legislar sobre el Derecho civil foral contenido en la compilación vigente.

En ambas opiniones hay argumentos que compartimos, pero ninguna de ellas es asumida 

por nosotros en su integridad.

Respecto de la primera cuestión (el tema de las fuentes), consideramos que la Constitu-

ción española permite la “conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil foral 

gallego”, y ello “con respeto a las normas del Derecho civil foral en cuanto a la determi-

nación de las fuentes”. No podía ser de otro modo, pues cuando la disposición adicional 

primera de la Constitución dice que “ampara y respeta los derechos históricos de los te-

rritorios forales, esto sólo puede entenderse en el sentido de que el Derecho civil gallego, 

como cualquier otro Derecho foral, constituye un “sistema jurídico propio”, el cual sólo 

podrá ser interpretado e integrado mediante la costumbre y la doctrina que constituye la 
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tradición jurídica gallega, de acuerdo con los principios generales que inspiran el ordena-

miento jurídico gallego (cfr. arts. 149, 1, 8 de la Constitución, 27, 4.° y 38 del Estatuto de 

Autonomía).

En cuanto al segundo problema, tampoco ofrece duda que la comunidad autónoma de Ga-

licia podrá legislar e incluir en su compilación cualesquiera instituciones o peculiaridades 

que le son propias, que no fueron incluidas en su primera redacción, y en especial las que 

continúan vigentes a través de vías fraudulentas, de formas indirectas e incluso de una 

utilización del Derecho común que así lo demuestra. Cuestión que, por otra parte, no se 

les escapó a los redactores de la compilación, como lo asevera que ésta, en su disposición 

adicional, especificara la posibilidad de reforma en base “de las omisiones o deficiencias 

observadas.

Quinta. Para soslayar el peligro antes expuesto, consideramos necesario que por el po-

der gallego se constituya una comisión o consejo de carácter permanente, y que inde-

fectiblemente deba ser oída por el legislativo, en cuya formación participen autoridades 

provenientes de la universidad, del foro, de la judicatura y del notariado. Es decir, que la 

conservación, modificación y desarrollo del derecho foral gallego no sea fruto de las velei-

dades de la política de turno; pues, si bien es cierto que Galicia fue un país sin autonomía 

legislativa y que sus peculiaridades no son muchas, también lo es que éstas existen y que 

únicamente los juristas serán capaces de no exceder los términos que el propio mandato 

constitucional señala.

Sexta. Parece lógico que al futuro Tribunal Superior de Galicia se le confiera la jurisdic-

ción sobre el Derecho foral gallego; sin embargo, para que este tribunal juzgue en casa-

ción habrá que resolver cuestiones importantes: 1) que no sea la misma sala de audiencia 

la que juzgue en casación, y 2) ¿cómo se determinará que un litigio debe ser resuelto 

conforme al Derecho común o al Derecho foral? En consecuencia se urge la inmediata 

constitución del Tribunal Superior de Galicia, a la vez que se insta a la adecuada resolución 

de los problemas apuntados.

Conclusiones de la sección II · Carballal Pernas

A la sección segunda se le puso el nombre de “Carballal Pernas”, en memoria de Ramón 

Carballal Pernas, magistrado de la Audiencia Territorial de La Coruña, uno de los juristas 

más activos del I Congreso de Derecho Gallego, que falleció dejando un recuerdo impere-

cedero en todos los que tuvieron la dicha de conocerle y tratarle.

La sección estuvo dedicada al “Derecho agrario gallego: su proyección en sus diversas 
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dimensiones. Especialmente arrendamientos rústicos, aguas, montes e Instituciones pecu-

liares en general”. Las comunicaciones presentadas fueron las siguientes:

Comunicaciones presentadas a 
arrendamientos rústicos

“Posibles soluciones jurídicas para la explotación de fincas rústicas sometidas a la prórro-

ga de los contratos de arrendamiento”, por José Manuel Liaño Flores.

“El acceso a la propiedad de los pequeños arrendatarios”, por José Manuel Liaño Flores.

“La vigencia temporal del arrendamiento rústico ante las características regionales”, por 

Fernando Lorenzo Merino.

Trabajos de la ponencia sobre el tema:

Enfoque general

Competencia en materia de arrendamientos rústicos

Los gastos y mejoras

Acceso a la propiedad

La duración de los contratos

Comunicaciones presentadas a aguas

“Las aguas de Galicia: ¿públicas o privadas? ¿Qué hacer ante la nacionalización que se 

avecina?”, por José Luis Alonso Zato.

Trabajos de la ponencia sobre el tema:

Necesidad de un régimen especial para Galicia

Potestad legislativa

Titularidad de los derechos sobre el agua

Comunicaciones presentadas a montes

“El futuro de los montes vecinales en mano común”, por Juan Luis Castro Somoza.

Montes vizinhais en mam común, por Nemesio Barxa Alvarez
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“Continuidad y cambio: Los montes vecinales en mano común (un proyecto de ley alterna-

tiva)”, por José María Franco García

“Los montes vecinales en mano común”, por José Manuel Novo Rodríguez.

Comunicaciones presentadas a instituciones 
peculiares en general

“La servidumbre de paso. El art. 540 del Código Civil: interpretación e importancia en Gali-

cia”, por Angel Luis Rebolledo Varela.

“La acción negatoria de servidumbre de paso”, por Antonio Pillado Montero.

“Estudios para una Ley de Bases de reforma de la Compilación del Derecho Civil Espe-

cial de Galicia, sobre los temas: 1. La Compañía Familiar , Gallega. - 2. Particularidades 

del Derecho sucesorio foral gallego. - 3. El contrato de vitalicio”, por Víctor Lorenzo 

Filgueira.

“La Compañía familiar gallega”, por José Manuel Novo Rodríguez.

“A comunidade do agro”, por José Novo Freire.

“Los Petrucios”, por Alfonso F. Rodríguez Rodicio.

“Servidumbre de Rouso o Xiro”, por Alfonso Villagómez Rodil.

“Información del estado actual de los Derechos Forales”, por José Antonio García Caridad.

“Síntesis de la evolución y significación de las estructuras, formas e instituciones jurídicas 

peculiares de Galicia”, por Manuel Iglesias Corral.

La ponencia estuvo integrada José Antonio García Caridad, José Manuel Liaño Flores, Je-

sús Varela Fraga, Joaquín López Rúa y Soler, Juan Ramón Beneyto Bellas, Ramón Olano 

Calleja, José Luis Alonso Zato, Antonino Vázquez Bonome, María Dolores Sanahuja Cam-

bra y José Luis Rodríguez Pardo.

Conclusiones arrendamientos rústicos

Primera. La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva para regular toda for-

ma de cesión de uso y disfrute por precio y tiempo determinados o determinables de 

fincas rústicas, y especialmente para tratar la materia de aparcerías y arrendamientos 
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rústicos en Galicia.

Se recomienda al órgano legislativo de la comunidad autónoma que sea asumida, como 

ley propia de Galicia, la “Compilación de Derecho Civil Especial de Galicia”, residenciando 

en la misma la regulación y conclusiones que se proponen respecto de los arrendamientos 

rústicos.

Segunda. El precio y duración del arrendamiento, como elementos esenciales, deben re-

ducirse al pacto o común voluntad de los contratantes.

El arrendamiento de lugar acasarado tendrá una duración mínima de nueve años, salvo 

renuncia del arrendatario, fehacientemente notificada al arrendador, con tres meses de 

antelación a la terminación de cada año agrícola que esté en curso.

Por constituir una unidad, no podrá excluirse, durante su vigencia, por voluntad del arren-

dador o de quien de él traiga causa, ninguna de las fincas que forman parte del mismo.

Los contratos de arrendamientos rústicos vigentes en virtud de las prórrogas legales o por 

la tácita reconducción, finalizarán al término de las mismas, salvo pacto expreso de las 

partes en cada caso.

Tercera. El arrendatario podrá realizar las obras y mejoras que estime convenientes 

siempre que no perjudiquen la finca.

El arrendatario tendrá derecho a ser indemnizado de las obras y mejoras realizadas que 

subsistan y redunden en beneficio del propietario al terminar el contrato, sin que dicha 

indemnización pueda exceder del valor que tuviesen al momento de efectuarse, ni del total 

de rentas satisfechas durante el período de vigencia del arrendamiento.

El arrendador estará obligado a realizar las necesarias para mantener la finca o fincas en 

condiciones de adecuado uso y disfrute.

Cuarta. Debería articularse una forma de adquisición de la propiedad por el arrendatario 

del lugar acasarado o explotación análoga, que lo poseyese por sí o por sus causantes por 

tiempo de más de treinta años, previo abono de precio justo a determinar en vía civil. El 

arrendatario no podrá enajenar total o parcialmente lo así adquirido hasta transcurridos 

cinco años de la adquisición, con facultad de resolución en caso de incumplimiento.
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Conclusiones aguas

Previa: Se entiende que existen en Galicia condiciones especiales en cuanto al sistema 

de precipitaciones dentro del ciclo del agua: socio-económicas, de topografía, vegetación 

y conformación geológica del suelo, que exigen una especial normativa con respecto a los 

aprovechamientos y usos del agua, como ya fue reconocido en cuanto a ciertas especiali-

dades en las conclusiones del I Congreso de Derecho Civil Gallego y, con anterioridad, en la 

“Compilación de Derecho Civil Especial de Galicia”.

Primera. Consecuente con lo anterior, se considera que corresponde a los órganos legis-

lativos de la Comunidad Autónoma de Galicia el establecer el régimen jurídico de los apro-

vechamientos hidráulicos y de las aguas subterráneas, así como respecto a los canales y 

regadíos, de conformidad con lo dispuesto en el art. 27, apartados 1 2 y 1 4 del Estatuto 

de Galicia, en relación con el art. 149, 1, 22 de la Constitución española, residenciando en 

la “Compilación de Derecho Civil Especial de Galicia” la normativa de aguas que hagan 

referencia a dicho derecho especial.

Segunda. Con respecto a las aguas minerales y termales, se entiende que debe ser dic-

tada por el Parlamento de Galicia la correspondiente legislación acerca de su régimen y 

regulación, considerándolas, en todo caso, como un bien de utilidad pública.

Tercera. Es precisa una urgente acción por parte de las instituciones de la Comunidad 

Autónoma de Galicia, sobre las aguas que se reciben y discurren por su ámbito territorial 

de acuerdo con las competencias que le corresponden, a fin de conseguir la mayor racio-

nalidad en los usos y aprovechamientos, en función del carácter de recurso natural que las 

aguas tienen.

Asimismo, y a los fines indicados, deberá procurarse la mayor simplificación de los proce-

dimientos, agilidad y eficacia administrativa, en orden a todo tipo de aprovechamientos 

hidráulicos en Galicia, eliminando en lo posible la dispersión de órganos administrativos 

competentes.

Cuarta. Que, como consecuencia de la conclusión previa, parece conveniente la no exi-

gencia de distancias áticas con respecto a nuevos aprovechamientos o alumbramientos 

de aguas subterráneas, debiendo regirse estos casos, por el principio de no causación de 

perjuicio.

Quinta. Reproducir la conclusión cuarta aprobada en su día en el I Congreso de Dere-

cho Civil Gallego en las conclusiones de la sección tercera “González Besada”, referente a 

las aguas, que literalmente decía: “Se pide al Gobierno, que las Juntas de Concentración 

Parcelaria, dispongan que, al realizar la Concentración, se proceda a la distribución de las 
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aguas en las fincas de reemplazo teniendo en cuenta su naturaleza, y sin perjuicio de ter-

cero”, debiendo aclararse que: las referencias de esta conclusión al gobierno y a las juntas 

de concentración parcelaria, han de entenderse sustituidas por los organismos competen-

tes, según la legislación y el Estatuto de Autonomía de Galicia vigentes.

Conclusiones montes e instituciones 
peculiares en general

Primera. Se entiende que la nueva regulación que se realice de los montes vecinales en 

mano común deberá integrarse en la “Compilación de Derecho Civil Especial de Galicia”.

Segunda. Que la reforma de la “Compilación de Derecho Civil Especial de Galicia” deberá 

contemplar, además de las ya existentes, otras formas de propiedad en mano común no 

incluidas actualmente en la misma.

Conclusiones de la sección III · Artime Prieto

El nombre de la sección tercera fue “Artime Prieto” en recuerdo de otro ilustre magistrado 

de la Audiencia Territorial de Galicia, que participó intensamente en el I Congreso de Dere-

cho Civil Gallego y que siempre se distinguió por su permanente dedicación a los estudios 

de Derecho foral. Falleció poco después de rematar el primer congreso.

La sección estuvo dedicada a  “La problemática económica gallega y su resonancia jurídi-

ca. Galicia y el Mercado Común”. Las comunicaciones presentadas fueron las siguientes:

“La legislación pesquera en la Comunidad Económica Europea”, por Juan Antonio Tovío 

Neira.

“El IVA, la Hacienda autonómica y la municipal (desde la óptica gallega)”, por Alfredo Igle-

sias Suárez.

“La adhesión de España al Mercado Común y su impacto en la transformación económica 

y jurídica de Galicia”, por Carlos Otero Díaz.

“El ordenamiento financiero de Galicia”, por Perfecto Yebra Martul.

“La aplicación del Derecho de las Comunidades Europeas por la Comunidad Autónoma de 

Galicia”, por José Luis Marbán García.

“El proceso de adhesión de España a la CEE.-Pesca”, por Juan Antonio Tovío Neira.



340

Congresos de  Derecho Gallego.  Conclusiones

“La economía gallega hoy y perspectivas ante el ingreso en la CEE”, por Gonzalo Ortiz 

Amor, Pablo García Pita, Federico Martín Palmero, María del Carmen Navarro Carro, Angel 

Sucasas Peón y Alejandro M. Vasallo Rapela.

“La reconversión agraria en Galicia, marco de su rurindustrialización (apuntes complemen-

tarios del Plan de Galicia 1984-87 y justificación de la necesaria legislación agraria espe-

cífica)”, por José María Franco García. 

“Tabla input-output y contabilidad regional de Galicia”. Aportación al congreso de María del 

Carmen Alcalde Guindo, del Servicio de Estudios del Banco de Bilbao.

Fueron ponentes César Torres Díaz, Carlos Otero Díaz, Gonzalo Ortiz Amor, José María 

Franco García, José Antonio Tovío Neira, Perfecto Yebra Martul y Alfredo Iglesias Suárez. 

Sus conclusiones fueron las que siguen.

Primera. Galicia ha mostrado a lo largo de su historia, una evolución económica que ha 

estado más influida por motivaciones endógenas, principalmente institucionales (a la que 

no han sido ajenos los usos y modos característicos de la región), que por su dependencia 

externa. Si sumamos a lo anterior un aislamiento secular y haber quedado al margen de 

los grandes movimientos de desarrollo universal, entendemos que el modo de alterar, a 

medio plazo, el ritmo de vida de la economía gallega, no puede ser otro que la incorpora-

ción a la modernidad, mediante la eliminación de aquellas causas endógenas y el incre-

mento de las relaciones con el mundo exterior.

Segunda. La adhesión a las comunidades económicas europeas plantea para España y 

para Galicia enormes horizontes de transformación económica y jurídica. La incorporación 

presenta ventajas e inconvenientes: como ventaja más apreciable, la adaptación –lenta 

pero inevitable– de las estructuras económicas gallegas al espíritu del Tratado de Roma, 

basado en los principios de mercado continental y libre circulación de personas, capitales 

y mercancías.

Entre los inconvenientes, el riesgo de los inmediatos efectos negativos que el ingreso 

producirá especialmente para el sector primario, como consecuencia de las tradicionales 

carencias estructurales e institucionales que presenta la economía de Galicia.

Tercera. Entre las repercusiones jurídicas más importantes nos encontramos con la re-

cepción del acervo jurídico comunitario, que vendrá a constituirse en derecho interno, con 

las necesarias adaptaciones de la legislación del Estado para su armonización con la de la 

Comunidad Económica Europea.
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Ante la influencia que esta recepción pueda tener sobre las competencias económicas 

y financieras, reconocidas en el Estatuto de Galicia para el desarrollo de su propia le-

gislación, todo ello en orden a una transformación económica que no es posible sin esa 

simultánea transformación jurídica, consideramos que no es admisible ninguna reducción 

de competencias de dicho estatuto, por formar éste parte del bloque constitucional que 

reconoce a Galicia como nacionalidad histórica.

Cuarta. Es responsabilidad de los poderes públicos gallegos hacer uso de la plenitud 

de sus facultades y potestades, tanto legislativas como reglamentarias, encaminadas a 

la creación de un nuevo ordenamiento jurídico gallego público y privado que acometa el 

proceso de modernización de todos los sectores de la economía gallega, y cuyo objetivo 

final sea alcanzar niveles de calidad de vida para todos los ciudadanos no sólo compara-

bles a las del resto del país sino equiparables a las regiones más avanzadas de la Europa 

comunitaria.

Quinta. El derecho gallego como regulador de relaciones sociales y creador de nuevas 

instituciones jurídicas, debe poner su acento, tanto en aquello que es propio de la tradición 

jurídica gallega como en las nuevas realidades sociales que afloran al amparo del estatuto 

de autonomía; evitando reiteraciones en el Derecho común perturbadoras para conseguir 

un ordenamiento jurídico genuinamente gallego, claro, preciso y de fácil aplicación.

Este Derecho, para cumplir su misión, habrá de ser canal y garantía de los incentivos 

humanos, sin cuyo aliciente no existe posibilidad de desarrollo; vehículo que permita una 

asignación de recursos capaz de dinamizar el bienestar social; ágil ante los procesos de 

transformación económica y finalmente, consciente del peligro que supone para el indivi-

duo la creciente sobreproducción normativa de los poderes públicos.

Sexta. En el sector agrario procede la creación de un instrumento de identificación y apli-

cación de la política agraria –plan de desarrollo rural integrado dentro del plan económico 

de Galicia– y la modificación y actualización de la compilación foral de Galicia, de natura-

leza eminentemente agraria, así como la elaboración de normas relativas a tierras ociosas 

y de emigrantes, promoción de entidades agrarias asociativas de producción, comerciali-

zación e industrialización, del crédito agrario, de ferias y mercados, de caza, pesca fluvial 

y lacustre, de promoción del desarrollo comunitario y ordenanzas de uso de las zonas de 

montaña, conducentes a un completo código rural.

Séptima. Desde una doble perspectiva jurídica y financiera, el establecimiento del IVA lle-

va consigo modificaciones importantes en el sistema impositivo vigente. Dichas modifica-

ciones afectan a los tres niveles territoriales: Estado, comunidad autónoma y municipios. 

En Galicia adquiere especial relieve el tratamiento del autoconsumo agrario y la supresión 

del canon de producción de energía eléctrica.
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Octava. La abogacía gallega precisa el acceso a los medios técnicos e informáticos que 

faciliten el conocimiento y manejo del Derecho comunitario, agrupando los esfuerzos en 

este sentido a través de los colegios de abogados, y previendo la conexión a la red infor-

mática de Bruselas.

Conclusiones de la sección IV · Martínez Risco

La sección cuarta fue denominada “Martínez-Risco”, en memoria de Sebastián Martínez-

Risco y Macías, también fallecido después del primer congreso, en el que había tenido 

destacada participación como presidente de la comisión de Estudios. La sección abordó 

las “Competencias de la Comunidad Autónoma”. En ella se abordaron las siguientes comu-

nicaciones:

“O Valedor do Pobo: funcións xurídicas e perspectivas”, por Baldomero Cores Trasmonte.

“Las Fundaciones de interés gallego”, por Adolfo Añino Garrido.

“Algunos aspectos de la ordenación del transporte de viajeros por carretera: caso de Gali-

cia”, por Manuel Aguilar López.

“Las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia de medio 

ambiente: especial referencia al Estatuto de Galicia”, por Jaime Rodríguez-Arana Muñoz.

“Da transferencia dos servicios correspondientes as competencias asumidas no Estatuto de 

Autonomía: unha analise das súas disposicions transitorias cuarta e séptima”, por Pablo San-

de García.

“El municipio gallego”, por Eugenio López y López.

“Competencias da Comunidade Autónoma”, por Nemesio Barxa Alvarez.

“Administración Pública y Ordenación del Territorio de Galicia: un enfoque sistemático”, 

por José María Franco García.

“Somero comentario a las conclusiones de las Jornadas Jurídicas Gallegas de 1984 en ma-

teria de concentración parcelaria”, por Pablo Moure Mariño.

La ponencia fue preparada por José Luis Meilán Gil, Adolfo Añino Garrido, Baldomero Co-

res Trasmonte, Nemesio Barxa Alvarez y Juan José Santamaría Conde. Estas fueron sus 

conclusiones.

Primera. La Constitución y el estatuto gallego constituyen en la actualidad el marco ju-



343

Congresos de  Derecho Gallego.  Conclusiones

rídico fundamental del Derecho gallego, en el que se engloba el tradicional Derecho Civil 

especial de Galicia, cuya preexistencia reconocen.

Segunda. La existencia de competencias exclusivas de la comunidad autónoma es con-

dición necesaria, en el nuevo orden constitucional, para la existencia de un Derecho propio 

de Galicia.

Tercera. Las competencias exclusivas de la comunidad autónoma suponen el recono-

cimiento constitucional de su competencia legislativa en determinadas materias, lo que 

implica una autolimitación de la potestad legislativa de las Cortes Generales y, con ello, el 

reconocimiento de la prevalencia del Derecho de la comunidad sobre el del Estado en esos 

puntos.

Cuarta. La exclusividad de las competencias de la comunidad autónoma admite una gra-

dación, pero en todo caso la legislación autonómica sobre materias no reservadas consti-

tucionalmente al Estado prevalece sobre el Derecho de éste y la de desarrollo de las bases 

estatales desplaza al Derecho del Estado en lo que no sea estrictamente básico.

Quinta. La Comunidad Autónoma de Galicia tiene competencia exclusiva no sólo para 

conservar sino también para modificar las instituciones dentro de lo que se entiende 

como Derecho civil especial gallego, sin limitarse a la actual compilación, asumida como 

Derecho propio de Galicia y que podrá ser sustituida por una nueva ley del Parlamento 

gallego.

Sexta. La titularidad de la competencia exclusiva no se pierde por la comunidad autóno-

ma cuando la actividad rebase el territorio de la comunidad si se da una relación de acce-

soriedad o instrumentalidad con la desarrollada dentro del territorio de Galicia.

Séptima. Las competencias enumeradas en el estatuto no agotan el contenido del Dere-

cho gallego entendido como Derecho propio de Galicia, nacionalidad histórica.

Octava. La identidad de Galicia, sus usos y costumbres y el interés gallego permiten que 

la comunidad autónoma pueda legislar con exclusividad sobre las materias que directa-

mente dependan de ellos y eventualmente con eficacia extraterritorial.

Novena. El concepto de “interés gallego” no debe entenderse como un criterio restrictivo 

para la delimitación territorial de la competencia, sino que permite someter a la compe-

tencia de la comunidad autónoma materias que trascienden de su ámbito territorial.

Décima. La comarca y la parroquia rural son entidades locales propias de Galicia, forman 

parte necesariamente de su organización territorial y sobre ellas tiene competencia exclu-

siva la comunidad autónoma gallega. Las bases estatales del régimen local en este punto 
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se aplican supletoriamente a la legislación autonómica en la materia.

Undécima. La competencia de la comunidad autónoma gallega sobre la delimitación de 

las demarcaciones territoriales de los órganos judiciales, determinados en la correspon-

diente ley orgánica, deberá ejercerse de acuerdo con la organización territorial propia de 

Galicia.

Duodécima. Es urgente la elaboración y aprobación de una ley de organización terri-

torial y régimen local de Galicia que recoja las determinaciones estatutarias, responda 

a los modos tradicionales de convivencia y asentamiento de su población y a los reque-

rimientos de la realidad actual y de las aspiraciones a una equilibrada articulación del 

espacio gallego.

Decimotercera. La necesaria construcción del Derecho gallego requiere de la comuni-

dad autónoma una tarea legislativa que tenga en cuenta la identidad de Galicia y sus inte-

reses peculiares sin caer en la mimética e innecesaria repetición de normas del Estado.

Decimocuarta. La Ley del Parlamento gallego por la que se determina el sistema para 

que los intereses de los gallegos residentes en el extranjero sean tenidos en cuenta en las 

decisiones de la comunidad autónoma que les afecte dispondrá, a esos efectos, la partici-

pación del Valedor do Pobo.

Decimoquinta. Con la finalidad de garantizar la continuidad de la labor realizada en este 

II Congreso de Derecho Civil Gallego, los poderes públicos deberían impulsar el desarrollo 

del Derecho civil de Galicia y el que resulte del ejercicio de las competencias de la comu-

nidad autónoma facilitando la tarea previa de estudio y documentación de los juristas e 

instituciones gallegas.

Conclusiones de la sección V · Losada Díaz

A la sección quinta se le dio el nombre de “Losada Díaz”, en recuerdo del ilustre galleguista 

y foralista Amando Losada Díaz, también fallecido después del primer congreso, en el que 

había intervenido de forma preeminente. Estuvo dedicada a “La  Unión Iberoamericana de 

Abogados. Evocación del V Centenario del Descubrimiento. Pactos de cooperación de las 

regiones fronterizas. Concordancias jurídicas o consuetudinarias astur- galaicas. Temas 

libres”. En su seno de expusieron las comunicaciones siguientes:

“Reflexiones de un jurista sobre el V Centenario... y desde Galicia”, por Fernando Murillo 

Rubiera.
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“Galicia y Castilla uña y carne en la historia del Derecho”, por José María Codón Fernández.

“Nota sobre concordancias jurídicas o consuetudinarias”, por el Ilustre Colegio de Aboga-

dos de Oviedo.

“Reflexoes jurídicas sobre resoluçoes das instituçoes autonómicas. Os direitos humanos e a 

primazía da Ley”, por José Luis Fontenla Rodríguez.

“La cooperación transfronteriza y las relaciones galaico-portuguesas, con especial refe-

rencia a la política cultural: bases jurídico-internacionales para su institucionalización”, por 

Manuel Pérez González, Jorge Pueyo Losa y Antonio Martínez Puñal.

“Da normalizazon lingüística nos Xulgados”, por Nemesio Barxa Alvarez.

“As autorizacións de material didáctico e a normativa lingüística na Galiza”, por Xoán Xosé 

Santamaría Conde.

“Autonomía e relacións exteriores: as relacións luso-galaicas desde a perspectiva da adhesión 

de España e Portugal a CEE”, por Xoán Xosé Santamaría Conde.

“Concentración parcelaria”, por Juan Alvarellos Ribeiro.

“Vicisitudes del Real Auto Ordinario o Auto Gallego durante el período de su vigencia le-

gal,” por Carlos Martínez-Barbeito.

“Sobre el origen y fuerza de obligar el Derecho (apuntes)”, por Evaristo Abuelo Trillo.

“Algunas consideraciones sobre la conflictividad conyugal en la Galicia rural”, por Amando 

Prada Castrillo.

La ponencia fue coordinada por Manuel Crespo Rivas, Manuel Pérez González, Jorge Pueyo 

Losa, Antonio Martínez Puñal, Manuel Cela Diz, José Manuel García Sobrado, José Escotet 

Serra, José María Codón Fernández, Eduardo Héctor Iglesias, José María Antrás Badía, José 

Luis Fontenla Rodríguez, Nemesio Barxa Alvarez y Fernando Murillo Rubiera. Y estas fue-

ron son conclusiones:

Primera. La Conmemoración del V Centenario del Descubrimiento de América es un 

acontecimiento cultural de tal importancia que los colegios profesionales y academias de 

Derecho de España deben incluirla entre los temas de estudio en los próximos años. A es-

te propósito, los colegios de abogados de Galicia y la Academia Gallega de Jurisprudencia 

y Legislación, dentro de los estudios jurídicos, deberían acometer los de contenido ameri-

canista, no sólo históricos sino también sobre la realidad actual. A tal fin se proponen los 

siguientes:
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1.- Formación y desarrollo del Derecho indiano.

2.- Contenido y significación actual de la polémica jurídica conocida como “la duda india-

na”.

3.- Desarrollo de las instituciones de la Administración de Justicia durante los siglos de 

dominación española.

4.- Singularidad de los ordenamientos jurídicos iberoamericanos.

5.- Problemas del Derecho del desarrollo en la América actual.

6.- La aproximación de legislaciones como presupuesto jurídico de los procesos de inte-

gración económica en Iberoamérica.

Segunda. Vistas las notas sobre concordancias jurídicas o consuetudinarias formuladas 

por el Ilustre Colegio de Abogados de Oviedo, se acuerda reiterar las conclusiones apro-

badas en el primer congreso, sobre testamento mancomunado entre cónyuges, si bien 

dejándolas redactadas en la forma siguiente:

1.- Los cónyuges gallegos podrán testar mancomunadamente. Cada uno de ellos podrá 

revocar o modificar su disposición en vida del otro, siempre que el notario autorizante del 

acto practique dentro de los diez días hábiles siguientes la notificación personal de su 

otorgamiento y contenido, en forma auténtica, al otro testador, para lo cual el otorgante 

le hará saber la existencia del testamento mancomunado y demás circunstancias precisas 

para que pueda realizar tal notificación, sin la cual será ineficaz el testamento otorgado 

posteriormente. Dicha revocación o modificación sólo producirá efecto después de trans-

currido el plazo de diez días a contar de la notificación personal a que se refiere el párrafo 

anterior.

2.- Los cambios de domicilio de cualquiera de los cónyuges deberán anotarse en la escri-

tura matriz de testamento mancomunado.

3.- Muerto un cónyuge no podrá el otro revocar o modificar las disposiciones correspecti-

vas del testamento mancomunado que se hallen en vigor.

Y que se inste su inclusión en la compilación de Derecho gallego.

Tercera. Da normalizazom lingüística nos xulgados. “O congreso recomenda a plena norma-

lizazom lingüística das actuacions xudiciáis». Dirixíndose a tal efecto ao Excmo. Sr. Presidente 

da Audiencia Territorial.

Cuarta. Cooperación transfronteriza.
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1.- Una nueva concepción de la cooperación transfronteriza en el contexto de las rela-

ciones internacionales de cooperación, debe atender al desarrollo integral de las distintas 

colectividades a través de una política global de administración del territorio, con especial 

consideración de la realidad de las regiones fronterizas, de acuerdo con las líneas indu-

cidas por instituciones como el Consejo de Europa y la OCDE; adquiriendo al respecto un 

valor especial la cooperación cultural transfronteriza.

2.- En función del referido objetivo de desarrollo integral, procede instaurar, entre otras, 

técnicas de concertación y de coordinación entre los estados vecinos a la hora de elaborar 

los correspondientes planes de administración afectantes a las regiones fronterizas, con 

vistas a conseguir la armonización de las respectivas políticas e, incluso, la adopción de 

planes comunes suprafronterizos.

3.- Debería propiciarse, de acuerdo con las actuales tendencias que se perfilan en distintas 

sociedades estatales y en ciertos foros institucionales europeos, una participación directa 

de las colectividades territoriales (regionales y locales) en las relaciones de cooperación 

transfronteriza, a cuyo efecto resulta indispensable la posesión por dichas colectividades 

de un grado apreciable de autonomía; pareciendo en tal sentido positivos los procesos de 

regionalización emprendidos en los países vecinos.

4.- Junto a los distintos desarrollos que en los órdenes internos deben darse en orden a 

una adecuada participación de las colectividades territoriales en la acción exterior del 

Estado el convenio-marco europeo de 21 de mayo de 1980 sobre la cooperación trans-

fronteriza de las colectividades o autoridades territoriales –al que deberían incorporarse 

España y Portugal– posibilita la creación de instrumentos jurídicos (acuerdos, contratos, 

etc.) útiles para la cooperación entre dichas colectividades.

5.- La cooperación transfronteriza requiere una progresiva institucionalización mediante 

la creación de estructuras de concertación permanente entre los estados vecinos como 

las comisiones mixtas intergubernamentales. Por otra parte, una adecuada atención a los 

intereses de las colectividades territoriales fronterizas exige la instauración de comisiones 

regionales, así como de ciertas entidades como grupos de concertación, asociaciones, 

etc., propiciados por el citado convenio-marco europeo.

6.- Un desarrollo efectivo de las potencialidades que encierran las técnicas de coopera-

ción a las que hace referencia la conclusión anterior, debería instigarse desde la actuación 

de comunidades o grupos de trabajo como los ya existentes en ciertos ámbitos geográfi-

cos europeos (Arco Alpino, Regiones pirenáicas), en los que pueden jugar un papel aprecia-

ble organismos oficiales como las cámaras de comercio y otras sociedades comerciales e 

industriales.
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7.- Del análisis del acervo convencional de cooperación transfronteriza hispano-portugue-

sa, se deduce que, a pesar de la debilidad de las relaciones generales de cooperación en-

tre los dos países, el volumen de sus relaciones de cooperación transfronteriza no deja de 

ser apreciable, según resulta de los diversos convenios que han venido suscribiéndose en 

ámbitos como la cooperación aduanera, el status de los trabajadores fronterizos, las vías 

de comunicación, la asistencia mutua en distintos campos y el uso y aprovechamiento de 

los ríos fronterizos, de cuyos convenios ha derivado la creación de múltiples órganos de 

concertación permanente.

8.- Pese a lo expuesto en la conclusión anterior, las relaciones de cooperación transfron-

teriza entre España y Portugal necesitan, en el marco de ese renovado espíritu de buena 

vecindad consagrado en el Tratado de Amistad y Cooperación de 22 de noviembre de 

1977, sobrepasar la visión clásica o tradicional desde la que han venido concibiéndose 

hasta hoy, para abordar con una dimensión más dinámica el nuevo elenco de cuestiones 

que suscita en la actualidad la idea de la frontera-cooperación (así, y en una acción con-

jugada, problemas de administración del territorio, desarrollo económico, protección del 

medio ambiente, política cultural, etc.).

9.- De cara a una mayor eficacia de la concertación permanente entre España y Portugal, 

resalta la necesidad de procurar no sólo una adecuada participación de los representantes 

regionales y locales en órganos intergubernamentales como la Comisión Internacional de 

Límites, sino también la facilitación de la creación de comisiones regionales, sin perjuicio, 

por lo demás, de fomentar la aparición de un grupo o comunidad de trabajo galaico-miño-

ta del tipo de los mencionados en la conclusión 6.

10.- Por otra parte, y en estrecha conexión con lo apuntado en la conclusión 2 en relación 

con las técnicas de coordinación transfronteriza, convendría sentar las bases para una 

progresiva coordinación de las políticas de desarrollo y, en concreto, de los planes econó-

micos regionales diseñados desde la autonomía por Galicia y la región norte de Portugal, 

dentro de las respectivas políticas estatales, con vistas a obtener beneficios conjuntos e 

integrados en el marco, entre otros, de la política regional de la CEE.

11.- En el terreno específico de la cooperación transfronteriza en materia cultural, y más 

allá de las actividades de cooperación cultural que puedan desarrollarse entre las diversas 

instituciones (públicas o privadas) portuguesas y gallegas, urge dar cauce a las iniciativas 

políticas tendentes a lograr la institucinalización de las relaciones de cooperación trans-

fronteriza en este terreno –entre otros– , sobre todo asegurando el buen fin de la propo-

sición no de ley sobre la celebración de un tratado de relaciones culturales entre Galicia y 

Portugal, presentada en el Parlamento de Galicia el 15 de noviembre de 1982 y aprobada 

por éste el 22 de febrero de 1983.
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12.- La proposición no de ley a la que hace referencia la conclusión anterior, cuyo presu-

puesto jurídico lo constituye el derecho de iniciativa (en el sentido concreto de poder de 

instigación de la actividad convencional del Estado) reconocido a la comunidad autónoma 

gallega en el art. 35.3 del Estatuto de Autonomía de Galicia, debería, saliendo del atollade-

ro procesal en el que al presente se encuentra –debido a su incorrecto envío en su día, a la 

Xunta de Galicia– , ser reconducida en su iter procesal al instante de su aprobación por el 

Parlamento de Galicia, procediéndose a su remisión por el Presidente de éste al Gobierno 

del Estado.

13.- La celebración del Tratado Hispano-Portugués de relaciones culturales propugnadas 

en la citada Proposición no de ley –así como de cualquier otro cuya celebración responda 

a la iniciativa de las instituciones autonómicas–es una vía señalada de contribución al 

desarrollo de las relaciones de vecindad y, en concreto, de la cooperación transfronteriza 

entre España y Portugal.

14.- Deberían arbitrarse cauces apropiados de participación de las instituciones autonó-

micas –de Galicia, en el supuesto– en la celebración de los correspondientes convenios de 

cooperación y, específicamente, del tratado de relaciones culturales recabado por la pro-

posición no de ley de referencia (propiciando, por ejemplo, la presencia de representantes 

gallegos en la delegación estatal negociadora), así como en su ejecución o aplicación in 

foro doméstico.

15.- Habida cuenta de que el futuro tratado de relaciones culturales perseguido a través 

de la referida proposición no de ley debería incluir previsiones que propiciasen el desarrollo 

inter alia, de acciones concertadas entre Galicia y la región norte de Portugal (supuesta la 

especial intensidad que en el cuadro histórico de las relaciones luso-galaicas ha tenido la 

comunicación cultural con dicha región), ambas colectividades territoriales deberían, en un 

plano de cooperación transfronteriza interregional, poder servirse de los medios de institu-

cionalización de las relaciones de cooperación que pudieran establecerse en el tratado.

16.- Entre esos medios de institucionalización, el tratado debería prever, aparte de la po-

sibilidad de participación de representantes de Galicia y de la región norte de Portugal en 

las instancias intergubernamentales que puedan actuar en la esfera de la cooperación cul-

tural, la creación de una comisión regional, así como de un comité cultural galaico-miñota, 

vinculado o no al grupo o comunidad de trabajo al que hace referencia la conclusión 9.
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123. Palacio de la Ópera de A Coruña, sede de uno de los 
congresos de Derecho Civil Gallego.
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III Congreso de Derecho Gallego

Conclusiones de la sección I · Ramón Carballal 
Pernas

En esta sección se debatieron los “Principios, Fuentes y Recurso de Casación”. A continua-

ción recogemos sus conclusiones

Primera. En materia de recurso de casación civil, el pleno hace suyo el texto articulado 

presentado por la ponencia, a cuyo tenor:

Artigo 1. Son susceptibles de recurso de casación ante a sala do Civil e Penal do Tribunal 

Superior de Galicia as sentencias dictadas en segunda instancia polas Audiencias Provin-

ciais de Galicia, calquera que sexa a contía e o asunto litixioso, pero sempre e cando o 

recurso se funde en algún dos motivos sinalados no artigo seguinte.

Artigo 2. 

A.- O recurso de casación fundarase necesariamente en algún ou algúns dos seguintes 

motivos:

1.- Infracción das normas do ordenamento xurídico civil de Galicia aplicables para resolve-

ren as cuestións obxecto do proceso.

2.- Infracción da doutrina xurisprudencial establecida polo Tribunal Superior de Xustiza 

ou, no seu caso, polo Tribunal Supremo, relativa ó Dereito civil de Galicia e aplicable para 

resolve–las cuestións obxecto do proceso.

B.- O coñecemento do recurso de casación corresponde igualmente ó Tribunal Superior 

de Xustiza cando, ademais de fundarse en algún dos motivos sinalados no número ante-

rior, se funde na infracción de normas ou xurisprudencia do Dereito civil común aplicables 

para resolve–las cuestións obxecto do proceso.

Artigo 3. Suposto que a competencia para coñecer do recurso de casación corresponda 

ó Tribunal Superior de Xustiza, en virtude do establecido nos artigos anteriores, a resolu-

ción recorrida poderá tamén impugnarse polos motivos e na forma prevista no artigo 469 

da Lei de Axuizamento Civil respecto do recurso extraordinario por infracción procesual.

Artigo 4. As costas procesuais do recurso serán impostas polo tribunal á parte recorren-

te que interpoña o recurso con temeridade ou mala fe, e vexa rexeitadas tódalas súas 
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pretensións, razoándoo expresamente na sentencia que se dicte.

Disposición adicional. En todo o non previsto nesta lei, e mentres non se opoñan á mesma, 

rexerán as normas sobre os recursos de casación e de infracción procesual contidas na 

Lei 1/2000, de 7 de xaneiro, de Axuizamento Civil.

Disposición transitoria. Serán recorribles en casación, con arranxo ó disposto na presente 

Lei, as sentencias dictadas en segunda instancia polas audiencias provinciais de Galicia 

despois da súa entrada en vigor.

Disposición derradeira. Esta lei entrará en vigor ó mes da súa publicación no Diario Oficial 

de Galicia.

Segunda. En materia de fuentes del Derecho civil de Galicia. Se apueba igualmente el 

texto articulado presentado por la ponencia, de acuerdo con el cual:

Artigo 1. Determinación das fontes do Dereito civil de Galicia. As fontes do Dereito civil 

de Galicia son: o Estatuto de Galicia; os costumes e os usos propios de Galicia, cando uns 

e outros non sexan contrarios ás leis de natureza imperativa e os usos gocen de forza 

normativa; esta lei, como Dereito civil común por razón da materia, e as demais leis de 

Dereito civil de Galicia; os principios informadores do Dereito civil de Galicia, xa emanen 

estes das súas concretas normas, da súa tradición ou das conviccións xurídicas básicas do 

pobo galego.

Artigo 2. Proba do costume

1.- Os órganos xurisdiccionais poden practicar, en calquera caso, tamén de oficio, a proba 

da existencia e contido dos usos e costumes referidos no artigo anterior.

2.- Os usos e costumes notorios non requirirán proba. Son notorios, ademais dos usos 

compilados, os aplicados polo Tribunal Supremo, o Tribunal Superior de Xustiza de Galicia, 

pola antiga Audiencia Territorial, ou calesquera outros dos que exista constancia obxectiva 

do seu coñecemento xeneralizado.

Artigo 3.  Interpretación do Dereito civil galego. O Dereito civil galego interpretarase 

desde os principios xerais que o informan e os seus costumes e usos con forza normativa. 

Debendo ponderarse especialmente a doutrina reiteradamente establecida, polos tribu-

nais referidos no artigo anterior, ó aplicar o Dereito civil de Galicia, e a doutrina que encar-

ne a tradición xurídica galega.

Artigo 4. Integración do Dereito civil galego. Faltando dentro do Dereito civil galego 
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normas aplicables directa ou analoxicamente, procederase á súa heterointegración coas 

normas constitutivas do Dereito territorial común de España, sempre que non se opoñan 

ós principios informadores do Dereito civil de Galicia, e non se poda deducir destes unha 

solución para o suposto de que se trate.

Artigo  5. Ámbito

1. Material. O Dereito civil de Galicia está integrado por tódalas súas institucións, xa es-

tean ínsitas en calquera das súas normas ou conexas con aquelas.

2. Territorial. O Dereito civil de Galicia aplicarase a tódalas relacións xurídicas que consti-

túan o obxecto da súa regulación, cando a vinculación territorial dos respectivos puntos de 

conexión, indicados polas normas destinadas a resolve–los conflictos de leis no espacio, o 

sexa co territorio da comunidade autónoma galega.

Conclusiones de la sección II · Manuel Iglesias 
Corral

La sección estuvo dedicada a  “Personas y familias” y sus conclusiones fueron las siguien-

tes: 

Primera. Instar la regulación de la institución de la autotutela.

Segunda. Introducir un nuevo precepto en la Ley de Derecho civil de Galicia, que permita 

a que los que no tienen la vecindad civil gallega, pero residan de forma permanente en Ga-

licia, acogerse a sus normas, e igualmente que, en los casos de vecindad mixta, habiendo 

matrimonio, puedan los esposos optar por una u otra vecindad civil.

Tercera. Modificar la redacción de los artículos 6, 7 y 8 de la Ley de Derecho civil de 

Galicia en el sentido de facilitar la declaración de ausencia de hecho a través de un acta 

de notoriedad, que implique la autorización para los actos de administración normales de 

carácter urgente de los bienes del ausente, si bien los actos de disposición seguirán bajo 

la tutela judicial.

Cuarta. Modificar el articulado regulador de la compañía familiar gallega en el sentido de 

no circunscribirla al ámbito rural, ampliando su regulación al comercio e industria familia-

res, exigiendo una voluntad expresa de las partes y sugiriendo la creación de un registro 

administrativo a efectos de publicidad. Introducir como causa de extinción o modificación 

de la compañía la separación, divorcio o nulidad del matrimonio de los partícipes. Y final-

mente, establecer que los componentes de la compañía familiar gallega sean, no sólo los 
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cónyuges, sino también los miembros de las situaciones de hecho asimilables al matrimo-

nio.

Quinta. Supresión de la expresión “transacción judicial” del artículo 113.1 de la Ley de 

Derecho civil de Galicia, que hace referencia a la modificación del régimen matrimonial 

a través de la transacción judicial, por entrar en contradicción con la prohibición expresa 

del Código Civil de la transacción en cuestiones que versan sobre el estado civil de las 

personas.

Sexta. Proposición de una nueva regulación de las donaciones por razón de matrimonio, 

con arreglo a las siguientes pautas:

Perfilar el concepto, aproximándolo al del Código Civil, si bien recogiendo la especialidad 

de que puedan hacerse después de celebrado el matrimonio

Diferenciar claramente los efectos de la donación de los bienes presentes de la de bienes 

futuros.

Establecer que las donaciones por razón de matrimonio puedan modalizarse, sujetándolas 

a condición.

Adecuarla a la regla, ya recogida en el Código Civil, de que las donaciones hechas a los dos 

esposos conjuntamente y sin especial designación de partes, tendrá la consideración de 

ganancial si la liberalidad es aceptada por ambos.

Recoger exhaustivamente las causas de ineficacia.

Séptima. Que se inste al legislador gallego que todas aquellas referencias que en la le-

gislación foral se hagan al matrimonio en sentido estricto se extiendan a todas las parejas 

de hecho o asimilables al matrimonio. 

Conclusiones de la sección III · Sebastián 
Martínez Risco

La sección tercera se centró en el estudio de los derechos reales. Y estas fueron sus con-

clusiones:  

Primera. En relación con las formas constitutivas de la servidumbre de paso:

1.- La necesidad de abordar una nueva regulación de la servidumbre de paso en la ley de 

Derecho civil de Galicia adecuada a nuestra realidad social.
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2.- La procedencia de la modificación del artículo 25 de la Ley de Derecho Civil de Galicia 

para hacer referencia, dentro de las formas adquisitivas de la servidumbre, a los negocios 

jurídicos unilaterales. Se acepta como redacción del artículo 25 la del artículo 82 del bo-

rrador de la reforma de la Ley de Derecho Civil de Galicia: a servidume de paso adquírese 

por lei, por dedicación do dono do predio servente, ou por negocio xurídico. Tamén pode adqui-

rirse por usucapión.

3.- Dejar expresa constancia de la necesidad de que se refleje legislativamente que el 

consentimiento del dueño del predio sirviente, a los efectos constitutivos de la servidum-

bre de paso, puede exteriorizarse, tanto de forma expresa como tácita, a través de actos 

o hechos concluyentes.

4.- La posibilidad y conveniencia de utilizar como técnica legislativa, en la anunciada 

reforma de nuestra Ley de Derecho Civil de Galicia, la presunción iuris tantum de la exis-

tencia del título constitutivo de la servidumbre de paso. En este sentido, no se ve incon-

veniente en aceptar la fórmula prevista en el borrador de reforma de la Ley de Derecho 

Civil de Galicia, que considera como tal se o propietario dun terreo procede ao peche deste, 

respectando o camiño e o tránsito que por el se veña realizando e deixando o paso na súa 

parte exterior.

5.- Presunción iuris tantum de la existencia del título constitutivo de la servidumbre en los 

supuestos de finca enclavada sin otra salida a la vía pública, y cuyo uso continuo se venga 

utilizando a la vista, ciencia y paciencia del titular del predio sobre el cual se realiza el 

paso, sin perjuicio, en su caso, del derecho de éste a reclamar la correspondiente indemni-

zación, salvo prescripción.

6.- El ejercicio de la acción constitutiva de la servidumbre forzosa de paso no exige la 

necesidad, a los efectos de la adecuada constitución de la relación jurídica procesal, de 

la interpelación de todos los titulares de las fincas colindantes, quedando el litisconsor-

cio perfectamente constituido con el llamamiento al proceso de aquellos propietarios en 

cuyas fincas concurran los requisitos de menor distancia y perjuicio, a los efectos de la 

valoración judicial de tales circunstancias.

Segunda. Sobre la acción negatoria de servidumbre de paso. Se propone establecer un 

plazo de prescripción de la acción de treinta años.

Tercera. En relación con la servidumbre forzosa de paso:

1.- Se considerará finca enclavada la que carece de acceso suficiente a camino  público 

transitable atendiendo a las necesidades permanentes de explotación, uso y disfrute del 

predio, conforme al destino económico que tenga en el mo- mento de solicitarse la impo-
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sición de la servidumbre de paso, sea rústico, urbano, industrial o comercial, siempre que 

el acceso solamente sea posible a  través de otros predios de ajena pertenencia que los 

separan de camino público, y sobre los que el legitimado para pedir la constitución de la 

servidumbre  carece de otro título que le permita a él y a los usuarios del fundo efectuar 

el tránsito.

2.- El propietario, el copropietario, el poseedor en concepto de dueño y el titular de un 

derecho real de uso y disfrute de una finca enclavada entre otras ajenas  podrá exigir la 

constitución forzosa de servidumbre de paso por los predios vecinos.

3.- Si adquirida una finca por venta, voluntaria o no, permuta, partición o cualquier otro 

título oneroso o gratuito, inter vivos o mortis causa, quedare enclavada entre alguna del 

transmitente o partícipe, éste y sus causahabientes, sean a título universal o particular, 

están obligados a constituir servidumbre de paso sobre los predios sin indemnización, 

salvo que respecto de ésta se hubiese pactado lo contrario. En el supuesto de que la ser-

vidumbre no se hubiese establecido en el momento de la enajenación o división, podrá 

exigirse su constitución forzosa.

4.- El propietario del fundo sirviente podrá solicitar la extinción de la servidumbre forzosa 

si el paso deja de ser necesario para el predio dominante por  haberlo reunido su dueño a 

otro que esté contiguo a camino público o se haya abierto uno nuevo que dé acceso a la 

finca enclavada, devolviendo lo que hubiese recibido por indemnización. A estos efectos, 

se considerará servidumbre forzosa la constituida por negocio jurídico, signo aparente o 

usucapión, si en el momento de su constitución o adquisición el predio dominante estuvie-

ra enclavado. Igualmente se considerará a tales efectos servidumbre forzosa la constitui-

da  voluntaria o judicialmente como consecuencia del enclavamiento del fundo posterior a 

la enajenación o división.

Cuarta. En materia de serventías

1.- Necesidad de establecer –quizá plasmándola legislativamente– una clara distinción 

entre las dos posibles figuras o tipos de serventía: serventía común o general y serventía 

alternativa de agra, o de año y vez, en denominación doctrinal, que se presenta como pri-

mitivo tipo específico y autóctono de esta comunidad.

Con tal finalidad, parece oportuno intentar establecer una definición lo más rigurosa y 

clara posible, en la que se contengan los caracteres fundamentales de las dos figuras o 

tipos indicados.

Para ello, y tomado en consideración las aportaciones que, tanto doctrinal como juris-

prudencialmente, se han venido formulando hasta el momento presente, se proponen las 
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definiciones contenidas en la ponencia.

2.- Necesidad de establecer, en conexión con lo indicado anteriormente, dos distintos 

tipos de presunciones, una para la serventía común o general; y otra, para la serventía al-

ternativa de agra. Tal propuesta encuentra su justificación en las diversas características 

que, como ya se ha indicado, concurren en ambos tipos separándolas.

3.- Oportunidad de sugerir al legislador gallego, en el supuesto de que el mismo proce-

diese a efectuar una revisión o reforma de la vigente Ley de Derecho Civil de Galicia, la 

toma en consideración de determinados aspectos, que incidirían sobre la regulación jurídi-

ca sustantiva y procesal de la serventía en sus dos variantes (serventía común o general y 

serventía alternativa de agra), y de las que se carece de norma al efecto.

Entre dichos aspectos, a título ejemplificativo, se señalan los siguientes posibles:

Relaciones jurídicas de uso y aprovechamiento de las serventías por sus cotitulares.

Formas de constitución y extinción de ambas figuras o tipos de serventía.

Posibilidad de variación o cambio del trazado originario de la serventía (ius variandi).

Régimen de gastos: criterios de toma de decisiones en torno a los mismos y medida de 

reparto.

Acciones ejercitables en materia de serventía.

Quinta.  En relación con las distancias en las plantaciones. Se propone la introducción de 

los necesarios elementos legislativos de imperatividad, en orden a una mayor uniformidad 

de las ordenanzas en materia de distancias, armonizándolo con los usos y costumbres. 

Conclusiones de la sección IV · Manuel Artime 
Prieto

Esta sección cuarta estuvo dedicada a los montes. En ella se extrajeron estas conclusio-

nes:

Primeira. En relación cos montes veciñais en mancomún:

Situación actual. Podería salientarse que a regulación xurídica actual se debe ao labor, 

fundamentalmente, da xurisprudencia galega, sobranceando o papel que historicamente 

desenvolveu, e actualmente desenvolve, tanto a antiga Audiencia Territorial da Coruña, 

coma o Tribunal Superior de Xustiza de Galicia.
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Análise da regulación xurídica:

1.- Concepto. Entendemos que deben subliñarse catro caracteres básicos: o seu carácter 

exclusivo e intrinsecamente privado, a titularidade colectiva, o aproveitamento en común 

e o carácter “consuetudinario”, con independencia da caracterización xeomorfolóxica do 

monte, calquera que fose o seu destino.

2.- Natureza. A súa titularidade é sempre sen cotas de ningunha clase, Indivisible, Im-

prescritible: ad intra e ad extra da comunidade titular, inalleable e inembargable.

3.- Comuneiros. É necesario precisalo concepto baixo os parámetros seguintes: residen-

cia de feito como concepto exclusivamente “fáctico”, indiferencia da profesión de quen 

ten a condición de veciño e vinculación dalgunha forma á “casa”.

4.- Elemento obxectivo. Parece evidente que o “monte veciñal” é solo rústico, pero a 

identificación co aproveitamento forestal decepa múltiples opcións de aproveitamento 

(agrícola, pecuario, cinexético, turístico, de producción de enerxías anovables, etc.). Por 

tanto sería  necesario precisar tal cuestión, obviando a restricción, que se establece no 

anteproxecto de Lei de Ordenación Urbanística e Protección do Medio Rural de Gali-

cia. 

5.- Réxime xurídico. Deberán de recuperalo seu papel histórico de fonte de ingresos da 

comunidade e factor que dinamice a vida delas, polo que deberían introducirse as seguin-

tes innovacións: potenciación da capacidade xurídica da comunidade (podería por tanto 

ser positivo un recoñecemento explícito da súa posibilidade de adquisición de todo tipo de 

bens, mobles e inmobles), reconsideración das condicións da cesión temporal para facela 

máis operativa, o dereito de superficie habería de experimentar un alongamento do prazo 

e actualizalo réxime da permuta de terreos.

6.- A organización das comunidades. Simplificación dos requisitos nas convocatorias 

da comunidade, reforzalas funcións da xunta rectora e incidir na normativa de contrata-

ción e validez da xunta universal. É dicir, posibilidade de que tódolos comuneiros reunidos 

fixen o orde do día e  poidan proceder a celebrar xunta universal e tomalos acordos que 

estimen oportu nos.

7.- Estatutos. Cabería habilitar un modelo predeterminado de carácter subsidiario.

8.- Relación coa Administración: É preciso que a Administración, en relación cos 

Montes Veciñais en Man Común, artelle as seguintes actuacións: Ultimala clasificación 

dos montes; proceder a un inventario deles; derrego de oficio, ou a instancia da comunida-

de, a cargo da consellería competente na materia; elaboración real dun plan de aproveita-

mentos; na medida do posible, dotacións orzamentarias para fomentala explotación dos 
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montes; e desenvolvemento de actuacións formativas das comunidades e subministración 

de apoio.

9.- Fiscalidade. Só sobre o aproveitamento, e como calquera comunidade.

10.- Indicacións para unha nova regulación: En primeiro lugar, estímase conve-

niente a aprobación de normativa legal de carácter disciplinario para dar cobertura ás 

posibles regulacións estatutarias sobre esta materia a exercer pola xunta rectora sobre 

os membros da comunidade. En segundo lugar, a creación do Consello de Montes de Ga-

licia. Trataríase dun organismo con personalidade xurídica propia, incardinado dentro da 

Administración institucional independente, con estructura, composición e funcións, que se 

detallan na proposta que se expresa a continuación.

Consello de Montes de Galicia. Os montes veciñais, en comunidade romana ou xermáni-

ca, perténcenlles obviamente ós veciños e non a ningún ente público territorial dos que 

apareceron en Galicia na terceira década do século XIX, cando eses montes levaban na 

súa configuración xurídica moitos séculos de andaina; así e todo, esa pertenza particular 

non pode agochala realidade de que pola súa extensión territorial, polas súas posibi-

lidades económicas, polo seu valor ambiental constitúen un elemento de gran trans-

cendencia para o país galego e os seus intereses xerais; prodúcese, xa que logo, unha 

situación de presencia do que hoxe se coñece por todos como unha función social da 

propiedade, que induce ao ordenamento xurídico a dictar normas tendentes a darlle en-

trada na regulación dos seus contornos, sen destruír, por iso, os dereitos dos propieta-

rios, mais reconducindo o exercicio destes, que fora descoñecedor desa transcendencia, 

e remediando os casos nos que se produza un abandono. Encomendala consecución das 

esixencias desa función social, coma ata agora veu sucedendo, ao coidado de organis-

mos administrativos de carácter técnico, supón esquecela capacidade dos que resultan 

verdadeiramente cualificados para tomar decisións nos aspectos públicos (territorial, 

económico e ambiental) ós que vimos de facer mención, decisións que efectivamente 

levarán despois á práctica, nas concretas liñas nelas marcadas, os profesionais técnicos 

que correspondan. Diante diso, xurde a idea de que sería precisa a creación dun organis-

mo colexiado composto de coñecedores dos diversos campos antes referidos, organis-

mo non numeroso na súa composición para conservar unha rápida capacidade decisoria 

e independente na súa actuación e toma de resolucións, para que fose un verdadeiro 

organismo de país, que podería chamarse Consello de Montes de Galicia, encadrado 

na chamada Administración institucional independente, composto de cinco membros 

de cualificado coñecemento na materia, nomeados para cinco anos prorrogábeis, cun 

secretario e dúas asesorías, a xurídica, desenvolvida polo secretario, ademais das súas 

funcións propias, e a técnica de carácter forestal; por suposto, cos medios precisos para 

desenvolvelas tarefas que ao referido consello se lle asignan. As funcións dese organis-
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mo poderían selas seguintes:

A) Inventario de tódolos montes, tanto dos montes en mancomún, como dos de propieda-

de romana, con detallada identificación física de cada un.

B) proposta da unidade mínima forestal.

C) Cualificación dos montes en mancomún; a súa delimitación territorial; e aprobación dun 

estatuto modelo para os que, requiridos os seus titulares, non o aprobasen.

D) Declaración formal, con audiencia dos interesados, do estado de abandono dun monte 

veciñal.

E) Xestión dos montes veciñais que foran declarados en abandono, e que lles será devolta 

ós interesados de presentar un plan racional de explotación. A xestión dos montes en es-

tado de abandono sería ofrecida  previamente á parroquia, cando se tratase dun monte de 

un ou varios lugares dela.

F) Proposta de planeamento forestal xeral dos montes veciñais. Tamén o de cada monte 

veciñal, cando non fora programado polos interesados, previamente requiridos.

G) Formación do proxecto anual de orzamento sobre os investimentos derivábeis dos re-

feridos xestión, planeamento e demais funcións que competen ao consello. 

H) O nomeamento dos vocais do consello poderíase encomendar a elección do Parlamen-

to en maioría cualificada.

A entrada en funcións do consello suporía a supresión dos actuais xura- dos provinciais na 

materia, e dos demais organismos administrativos relacionados con esta, no que resulte 

competente o dito consello.

En terceiro lugar, o congreso insta á Xunta de Galicia a rematar urxentemente a cla-

sifi- cación dos montes veciñais pendentes; a estremalo perímetro destes nun curto 

prazo; e a liquidalos consorcios coas comunidades, asinando no seu canto os convenios 

previstos na lexislación vixente, enchéndoos de contido e cumprindo as disposicións or-

zamentarias que, aínda coas axudas da Unión Europea para abandono das terras, non 

se cumpren.

Faise así mesmo un chamado á Xunta de Galicia e ós grupos parlamentarios  para que 

en futuras iniciativas lexislativas sobre ordenación territorial e máis as facendas locais 

se transfira os montes comunais de titularidade dalgúns concellos ás parroquias corres-

pondentes ou ós grupos sociais das que procedere, garantindo, en todo caso, un réxime 

normativo que permita o seu aproveitamento veciñal ao abeiro de principios análogos ós 
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que rexen os montes veciñais en man común.

Faise tamén un chamado ó Ministerio de Xustiza, Dirección Xeral de Rexistros e grupos 

parlamentarios para que insten as reformas pertinentes dos artigos do regulamento hipo-

tecario para adecualos ó Dereito civil de Galicia.

Segunda. En relación cos montes en comunidade de tipo romano. Coñecidos comunmen-

te como montes de varas, de voces ou de fabeo, corresponden a comunidades con cotas, 

nas que tanto o monte coma as cotas son alleables, divisibles e susceptibles de prescri-

ción. Deberán rexerse polo costume do lugar, e subsidiariamente pola lei. Ao ser polo xeral 

aplicable, no réxime desta comunidade, o retracto de comuneiros deberá excluírse cando 

as participacións do monte se allean xunto cun casarío do lugar. A división realizarase por 

cotas acreditadas e, no seu defecto, a partes iguais.

Conclusiones de la sección V · Pedro González 
López

Esta ponencia se tituló  “Obligaciones y contratos”. Sus conclusiones se recogen a conti-

nuación:

Primeira. En relación co arrendamento rústico ordinario no Dereito civil galego. 

1.- O principio da autonomía da vontade en materia arrendaticia.

2.- Que na futura normativa arrendaticia galega se inclúa expresamente como fonte o 

Código Civil como norma supletoria de preferente aplicación.

3.- Estimar como suficiente para o outorgamento do contrato arrendaticio a capacidade 

xeral para contratar, o que non se contradí coa utilidade ou conveniencia de que o arren-

datario sexa un agricultor profesional.

4.- No referente á duración do contrato parece oportuno o mantemento do actual siste-

ma de pactos e prórrogas, coa determinación dun período supletorio para o único caso de 

ausencia de convenio entre os contratantes.

5.- En canto a obras e reparacións, distinguir só as reparacións necesarias (art. 42 Lei 

4/1995).

Segunda. No tocante á proposición de reforma da Lei 3/1993, de 16 de abril, das apar-

cerías e arrendamentos rústicos históricos de Galicia

124. Mesa presidencial de una de las 
sesiones del congreso. Mauro Varela, 
González Trigás, Torres Díaz, González 
Garcés, Pillado Montero, García Caridad, 
Souto Prieto, Meilán Gil, López Graña, 
Pantín Maneiros y Varela Fraga.
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1.- Finalizada a derradeira prórroga no 31 de decembro do ano 2005, non deben outor-

garse máis prórrogas.

2.- Merecen ser revisados dous aspectos da Lei 3/1993: Un máis preciso clarexamento 

das condicións de exercicio de acceso á propiedade (sempre antes do 31 de decembro do 

2005).Introducción dunha compensación económica de carácter automático ó arrenda-

tario ou parceiro histórico que non podendo ou non querendo exercita–lo seu dereito de 

acceso á propiedade se vexa compelido polo propietario a abandonalas.

3.- Polo que respecta ó dereito de acceso á propiedade proponse a facilitación da proba 

da antigüidade do arrendamento ou da parcería introducindo unha presunción legal iuris 

tantum que na práctica supón unha inversión da carga da proba. Clarexamento da esixen-

cia da condición de cultivador persoal das fincas para evitar oscilacións e cambios xuris-

prudenciais sobre a interpretación de tal concepto.

4.- A teor do anterior faise por proposta a nova redacción dos artigos 6 e 8 da Lei 3/1993 

nos seguintes termos:

124
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“Artículo 6.

n Hasta el cumplimiento de la fecha indicada en el artículo anterior, el arrendatario o 

aparcero histórico que venga cultivando personalmente las fincas en los términos del 

apartado cuarto de este artículo, podrá ejercitar el derecho de acceso a la propiedad de 

las fincas llevadas en arriendo o aparcería, incluida la vivienda si fuese el caso, pagando al 

propietario un precio que será la cantidad resultante de la media aritmética entre la valo-

ración catastral y el valor en venta actual de tierras análogas por su clase y situación en el 

mismo término municipal o comarca.

n La determinación del precio se hará por el juzgado, después de solicitar informe a la 

Junta de Estimación correspondiente y la práctica de la prueba pericial contradictoria en el 

proceso de acceso. En el supuesto de existir acuerdo entre las partes en cuanto al acceso 

pero no en cuanto al precio, éste se someterá a la citada Junta de Estimación Provincial.

Las Juntas de Estimación Provinciales de las Aparcerías y de los Arrendamientos Rústicos 

Históricos, que se crean por la presente ley tendrán la siguiente composición (...) [Igual que 

en la redacción original].

n A efectos del ejercicio del derecho de acceso a la propiedad, la condición del arren-

damiento rústico histórico podrá acreditarse por cualquiera de los medios admitidos en 

Derecho. Se presumirá que el actual cultivador personal es arrendatario rústico histórico 

en las siguientes circunstancias:	

A) Cuando conste que en una determinada zona o comarca existan tierras que han venido 

siendo explotadas durante varias generaciones, unidas por razón de parentesco, en régi-

men de arrendamiento;

B) Cuando el propietario no acredite una fecha cierta de inicio de la relación arrendaticia 

posterior al 1 de agosto de 1942; 

C) Cuando el arrendatario o aparcero pruebe o logre aportar indicios razonables de que 

la relación arrendaticia tiene una antigüedad mayor que la que conste en el contrato más 

antiguo que se haya aportado por ambas partes, o que la fecha de inicio señalada por el 

propietario.

En todos estos casos, la presunción podrá destruirse por el propietario si prueba, también 

por cualquier medio, alguna de las siguientes circunstancias:

A) Que él o sus antecesores en la propiedad de la finca la explotaron por sí mismos con 

posterioridad al 1 de agosto de 1942, 
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B) Que con posterioridad a dicha fecha las fincas fueron arrendadas a terceras personas 

que ningún parentesco tienen con el actual arrendatario.

n Tendrán la consideración de cultivador personal quienes reúnan los requisitos expre-

sados en el artículo 16 de la Ley de Arrendamientos Rústicos. No es incompatible con 

la condición de cultivador personal, a los efectos del ejercicio del derecho de acceso a la 

propiedad, cualquiera de las siguientes circunstancias:

A) Ser jubilado o pensionista de la Seguridad Social, si se prueba que el arrendatario sigue 

al frente de la explotación de la finca;

B) Recibir la colaboración de familiares en la explotación de la finca; 

C) La realización por el arrendatario de cualquier otro tipo de actividad, por cuenta propia 

o ajena, siempre que se acredite una dedicación personal apropiada y suficiente según las 

características de las fincas y el tipo de cultivo o explotación.

n Ejercitado el derecho de acceso a la propiedad regulado en el apartado primero de este 

artículo, el arrendatario o aparcero tendrá la obligación de seguir cultivando personalmen-

te las fincas adquiridas durante seis años como mínimo. Si incumpliese tal obligación, el 

anterior propietario podrá resolver la transmisión abonando el precio de la misma”.

“Artículo 8. 

n El propietario tendrá derecho al rescate de la aparcería o del arrendamiento histórico 

cuando justifique su necesidad como único medio de subsistencia y se comprometa a 

llevar la explotación personal y directa de las tierras. Logrado el cultivo de las tierras res-

catadas por el propietario, éste deberá practicarlo de modo personal y directo al menos 

durante los seis primeros años. El incumplimiento de este requisito dará lugar a la anula-

ción de la situación creada y a la reposición del anterior cultivador.

n Cuando el arrendatario o aparcero histórico que venga cultivando personalmente las 

fincas en los términos del apartado 4 del artículo 6 haya de dejar libres y a disposición 

del propietario arrendador las fincas arrendadas o dadas en aparcería bien por el ejer-

cicio del derecho de rescate, bien por expiración de la prórroga establecida en el apar-

tado primero del artículo 5 o del plazo en que se prolongue la relación contractual por 

tácita reconducción o prórroga convencional, o bien por expropiación forzosa, tendrá 

derecho a una compensación por la quinta parte del valor de dichas fincas. Dicho valor 

se determinará conforme a lo establecido en los apartados 1 y 2 del artículo 6, salvo en 

el caso de expropiación, que lo será el justiprecio fijado en la misma. El cobro de esta 

compensación no obsta a la indemnización de las mejoras realizadas por el arrenda-

tario conforme al régimen general establecido en el artículo 43 de la Ley 4/1995, de 
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Derecho Civil de Galicia.

n En caso de rescate por el propietario o de expiración de la relación contractual, el arren-

datario o aparcero podrá continuar en la explotación de las fincas hasta la total percep-

ción o consignación judicial de la cantidad que le corresponda conforme a lo establecido 

en el apartado anterior. Durante ese periodo, serán de aplicación las normas generales 

para el arrendamiento rústico o la aparcería contenidas en la Ley 4/1995 de Derecho 

Civil de Galicia. El aparcero deberá seguir pagando el canon de participación pactado, y el 

arrendatario abonando la renta pactada con la actualización que corresponda y aplicará a 

la compensación de lo que se le adeude la diferencia hasta la renta que sería usual en la 

comarca para casa y fincas análogas”.

Terceira. Con respecto ó contrato de vitalicio:

1.- Lei de Dereito Civil especial de Galicia supuxo un extraordinario avance en canto se 

adentrou por vez primeira na regulación lexislativa dunha figura de indiscutible raizame 

histórica, pero, á vez, dunha vida puxante (factores como o do envellecemento da po-

boación son claramente determinantes deste fenómeno). Evidentemente, é a dialéctica 

establecida na  vida da norma a que nos ofrece a mellor orientación en canto ás adapta-

cións que se deben facer naquela á hora de garantila súa aplicación e, sobre todo, a súa 

utilidade. No relatorio só se tentou unha reforma desde esta óptica, é dicir, unha proposta 

de reforma que mellore o “uso” e o futuro da norma, respectando simultaneamente o es-

pírito da institución e especialmente as notas da función asistencial (cun contido mínimo), 

a onerosidade, a aleatoriedade, o carácter meramente persoal e a autonomía da vontade 

modalizada pola necesaria protección dos alimentistas.

2.- Así se apuntan como posibilidades de mellora as seguintes:

Potenciala ampliación convencional do contido contractual.

Prohibir expresamente a posibilidade de pactar unha duración distinta á da vida do ce-

dente en atención á función asistencial do contrato; así como, por igual motivo, a posi-

bilidade de pacta–la intransmisibilidade mortis causa da posición do cesionario.

Incidir na intransmisibilidade da posición de cedente alimentista.

Regula–los supostos de pluralidade subxectiva en ámbalas dúas posicións contractuais, 

con especial incidencia nos casos do desisti- mento e a resolución.

Potencia–lo carácter oneroso–aleatorio do contrato, especialmente en  conexión co fenó-
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meno sucesorio, permitindo expresamente o vitalicio entre parentes (incluído o caso de 

pais e fillos).

Introducir unha norma que permita atribuír carácter privativo ós bens cedidos, sen necesi-

dade de pacto capitular.

Revisa–los casos de extinción anticipada do contrato e as súas conse- cuencias.

Conclusiones de la sección VI · Ildefonso Sánchez 
Mera

La ponencia se tituló “Sucesiones”. Estas fueron sus conclusiones:

Primera. Sobre el artículo 117 de la Ley de Derecho Civil de Galicia:

En primer lugar, que en buena técnica jurídica y adoptando la propia sistemática que en 

los capítulos siguientes asume la Ley de Derecho Civil de Galicia –pactos sucesorios, su-

cesión testada, legítimas, sucesión intestada y partijas– la referencia a los pactos suceso-

rios debería preceder al testamento y a la ley en la enumeración de los modos de deferir 

la sucesión.

Y en segundo lugar, la alusión que se contiene en el artículo 117.1 a los pactos sucesorios 

“regulados en esta ley” debe ser matizada. En consecuencia, la referencia a los pactos 

sucesorios “regulados en esta ley” debería ser sustituida por la de “los pactos sucesorios 

admisibles con arreglo a Derecho”.

Por todo lo anterior se estima como más acorde con el espíritu y sistemática de la Ley 

de Derecho Civil de Galicia la siguiente redacción que se propone para el artículo 117: “La 

sucesión se defiere, en todo o parte: 1.º Por cualquiera de los pactos sucesorios admisibles 

con arreglo a Derecho. 2.º Por testamento. 3.º Por disposición de la ley”.

Segunda. Sobre los pactos sucesorios:

1. Sobre la conveniencia de disposiciones generales en las que se contenga el régimen 

genérico de los pactos sucesorios.

A) Determinación de los pactos sucesorios. Respecto de la determinación de las figuras 

identificables en sentido propio con los pactos sucesorios, se considera que, en cuanto el 

derecho de labrar y poseer no es sino un pacto referente a la mejora, en la enumeración 
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legal correspondiente sólo deben ser considerados pactos sucesorios los de mejora, los de 

apartamiento y los referentes al usufructo voluntario de viudedad.

B) Capacidad, forma y otorgamiento de los pactos por poder. En relación con estos te-

mas, en el ámbito de las disposiciones generales de los pactos sucesorios consideramos 

conveniente concluir lo siguiente:

Capacidad. Se estima que deberá precisarse que los pactos sólo pueden ser otorgados 

por personas que, siendo mayores de edad, tengan plena capacidad de obrar.

Forma. Se considera necesaria una norma en la que de modo directo se disponga que los 

pactos habrán de ser otorgados en escritura pública.

Otorgamiento de los pactos sucesorios por poder. A este respecto se estima con-

veniente admitir de forma expresa el otorgamiento de los pactos por poder que, teniendo 

carácter especial, habrá de contener los elementos esenciales del negocio.

C) Interpretación de los pactos sucesorios. Se considera que el vigente artículo 133 de la 

Ley de Derecho Civil de Galicia referente a la interpretación de las estipulaciones conte-

nidas en un pacto de mejora y que forma parte de las normas referentes al derecho de 

labrar y poseer debería integrarse en el ámbito de las disposiciones generales por cuanto 

su contenido puede afectar a cualquier pacto sucesorio. No obstante lo anterior, se en-

tiende también que al artículo 133 de la Ley de Derecho Civil de Galicia podría otorgársele 

una redacción más amplia que permitiera su ubicación en el título preliminar como norma 

interpretativa e integradora de alcance general.

2. Sobre el pacto de mejora

Bajo un epígrafe genérico con el título “De los pactos de mejora” debería acogerse el ré-

gimen general aplicable a los pactos por los que se conviene la sucesión en favor de los 

descendientes.

En primer lugar, en relación con los pactos de mejora deberían especificarse los si-

guientes aspectos: de entrada, que los pactos sucesorios de mejora pueden suponer la en-

trega o no de presente de los bienes a que se refieren. “Los pactos sucesorios de mejora 

con entrega de bienes” deben conllevar la adquisición de la propiedad por parte del mejo-

rado sin que el adjudicante pueda disponer de los bienes, salvo que se hubiera reservado 

dicha facultad. Por lo que atañe al “pacto de mejora realizado sin entrega de bienes”, se 

considera necesario especificar que en tales casos el adjudicante conserva la plena liber-

tad dispositiva, determinando las consecuencias a seguir para los casos en que el acto de 

disposición se lleve a cabo.
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En segundo lugar, también se entiende que el régimen jurídico de los pactos de mejora 

habría de completarse con un precepto que determinase las causas de “ineficacia del pac-

to”. Por ello se propone que, con las debidas adaptaciones, el artículo 132.1 se traslade al 

epígrafe propuesto por la sección en el que se regularían los pactos de mejora de modo 

genérico. Con el presupuesto anterior, los pactos de mejora quedarían sin efecto: si el me-

jorado incumpliera las obligaciones asumidas; por premoriencia del mejorado, salvo pacto 

expreso de sustitución o que la mejora se hubiera llevado a cabo con entrega de bienes; 

por incurrir el mejorado en causa de desheredación o indignidad; por su conducta injuriosa 

o vejatoria; y, habiendo entrega de bienes, por ingratitud.

3. Sobre el derecho de labrar y poseer, en particular:

En primer lugar, se considera conveniente que la atribución al adjudicatario de la “fa-

cultad de compensar en metálico” a los demás interesados en la partición se acompañe 

de la facultad ulterior de hacer el pago dentro de los cinco años siguientes a la apertura 

de la sucesión. Ello siempre y cuando el adjudicatario garantice el cumplimiento cuyo pa-

go en metálico se retrasa.

En segundo lugar, en virtud del contenido propuesto en el epígrafe 3.2 para el pacto de 

mejora los supuestos de “ineficacia del derecho de labrar y poseer” quedarían limitados 

al vigente artículo 132.1.c y al 132.2. Por tanto, además de por las causas comunes a los 

pactos de mejora, el derecho de labrar y poseer quedaría sin efecto: si durante dos años 

consecutivos el mejorado abandonara en vida del adjudicante, totalmente y sin justa cau-

sa, la explotación de los bienes que la componen.

4. Sobre el apartamiento:

A) El objeto del apartamiento. En orden a esta cuestión se considera que debería explici-

tarse que el apartante podrá adjudicar al apartado “cualesquiera bienes o derechos” con 

independencia de su valor.

B) La relación entre el apartamiento y la sucesión intestada. A este respecto se estima 

que sería oportuno determinar expresamente la validez del pacto por el que el legitimario 

quede excluido, no sólo de la condición de heredero forzoso, sino también del llamamiento 

a la sucesión legal.

C) Apartamiento y obligación de colacionar. Con el fin de evitar dudas al respecto, debe-

ría concretarse que, dejando a salvo la dispensa expresa del apartante, lo que se hubiera 

dado en apartamiento habrá de traerse a colación si el apartado o sus descendientes 

concurriesen como herederos a la sucesión con otros legitimarios.
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Tercera. Sobre el usufructo voluntario del cónyuge viudo:

1.- Sobre la ubicación sistemática del usufructo del cónyuge viudo, se estima que, en 

cuanto puede ser constituido también por medio de tes-tamento, el usufructo voluntario 

del cónyuge viudo debería ser objeto de regulación con carácter independiente.

2.- Sobre el régimen jurídico del usufructo del cónyuge viudo:

A) El artículo 118 de la Ley de Derecho Civil de Galicia. Se propone regular en 

artículos diferentes la cuestión relativa al modo de constitución del usufructo y la inefica-

cia del mismo derivada de la voluntad o voluntades que lo constituyeron. Por lo que a la 

primera cuestión se refiere, se propone otorgar al artículo 118 la siguiente redacción: “Los 

cónyuges podrán pactar en escritura pública o disponer en testamento la atribución unila-

teral o recíproca del usufructo sobre la totalidad o parte de los bienes”.

B) Inventario y fianza. Dejando a salvo lo que pudiera haberse dispuesto en el título 

constitutivo, se considera conveniente eximir con alcance general al cónyuge viudo de la 

obligación de formar inventario de los bienes usufructuados y de prestar fianza. Como 

complemento de la regla general expuesta, parece conveniente atribuir a los legitimarios 

la facultad de exigir la prestación de fianza para salvaguardar la legítima. Para los supues-

tos en que el viudo estuviese obligado a formar inventario, el pleno estima conveniente 

precisar un plazo que podría ser de seis meses contados desde la apertura de la sucesión.

C) Facultades del usufructuario. En orden a las facultades del usufructuario  regu-

ladas en el artículo 122 de la Ley de Derecho Civil de Galicia, se estima conveniente la 

inclusión de la facultad del cónyuge viudo para cobrar créditos de la herencia.

D) Ineficacia del usufructo. Se propone establecer que el usufructo del cónyuge viudo 

debe quedar sin efecto en los supuestos de indignidad para suceder, por haber sido el cón-

yuge desheredado, por declaración de nulidad del matrimonio, divorcio y por separación 

judicial o de hecho debidamente acreditada. Junto con lo anterior, el usufructo de viudedad 

también habrá de quedar sin efecto: el pactado, por mutuo acuerdo; el testamentario, por 

su revocación.

E) Extinción del usufructo. Se propone que además del nuevo matrimonio se tome en 

consideración la “situación de hecho asimilable” al mismo.

Cuarta. Sobre la sucesión testada:

1. Sección primera. El testamento abierto notarial:
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A) Sobre el título de la sección. Se considera conveniente modificar el título de la sección 

–Del testamento abierto notarial– sustituyéndolo por Del testamento abierto ordinario.

B) Sobre el contenido del artículo 136. Se considera conveniente proponer las modifica-

ciones que a continuación se exponen:

En primer lugar, parece aconsejable suprimir la referencia que se hace en el párrafo pri-

mero del artículo 136 al testamento por comisario –“el testamento abierto podrá ser indi-

vidual, mancomunado <o por comisario>”–. Lo anterior por cuanto que el testamento por 

comisario regulado por los artículos 141 y ss. de la Ley de Derecho Civil de Galicia poco 

tiene que ver con el testamento abierto.

En segundo lugar, resulta a todas luces necesaria la modificación de lo dispuesto en el 

último párrafo del artículo 136 que regula la capacidad de los testigos del testamento 

abierto ordinario. A tales efectos la expresión “plena capacidad jurídica” debe sustituirse 

por “plena capacidad de obrar”.

En atención a lo expuesto se propone otorgar al artículo 136 de la Ley de Derecho Civil de 

Galicia la siguiente redacción: “El testamento abierto ordinario se otorgará ante notario 

con las formalidades que le sean propias y podrá ser individual o mancomunado”.

2. Sección segunda. El testamento mancomunado:

Se considera que debería reducirse el ámbito del testamento mancomunado, circunscri-

biendo la figura al testamento que, otorgado conjuntamente por los cónyuges, tuviera 

contenido particional y se ordenara mediante cláusulas recíprocamente condicionadas. 

Además, a la vista de los problemas que puede plantear en orden al Derecho interregional 

se propone prescindir de cualquier referencia al testamento mancomunado otorgado fue-

ra de Galicia.

A) Sobre las insuficiencias del régimen jurídico del testamento mancomunado. En or-

den a las lagunas que presenta la normativa vigente del testamento mancomunado se 

considera lo siguiente: en primer lugar, deberían definirse las cláusulas correspectivas, 

delimitando el alcance de las mismas. En segundo lugar, habrían de especificarse las 

consecuencias a seguir en los casos en que los otorgantes dispusieran de bienes com-

prendidos en alguna cláusula correspectiva. En tercer lugar, se estima conveniente la 

introducción de un precepto en el que, una vez fallecido uno de los otorgantes, se reco-

nozca a los interesados el derecho a copia del testamento mancomunado y el contenido 

de la misma. Y en cuarto lugar, que habrán de resolverse las dudas que ha suscitado el 

régimen vigente debido a la inexistencia de una norma que de modo directo establezca 

la forma del testamento mancomunado.
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1.- La definición de las cláusulas correspectivas. En orden a esta cuestión, se propone la 

siguiente definición: “Son correspectivas las disposiciones de contenido patrimonial cuya 

eficacia estuviera recíprocamente condicionada por voluntad expresa de los otorgantes”. 

Junto con lo anterior y con el fin de soslayar futuros problemas interpretativos, parece 

conveniente determinar que en todo caso “la correspectividad no se presume”.

2.- La facultad de disposición respecto de bienes comprendidos en el testamento man-

comunado. Resulta conveniente introducir una norma que de modo expreso reconozca la 

facultad de los otorgantes para disponer, inter vivos o mortis causa, de los bienes que han 

sido objeto de algunas de las cláusulas del testamento mancomunado.

Teniendo presente lo anterior, se hace necesario resolver una cuestión que carece de re-

gulación en la Ley de Derecho Civil de Galicia: las consecuencias a seguir en los casos en 

que el acto de disposición afectase a bienes comprendidos en una cláusula correspectiva. 

Sobre este particular, se considera que si el acto de disposición de bienes comprendidos 

en una cláusula correspectiva se realizara en vida de los cónyuges, habrá de producirse la 

ineficacia de las cláusulas recíprocamente condicionadas con aquélla. Y si el acto de dis-

posición de bienes comprendidos en una cláusula correspectiva se llevara a cabo fallecido 

uno de los cónyuges, al beneficiario de la disposición testamentaria habría de reconocér-

sele la facultad de reclamar el valor actualizado de los bienes objeto de la disposición con 

cargo a la herencia del disponente.

3.- El derecho a copia del testamento mancomunado. Se considera aconsejable explicitar 

que los interesados en la sucesión de uno de los otorgantes fallecido tendrán derecho a 

copia del testamento que en todo caso sólo deberá contener las disposiciones que afec-

ten a la sucesión abierta.

4.- La forma del testamento mancomunado. Se considera necesaria la introducción de un 

precepto en el que sin ambages se declare que “el testatamento mancomunado habrá de 

ser otorgado en forma abierta notarial”.

B) Sobre las deficiencias del régimen jurídico del testamento mancomunado. Se propone 

otorgar un nuevo contenido a los artículos que regulan la revocación del testamento man-

comunado, dotándoles de claridad y resolviendo los problemas que la redacción actual 

plantea.

1.- El principio general de libre revocabilidad. Se habrá de determinar con claridad que en 

todo momento el testamento mancomunado puede ser revocado conjuntamente por los 

otorgantes y de forma unilateral por cualquiera de ellos en lo que atañe a sus disposicio-

nes no correspectivas.
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2.- La revocabilidad de las disposiciones correspectivas. La revocación sólo podrá hacerse 

en vida de ambos cónyuges produciendo como efecto la ineficacia de las cláusulas recípro-

camente condicionadas. Por lo tanto, la  redacción actual del artículo 140, que sanciona el 

carácter irrevocable de las cláusulas correspectivas una vez fallecido uno de los cónyuges 

con ciertas excepciones, lo hace siguiendo una redacción en ciertos aspectos ininteligible. 

En virtud de lo anterior, se propone una nueva redacción del precepto en el que, por una 

parte, se sancione el carácter irrevocable de las cláusulas correspectivas cuando hubiera 

fallecido uno de los cónyuges o devenido incapaz para testar; y por otra, se admita en 

tales casos con  carácter excepcional la revocación de las cláusulas correspectivas por 

el cónyuge sobreviviente si la persona en cuyo favor se otorgó la cláusula correspectiva 

hubiese sido declarado incapaz de suceder al otro cónyuge, estuviera incursa en causa de 

incapacidad para sucederle o hubiese premuerto.

3.- Forma y notificación de la revocación unilateral. La revocación unilateral del testa-

mento mancomunado deberá hacerse en testamento abierto notarial. Teniendo presente 

lo anterior, se propone clarificar el régimen de la notificación de la revocación llevada a 

cabo por uno solo de los otorgantes distinguiendo según afecte o no a cláusulas corres-

pectivas.

Para los casos en que la revocación no afectase a cláusulas correspectivas, se hará saber 

al notario la existencia del testamento mancomunado que se revoca y el domicilio del otro 

otorgante al fin de que la revocación pueda ser notificada. Tratándose de revocación uni-

lateral que no afecta a cláusulas  correspectivas la falta de notificación no deberá incidir 

en la validez de la revocación.

Para los supuestos en que afectara a disposiciones correspectivas, para que surta efectos 

la revocación deberá ser notificada al otro cónyuge. A estos efectos la notificación habrá 

de realizarse en los treinta días hábiles siguientes por el notario que la hubiera autorizado, 

en el domicilio determinado en el propio testamento así como en el indicado por el revo-

cante. En todo caso, una vez realizada, la notificación deberá producir efectos revocatorios 

aunque no se hallare el cónyuge en ninguno de los domicilios señalados.

3. Sección tercera. El testamento por comisario:

Se propone: clarificar las fuentes de la facultad testatoria y los posibles beneficiados por 

la misma; determinar de modo conciso los límites del ejercicio de la facultad testatoria; 

revisar el plazo para que el cónyuge lleve a cabo sus funciones, determinando el régimen 

a seguir durante la situación de interinidad; concretar el modo en que el comisario podrá 

llevar a cabo la adjudicación de los bienes del difunto; y, en fin, explicitar las causas por las 

que la facultad testatoria debe quedar sin efecto.
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A) Las fuentes de la facultad testatoria y los eventuales beneficiados por su ejercicio. Se 

propone que se determine expresamente que “podrá pactarse válidamente en capitulacio-

nes matrimoniales o atribuirse en testamento por un cónyuge a otro la facultad de desig-

nar heredero o legatario entre los hijos o descendientes comunes, así como la de asignar 

bienes concretos y determinar el título por el que se recibirán”. También parece oportuno 

establecer que en el caso de que hubiera descendientes particulares del causante, el viudo 

sólo podrá ejercitar la facultad testatoria si el propio causante hubiera dejado ordenada la 

sucesión en lo referente a sus descendientes particulares.

B) Los límites del ejercicio de la facultad testatoria. Habrá de explicitarse que en el ejer-

cicio de la facultad testatoria el comisario habrá de respetar las legítimas así como las 

disposiciones del cónyuge atribuyente.

C) El plazo y la situación de interinidad. Se considera que, salvo que el atribuyente hubiera 

señalado otro plazo, el viudo dispondrá de cinco años para ejercitar la facultad testatoria. 

Habiendo hijos menores, el plazo podrá ampliarse hasta tres años después de la eman-

cipación del último de los hijos. En todo caso, se entenderá que la herencia del fallecido 

está bajo la administración del viudo hasta que éste ejercite las facultades que le fueron 

atribuidas.

D) Adjudicación de los bienes. Se entiende conveniente determinar que el comisario podrá 

adjudicar los bienes del difunto bien por actos inter vivos o por actos mortis causa –ya en 

testamento otorgado por el cónyuge en condición de comisario del causante, ya en testa-

mento por el que el comisario dispone además de sus propios bienes–.

E) Ineficacia de la facultad testatoria. A este respecto habría de establecerse que la facul-

tad testatoria quedará sin efecto por las causas siguientes: presentación de la demanda 

de nulidad, separación o divorcio; separación de hecho de los cónyuges debidamente acre-

ditada, salvo dispensa del atribuyente, por el nuevo matrimonio del viudo –celebrado antes 

de que hubiera ejercitado la facultad que se le atribuyó– o situación de hecho asimilable. 

Asimismo, la facultad testatoria debe quedar revocada por la disposición sucesoria otor-

gada con posterioridad por el cónyuge atribuyente.

4. Propuesta de una nueva sección. Sección cuarta. De las disposiciones testa-

mentarias especiales:

A) Disposición a favor de quien cuide al testador. Se considera que debe  explicitarse la 

validez de la disposición “a favor de quien cuide al testador” y de la  disposición hecha 

bajo la condición de “cuidar y asistir al testador, a sus ascendientes, descendientes o a su 

cónyuge”. En tales supuestos y salvo que se hubiera dispuesto otra cosa, será el albacea a 

quien en su caso corresponda determinar la persona que hubiera cuidado al testador o si 
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se ha cumplido la condición bajo la que se hizo la disposición.

B) Disposición testamentaria de un bien ganancial. Sobre este particular habrá de especi-

ficarse de entrada que la disposición testamentaria de un bien ganancial puede realizarse 

como disposición de “cosa ganancial” o como disposición del “derecho” que al testador 

corresponda en el citado bien. Para los casos de duda deberá establecerse que la disposi-

ción del bien ganancial ha sido realizada como disposición del derecho que al testador co-

rresponda en el mismo. Con el citado presupuesto, el régimen a seguir será el siguiente:

1.- Disposición como cosa ganancial. Cuando se disponga de un bien por entero 

como cosa ganancial habrá de hacerse constar de modo expreso el carácter del bien, 

produciendo la disposición todos sus efectos si, en la liquidación de gananciales, el bien 

fuese adjudicado a la herencia del testador. En otro caso se entenderá legado el valor que 

tuviera el bien al tiempo del fallecimiento del testador.

2.- Disposición del derecho que corresponde al testador en un bien ganancial. 

Cuando se adjudica o lega el derecho que corresponde al testador en un bien ganancial, 

la disposición habrá de entenderse referida a la mitad de su valor. Sin embargo, la dispo-

sición se entenderá referida a la mitad indivisa del bien si el cónyuge sobreviviente o sus 

herederos los aceptasen y también cuando los cónyuges hubiesen realizado la disposición 

de forma coincidente y las herencias de ambos estuvieran deferidas.

C) Ineficacia de las disposiciones en favor del cónyuge. Se estima pertinente introducir un 

precepto que con alcance general disponga lo siguiente: “Salvo que del testamento resulte 

otra cosa, las disposiciones en favor del cónyuge no surtirán efecto si al fallecer el testa-

dor estuviera declarada judicialmente la nulidad del matrimonio, decretado el divorcio o la 

separación, o se encontraran en trámite los procedimientos dirigidos a ese fin. Tampoco 

surtirán efecto en los casos de separación de hecho entre los cónyuges debidamente 

acreditada”.

Quinta.  Sobre las legítimas:

Se propone que la naturaleza, la determinación de los sujetos que deben tener la condi-

ción de legitimarios y la cuantía correspondiente no sufra modificaciones respecto del 

régimen jurídico vigente.

“Legítima es la cuota de activo líquido que necesariamente corresponde a determinados 

parientes del causante de una sucesión y a su cónyuge, de no haberse excluido por apar-

tamiento. Son legitimarios en Galicia las mismas personas que el Código Civil relaciona 

como herederos forzosos, en la cuantía y proporción que establece en cada caso”.
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Sexta. Sobre la sucesión intestada:

Se asume el contenido básico de los artículos 152 a 154 de la Ley de Derecho Civil de 

Galicia a los que no se presentan propuestas al respecto.

Séptima.  Sobre las partijas:

1. Preliminar: Se propone la división interior del capítulo referente a las partijas en cua-

tro secciones: una primera comprensiva de las disposiciones generales de la partición; 

la segunda regularía la partición por el testador; la tercera la partición por el contador–

partidor; y una cuarta sección ordenaría la partición por los herederos.

2. De las disposiciones generales: En este ámbito habrían de enumerarse los modos 

de realizar la partición y el criterio a seguir en los casos de concurrencia de menores o in-

capacitados. Por lo que respecta a la primera cuestión y en consonancia con el contenido 

del capítulo, la partición puede realizarse: 1.º Por el propio testador, en testamento o en 

otro documento, anterior o posterior a aquél. 2.º Por el contador–partidor, en cualquiera 

de los casos admitidos por la ley. 3.º Por los herederos, bien por sí o por otro. 4º Por reso-

lución judicial.

Y por lo que respecta a la segunda cuestión, para los casos de concurrencia a la sucesión 

de menores o incapacitados legalmente representados, el pleno entiende que también en 

sede de disposiciones generales deberá establecerse la innecesariedad de la intervención 

y aprobación judicial a los efectos de aceptar o partir la herencia correspondiente.

Junto con lo expuesto, se entiende que, en cuanto afecta a toda partición, el vigente artí-

culo 170 –“el cesionario de un coheredero se subroga en lugar de éste en la partija de la 

herencia”– debería traerse al ámbito de las disposiciones generales.

3. De la partición por el testador: Partiendo de lo dispuesto en  los  arts. 157 y 158 

de la Ley de Derecho Civil de Galicia y con el fin de ordenar y clarificar su contenido, se 

propone que, como punto de partida de la regulación ulterior y atendiendo a lo establecido 

por el artículo 157.1, se faculte con carácter general al testador para hacer la partición de 

la herencia o realizar adjudicaciones de bienes y derechos determinados, sin perjuicio de 

las legítimas. Con el precedente anterior, en sede de partición por el testador habrían de 

regularse las siguientes cuestiones: los problemas que puede plantear la partición hecha 

en documento no testamentario; la eficacia de las disposiciones particulares sobre la par-

tición; el régimen de la partición conjunta; y la rescindibilidad de la partición.

A) Sobre la partición en documento no testamentario. Aclarando lo dispuesto en los ar-
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tículos 157.3 y 158.1 habrá de establecerse que la partición hecha por el testador en 

documento no testamentario deberá ajustarse a las disposiciones del testamento. Sin 

embargo, deberá sancionarse la validez de la partición aunque el valor de lo adjudicado a 

cualquiera de los partícipes en la comunidad hereditaria no se corresponda con la cuota 

atribuida en el testamento.

B) Sobre las disposiciones particulares referentes a la partición de la herencia. Con el fin 

de solventar cualquier duda al respecto, se propone establecer que podrán ordenarse en 

testamento disposiciones particulares sobre la partición de la herencia que habrán de ser 

observadas cuando ésta se lleve a cabo.

C) Sobre la partición conjunta. Se entiende que debería completarse la acertada regula-

ción de la partija conjunta integrando su régimen jurídico con el fin de cubrir las lagunas 

existentes al respecto. En este sentido, se contemplarían las siguientes cuestiones: el ob-

jeto de la partija conjunta; su eficacia y revocación; la incidencia de la partija conjunta en 

la facultad de disposición; y las relaciones entre la partija conjunta y las legítimas.

1.- Objeto. Partiendo del contenido del artículo 157.2, habrá de establecerse que los 

cónyuges, aunque testen por separado, podrán hacer una partija conjunta y unitaria de 

sus bienes privativos y de los comunes, si los hubiere, con independencia del origen de los 

adjudicados a cada heredero.

2.- Eficacia y revocación. En torno a los problemas que pudiera suscitar la eficacia, 

parece oportuno precisar que la partija conjunta será eficaz al fallecimiento de ambos 

cónyuges. Por lo que atañe a la revocación habría de establecerse que en vida de ambos 

cónyuges la partija podrá ser revocada por cualquiera de ellos y, notificada al otro cónyu-

ge, producirá la ineficacia total de la partija. Asimismo, fallecido uno de los cónyuges, la 

partija podrá quedar sin efecto por la revocación del sobreviviente.

3.- La partija conjunta y la facultad de disposición. Resulta conveniente subrayar 

en sede legal que, fallecido uno de los cónyuges, el sobreviviente podrá disponer de sus 

bienes privativos, siendo necesario el concurso de los herederos y del cónyuge sobrevi-

viente cuando se trata de disposición de los bienes comunes y de los del premuerto in-

cluidos en la partija conjunta. En todo caso, la partija podrá ser declarada ineficaz cuando 

la composición patrimonial base de la misma se hubiera alterado de forma sustancial por 

enajenaciones voluntarias o forzosas.

4.- La partija conjunta y las legítimas. A este respecto, se propone mantener el con-

tenido del vigente artículo 158.2, en cuya virtud en la partición conjunta la legítima podrá 

ser satisfecha con bienes de uno solo de los causantes.



378

Congresos de  Derecho Gallego.  Conclusiones

D) Sobre la rescindibilidad de la partición. Sobre este particular, se propone contemplar la 

rescindibilidad de la partición por lesión en más de un cuarto si hubiera fijación expresa de 

cuotas en el testamento.

4. De la partición por el contador–partidor: Si bien regulada la partición por con-

tador–partidor en sección independiente, se propone asumir el contenido de los artículos 

157 a 163 de la Ley de Derecho Civil de Galicia referentes a la citada figura. Junto con 

lo expuesto el pleno asume la necesidad de clarificar el contenido del artículo 159.2 y 3 y 

concretar las facultades del contador–partidor.

A) Sobre el artículo 159.2 y 3. Se propone una redacción diferente para los citados pre-

ceptos sin referencia específica a la delegación de la facultad de mejorar. En particular, 

la redacción que se propone para el artículo 159.2 y 3 es la siguiente: “El testador podrá 

nombrar contador–partidor al cónyuge sobreviviente al que sólo hubiese asignado el usu-

fructo universal. Salvo dispensa del testador, el cargo de contador–partidor únicamente 

podrá ser ejercitado mientras el sobreviviente permanezca viudo y dentro del plazo fijado 

por el causante. Si no lo fijase, el plazo para el ejercicio del cargo será el de un año”.

B) Sobre las facultades del contador–partidor. A este respecto se propone  explicitar los 

siguientes extremos: 1.º El contador–partidor podrá realizar el inventario por sí solo, aun 

cuando existan personas sujetas a patria potestad, tutela o curatela. 2.º El contador–par-

tidor habrá de hacer la partición total de la herencia. 3.º Además de las facultades propias 

del cargo y de las encomendadas por el causante, el contador–partidor podrá, una vez 

formalizado el inventario, entregar los legados –art. 163–. 4.º El contador–partidor podrá 

liquidar la sociedad conyugal con el cónyuge sobreviviente o sus herederos. Con todo, para 

los casos de que el contador–partidor lo fuese de ambos cónyuges y realizase la partición 

conjunta podrá prescindirse de la liquidación de la sociedad conyugal salvo que fuera pre-

cisa para cumplir las disposiciones testamentarias de cualquiera de los cónyuges.

5. De la partición por los herederos: En orden a la partición por unanimidad de los 

herederos, se propone incluir un artículo introductorio con el siguiente contenido: “Cuando 

el testador no hubiese hecho la partición, los partícipes mayores de edad, emancipados o 

legalmente representados, podrán partir la herencia del modo que tengan por convenien-

te. Además podrán encomendar a un tercero la práctica de la partición para que la realice 

con carácter vinculante para todos ellos”.

En relación con la partición por la mayoría, la regulación vigente plantea no pocos proble-

mas prácticos que dificultan su operatividad. Con el fin de sortear los citados problemas, 

se propone instaurar un sistema notarial análogo al del contador–partidor dativo que ha-

brá de tener la condición de abogado ejerciente en el distrito notarial en el que la partición 

se tramite. Con este planteamiento como punto de partida, habrán de regularse las cues-
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tiones siguientes: incoación de la partición; el acto de designación del contador–partidor; y 

la formalización de la partición así como su notificación.

Por lo que respecta a la primera cuestión, la partición por mayoría podrá ser incoada por 

cualquiera de los interesados y habrá de ser notificada a los restantes que tuvieran domi-

cilio conocido.

En lo referente a la segunda cuestión, al acto de designación del contador–partidor habrán 

de concurrir los partícipes que representen una cuota de más de la mitad del haber parti-

ble y sean dos al menos, llevándose a cabo la designación por acuerdo de todos los concu-

rrentes y, en su defecto, mediante sorteo entre los propuestos –uno por cada interesado–. 

Quedará sobreseído el expediente si, antes de la designación del contador–partidor, se 

hubiere promovido juicio divisorio o admitido a trámite la solicitud de nombramiento de 

contador–partidor dativo según el artículo 1.057 del Código civil.

Por lo que se refiere a la tercera cuestión, la partición se formalizará mediante escritura 

pública de protocolización del cuaderno particional otorgada por el contador–partidor de-

signado. El notario notificará la formalización de la partición a los interesados.

Conclusiones de la sección VII · Antonio 
Fernández Rodríguez

La sección estuvo dedicada a temas libres y comunicaciones varias. A continuación, repro-

ducimos sus conclusiones:

Primera. En relación con la Ley de Mediación Familiar en Galicia.

Si bien se considera que la Ley de Mediación Familiar carece de funcionalidad práctica, 

dada la trascendencia jurídica que para los afectados puede tener la mediación, el pleno 

interesa que en el reglamento de desarrollo de la precitada ley el mediador sea abogado; y 

ello con independencia del auxilio que profesionales de otras ramas puedan prestar como 

especialistas.

Segunda. El pleno recomienda garantizar la formación sobre Derecho Civil de Galicia en 

las universidades y en las escuelas de práctica jurídica.

Tercera. Se aprueba las propuestas alternativas de reforma del impuesto de sucesiones 

contenidas en la comunicación presentada al efecto:

1ª. Reducción aplicable en la base imponible. En los casos contemplados en los grupos I y 
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II del artículo 20 de la ley del impuesto y en el artículo 42 del reglamento que la desarrolla 

será del 99 por 100 de la base imponible.

2ª. Reducción de los coeficientes multiplicadores en un 50 por 100, así como el incremen-

to del patrimonio mínimo preexistente, estableciéndolo en 600.000 euros, y la ampliación 

de los sucesivos tramos del mismo proporcionalmente a dicha cantidad.

3ª.  Reducción del tipo de la escala de gravamen en un 50 por 100.

4ª. Establecer un mínimo exento que coincida con el mínimo establecido para el impuesto 

sobre el patrimonio.

5ª. Reducción especial en la base imponible, actualmente no contemplada, para aquel 

caso en que los únicos o mayoritarios ingresos de una familia sean aportados por el cau-

sante.

6ª. Reducción especial en la base imponible, en función del número de herederos. No es 

lo mismo que el patrimonio se transmita íntegramente a un solo heredero, que se divida 

en varios patrimonios, produciéndose ya de esta manera una efectiva redistribución del 

mismo. Circunstancia que actualmente no está recogida en la actual regulación.
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olamente el Señor, que sabe cómo es de sencillo y pedregoso mi huerto 

secano, conoce mi sudor frío en busca de unas palabras con las que pueda 

presentarme ante vosotros para rendiros mi ofrenda, que ya es obligación de 

derecho y devoción de simpatía, en el foro espiritual del que soy tributario, por 

merced de vuestra hidalga cortesía y de vuestra bondad acogedora, con el aga-

sajo prestigioso de ocupar esta tribuna en vuestro hogar jurídico, un hogar 

de abogados en donde se alza siempre, encendida y luminosa, la llamarada 

de un ideal de justicia y de hermandad.

El recuerdo de nuestros precursores, inmortales peregrinos de la toga, ba-

tida armadura que los siglos cubrieron de gloria, hábito de los más nobles 

y valientes caballeros de la Justicia, que se abrillanta y pule en una labor tantas 

veces silenciosa y humilde, mal agradecida, cuando no dada al olvido, es lo que hoy vengo 

a evocar aquí, sin palabras detonantes y bullidoras.

Voy para lejos. Camino, camino largo, camino de nuestra vida... pero desde hoy llevaré 

siempre en el altar del pecho, un altar venerativo, la honra que aquí recibo.

La historia de los colegios de abogados de España tiene como soporte la historia del 

abogado. Parece exigencia previa discernir lo que fue la condición social, profesional y 

cultural del abogado desde sus orígenes, que nos revela con su magistral pincel retórico 

Bustamante y Rivero.

Más allá de las discutibles y tangibles categorías sociales, más alto que los privilegios de 

estirpe, de raza o de clase o de la fortuna, sobreviven y se alzan aquellos que sustentan 

sus títulos de legitimidad en la suprema alteza del espíritu.

Hombres privilegiados son, dentro de ese concepto, los que en el proceso de la vida, por 

el vuelo de su genio, la excelsitud de su arte, el heroísmo de su virtud, o la grandeza de su 

acción, señalan derroteros a la humanidad, y la mueven a superarse en sus destinos acer-

cándola a aquél desideratum que la quisiera hecha a imagen y semejanza de Dios.

S



386

Historia de  los colegios de  abogados en España

En la etiología y en la teleología de la institución que hoy conmemoramos alienta y vive 

un empeño de tal contenido humano que rodea a sus artífices y a sus miembros de privi-

legiada dignidad. La evocación del augusto objeto, de la noble inquietud de cuantos su-

pieron concebir la magna empresa de que son expresión nuestros colegios de abogados, 

se asocia y se confunde con esta acogida cordial, y esta acogida con aquella evocación 

se traduce en ese saludo que os presento que, en cuanto a mí, es además la fraternal 

palabra del colega en quien se opera el milagro del reencuentro con hombres que, vistos 

casi todos por la primera vez, sois, sin embargo, viejos conocidos por obra de ese influjo, 

ese cordaje espiritual misterioso que nimba con una misma fisonomía los rostros en que 

imponen sus rasgos característicos, la identidad de la vocación y el invisible hermanazgo 

del ideal, aquella formación mental que cría entre los hombres del loro una solidaridad 

única e indestructible.

Con ello estoy haciendo el elogio de nuestra profesión. Que si es jactancia y achaque de 

vanidad enaltecer el propio mérito, es en cambio estímulo laudable hacer la apología de 

aquellas disciplinas que han puesto su empeño en la liberación del espíritu humano y en 

el progreso de la especie. Y tal ocurre con la abogacía, cuya historia es la historia de la 

defensa del hombre en la más integral acepción de esta palabra.

Desde su aislada y desvaída aparición en el escenario social, hasta su gloriosa plenitud, el 

abogado ha sido y sigue siendo, por antonomasia, el defensor. Defensor en el campo de 

la convivencia privada, de la vida y de la fama, del hombre y de la familia, de la palabra 

empeñada y de la propiedad constituida: defensor en la esfera de los asuntos públicos, 

de la nacionalidad, de la ciudadanía, de la humanización de las contiendas y de la fe en el 

entendimiento de los hombres. Y así, la obra ha cobrado el relieve de una trascendencia 

universal, larga en el tiempo, ancha en el contenido, grande en la perspectiva histórica.

Los orígenes fueron humildes y piadosos, inspirados más en un sentimiento compasivo 

de solidaridad humana que en un elaborado sistema de raciocinio. El primer hombre que 

defendió a un semejante contra la injusticia, la violencia y el fraude, con las armas de la 

razón y de la palabra, fue el primer abogado. La noción de Justicia, es antes un instinto 

que una construcción mental. La defensa del hombre frente al castigo atrae los primeros 

empeños del abogado. El débil, el ignorante, el huérfano y la viuda, el pobre y el extranjero, 

son los clientes predilectos del anónimo profesional. Y esa labor espontánea, gratuita, co-

bra el matiz inconfundible de un generoso apostolado.

Más tarde, el ejercicio del noble ministerio prolifera. El arte de la defensa exige especiali-

zación, estudios y viene a justificar el honorario.

Ya el abogado es consejero. La llamada de la parte le erige en director de los litigios. La 

actividad y su ejercicio son reglamentados: la defensa se hace cautiva y queda instituida 
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como tribuna de selección, la espléndida majestad del foro.

Esa tribuna que tiene, en efecto, iluminada majestad, que parece protegida por un halo 

misterioso, que tiene poder de transfiguración, que está hecha para luchar, para defender, 

para reivindicar, para combatir.

La oratoria funciona como recurso eficaz del argumento y la elocuencia gana victorias en 

los procesos públicos. Resuena en los estrados la campanada de oro del verbo forense. 

Pero el don de la palabra –la divina prerrogativa– es apenas el ropaje insinuante de la 

tesis de fondo. El orador requiere una doctrina, como requiere la cascada un cauce en 

que se apriete y magnifique el torrente sonoro de sus caudales. El tribuno abre paso al 

filósofo y el abogado se hace pensador. Las pupilas de su pensamiento bucean todas las 

profundidades, por las entrañas de la vida social en una búsqueda afanosa de los factores 

primarios, de sus formas de aglutinación, de las acciones y reacciones que determinan la 

convivencia o engendran la discordia, de los supremos imperativos capaces de lograr un 

régimen de orden en la ciudad feliz. Esa faena de incesante meditación analítica parte de 

los elementos básicos de las estructuras sociales: la persona, como núcleo central, y en 

torno a ella, en espiral de radio cada vez más amplio, las familias, el municipio, el Estado. 

Así se inicia un proceso de depuración y modelación jurídicas. En ese proceso aparecerán, 

por imperativos biológicos, nuestras corporaciones.

El esclavo se hizo liberto y la manumisión fue el heraldo de una era de igualdad. El foraste-

ro aspira a ciudadano, y se acorta la diferencia entre el foráneo y el nativo. El matrimonio 

consolida la legitimidad de la estirpe y los derechos de la prole. Surge la herencia: soporte 

económico de la continuidad familiar. El pueblo reivindica la administración de sus comu-

nas. Surgen las teorías de gobierno que, unas veces se traducen en toques de absolutismo, 

o de estructuras monárquicas y otras navegan, recordando a Platón, en el remanso ideal 

de “la República”.

A lo largo de ese proceso histórico, el abogado es el artífice de la gradual pero potente 

transformación. El abogado se ha transformado a sí mismo, en jurista. Su pensamiento ha 

volado de lo concreto e ingresa en el dominio de lo general y de lo abstracto: su profesión 

se eleva a la categoría de un sistema. El luchador sigue cavando en el arcano del alma 

colectiva, y descubre que la nación está más alta que el poder estadual. La nación es el 

pueblo y los gobiernos, simples mandatarios suyos. La nación es lo eterno y permanente, 

a través de las efímeras mutaciones gubernativas. La democracia es entonces no ya el 

ensueño idealista de la concepción griega, sino la piedra clave de un nacionalismo bien or-

ganizado. Los pueblos, entonces, deben darse su pauta de existencia, antes impuesta por 

los vaivenes del capricho de un dictador o de un déspota. Aparecen así las constituciones, 

pacto básico entre el pueblo que personifica a la nación, y el poder público que personifica 

al Estado. El jurista las redacta, atendiendo de nuevo a la llamada de sus conciudadanos. 
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Ha surgido una nueva ciencia: el abogado se hizo tributario de ella, y sigue cumpliendo su 

tarea como invisible rector del progreso jurídico del orbe.

Pero no abandona sus originarias actividades profesionales. En la vida interna del Esta-

do, la complejidad de las instituciones aumenta y el jurista está en una situación cada 

vez más expectante. Si la exaltación de la persona individual, por ejemplo en el Derecho 

napoleónico, le hace centro de todas las prerrogativas, cede el paso a la exaltación de la 

sociedad por imperativos de su bienestar. El individualismo jurídico es reemplazado por el 

concepto social y aparecen las nuevas creaciones.

La expropiación conturbando un quietismo que parecía impasible. El régimen agrario que 

pone topes al canon conductivo de las heredades; la neutralización de facultades domi-

niales en la locación urbana; la contratación o régimen laboral, que introduce normas de 

garantía obligatoria; la sociedad anónima que remonta una potenciación increíble: la pro-

piedad vertical u horizontal con sus sorprendentes estructuras, ampliando el régimen del 

condominio y de las servidumbres.

En aplicación de toda esta nueva concepción económica del Derecho, vértigo de nuestra 

época, el abogado asume un inesperado papel directivo, arrancándolo del recinto de su bu-

fete y está en el centro de la formación de las empresas, de las negociaciones; es árbitro 

de las finanzas; elemento de tutela en la banca. El abogado es, entonces, nervio y guía en 

el destino económico de los pueblos.

Enorme misión. Tremenda responsabilidad. Porque del acierto depende en parte sustanti-

va la neta distribución de la justicia social, la estabilidad de la paz pública. Los creyentes 

en un mismo culto necesitan concentrar sus actividades en un organismo colectivo. No 

hacen falta ficciones para admitir que un imperativo biológico decreta la existencia de 

esos organismos. Las aspiraciones comunes se revelan en formaciones, en seres colecti-

vos, a los que suele llegarse en una evolución lenta. En el tejido social -esa maravilla, tan 

apretada y de tan variadas fibras- se produce por aquel imperativo biológico un admirable 

y sorprendente intrincamiento de ligámenes, que se resuelve en un conjunto orgánico, la 

asociación de los hombres que de algún modo tienen un destino común: en nosotros, el 

culto del derecho, la más bella de las patrias.

Y por esa ley inexorable se llega a los colegios profesionales del abogado.

¿De dónde vienen los colegios, cuándo aparecen, para qué sirven?

¿Cuál es su causa primera, cuál su causa final? ¿Cuál es su principio, cuál su fin?

He aquí las grandes cuestiones que imponen la necesidad de concentrar en una sínte-

sis apretada, coordinadora y complementaria las noticias que, esparcidas, navegan en la 
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mente cual peces de abundante vivero, que imponen la necesidad de analizar el botín 

científico, el arsenal en que traté de equiparme como un modesto rebuscador, en el curso 

de lecturas obstinadamente atentas.

Árido y escabroso es el camino y si hay algún dulce y suave sentimiento que nos com-

pense de éste, no sabemos si estéril trabajo, es la satisfacción de reconocer los lazos y 

los resortes que pueden unir a los miembros de nuestra profesión. Lo haré en una labor 

sintética, de simple visión panorámica, porque un discurso de esta índole tiene sus propios 

límites.

La aparición de los colegios  
de abogados en España

Los investigadores refieren que los colegios, creación del siglo XVIII, fueron precedidos de 

agrupaciones de juristas que en Barcelona brotan en la baja Edad Media y de asociacio-

nes de una clase o profesión, con cierta semejanza a gremios, con fines de mutua ayuda 

y sin poseer exclusividad para sus miembros de ejercicio profesional, que se registra en 

1546 en Zaragoza, y sucesivamente en Valladolid, Sevilla, Valencia, La Coruña...

Tras un cúmulo secular de precedentes, fragmentarios, dispersos, inorgánicos que pre-

paran el camino y suscitan la necesidad de una regulación específica de la profesión una 

fecha, nada lejana, la de 15 de marzo de 1895, en que tiene lugar la promulgación de los 

“Estatutos para el régimen y gobierno de los Ilustres Colegios de Abogados de España”, 

publicados por el ministerio de Justicia, regentado a la sazón por Antonio Maura, deja 

organizados los colegios con unas características que, en lo esencial, subsisten en la ac-

tualidad.

Mas, el origen se remonta en una lejanía de siglos.

Los abogados romanos –cumbre de elevación de la elocuencia forense, procesión del es-

píritu gigante: Catón, los Gracos, Escipión y Delio en la primera época, Antonio y Cicerón 

en la segunda– los abogados romanos tienen sus colegios, corporaciones llamadas Ordo o 

Collegium Togatorum, más para no caer en la puerilidad genealogista de los compositores 

heráldicos, apenas me detendré a investigar en ellos el precedente de los colegios de abo-

gados de España. Aunque, posiblemente, ahí está la raíz.

En las primitivas leyes de Castilla, en los antiguos Fueros, sí, aparece matizada, la figura 

del abogado, unas veces de forma ligera y confusa, aunque en algunos casos con perfiles 

acusados, pero la organización corporativa no se encuentra.
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Las Partidas, las Ordenanzas de Montalvo, las Ordenanzas de los Abogados –de los Reyes 

Católicos– la Novísima… se ocupan de los abogados, de las actividades de la abogacía, 

pero de su organización corporativa, no. Por ahí, no se encuentra el precedente.

Cuando antes de las Partidas se habla de los abogados y voceros, no se debe creer que se 

alude a los abogados tales como se conocen después de este código, sino que eran hom-

bres buenos que defendían a los vecinos, que por sus cortas luces, por enfermedad u otros 

motivos no podían hacerlo por sí mismos. Las Partidas vienen a hacer de los abogados o 

voceros un oficio público, exigiendo condiciones, estableciendo prohibiciones y disponien-

do expresamente en la ley XII el recibimiento de los abogados por los mismos tribunales.

Penetrando hasta los siglos XII y XIII se descubren células vivas que pueden ser el embrión 

de estos organismos. Los Privilegios reales de 1295 y 1333, documentos conservados en 

el Archivo de Aragón, autorizan la afirmación de que el Colegio de Abogados de Barcelona 

puede tener ahí la raíz de su progenie.

Inductivamente, sistema insoslayable en el comentario histórico, que suple el misterio de 

las noticias encerradas en los archivos insuficientemente explorados –nuestro archivo de 

Galicia: los tombos de la catedral compostelana– inductivamente hay que admitir que los 

vínculos asociativos, gremios, asociaciones o hermandades tuvieron que existir, al menos 

desde aquellos tiempos. En tan remota antigüedad, no cabe tener certezas.

Se afirmó que, aún sin extremar el medievalismo hay que reconocer, con los más autori-

zados historiadores, que el Renacimiento es una dirección rastreable en la Edad Media. En 

ese renacimiento literario y artístico que sale a la luz en el siglo XIII, tiene su parte el Dere-

cho romano. Los jurisconsultos vuelven a las fuentes, las separan, las estudian, las aumen-

tan, las comentan: el gran mérito de la Escuela de Bolonia. El siglo XIII es el tiempo del Ius 

Novum. El siglo de las Partidas. La historia de la humanidad registró pocas épocas, en que 

se hayan operado transformaciones intelectuales y espirituales tan profundas como en 

aquel tiempo. En la filosofía figura el XIII como el siglo de Santo Tomás. En aquel tiempo 

tocaban a su fin las Cruzadas. Las órdenes mendicantes aproximaban de un modo incom-

parable el cristianismo al pueblo, cuando Francisco provoca una vida interior pura, profun-

da, alegre, reconciliando al hombre con el universo, haciéndole admirar el ambiente.

El arte acusa la transformación del sentido de la vida. La política y la economía buscan 

esferas más amplias. La tradición ideológica no puede sustraerse al cambio. Llega, por fin, 

Aristóteles, a través del Islam, y de España al occidente cristiano, causando la sensación 

de un gran descubrimiento espiritual. En aquel tiempo el gran brote de la fuerza popular 

destruye, y crea de nuevo, rompe cadenas y funda constituciones: en aquel tiempo las ar-

tes, la literatura y la civilización se transforman de un modo trascendente.



391

Historia de  los colegios de  abogados en España

Aquel sentido romanista –que afloró con los principios canónicos en las Partidas– explica 

que el embrión que tiene brote en Barcelona pueda constituir, con otros que acaso no es-

tén conocidos, el más remoto antecedente de nuestros colegios.

Hay que declarar que a Zaragoza, con la firme y bien asentada tradición de la abogacía 

aragonesa, fruto de aquel mismo sentido de pertenencia a lo romano que impuso Sancho 

IV al ordenamiento jurídico de su reino, le asiste título para una primacía en este linaje 

corporativo, pues consta en una escritura de 1546 que allí existía la Cofradía de Letrados 

del Señor San Ivo. Tal es la antigüedad del Real e Ilustre Colegio de Abogados de Zarago-

za.

Valladolid en 1592, tiene una Hermandad y Cofradía de Abogados. Madrid en 1595, erige 

en la iglesia de San Felipe el Real, de la Orden de San Agustín, su congregación y en 1732, 

se convierte en el colegio que es ahora, reformando las antiguas ordenanzas.

Fernández Serrano, refiere que continúa esa antigüedad el Colegio de Sevilla (1706), Va-

lencia (1759). Y La Coruña, dícese en 1760... Málaga en 1776.

En este punto es inevitable y ha de permitírseme que mi acento gallego trascienda a una 

rectificación documentada: Los estatutos del Colegio de La Coruña revelan una antigüe-

dad más alta. El texto que los inicia dice “Estatutos y Ordenanzas del Ilustre Colegio de 

Señores Abogados de la Real Audiencia de la ciudad de La Coruña, Reyno de Galicia, nue-

vamente establecido en el año de 1760...”.

Sánchez Ventura y Pascual en su obra “La Seguridad Social de la Abogacía”, premiada en 

Buenos Aires en internacional concurso, dice, y así es, que “la existencia de una organiza-

ción profesional gallega es anterior a la fundación de la Audiencia de Galicia por los Reyes 

Católicos, a fines del siglo XV, etc.”.

La Audiencia de Galicia fue establecida por Real Cédula de 3 de agosto de 1480.

Naturalmente, sería herético que yo –decano de abogados gallegos– pasara por un co-

mentario histórico de los precedentes de nuestros colegios y sacrificara la justificación de 

que antes de 1480 existía “una organización profesional gallega”.

Ocurre que la materia de estos antecedentes no sería completa si no se aludiera, siquiera 

de un modo somero, a los órganos judiciales ante los que los abogados españoles desem-

peñaban sus cometidos.

Al comenzar el siglo XVI ya existían la Real Chancillería de Valladolid, la de Ciudad Real 

–trasladada más tarde a Granada– y la de Galicia. Más tarde se instituye la de Sevilla, Va-

lencia, Mallorca, Canarias y Navarra... La denominación, salvo en los casos de Valladolid y 
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Granada, fue bastante imprecisa. Los términos chancillería y audiencia, aparecen emplea-

dos alternativamente, como recuerda el brillante García Venero (“Origen y vida del Ilustre 

Colegio de Madrid”).

El camino: gremios, cofradías  
y hermandades

Desde los atisbos germinales en el siglo XIII hasta nuestro siglo XX –que no sé si diga que 

sólo se diferencia en peor de los que le han precedido– la historia genética, la pesquisa 

histórica indica que la evolución hacia la forma corporativa de los abogados españoles 

tuvo gran lentitud, enorme morosidad. La variedad jurídica de la península, poco pródiga 

en fuentes, requiere una aventura a través de las grandes curvas del ayer. Imposible la 

reconstrucción del pasado.

Los gremios, las cofradías, las hermandades, son las expresiones primitivas.

Teniendo en cuenta el espíritu corporativista de la época, no sería extraño –aunque se 

desconoce– que existieran gremios durante la Baja Edad Media. En Gerona, en Perpignan 

a comienzos del siglo XV, antes en Tudela en el siglo XII hay congregaciones de ayuda 

mutua, a las que pronto van a imitar otras muchas. Y con más alta antigüedad –como 

veremos– que sólo cede ante la aparición de algún otro dato positivo, en Compostela se 

encuentra la controvertida institución de “Los cambiadores”. ¿Por qué los peregrinos llevan 

las nuevas corrientes? Cuando la mística levantina, la severa y contundente mística de 

Raimundo Lulio galopa al aire de sus crines por la vía sacra de Compostela, deriva a lo 

largo de las costillas del Pirineo navarro, fundiéndose, y al unirse se santifica, con la tradi-

ción jacobea. La proyección histórica de la espiritualidad levantina sobre la espiritualidad 

compostelana, cuando una mano imperativa, indicadora, apunta hacia occidente. Porque 

el occidente de la brújula moral del medioevo es Santiago de Compostela, estuche pétreo 

donde se ahorma la catolicidad española y donde se cierra con laña mística el varillaje de 

las rutas peregrinas.

Si en Cataluña, y en Aragón, y en Galicia, las cofradías gozan de predicamento, en Castilla 

hay una oposición tenaz a su proliferación.

Hablan los valencianos –Tramoyeres– de una vida corporativa gremial hondamente senti-

da y afirma que “se llamaban colegios y colegiados los individuos que los formaban...”, dice 

que de los árabes venían vestigios del funcionamiento de los gremios y recuerda “la calle 

de los juristas”. Pero señala que los abogados no debieron constituir “gremios” porque 

“siendo una clase intermedia entre los menestrales y la nobleza, teniendo la abogacía una 
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categoría superior a la meramente artesana rehusarían la agrupación gremial”.

Las agrupaciones de abogados no surgen, probablemente, según opinión bien extendida, 

como corporaciones gremiales unidas por impulsos económicos o materiales, sino en la 

segunda mitad del siglo XVI como congregaciones religiosas bajo la advocación de un 

santo patrón.

Ni la abogacía de Barcelona, ni la de Zaragoza, ni la de Valladolid, ni la de La Coruña... se 

constituyen como gremios. Forman hermandad o cofradía.

Mas ocurre que las cofradías, gremios, hermandades y congregaciones son como un río 

caudaloso que fluye desde la alta Edad Media con innumerables meandros, que inducen a 

error.

Nuestro López Ferreiro, remonta su investigación a los tiempos del insigne obispo Peláez 

(1070), es decir, al tiempo en que comenzó a edificarse la gran basílica compostelana. 

Surgen entonces “colegios”. El Colegio de Artistas, dice, también la Cofradía o Hermandad 

de Cambiadores. La Cofradía del Cirial. La Cofradía de los Azabacheros... Dice López Fe-

rreiro, que aunque el señor Tramoyeres, diligente ilustrador de las instituciones gremiales 

de Valencia, establece distinción entre cofradía y gremios, él –López Ferreiro– opina que, 

125

125. Retrato del autor de este 
capítulo y ex decano del colegio, 
Manuel Iglesias Corral.
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sin embargo, desde antiguo son sinónimos, y afirma que más bien “en el período que 

abarca los siglos XIII, XIV y XV las dos instituciones se confundían por completo” y las de-

nominaciones de gremios y cofradía se empleaban indistintamente la una por la otra, en 

los estatutos primitivos.

No podía ser de otra manera, porque la sociedad entera descansaba sobre la base religio-

sa. Una fe sencilla, pero viva, constituía la atmósfera en que se movían los hombres de la 

época: esta fe era la inspiradora de sus actos, de sus costumbres y de sus instituciones; 

ella era la que les guiaba en su vida privada y la que reglamentaba los diversos miembros 

de la nación y sus relaciones recíprocas y la que desde lo más alto a lo más ínfimo de la 

escala social hacía sentir a todos su influencia. En aquellos siglos desde el rey hasta el úl-

timo vasallo estaban dispuestos a levantar de la tierra los ojos para dirigirlos al cielo. Todo 

aparece impregnado de lo sobrenatural. Así en las normas y estatutos de los gremios, lo 

que más se trataba de inculcar era todo cuanto contribuyese a conservar el buen nombre 

y el crédito de la corporación y a poner la paz y la armonía entre los asociados.

Mas he aquí que la hostilidad al derecho de asociación también alcanzó entonces una 

agresividad pareja a la interdicción de que fue objeto en nuestro contemporáneo y que 

se acreció tantas veces en el largo camino de nuestras instituciones. Fernando III manda 

disolver toda hermandad y cofradía que “no fuera instituida para soterrar a los muertos...”. 

Las Partidas controlan a los profesionales, pero no dan cabida a las cofradías. La opo-

sición a las asociaciones profesionales es tenaz en las Cortes de Sevilla (1250), las de 

Jerez (1268), las de Valladolid (1268). Un empeño obstinado en frenar y sofocar el espíritu 

corporativo.

Ese empeño, que por impulso atávico, reapareció con tanta crudeza en nuestro tiempo.

Enrique IV disuelve cofradías y cabildos.

Los edictos de prohibición lanzados contra cofradías y hermandades por los reyes don 

Alfonso X y don Jaime I.

Aquí está la espinosa senda del derecho de asociación.

En aquellos gremios, cofradías o hermandades no estaba la configuración de los colegios 

en el sentido estrictamente profesional que luego tuvieron. Eran congregaciones piadosas. 

No residían en local propio, ni en los consejos, chancillerías o audiencias, sino en esta o en 

aquella iglesia que celebraban sus funciones o sus juntas.

Pero estaba allí el germen corporativo.

Una fecha importante. En 1617 la congregación madrileña obtiene un auto acordado del 



395

Historia de  los colegios de  abogados en España

Consejo de Castilla “que convierte en obligatoria la agremiación” para que los letrados 

puedan ejercer en la Corte. Ya estamos en presencia de la colegiación obligatoria, que 

viene a ser la razón de existencia de los colegios.

En el siglo XVIII se establecen ya muy claramente las bases profesionales de la colegia-

ción, sin perjuicio de mantenerse la tradición confesional de las antiguas cofradías.

Es así que los colegios de abogados en el Siglo de las Luces van a ofrecer un matizado 

aspecto de cofradía piadosa, asociación benéfica y asistencial.

Los colegios son creación del siglo XVIII: se ha dicho que es la centuria de las reivindica-

ciones sociales de la abogacía.

Sí, del siglo de la revolución: de la revolución en todas partes; de la revolución que es un 

inmenso órgano que tiene cien voces, porque es revolución en todo el mundo; el siglo en 

que se proclama que el almojarifazgo del poder temporal no pertenece a quienes se dicen 

fideicomisarios de lo Alto, ni a la espada, ni tiene raíces feudales. La soberanía, dícese, es 

del pueblo al que hacía dueño de su derecho. Kant, en la “Crítica de la razón pura”, destruye 

los fundamentos de la vieja filosofía, y en la “Crítica de la razón práctica” asienta los fun-

damentos del nuevo derecho.

El siglo XIX fue un siglo de abogados.

En el siglo XIX, que parecía que era el mayor de todos, en los colegios se remonta incom-

parablemente el brillo de los grandes abogados. El bufete y la política revelan las figuras 

estelares. Es entonces cuando desde la Comisión Codificadora los abogados forjan un pe-

ríodo luminoso en la vida jurídica y en la legislación española. José María Sáez de Tejada, 

Cortina, Escriche, Bravo Murillo, García Goyena, Madoz, Gallardo, Ortiz de Zúñiga... la cien-

cia jurídica vivía fuera y encima de la universidad. Las viejas academias de jurisprudencia 

y legislación brillan. Las obras más selectas surgen de las figuras del foro: el “Diccionario 

de Escriche”, el “Diccionario de Administración de Arrazola”, los grandes comentaristas Pa-

checo, García Goyena, Manresa. Al lado de Montero, Giner, Moret, Azcárate son forjadores 

de una obra que se ha lanzado a la devastadora pira de un petulante modernismo para el 

que todo pasado es nefando y sólo comienza lo bueno con su propia instalación.

Aquel siglo XIX parecía que era el mayor de todos, que como resumen de todo el movi-

miento iniciado desde los primeros cismas de occidente y continuado con la liberación de 

los siervos; con el establecimiento de gobiernos libres y la aparición de las nacionalidades; 

el sentido más humano, penetrando en las legislaciones y la emancipación del espíritu en 

la conciencia, en la voluntad, esto es, el advenimiento de la democracia que aspira al se-

guro de los derechos individuales, al gobierno de los pueblos por sí mismos y abre un ciclo 
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de reformas, de grandezas ciudadanas y mercantiles en una floración que se confiaba a 

los siglos venideros.

¡Admirable siglo XIX!

La democracia
Precisa guardarse de los utopistas y de los demagogos. Proclamar la democracia no es 

proclamar la transformación social entera. Es el principio de una transformación, a veces 

lenta; es el instrumento de un trabajo continuo; es el principio de un proceso larguísimo; 

es el cuerpo en que debe encerrarse el nuevo espíritu; pero cuerpo delicado y débil y en-

fermizo como el de los niños, necesitado de alimento proporcionado con su salud y con su 

robustez y con sus fuerzas. De otra manera, si mil veces se intenta llegar a democracia, 

y al nacer se le exige que renueve y remueva de arriba abajo toda la sociedad, mil veces 

ocurrirá lo mismo, mil veces el frágil cuerpo recién nacido se deshará en las manos como 

una frágil mariposa en las manos de un niño que la estruja por creer que así es más fácil 

conservarla. El nuevo organismo necesita cuidados y pulso. Escarmentemos en nuestras 

desgracias. Fe y esperanza, pero que el calor y exaltación de esta esperanza y esta fe no 

malbarate el sentido político que exige la empresa gigantesca de someter a un ideal la 

impura realidad. Ese sentido, marginador de demagogos, que debe fundar definitivamente 

la democracia en España.

Las vicisitudes
Desde su origen y aparición, los colegios sufren los vaivenes del régimen y de la política 

imperante en cada época. Política y derecho serán siempre los polos entre los que se 

mueve y decide el curso de estas corporaciones.

Este proceso, desde la lejanía de los siglos como la perspectiva de un avión, es llano, 

uniforme, con ligeras diferencias de matiz y color, de cerca se trastoca por efecto de una 

mutación diabólica, en un juego de baches, de resquebrajaduras, de ruinas profundas, de 

odio y aladas cresterías de ideal. Barro y silueta. Barro de la masa anónima, silueta de las 

figuras directrices que la moldean.

Es verdad que la Historia no se destila como en un alambique, física y mecánicamente co-

rrecto, como se extrae una esencia: la Historia tiene olor, resudor y flatulencia de hombres 

y masas. El tiempo la orea: las generaciones posteriores la estilizan. Hombres y hechos a 
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través del filtro de los siglos quedan en línea magra, sin adiposis viscosas ni sedimentos 

sucios. Un ciclo histórico es el esquema que lega a la posteridad el genio; pero el genio 

no pudo articularlo sin chapotear entre inmundicias. Le fue necesario galopar, desbrozar, 

herir... Hacer Historia es, sobre todo, romper la simetría del papel pautado, torcer la vieja 

falsilla sobre la cual se echó a dormir el mundo anterior. Y no se rompe esa pereza recti-

línea sino barrenando, apuñalando posturas cómodas, desgarrando ideas hechas que tipi-

fican módulos de vida, triturando intereses que obstaculizan atravesados en la conciencia 

colectiva.

Desde principios del setecientos, tras una fase de configuración y consolidación, el Colegio 

de Madrid adquiere carácter propiamente corporativo. Deja de ser una corporación pura-

mente religiosa: el organismo ya se llama “colegio”. Sus estructuras se asimilan y difunden 

por todo el ámbito nacional. El patrocinio real de que gozaba origina la serie de afiliacio-

nes sucesivas de todos los colegios, resolviéndose en esto las congregaciones preceden-

tes. Aunque el dato no se traduce en que el colegio de Madrid haya sido el primero.

Pero la vida de los colegios, desde su mismo origen, es una colisión con el poder, por 

la tendencia gubernamental sempiterna a someterlos a la circunstancia política. Y ello, 

porque los abogados tienen un protagonismo principal en el mundo del Derecho –que 

inevitablemente se proyecta sobre el ámbito político– tienen un protagonismo principal en 

esa agitación trágica y enérgica que acompaña a la historia de los hombres desde sus orí-

genes, luchando por la justicia. Una agitación en la que los abogados se encuentran en el 

centro del combate, entre las dobles fuerzas de descomposición y de recomposición que 

van en el seno de todas las sociedades.

Las ideas y tendencias políticas que, naturalmente, trascienden a toda la organización 

social, se reflejan acusadamente en la institución de la abogacía. Frente al poder público, 

así como la judicatura está situada en una posición conservadora y autoritaria, la abo-

gacía representa el elemento liberal-democrático de la clase jurídica. El abogado, como 

representante profesional de intereses individuales, acostumbrado a considerar el orden 

jurídico desde el punto de vista de la integridad de los derechos subjetivos, es también 

en política el representante neto de la salvaguarda individual. Por eso el poder público ha 

tratado siempre de someter a su jurisdicción disciplinaria esta función. La pugna entre el 

poder público y la abogacía –que irá configurando la vida de los colegios– empezó antes 

de que ésta hubiera comenzado a desempeñar su función política. El liberalismo y la de-

mocracia exigen la aplicación de la idea de la libertad y la independencia profesional de 

la abogacía, esto es, exigen una abogacía fuerte en el seno de una Justicia moderna, sin 

tutelas innecesarias, con el decidido designio de hacer posible un protagonismo autónomo 

en beneficio de los derechos de los ciudadanos.

Debemos recordar todo esto para medir la longitud del camino que se ha remontado para 
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reflexionar sobre los retrocesos sufridos para comprender todo lo que nos queda por an-

dar.

El conflicto es inevitable, en cuanto la abogacía vive sólo de la confianza del pueblo, no-

sotros ocupamos en el ágora jurídica la silla del pueblo, y en la medida en que éste no en-

cuentre encaje en el marco de las estructuras políticas, la abogacía se adaptará siempre, 

irreversible y francamente, a los hechos... que tienen un carácter decisivo.

La piedra de toque, determinante de la existencia de los colegios, ha sido y es la libertad u 

obligatoriedad de la colegiación para poder ejercer.

Los márgenes y límites lógicos de esta ya larga intervención no permiten recoger en deta-

lle las encontradas disposiciones que se produjeron en esta materia principal.

En 1838 se aprueban unos estatutos generales en que se fija, y desde entonces se man-

tiene –no sin eclipses y graves asechanzas– el principio de la colegiación obligatoria: con-

firmado en la Ley orgánica de 1870.

En 1895 son promulgados unos estatutos generales, modificados en 1920, y estas dispo-

siciones con otras cuya enumeración no interesa, ya son recogidas en el estatuto general 

de 1946, y en los generales de los colegios de abogados de España de 1947. En 1943 fue 

creado el Consejo General de los Ilustres Colegios de Abogados de España, reorganizado 

en 1963 como Consejo General de la Abogacía Española, cuyas tareas comparto con un 

brillantísimo e ilustre compañero, que lleva sobre sus hombros esa clámide, la toga de 

decano de este colegio benemérito, la más alta y honrosa investidura a que puede aspirar 

un abogado: Francisco García Grana, continuador de esa estirpe esclarecida de decanos 

malagueños que con su abolengo justifica vuestro orgullo y nuestra admiración.

La síntesis ha sido, tenía que ser, demasiado apretada.

El examen del medio ambiente de cada circunstancia, con ser lo decisivo y lo que per-

mitiría algún escorzo descriptivo, lo ponemos de lado, a cambio de evocar alguno de los 

grandes problemas históricos de los colegios.

Subsistir. Permanecer. Sobrevivir. Es el problema cardinal, vital. La existencia de los cole-

gios, históricamente, está sitiada por asechanzas, incluso mortales que atentan a su inte-

gridad, que conspiran contra su jurisdicción natural. Una serie de circunstancias, exógenas 

y endógenas, ponen, en crisis, periódicamente, la vida o la integridad de los colegios.

Un decreto de 1823 los aboca a su desaparición. En las Cortes de 1836 vuelve la carga 

disolvente. En la Regencia de Espartero, bizarramente –la juridicidad es siempre un estor-

bo: “el estorbo”– se descargan nuevos martillazos, se proclama un estilo de libre ejercicio 
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profesional “sin necesidad de pertenecer a los colegios”.

Ese estilo de “libre ejercicio” disuelve las corporaciones.

Con Fernando VII, ¿qué jurisprudencia se podía esperar del sistema inspirado, si no regido 

por los covachuelistas, la aristocracia prostituida o el aguador de la Fuente del Berro? ¿O 

el Marqués de Caballero?

Pero, un siglo después, el gobierno que asume el poder político en la España de 1923, 

declaraba que “la rebeldía de los colegios sería cortada cuando todos los ciudadanos reci-

bieran autorización para actuar directamente ante los Tribunales”.

No se hizo el asombroso dislate. Pero los colegios sufrieron castración. Sus órganos vita-

les fueron suprimidos, mutilados, suplantados.

Al fin, un ilustre abogado malagueño, José Estrada, con la savia que le había amamantado 

en este colegio liberal, en cuanto asumió la cartera de Justicia –no sé si fue su acto inicial– 

acuñó la orden restableciendo la normalidad corporativa de los colegios de abogados.

Antes, frente a la interdicción, que suponía ataque inaudito al ejercicio del derecho natural 

de defensa, había alzado sus palabras de mediterráneo malagueño, cargadas de saluda-

ble dinamita jurídica, un hombre de esta raza milenaria que produce tipos excepcionales 

como él: filósofos natos, fabulosos psicólogos, jurisconsultos eminentes. Habréis advertido 

que hablo de Bergamín, que poseía la concisión de Tácito y la sencillez de Tucídides. Uno 

de los grandes maestros de todos los tiempos que ha dado a España el ínclito Foro de 

Málaga.

Otras veces, entre esas circunstancias exógenas, asoma la tentativa de sindicar o sociali-

zar a los abogados, que se denuncia también en el curso del período último. Los abogados 

no pueden devenir funcionarios. Lo impide su necesaria capacidad combativa y de crítica. 

Ni el abogado debe ser funcionario ni el funcionario debe ser abogado.

No debo acometer ahora el análisis de la vigente Ley de Colegios Profesionales. Por la 

disciplina de subordinación administrativa, gubernativa y política que contiene, ineludi-

blemente, hay que mencionarla en el índice de los factores patológicos. Contra nuestros 

principios, con nuestra protesta, a nuestro pesar: como aquel proyecto de colegios pro-

fesionales retirado ante una repulsa estentórea, se integra en el sector históricamente 

hostil a estas instituciones. Una persecución legendaria. Lo que se persigue es la libertad. 

La fuerza ecuménica de un haz de inteligencias plenas, que se alimentan en el amor a lo 

justo. Porque quienes luchan por la Justicia es porque la aman.

Cuando estos organismos desaparecen o son sojuzgados –extended la mirada por el atlas 
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universal y comprobaréis que los déspotas no resisten nuestra convivencia– sobreviene el 

caos jurídico.

¡Qué mayor caos jurídico que el de una Justicia, sin Ministerio de la Defensa a plena fun-

ción! ¡Quién entonces acude a las víctimas, a los perseguidos, a los expropiados!

Francia nos dio un ejemplo vivo de esta verdad. Allí la revolución suprimió la orden, pero 

como era indispensable para la buena administración de Justicia, Napoleón –aquel gue-

rrero sempiterno que, sin embargo, proclamaba la supremacía del poder civil: un principio 

que asombrosamente parece estar residenciado– tuvo que reestablecerla, permitiendo 

que continuase realizando la acción ejemplar que la hizo paradigma de las corporaciones 

de abogados.

Las grandes instituciones sociales sólo pueden desaparecer cuando han cumplido y ago-

tado sus destinos históricos. Entonces, sí, desaparecen de los horizontes del tiempo, como 

esas nubes que se han derretido en lluvia sobre la tierra o que se han disipado en vapores 

sobre los aires. Los organismos sólo pueden desaparecer cuando ya no tienen ministerio 

alguno que desempeñar, cuando su ministerio político y social ha desarrollado plenamente 

su idea, cuando ya no son útiles para la sociedad en que viven, cuando son como esos ac-

tores que ya no tienen papel alguno en el complicado drama de la vida colectiva.

Otras veces la opresión procedía del vulgo que con supina ignorancia –la ignorancia mata 

a los pueblos y es preciso matar a la ignorancia– hablaba de “abogadismo” como si los 

abogados fueran algo así como los sacerdotes de la triquiñuela, atribuyéndoles incluso 

implicación en el tremendo proceso de decadencia española. La diatriba plebeya, el vulgo, 

cobardón y cominero, el baboso ulular del vulgo que se postra ante el tirano con un balar 

ovino, gimoteante y temblón. Una cosa pasada. Hoy, el pueblo cree en sus abogados. Los 

busca y los encuentra: acaso esto ha suscitado la notoria “abogado-fobia” que se ha exte-

riorizado tan lamentablemente.

La exigibilidad de requisitos para ingresar en la actividad profesional –pasantía, escuelas 

de prácticas– la exigencia de una formación técnica, es un tema constante en la vida de 

los colegios. Conviene no olvidar que los colegios se conservarán, pero abriendo sus puer-

tas con generosidad a cuantos deseen ejercer de abogados. La licenciatura debe colmar 

todos los requisitos, dice Mariano Peret, uno de los más doctos y autorizados exégetas de 

la vida colegial. Con un criterio que yo he tenido ocasión de sustentar reiteradamente.

No sería justo, ni aún equilibrado, que en el registro histórico de los fenómenos que sus-

citan los daños en los colegios cargáramos todo lo negativo en los factores exógenos, en 

las agresiones externas.
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Existen históricamente unos factores endógenos, esto es, que van en la entraña, que se 

registran en el seno de nuestros organismos que, a mi juicio, revelan la más alta gravedad, 

mayor incluso que la de las agresiones del poder y que las agresividades vulgares.

Porque el organismo es fuerte cuando sus defensas son capaces de segregar los elemen-

tos patógenos. Y en la vida de nuestras corporaciones, las defensas orgánicas, en dema-

siadas ocasiones, están poco menos que atrofiadas. No funcionan. Esos factores internos 

con su esterilidad tienen un enorme poder de autodestrucción. Así ocurre cuando el curso 

de la vida colegial es embarazado por la agitación desordenada o por la atonía suicida de 

sus miembros, que el mismo signo destructivo revisten los dos aspectos.

Los problemas graves están ahí. Con toda su fuerza perniciosa. Una patología crítica. Yo 

diría que lamentablemente soportada, culpablemente tolerada.

En los capítulos de la “Recopilación” se acometía de manera escrupulosa el problema de 

las incompatibilidades “Funcionarios y parientes: no pueden abogar so pena de mil caste-

llanos de oro para nuestra Cámara y fisco”.

El intrusismo, que es una constante histórica.

La corrupción del llamado “riesgo jurídico”. Se condena... pero las condenas no se cum-

plen...

Toda esa teoría de un saneamiento ético.

Lacras que infringen un daño material. Son corrupción, y la corrupción consume, como el 

gusano consume el madero en donde nace. Siempre, al pie de los más hermosos árboles, 

hicieron más honda cueva los gusanos.

Los miembros de los colegios, defraudados, aflojan el esfuerzo común y solidario.

La revisión crítica, el análisis de los valores y de la organización corporativa tienen relie-

ves agudos en el tiempo contemporáneo. Un impresionante movimiento de “contestación” 

tomó cuerpo y provocó incidentes de mayor o menor gravedad y esto ya es historia, es-

pecialmente entre los grupos más jóvenes. Un cuadro comprensible. Producto de los con-

dicionamientos socio-políticos. Es verdad que en nuestros colegios no tiene cabida otra 

política que la del prestigio y engrandecimiento de la orden. Pero también es cierto que 

eso mismo les obliga como custodios y centinelas activos del curso de la vida jurídica y 

judicial de España. Hay una implicación sociológica muy clara en la impotencia del orden 

jurídico para contener ciertas manifestaciones de inconformismo. La inflación legislativa 

es un copioso manantial de daños.
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La profesión de abogado, noble y fatigosa, es al mismo tiempo fugaz como fuego de ar-

tificio. Una llamarada brillante que se enciende, pero que se consume y pasa. Se dijo de 

ella que “era amiga del olvido de la posteridad”. Sobrevive apenas, en la íntima gratitud 

de aquellos cuya causa salió airosa. Perdura en el aprecio de los colegas contemporáneos, 

pero se extingue con sus vidas.

Las graves tensiones sociales, la fermentación de una sociedad que reclama justicia en 

lo económico y que exige verdad en las instituciones, la sed de una vida cierta... dar cauce 

a las tensiones sociales lejos de la protesta crispada o de la incitación a la violencia. La 

democracia no puede admitir el suicidio de la libertad, el cual sobrevendrá si se perma-

nece estático ante el desafío que hace la injusticia y la prolongación de los vicios como 

sistema. Los abogados no pueden sustraerse al deber comunitario de coadyuvar a la re-

forma de las estructuras, profundizando su propia solidaridad, afirmando la idea de unidad 

gremial, evitando que las discrepancias políticas impidan una acción fecunda dentro de la 

vida institucional: esto son los colegios.

Los hombres de Derecho no reclamamos ninguna superioridad intelectual, pues ello sería 

una actitud pedante, pero nuestra formación espiritual nos facilita descubrir un sentido 

más alto en los sucesos. Nuestros colegios son unas comunidades que se hallan en trance 

urgente de superarse, no tienen derecho a detenerse.

El gran problema del mundo actual se sintetiza en un dilema: la cultura cristiana o la 

barbarie, la democracia del Galileo o el totalitarismo despiadado, el hombre o la bestia, la 

filosofía de la lucha o la filosofía del amor... La democracia.

Me acogí en este discurso al viejo privilegio profesional de libertad de expresión. Os habló 

el colega queriendo deciros su verdad, la que bulle en su espíritu. Recibid esta ofrenda los 

abogados malagueños. Nuestra voz tiene que oírse en el debate humano. Ni el fanatismo 

ni la fuerza pueden atajar dentro de estrechos cartabones de secta el vuelo del pensa-

miento. Del foro ha de salir la voz de la liberación. El foro se nutre en una colaboración 

colectiva y así se agiganta. Esa cooperación nos pide España para encarar la obra de 

dar fisonomía a una nueva era, ajena ya a los antagonismos y a las ruinas del pasado. Yo 

formulo por eso mis más fervientes votos por el Ilustre Colegio de Abogados de Málaga, 

y ojalá mis palabras lleguen hasta vosotros con la optimista resonancia de un convencido 

acto de fe.

Manuel Iglesias Corral fue decano del Colegio de Abogados de A Coruña de 1963 a 1988. Este es el texto de la conferencia que 
pronunció el 15 de octubre de 1976 en el Colegio de Abogados de Málaga, con motivo de su bicentenario
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Cofradía de la Real Audiencia de Galicia

egajo 25652/B

En la demanda del pleito que contiene el legajo 25652/8, el abogado relator de la Real 

Audiencia de Galicia, licenciado Gabriel Tabares, a la sazón mayordomo de la indicada 

cofradía, se querelló de fuerza contra el padre fray Pedro Flores, debido al “desquiciamien-

to” que éste había realizado en los bancos de asiento de los cofrades de la Cofradía de 

la Asunción de la Real Audiencia de Galicia, cuando colocó confesionarios en el lugar que 

ocupaban parte de dichos bancos, en la iglesia del convento de San Francisco de A Coru-

ña. En la citada demanda se decía textualmente: 

“Sebastián Pardo de Lago, en nombre del lizenziado D. Gabriel Tabares, 

Relator de la Rreal Audiencia deste Reyno, y mayordomo de la cofra-

día de Nuestra Señora de la Asunción que se compone de todos los oficiales y ministros 

desta dicha Real Audiencia ynclusa en el convento de San Francisco desta ciudad, ante V. 

Y. como más en derecho lugar aya, me querello de fuerza y pido entero cumplimiento de 

justicia del muy reverendo Padre fray Pedro Flores, Guardián del dicho convento y de los 

más que rresultaren culpados en la falta y delito de que avaxo se ará mención, y digo que 

aviéndose colocado desde más de ducientos años a esta parte [la cofradía de la Asunción 

de la Real Audiencia de Galicia] y desde que la Real Audiencia se passó a esta ciudad des-

de la de Santiago y averse juntamente colocado la cofradía en dicho convento...”.

Este dato es conocido y su veracidad se puede constatar por la información que propor-

ciona el legajo 17294/34 titulado “El mayordomo de la cofradía desta Real Audiencia con 

Juan Díaz y Juan Fernández de Leira”, al que se refiere  Antonio Gil Merino. 

En la demanda del mismo se deduce que la mencionada cofradía tenía entre sus fines 

atender a sus cofrades y familiares de ellos en el momento de la muerte, estableciendo la 

obligación de asistir a las ceremonias del velatorio de los cadáveres, su funeral y entierro 

-por otra parte extensiva a todas las cofradías- con vela que les proporcionaba la cofradía. 

La misma decía así:

“El licenciado Antonio Vázquez de Caamaño, abogado desta Real Audiencia y mayordo-

L
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mo de la cofradía della, por la manera que de derecho mejor lugar aya, delante V. S0. me 

querello de los mayordomos, vicarios y más cofrades de la cofradía del Rossario desta 

ciudad que se hallaren culpados de que abiéndose oy fallescido Elvira Sánchez, viuda, mu-

jer que fue del licenciado Lerma, abogado que fue desta Real Audiencia, y aviendo sus 

cumplidores avisado que acudiésemos a su entierro con la cera y le enterrásemos como 

a tal cofrada de la dicha cofradía, y aviendo llamado con la campana de la dicha cofradía 

a los dichos cofrades y llevada la cera y lo máss necesario para el entierro para hacerlo 

dicha cofradía ques obligada a hacerlo por los cofrades que se mueren, los sobredichos 

[cofrades de la cofradía del Rosario] con palabras descomedidas y con soberbia dixeron al 

mayordomo que le pusieran el paño de su cofradía, que ella se avía de preferir a la desta 

Real Audiencia, y así, antes de la ora que estaba señalada y llevando adelante su pundonor 

de que se a de preferir la cofradía de la Quintana a la desta Real Audiencia, llevaron  el 

cuerpo a enterrar, y quando llegaron los cofrades de nuestra cofradía no hallaron el cuer-

po, que ya lo avían llevado; y después en la iglesia pusieron su cera y bandones diciendo 

que en todo se avía de preferir la dicha cofradía, y esto todo en agravio de nuestra co-

fradía y gran desacato y contra lo que siempre se a usado en esta ciudad residiendo aquí 

esta Real Audiencia, que siempre nuestra cofradía se a preferido y prefiere a todas, siendo 

como es la más principal; en lo cual an hecho y cometido delito y por ello declare el Real 

Acuerdo que la dicha cofradía desta Real Audiencia debe ser preferida a todas las desta 

ciudad y más de ella donde residiere como siempre se iço, y por ello a V. S0. suplico, atento 

que es cosa notoria, mande prender lo dichos mayordomos, vicarios y cofrades della”.

Los vicarios y mayordomos de la cofradía del Rosario fueron prendidos, se celebró el juicio 

y, como pedía el abogado de la cofradía de la Real Audiencia de Galicia, el Real Acuerdo 

sentenció a favor de la misma. 

Llegado a este punto tengo que hacer, por primera y única vez en este trabajo, una refe-

rencia a lo que dice un documento hoy no localizado. Se trata de la afirmación que hace 

Antonio Gil Merino en su trabajo citado, acerca de la posible antigüedad de la cofradía 

de la Real Audiencia de Galicia: “No conocemos la fecha de la fundación de la cofradía, 

aunque colegimos que debió ser establecida entre los años de 1550 y 1555, residiendo la 

Audiencia en Santiago”.

 No obstante lo dicho, el erudito Antonio Gil Merino no cita documento alguno en que ba-

se su afirmación. Pero por suerte, dicho académico y ex director del Archivo del Reino de 

Galicia, vive. Y a él me acerqué para interrogarlo acerca de su afirmación sobre la posible  

fecha de la fundación de la cofradía de la Real Audiencia de Galicia. A sus ochenta y siete 

años, después de pasados más de cuarenta desde que escribió el citado artículo sobre los 

traslados de la Real Audiencia, don Antonio no recuerda con precisión cuál es el documen-

to conservado en el Archivo del Reino de Galicia en el que leyó la fecha de fundación de 
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la citada cofradía. Es obligado a este respecto decir que Gil Merino durante su etapa de 

director del citado archivo leyó y abrió detallada ficha a un millón largo de legajos perte-

necientes al fondo “Real Audiencia”.

En uno de ese millón largo de legajos -me dijo don Antonio- figura la fecha de fundación 

de la cofradía de la Real Audiencia de Galicia, en un pleito antiguo, en el que de pasada se 

hacía referencia a dicha fundación, ocurriendo que la fecha exacta tenía medio borrado o 

medio roto el último número de la cifra 155?, pareciendo, por lo poco que se podía leer de 

ese último número que falta,  que el mismo era un cero o un cinco.

Antonio Gil Merino no tomó en su momento nota de dicho pleito y por ello no pudo citarlo 

en su trabajo, aunque sí referenció con toda prudencia, como es habitual en él, el dato 

perdido. Conociendo la seriedad y rigor histórico de don Antonio no me cabe la menor 

duda acerca de su afirmación, y por ello me muestro proclive a considerar como cierta la 

datación de la fundación de la cofradía de la Real Audiencia de Galicia en una de las dos 

fechas propuestas por el destacado académico. La investigación histórica continuará y es 

posible que algún día un venturoso investigador encuentre, aunque sea por casualidad co-

mo tantas veces ocurre, el dato perdido de la fundación de la cofradía de la Real Audiencia 

de Galicia. Mientras eso no ocurra, quede la fecha dada por Antonio Gil Merino como la 

más antigua hallada sobre la fundación de dicha cofradía.

Legajo 25652/8

“El mayordomo y cofrades de la cofradía de la Asunción que sirven los Señores oficiales 

desta Rreal Audiencia, con el Padre fray Pedro Flores, Guardián del convento de San Fran-

cisco desta ciudad y su Síndico sobre fuerza de bienes. Año de 1690”.

La demanda de querella de fuerza sobre bienes puesta contra el padre fray Pedro Flórez, 

guardián del convento de San Francisco de A Coruña, fue presentada el día diez de sep-

tiembre del año de 1690, y en ella se hacía constar que “con la ocasión de poner dicho 

Padre Guardián algunos confisionarios en la yglesia de dicho conbento, y teniendo quatro 

dellos puestos en los claros de los arcos que pasan a la segunda nabe, partes patentes y 

no ocultas, aberá como cosa de beinte días, poco más o menos, que abiendo benido de la 

ciudad de Santiago dicho Padre Guardián mandó llamar al maestro de carpintería José de 

Mantiñán y a Mathias Darriba, su oficial, para que arrancase dichos confisionarios, como 

lo han echo dentro de dicho conbento de la parte donde estaban, los quales, dicho maes-

tro de carpintería y su oficial, trajeron al cuerpo de dicha yglesia de orden de dicho Padre 

Guardián asistiéndoles a ello personalmente, desquiciando y arrancando quatro bancos 

que estavan fijos en las dos yleras, echándolos aparte de los demás donde están, y en 
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lugar dellos yço dicho Padre Guardián que el maestro de carpintería y dicho su oficial 

pusiesen quatro confisionarios como lo están, alterando la posesión y situación de dichos 

ministros cofrades...” 

Don Gabriel Tabares, abogado, y en condición de mayordomo de la cofradía de la Asunción 

de la Real Audiencia de Galicia, pedía justicia, exigiendo que el padre guardián del conven-

to de San Francisco, “buelba a poner dichos bancos en el estado que estavan”.

Don Gabriel Tabares presentó como testigos de los hechos que denunciaba al maestro de 

carpintería que arrancó los bancos de asiento pertenecientes a los cofrades de la cofradía 

de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia y a tres escribanos de Su Majestad y de 

número del Ayuntamiento de A Coruña, los cuales, con muy pocas variantes entre sí, pres-

taron declaración sobre los hechos ocurridos, indicando con gran precisión la iglesia en 

que estaba colocada la cofradía, la composición de la misma, el lugar exacto en que sus 

cofrades tenían sus asientos y la forma que éstos tenían y el orden en que dichos cofra-

des se sentaban en sus bancos para asistir a las funciones de su cofradía: 

“La cofradía de Nuestra Señora de la Asunción está colocada en el conbento de San Fran-

cisco desta ciudad, que se conpone de todos los oficiales y ministros de la Real Audiencia 

en dicho conbento, en donde así para la imágen tiene rretablo al lado derecho del altar 

maior, y en la capilla maior banco para los Señores Governador y Oidores della a la ma-

no derecha, que son después de las Reales Magestades de nuestros Reis católicos (que 

Díos guarde) los inmediatos cofrades desta cofradía, siguiendo a dichos Señores todos los 

oficiales y ministros que en tomando la posesión de cada uno de sus oficios se asientan 

por cofrades; los quales tienen sus asientos fixos en el cuerpo principal de dicha yglesia 

desde el arco maior asta llegar al ynmediato principal y frente de la capilla de la Tercera 

Orden a la mano derecha, como se entra en dicho conbento, y desde el púlpito a la mano 

izquierda asta llegar a la puerta que entra y sale a lo claustros de dico conbento; y en una 

y otra parte tienen sus bancos de respaldo los cofrades de dicha cofradía y en cada uno 

de ellos con las señales y marcos de A  R coronadas, que denota Audiencia Real, donde 

se sientan todos los cofrades encajados en las tarimas que tienen al pié, ynmediatos al 

del Rreal Acuerdo, que sólo los divide el tránsito preciso que intermedia para el serbicio 

de la Yglesia; asistiendo a todas las fiestas y funciones de dicha cofradía que tienen en 

cada año dichos oficiales y ministros cofrades con el Rreal Acuerdo que preside y autoriça 

dichas funciones asentándose en dichos bancos....”.

De la anterior descripción, se pueden deducir varias conclusiones, tales como que los Re-

yes de España eran cofrades de honor de la Cofradía de la Asunción de la Real Audiencia, 

siguiéndoles en rango el gobernador y oidores de la misma y ya, a continuación, sus ofi-

ciales y ministros.
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Los tipos de cofradías eran de tres clases: sacramentales, dedicadas al culto al Santísimo 

Sacramento; de devoción, las cuales se formaban en torno a un santo o Virgen, al que 

tomaban como patrono; y gremiales, que eran las que agrupaban a los artesanos o pro-

fesionales de un ramo. Las dos primeras cofradías -sacramentales y de devoción- tenían 

la característica de ser de afiliación voluntaria para los cofrades de cada una, es decir, a 

ellas podían pertenecer libremente las personas que así lo deseaban por el motivo de pro-

fesar devoción a determinado santo. Por el contrario, las cofradías gremiales tenían como 

nota distintiva la pertenencia obligatoria de los cofrades a dichas cofradías por el mero 

hecho de pertenecer estos artesanos o profesionales a la actividad que asociaba a dichos 

cofrades.

Este era el caso, según se desprende de la declaración anterior, de los cofrades de la 

Cofradía de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia, tal y como se deduce de la expre-

siones “que se compone de todos los oficiales y ministros de la Real Audiencia” y de la cita  

“siguiendo a dichos Señores todos los oficiales y ministros que en tomando la posesión 

cada uno de sus oficios se asientan por cofrades”. De manera que el hecho de desempe-

ñar un oficio en la Real Audiencia, hacía obligatoria la pertenencia de los empleados de 

ella a la Cofradía de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia.

También se informa en la referida declaración que el Real Acuerdo actuaba en la cofra-

día como encargado de presidir y autorizar las funciones que organizaba la misma. Esta 

actividad la seguiría realizando muchos años después, cuando ya fundado el Colegio de 

Abogados de la Real Audiencia de A Coruña, en el siglo XVIII, dicho Real Acuerdo presidía 

la función solemne de la fiesta de dicha cofradía, que se celebraba entonces en la Real e 

Insigne Colegiata de Santa María del Campo el día 15 de agosto de cada año. 

Los abogados de la Real Audiencia de A Coruña debían tener ya en el siglo XVI un marca-

do espíritu solidario pues, ocurrió entonces el curioso hecho que se relata: “Don Diego Ju-

bia y Saavedra, Síndico del conbento de Nuestro Padre San Francisco el Real desta ciudad, 

y el Padre Guardián y religiosos del, dicen que por parte del maiordomo y cofrades de la 

cofradía de la Real Audiencia se dió querella en contra de dicho Guardián y conbento so-

bre ciertos açientos, por cuio respecto no ai pocurador ni abogado que quiera defenderles. 

Suplica a V. S0 mande que qualquiera, el que V. S0 sea servido, lo aga, devaxo de una pena, 

y se dé vista de dicha querella. Justicia”.

En respuesta a la petición anterior, el  semanero de la Real Audiencia de Galicia dictó un 

auto ordenando a los licenciados Agustín Folgueira y  Antonio Rodríguez de Verea, aboga-

do y procurador respectivamente, que defendieran a la parte suplicante, bajo la pena de 

veinte ducados.

El licenciado Agustín Folgueira respondió a dicho auto diciendo que “al auto del Señor 
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Semanero que se me a traydo por el Procurador General de la Rreligión, respondo lo obe-

dezco con la rreberencia que devo, y en quanto a su cumplimiento que en bista de la 

novedad de averse removido los asientos que tienen los abogados relatores, sseñores de 

asiento y más de que se compone la cofradía de la Real Audiencia deste Reyno, a sido 

sentir que para remediar la perturbación se ynstase que mediante Real auto ordinario  se 

ordene al lizenziado D. Gabriel Tabares, abogado y rrelator de dicha Real Audiencia, como 

mayordomo de dicha cofradía, como uno de los cofrades y mayordomos de dicha cofradía, 

que como tal le toca cuidar de la conservación de sus vienes y prerrogativas, y así suplico 

del auto del Señor Semanero y así suplico aberme por escusado, por ser cierto lo que que 

rrepresento a V. S. como lo espero. Coruña y Septiembre, 28 de 1690. Agustín Folgueira”. 

En términos semejantes se excusó el procurado Antonio Rodríguez de Verea.

Las anteriores excusas fueron recusadas por el procurdor general de la Orden de San 

Francisco, el cual suplicó a la Real Audiencia “se sirva mandarlos cumplir con dicho auto, 

y en su defecto no nombrar a otros, porque no ai rraçón para que el convento quede inde-

fenso”. 

La Real Audiencia  de Galicia respondió a esta nueva petición de los franciscanos con-

firmando los nombramientos efectuados, lo cual parece de toda razón, pues lo contrario 

significaría que el damandante de una querella, en este caso el abogado y mayordomo 

Gabriel Tabares, actuase a la vez como abogado defensor de la parte a la cual él deman-

daba.

El día 4 de octubre del año de 1690 se recibió en la Real Audiencia de Galicia un escrito 

del abogado Gabriel Tabares, quien, como mayordomo de la Cofradía de la Asunción de 

la Real Audiencia de Galicia, informaba que había recibido notificación del procurador ge-

neral de la orden de San Francisco por la que se le comunicaba que la misma “desistió de 

la fuerza, y se bolbieron a poner como estaban los bancos y asientos del convento de San 

Francisco”.

El mayordomo de la Cofradía de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia, con fecha 

de 28 de noviembre del indicado año de 1690, juntamente con Juan Lorenzo de Luaces, 

escribano del Reino y vecino de A Coruña, visitó la iglesia conventual de San Francisco de 

dicha ciudad, certificando el citado escribano lo siguiente: “Oy, día de la fecha, e ydo al 

convento de San Francisco desta ciudad y a la yglesia de él, y e visto en la nave principal 

de ella dos yleras de vancos de respaldo que están a uno y otro lado y enpiezan de junto 

y pegado al púlpito las de la mano derecha, y las de la izquierda desde la esquina que 

atraviesa el cruzero de dicha yglesia, y en cada una de dichas yleras ay seis bancos, y en 

el respaldo de cada uno están gravadas dos letras que son A y R con sus coronas, que se-

gún tengo entendido desde más de diez y seis años a esta parte que los conozco en dicha 

yglesia y los e bisto en la parte que están, denotan Audiencia Real. Y están en sus tarimas 
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a los pies de dichos vancos y encaxados sobre ellas, sin que en medio de dichos vancos 

aya confisionarios ni otra cosa alguna; y dichos confisionarios están en diferentes sitios 

y lugares de dicha yglesia, y haviendo ynquerido y preguntado al Padre frai Bartolomé de 

la Conzepzión, religioso de dicho convento, qué novedades havía havido sobre el sitio de 

dichos vancos, me respondió que se havían mudado algunos de ellos y se havían puesto 

unos confisionarios en dichos lugares y que en razón dello se han querellado de fuerza y 

haviendo desistido de ella los havían buelto al lugar que tienen. Y para que conste a todo 

tiempo, de pedimento de la cofradía de la Real Audiencia doi el presente e signo y firmo. 

En la ciudad de la Coruña a veinte y ocho de Noviembre de mill seiscientos y noventa 

años. En testimonio de verdad, Juan Lorenzo de Luaces”. Rubricado.

Legajo 19269/60

“La cofradía de la Rreal Audiencia y cofrades della con el lizenziado Arias sobre las quen-

tas del tiempo que fue mayordomo. Año de 1592”.

El día de Nuestra Señora de agosto del año de 1590, fue nombrado mayordomo de la 

Cofradía de la Real Audiencia de Galicia, el abogado Bernardino Arias y después, al día si-

guiente de Nuestra Señora de agosto del año de 1591, fue otra vez nombrado para dicha 

mayordomía, de manera que sirvió la misma dos años seguidos, el año de 1591 y el año 

de 1592. Como tal mayordomo cobró las caridades y condenaciones de dicha cofradía y 

efectuó los pagos correspondientes a los gastos que se generaron por la misma.

Este legajo contiene las cuentas -cargo y descargo- de la Cofradía de la Asunción de la 

Real Audiencia de Galicia durante los años de 1591 y 1592, y aunque las mismas se re-

fieren a un período de tan sólo dos años, sirven para mostrar los conceptos por los que se 

cobraba y gastaba en dicha cofradía. Y esto es lo importante, pues las cantidades perte-

necientes a tales conceptos habrían forzosamente de variar con el transcurso del tiempo.

Al principio de las cuentas que presenta, dice el abogado Bernardino Arias que “compré y 

gasté lo que fue necesario para el serbicio de ella [de la cofradía] como ba sentado en las 

planas siguientes que ban publicadas de mí rrúbrica, y al fin dellas firmadas de mi nombre; 

y si otra cosa más pareciere aver yo cobrado o entrado en mi poder de la dicha cofradía, 

que podría ser avérseme pasado de la memoria, como tanbién algunos gastos que no abré 

sentado, protesto y me allano de los pagar luego. Que conste de ello. El licenciado Arias”.

La Cofradía de la Asunción o de la Real Audiencia de Galicia celebraba cada año dos 

fiestas principales: una en el mes de febrero, dedicada a la festividad de la Purificación 

o Nuestra Señora de las Candelas, y otra el quince de agosto, día de la Asunción de la 
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Virgen, bajo cuya advocación estaba establecida la cofradía, siendo este día, según la 

constitución 20,  en que se renovaba la junta directiva, y pasados quince días de dicha 

festividad, el mayordomo saliente estaba obligado a presentar las cuentas pertenecientes 

al año de su mayordomía.

La celebración de dichas fiestas consistía en la asistencia obligatoria de los cofrades a la 

misa solemne y sermón que se oficiaban en la capilla mayor de la iglesia conventual de 

San Francisco de A Coruña, pero además de esto, debía de celebrarse una procesión civil 

la víspera de dichas fiestas, pues en las cuentas del mayordomo Arias figuran partidas de 

gastos que dicen: “gasté en los carros para la víspera de la misa de las fiestas de la dicha 

cofradía diez reales” y “gasté en las ramas, yerbas y espadañas que se trajeron para la 

fiesta, nuebe reales”. La celebración de la víspera, además de esa posible procesión civil, 

consistía en el oficio de una misa rezada.

La Cofradía de la Asunción o de la Real Audiencia de Galicia pagaba una cantidad de dine-

ro al convento de San Francisco de A Coruña por los servicios religiosos que aquél presta-

ba a la misma. El legajo al que me estoy refiriendo y de donde se extraen las noticias que 

doy, contiene numerosas cartas de pago expedidas por acreedores de esta cofradía, las 

cuales servían de justificante a las declaraciones que certificaba el mayordomo Arias. Una 

de estas cartas de pago decía: “Digo yo, fray Gaspar Martínez, Guardián de San Francisco 

de la Coruña, que reciví del Señor Lizenziado Arias diez ducados que prestó al presente 

Guardián para las necesidades de la casa, y por ser ansí verdad lo firmé de mi nombre. 

Primero de setiembre de 91”. 

Pero en realidad esta carta de pago no correspondía sólo a un préstamo de dinero que 

hubiera realizado la Cofradía de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia al convento 

de San Francisco de A Coruña,  y ello es así porque unos folios más delante de aquellos en 

los que consta la anterior carta de pago expedida por dicho convento, se incluye otra que 

decía:  “Digo yo, Pedro de Santisteban, Guardián del convento de San Francisco de la Co-

ruña, que he recibido del licenciado Arias, mayordomo de la cofradía desta Real Audiencia, 

los doce ducados que la dicha confradía paga al dicho convento de limosna por las missas 

y sermones que en él se dicen, los quales me pagó en diez ducados que el dicho convento 

le debía por los aber prestado al padre fray Francisco Suárez sobre una cédula suya para 

nezesidades de la dicha casa, y dos ducados que me dió al presente, con lo quales queda 

pagado el dicho monasterio de la dicha limosna del año pasado de 591, y por ser ansí 

verdad lo firmé de mi nombre. Fray Pedro de Santisteban”.

La anterior limosna que la cofradía pagaba al convento de San Francisco por los servicios 

que le prestaba, está confirmada por otra carta de pago estendida por el síndico de San 

Francisco en la que se certificaba “aver recibido dicho conbento doce ducados del licen-

ciado Bernardino Arias, mayordomo de la cofradía de la Real Audiencia, por razón de la 
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limosna que se dá en los sermones y misas que se dicen por la dicha cofradía este año 

de nobenta y dos, el qual se hizo por día de Nuestra Señora de Agosto de dicho año. Y por 

ser verdad le dí dello esta carta de pago firmada del padre Guardián y de mí nombre, el 

dicho Síndico. En la Coruña, 30 de Agosto  de 1592 años. Fray Melchor Pérez. Bernardo 

Bernárdez”.

En la presentación de las cuentas que hizo el mayordomo Arias se reflejaba un cargo 

o ingreso de 1.077 reales y un descargo o gasto de 1.150 reales, lo cual daba como 

saldo un “alcance” a dicho mayordomo de la cantidad de 327 reales. Sin embargo de 

lo anterior, el licenciado Arias no llegó a satisfacer cantidad alguna por dicho “alcance” 

toda vez que junto del balance de cuentas que presentaba, se adjuntaba una declara-

ción referente al pago de 384 reales que dicho mayordomo había pagado por 128 libras 

de cera, cuya compra por haber sido realizada a un extranjero no se podía justificar con 

carta de pago.

La declaración anterior fue comunicada por el mayordomo Arias al licenciado Luis de 

Godoy, que ostentaba el cargo de protector de la cofradía, y éste ordenó que ante la falta 

de carta de pago, Bernardino Arias extendiera una declaración jurada como justificante de 

haber realizado dicho gasto. Decía así Bernardino Arias en dicha declaración jurada: “Por 

quanto dá en descargo el dicho licenciado Arias tres cientos ochenta y quatro reales que 

le costaron ciento veinte y ocho libras de cera que conpró a un extranjero, a tres reales 

la libra, de lo qual dá certificación, la qual no pasó en el descargo por no tener carta de 

pago”.

Los dos años años en que el licenciado Arias fue mayordomo de la Cofradía de la Asun-

ción de la Real Audiencia de Galicia no debieron de ser buenos en lo económico, pues di-

cho mayordomo se dirigió por dos ocasiones a la Real Audiencia recabando que se obliga-

ra al cumplimiento de la ordenanza de la cofradía que regulaba la obligación que  tenían 

los cofrades de atender el pago de las cuotas de caridad, pues según se manifestaba por 

aquél en dichos escritos, lo mayordomos salientes no se habían ocupado de cobrar dichas 

cantidades, por lo que en sus dos mayordomías “se ha ydo descayendo y disminuyendo la 

cofradía de suerte que ni ay zera para el serbicio della ni los cofrades asisten a las missas 

ni officios, ni cunplen con los más efectos para que fue instituida”.

Gracias a sus justificadas protestas, el licenciado Arias alcanzó el adecentamiento econó-

mico de la cofradía y consiguió de la Real Audiencia el nombramiento de un alabardero a 

quien dicho mayordomo entregó lo que él llamaba un “memorial”,  que consistía en la rela-

ción de los cofrades que debían las cuotas de las caridades, consiguiendo por ese sistema 

el cobro de las mismas. Dicho “memorial” sumaba un total de 77 individuos morosos, en-

tre los cuales figuraban nueve abogados.



418

Apéndices

El mayor volumen de gasto realizado por la cofradía consistía, sin duda alguna, en la com-

pra de cera, tanto blanca como pintada. Con dicha cera se fabricaban las velas y hachas 

que se entregaban a los cofrades para la asistencia a las funciones de las festividades y 

a los entierros de los cofrades y de sus familiares. También supuso un desembolso sig-

nificativo la hechura de seis bancos para ser colocados en la iglesia del convento de San 

Francisco, cuyo gasto se justificó con la siguiente carta de pago: “Digo yo, fray Gaspar 

Martínez, Vicario de San Francisco de la Coruña, que resciví del Señor licenciado Arias diez 

ducados que costaron seys vancos que se izieron a costa de la confradía de la Audiencia, 

los quales tienen depositado la dicha confradía en el dicho convento de la Coruña, y por 

ser ansí verdad lo firmé de mi nombre a diez y siete de Agosto del año de noventa y uno. 

Fray Gaspar Martínez”.

Según refiere el licenciado Arias, la cofradía disponía al menos de dos libros, uno de acuer-

dos y otro de asiento de los cofrades, aunque en realidad, al igual que las demás cofra-

días, habría de tener también el libro de cuentas y el de fallecidos. 

El licenciado Arias, en las certificaciones que daba acompañando a las cartas de pago que 

justificaban los gastos que había realizado, decía que “ansí mismo es cosa cierta y notoria 

que se an cobrado de años atrasados mucha suma de muchos de los letrados que an sido 

admitidos por abogados de la Real Audiencia que residen en la ciudad de Orense y más 

lugares del Rreyno”.

Por él se sabe que la cofradía, en su época, se regulaba por unas ordenanzas nuevas rea-

lizadas en el año de 1584 las cuales habían sustituido a las primitivas. Estas nuevas orde-

nanzas tenían por lo menos 28 constituciones, pues en un momento de la presentación de 

sus cuentas, el licenciado Arias, al dirigirse a la Real Audiencia para tratar de enderezar la 

economía de dicha cofradía, hace referencia a que se cumpliera lo estipulado en las orde-

nanzas veinte a veintiocho, que se dedicaban a regular el nombramiento y actuación de la 

figura ya citada del llamado protector de la cofradía, que venía siendo un cargo que debía 

nombrarse para cuando la cofradía pasara por momentos de dificultades económicas, vi-

niendo a ser el mismo como una especie de inspector o fiscalizador de cuentas para esos 

momentos difíciles.

Lo anterior es, en síntesis, cuanto dan de sí los dos únicos documentos que se conservan 

acerca de la existencia de la Cofradía de la Asunción de la Real Audiencia de Galicia esta-

blecida en la iglesia conventual de San Francisco de A Coruña.

En un afán por localizar otros posibles documentos referentes a la citada cofradía, he ras-

treado otros archivos locales, autonómicos y nacionales, pero sin tener la suerte de hallar 

nuevas noticias sobre ella. Solamente en el archivo de la Real e Insigne Colegiata de Santa 

María del Campo, se encuentra una carta manuscrita dirigida a su abad por el licenciado 
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Fernando Antonio Codesido, mayordomo de la Cofradía de la Asunción de la Real Audien-

cia de Galicia. Dicha carta, que carece de fecha, pero está escrita con letra que claramente 

pertenece al siglo XVIII y se conserva en la caja 6.2.4 del citado archivo, dice así: “Patrona 

de la cofradía de la Real Audiencia. Sr. Prior y Cavildo: El mayordomo de la Ylustre Cofradía 

de la Rreal Audiencia de este Reyno, con acuerdo de sus yndibiduos ha resuelto poner la 

ymágen de Nuestra Señora, su patrona, que se benera en el conbento de Nuestro Padre de 

San Francisco de esta ciudad, en pública novena para conseguir por la intersección de su 

piadosísimo hijo, si conbiene para servicio suio, el beneficio de la tranquilidad y serenidad 

del rriguroso tiempo que se experimenta, a cuio fin está determinado salir la ttarde de oy 

día procesionalmente por las calles desta ciudad, lo que aré presente a V.S. para que se 

sirva permitir baya el preste con los ministros con su capa y dalmática, lo que espera del 

piadoso y crisptiano celo de V. S. el Lizenziado Fernando Antonio Codesido”.

Se trata lo anterior solamente de un documento aislado, pero transmite, entre otras noti-

cias ya conocidas de la cofradía, la de que la misma ostentaba ya el título de ilustrísima, 

categoría que habría de mantener después -y mantiene hoy- el “Colegio de Señores Abo-

gados de la Real Audiencia de la Coruña”.

Fundación del Colegio de Abogados  
de a Coruña

Para un más detallado conocimiento por el lector de cada uno de los pasos de las ges-

tiones indicadas para obtener la fundación e incorporación del Colegio de Abogados de A 

Coruña al de Madrid, a continuación, y extraídos del largo escrito del primer secretario del 

Colegio de Abogados de A Coruña, pongo los documentos que acreditan tales gestiones.

“Razón de la erección y fundación de el Ilustre 
Colegio de Señores Abogados de la Real 
Audiencia, que reside en la ciudad de La Coruña. 
Solicitud de los abogados de La Coruña de 
licencia para celebrar Junta y fundar un Colegio”

“Haviendo, de común acuerdo, reflexionado los  Señores Abogados de la Real Audiencia de 

Galicia, que los del Consejo, Villa y Corte de Madrid, y por filiación suya los de las Reales 

Chancillerias de Valladolid y Granada, y Reales Audiencias de Aragón y Valencia, tenían 
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130

131

127. Primer tomo del Tractatus de 
Beneficiis, de 1609, que se conserva en el 

Colegio de Abogados de A Coruña.

128, 129 y 130. Muestra de algunos de 
los fondos documentales que atesora el 

Colegio de Abogados de A Coruña. 

131. Foto de libros históricos que se 
encuentran en la sala de juntas del 

colegio.
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132 133

132. Publicación del siglo XVIII de los fondos 
documentales del colegio.

133. Otro de los ejemplares, en este caso 
de 1649, del archivo colegial de los abogados 
coruñeses. 

134. Esta obra, editada en Lausana, también 
pertenece al archivo del colegio.
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138

139 140

135, 136, 137, 138, 139 y 140. 
Actas y publicaciones del 

siglo XVIII que se encuentran 
perfectamente conservados en 
los archivos del Ilustre Colegio 

Provincial de Abogados de A 
Coruña. 



426

Apéndices

formado con total independencia de los más individuos de aquellos Tribunales, Colegio o 

Congregación, con que mantenían el honor de la profesión, y deseando que éste brillase 

con el lustre correspondiente en los de ésta Real Audiencia, se resolvieron a formar tam-

bién su Colegio, a cuyo fin solicitaron de el Excelentísimo Señor Don Carlos Francisco de la 

Crois, Marqués de Crois, Governador y Capitán General de el Reyno, y Presidente de la Real 

Audiencia, licencia para poder hacer su Junta, erigir y formar Colegio, lo que les concedió 

por Decreto de 17 de Febrero de 1760”.

Reunión de los abogados de A Coruña, celebrada 
el día 15 de marzo del año 1760 

“En los 15 de el siguiente mes de marzo se juntaron los Señores que se expresan al mar-

gen, quienes, mirando a lo útil y conveniente que sería tanto para la observancia de las 

Leyes Divinas y Humanas, quanto para mantener el honor y estimación que en todos 

tiempos se ha merecido la Juris-Prudencia y los profesores de tan sublime y Real Arte y 

Ciencia, la unión de sus individuos en un sólo cuerpo, y que esto se conseguía por medio 

del establecimiento de un Colegio regido y governado por unas firmes reglas y loables 

Estatutos, y advirtiendo que siendo, como era, esta Real Audiencia la más antigua de las 

de España, creada con el honor de filiación inmediata de el Real Consejo, de cuyos Se-

ñores Ministros han venido dos a formarla en el año de mil quatro cientos y ochenta, era 

muy correspondiente la unión de sus Abogados en Congregación o Colegio, mayormen-

te quando le mantenían lo de las Reales Chancillerias de Valladolid y Granada, y Reales 

Audiencias de Aragón y Valencia, lo han creado, erigido y formado, a imitación de el de 

Señores Abogados de la Villa y Corte de Madrid, y bajo sus Reglas y Estatutos, a cuya 

inviolable observancia se obligaron por sí, y sus sucesores, y eligieron y tomaron por sus 

patronos y protectores la Soberana Reyna de el Cielo, MADRE DE DIOS, bajo el Título del 

PATROCINIO y al glorioso S. ANDRES AVELINO, cuyas festividades se celebran  en los días 

nuebe y diez de el mes de Noviembre de cada año; y en razón de uno y otro otorgaron ins-

trumento de fundación, erección y creación del Colegio con las claúsulas más expresivas 

y necessarias para su formal establecimiento y subsistencia, de que dió fee D. Gregorio 

Carrillo, escrivano de S. M. y Procurador de el Número en la Real Audiencia, cuya copia con 

inserción a la letra de el memorial presentado a Su Excelencia el Excmo. Señor Marqués 

de Croix, y Decreto por éste dado, se halla con los papeles originales en el Archivo de este 

Ilustre Colegio, por quien posteriormente se solicitó la incorporación por filiación con el 

Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Villa y Corte de Madrid, que la concedieron, con 

aprobación de S. M., como todo se acredita en los documentos siguientes, los cuales se 

presentaron en el Real Acuerdo, quien en su vista, dió licencia para su impresión”.
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“Certificado expedido con fecha 29 de Julio del 
año de 1760 por el Colegio de Abogados de 
Madrid,  por el que se aprueba la incorporación 
en dicho Colegio de el Colegio de Abogados de La 
Coruña”

“Yo, el licenciado Don Joséph de Sierra Marroquín, Abogado de los Reales Consejos, y Se-

cretario actual del Ilustre Colegio de los de esta Corte, certifico que en el Libro intitulado 

de Acuerdos y Juntas que existe en mi poder, y tuvo principio el año de mil setecientos 

cinquenta y siete, siendo Decano el Señor don Joséph Cayetano de Lind, al folio cinquenta 

y nueve, buelta, y al siguiente hay un acuerdo, y al margen de él los Señores que intervinie-

ron, y es como sigue”:

“Junta de veinte y dos de Julio de mil setecientos y sesenta años, y Junta que en él se tuvo 

en la posada de el Señor Don Ignacio de Santa Clara y Villota, nuestro Decano, y a que 

asistieron los Señores Capitulares, y comunicados los respectivos avisos, escusas para 

ello, bolví a hacer presente la instancia que el Decano e individuos de el Colegio de Aboga-

dos de la Real Audiencia de Galicia tenía, de que en la misma conformidad que el nuestro 

havía dispensado la incorporación por filiación a los Colegios de Abogados de las Reales 

Chancillerias de Valladolid y Granada, y Reales Audiencias de Aragón y Valencia, le hiciese 

el honor de incorporar el suyo en el nuestro, y mandar se les comunicasse copia de sus 

constituciones, con todos los decretos e instrucciones que havían dado a los demás referi-

dos Colegios, y demás que se contemplassen necessarias, para que arreglándosse a ellas 

formassen Cuerpo y Comunidad con los Oficiales, que era estilo en nuestro Ilustre Colegio, 

quedando siempre por sí y sus venideros obligados al reconocimiento y obsequio de filia-

ción de el nuestro, imitando en lo posible en quantos assuntos ocurriessen el honorífico 

método con que havía brillar el honor de la Carrera, y mantenido con la mayor estimación 

el de sus profesores”.

“Y al propio tiempo dí quenta de que este assunto se havía controvertido en la Junta ante-

cedente de dos de el mismo mes de Julio, y para resolver sobre ella, havía dado comisión 

a los Señores D. Joséph de Azofra, Diputado tercero, y al presente Secretario, para que la 

consultassen con los Señores Ministros que havían sido individuos de nuestro Colegio, y 

haviendo con este motivo dichos Señores D. Joséph y presente Secretario, dado quenta, 

havían visitado y manifestado la pretensión de el Decano y Abogados de el Colegio de 

la Real Audiencia de Galicia al señor Don Isidro Gil de Jaz, de el Consejo de Castilla, a los 

Señores Don Julián de Hermosilla y Don Joséph Manuel Dominguez de Vicente, del de Ha-

cienda, y a los Señores Don Juan Antonio de Alhalá, de el Consejo de Castilla, y Fiscal de 

el de Hacienda, y Don Manuel Saturio Castejón, Alcalde de Casa y Corte, todos individuos 

de nuestro Colegio, que unánimes y conformes havían respondido con expresiones de la 
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mayor satisfación que su parecer era se les diese la incorporación por filiación bajo de el 

supuesto de governarse por los Estatutos y Reglas de nuestro Colegio, se acordó de con-

formidad, que en atención a estar nuestro Colegio inmediatamente sujeto al Real y Supre-

mo Consejo de Castilla, precediendo licencia y aprobación de los Señores de él, se admita 

al Decano y Abogados de el Colegio de la Real Audiencia de Galicia la incorporación por 

filiación, que han solicitado por sus cartas, poderes y memoriales con nuestro Colegio, y 

para efecto de governarse en todo conforme a sus constituciones se les comuniquen, re-

mitiéndoles un tanto impresso de ellas, y certificación de el modo de recibir sus individuos, 

y juntamente con las demás reglas que observan, para que, a imitación de nuestro Cole-

gio, formen Cuerpo de Comunidad, eligiendo los mismos oficios y oficiales que se eligen 

en esta Corte, y exhibiendo Real aprobación, para que se ponga la nota correspondiente, el 

Secretario dé las certificaciones y despachos necessarios, firmados y sellados en la forma 

regular, y así lo certifico. Licencado D. Ignacio de Santa Clra Villota, Decano. Licenciado 

D. Joséph de Azofra, Diputado terero. D. Joséph Sierra Marroquín, Secretario. Y para que 

conste, de pedimento de la parte de el Decano y Colegio de la Real Audiencia de el Reyno 

de Galicia, doy la presente certificación, firmada y sellada con el sello de nuestro Ilustre 

Colegio de Señores Abogados de esta Corte, en ella, a veinte y nueve de Julio de mil sete-

cientos y sesenta años. Licenciado D. Joséph Sierra Marroquín, Secretario”.

“Real Cédula de Don Carlos III  dada el 1 de 
Febrero de 1761”

“El Rey, Regente y Alcaldes Mayores de la Audiencia de mi Reyno de Galicia, sabed que por 

parte del Colegio de Abogados de essa mi Audiencia se presentó a los de mi Consejo que 

deseando que brillasse en los individuos el honor correspondiente a lo distinguido de su 

professión, havía solicitado y obtenido de el de Abogados de mi Corte la incorporación por 

filiación, y que en su virtud se huviessen de comunicar a los de ésta mi Audiencia las Cons-

tituciones y demás Reglas por la quales havía de governarse, eligiendo los mismos oficios 

y oficiales que se exigen en el Colegio de esta mi Corte, para todo lo qual huviese de pre-

ceder la Real aprobación de mi Consejo, como más por extenso resulta de la certificación 

dada por el Secretario de dicho Colegio que en debida forma presentaba, en cuya atención 

suplicaba al mi Consejo que dignándose condescender a los loables deseos del de essa mi 

Audiencia, le sirviesse aprobar la incorporación decretada, en la forma que se expresaba, 

y como de dicha certificación resultaba, y en su consequencia declarar que todos los Rea-

les Decretos, Autos acordados y Providenca de el mí Consejo, promulgados y expedidos a 

favor de el Colegio de  ésta mi Corte fuessen y se entiendessen conprehensivos al de ésta 

mi Audiencia, su Decano e Individuos, de el mismo modo que si para él se huviese librado, 

obrando igual efecto en essa ciudad, mi Audiencia y Tribunales que en esta mi Corte, y los 

141. Ejemplar de los primeros estatutos 
del colegio que se conserva en la 
Biblioteca del Consulado, en la capital 
herculina. 
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suyos, sin diferencia alguna respectivamente; y la certificación dada por el Secretario de el 

Colegio de Abogados de Madrid dice así” [aquí se insertaba la certificación puesta arriba, y 

a continuación de ella continuaba la Cédula Real como sigue]

“Y visto por los de mi Consejo con lo informado por el citado Colegio de Abogados de la mi 

Corte, y lo expuesto por el mi Fiscal, por Decreto de diez de Diciembre, próximo passado, 

se acordó da ésta mi Cédula, por la qual, en conformidad de lo que está resuelto en otra 

de ocho de Noviembre de mil setecientos cinquenta y ocho, cumplir en otra expedida en 

veinte de Julio de setecientos cinquenta y nueve, en que fue servido la Magestad del Señor 

Rey D. FERNANDO VI (que goza de Díos) mi hermano, incorporar el Colegio de abogados 

de la mi Chancillería de Valladolid a él de la mi Corte, igualmente incorporo y agrego a és-

te el de los Abogados de essa mi Audiencia, bajo de las mismas calidades prevenidas en la 

certificación que va inserta; y en su consequencia decir que todos los Reales Decretos, Au-

tos acordados y Providencias del mi Consejo, promulgadas y expedidas a favor del Colegio 

de Madrid, se entiendan y deben entender comprehensivos al de esta mi Audiencia de el 

Reyno de Galicia, Decano e Individuos, de el mismo modo que si para el Colegio de ella se 

huvieran librado, obrando igual efecto en este Tribunal que en la mi Corte y los suyos, sin 

diferencia alguna, y os mando que luego que os sea presentada ésta mi Cédula, por Vos y 

demás ministros, juezes y justicias a quien tocare en algún modo, observeis y guardeis y 

141
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143

142

142. Actual iglesia de San Francisco 
de A Coruña. En 1690, se produjo un 
serio conflicto entre el guardián del 

convento que la orden tenía en la 
ciudad y los cofrades de la cofradía de 

la Asunción de la Real Audiencia de 
Galicia.

143. Altar mayor de la actual iglesia 
de San Francisco. En el siglo XVI, 

la Cofradía de la Real Audiencia de 
Galicia se estableció en la iglesia del 

convento de los franciscanos.



432

Apéndices

hagais se cumpla y execute todo quanto se halla resuelto, así por mi Real Persona, como 

por los de mi Consejo, en el assunto que va mencionado, que así es mi voluntad. Dada en 

el Pardo a primero de Febrero de mil setecientos sesenta y uno. YO EL REY. 

Por mandado de el Rey Nuestro Señor. Don Agustín de Montiano y Luyando. V.M. incorpora 

y agrega el Colegio de Abogados de su Audiencia de el Reyno de Galicia a él de esta Corte, 

en la conformidad y bajo las Reglas que aquí se refieren. Sellada Escrivanía de Cámara de 

Govierno”. 

“Petición enviada por el Colegio de Abogados de 
La Coruña al Real Acuerdo. 27 de Abril de 1761”

“Manuel García Morado, escrivano del Rey Nuestro Señor, e insolidum de la Secretaría del 

Real Acuerdo, Contador de penas de Cámara y Gastos de Justicia en la Real Audiencia de 

este Reyno de Galicia, certifico que ante los Señores de él, se presentó la petición siguien-

te”:

“Los licenciados D. Diego Antonio Cornide y Saavedra, y D. Vicente Thomás Lavandeyra, 

apoderados de los más Abogados de esta Real Audiencia, representan  a V. E. que en virtud 

de la licencia del Señor Presidente, y bajo el beneplácito de todos los Señores ministros, 

han otorgado antes de ahora instrumento por que formalizaron su Colegio de Abogados, y 

con él recurrieron al que los del Real Consejo tienen en él, para que se les admitiese a su 

incorporación por filiación, como lo estaban los de la Chancillerías de Valladolid y Granada, 

y Audiencias de Zaragoza y Sevilla, y haviéndolo conseguido, igualmente solicitaron en el 

Real y Supremo Consejo su aprobación, que consiguieron, y se dignó mandar que todas las 

resoluciones y autos acordados expedidos en favor del Colegio y Abogados de la Corte, se 

extendiesen al de esta Audiencia, como filiación de aquél; y en razón de ello se libró la Real 

Cédula de S. M. que exhibimos, con la certificación dada por el Secretario de el Colegio 

de Abogados de la Corte, donde también se ha exhibido dicha Real Cédula, en cuya vista 

se mandó dar dicha certificación, y entregar un exemplar de los Estatutos que observa el 

Colegio de Abogados de la Corte, y debe observar el de esta Real Audiencia, que también 

exhibimos, en cuy vista a V. E. suplicamos se sirva mandar se cumpla en todo y por todo 

la Real Cédula de S. M. que llevamos exhibido, y que quedando copia de ella en el Archivo 

del Real Acuerdo, se nos debuelva con dichos Estatutos y certificación, concediéndonos 

licencia para la impresión de uno y otro; que desde luego nos hallanamos a entregar un 

exemplar impresso para que se ponga con dicha copia de la Real Cédula, y ejecutar lo más 

que sea del agrado de V. E. por ser de justicia que pedimos. Licenciado D. Diego Antonio 

Cornide y Saavedra, licenciado D. Vicente Thomás Lavandeyra.  Coruña, veinte y siete días 

del mes de Abril, año de mil setecientos sesenta y uno”.
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Auto del Real Acuerdo concediendo la licencia 
solicitada

“En la ciudad de la Coruña, a veinte y siete días del mes de Abril, año de mil setecientos 

sesenta y uno, estando en el Real Acuerdo de oy día los Señores D. Francisco Sánchez Sal-

vador, regente; D. Juan Luís Ximénez de Saboya; D. Alfonso Monte Mayor, y D. Bartholomé 

Balledor, se les manifestó una Real Cédula de Su Magestad, su data, primero de Febrero 

passado de este año, librada a instancia de los Abogados de esta Real Audiencia, por la 

que Su Magestad incorpora el Colegio de Abogados de ella al del Real Consejo, cuya Real 

Cédula el Señor Regente tomó en su mano, besó, y puso sobre su cabeza, como carta de 

su Rey y Señor natural, y levantando con los más Señores quitadas sus gorras dijeron la 

obedecían, se guardasse y cumpliese dicha Real Cédula, según y como en ella se contie-

ne, la que se lleve a pura y debida ejecución; y respecto al allanamiento que se hace por 

esta petición de entregar un exemplar de todo, quedando copia de dicha Real Cédula, se 

debuelva a las partes, con la certificación y Estatutos que igualmente se exhiben, y se 

concede la licencia que se pide para la impresión de uno y otro; así lo dijeron, mandaron y 

señaló el Señor Don Juan Luís. Está rubricado. Morado. Y para que conste y de pedimento 

de dichos Abogados, doy el presente que firmo en la ciudad de la Coruña, a veinte y nueve 

días del mes de Abril, año de mil setecientos sesenta y uno. Manuel García Morado”.

“Junta que se celebró por los Señores Abogados  
de la Real Audiencia de este Reyno de Galicia con 
que ultimaron el establecimiento  de su Ilustre 
Colegio”

“En la ciudad de la Coruña, a primero día del mes de Julio, año de mil setecientos sesenta y 

uno, estando en Junta General el Ilustre Colegio de Abogados de la Real Audiencia de Ga-

licia en una de las Salas de ella, para que precedió convocatoria en forma, y ante diem, a 

todos los individuos existentes, que se hallaron en las anteriores de quince de Marzo de mil 

setecientos y sesenta, y veinte y quatro de Abril del presente, que los concurrentes a ésta 

se expresan al margen; el Señor D. Diego Antonio Cornide y Saavedra hizo presente que de 

acuerdo con los Señores D. Vicente Alvarez de Neyra, D. Vicente Thomás Lavandeyra, y D. 

Angel Ruíz, Diputados en la dicha de veinte y quatro de Abril, para la ejecución de lo en ella 

resuelto tenía dado cumplimiento a lo más precisso y essencial, havían visitado a los Se-

ñores ministros de la Real Audiencia, hecho presente a Sus Señorías, y en el Real Acuerdo 

el exemplar impresso de los Estatutos del Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Villa 

y Corte de Madrid, la certificación dada por su Secretario y la Real Cédula de Su Magestad 

el Señor D. Carlos III, por que se dignara aprobar la incorporación de este Ilustre Colegio 
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con aquél, como constaba del testimonio dado por Manuel García Morado, escrivano del 

Rey Nuestro Señor, y de la Secretaría del Real Acuerdo, que pusieron de manifiesto y en-

tregaron a mí Secretario, para ponerlo en el Archivo, que en consequencia de ello, el Señor 

D. Francisco Sánchez Salvador, del  Consejo de S. M. y su Regente en esta Real Audiencia, 

havía diputado dos Señores Ministros, que lo fueron el señor D. Juan Luís Ximénez de Sa-

boya, Decano y el Señor D. Bartholomé Balledor, del Consejo de S. M. y sus Oydores en ella, 

para tratar en punto de la Iglesia y día en que se havía de celebrar la anual festividad de 

Nuestra Señora, patrona de nuestro Ilustre Colegio, quienes, de acuerdo con dichos cinco 

Señores Diputados se havían conformado en que se celebrase en la Insigne Colegiata de 

Santa María del Campo de esta ciudad en el día diez del mes de Noviembre, que en vista 

de ello havían passado los debidos y mas atentos oficios con el venerable Prior y Cabildo y 

cada uno de sus capitulares, a efecto de que admitiesen y permitiesen el establecimiento 

de nuestro Ilustre Colegio en su Colegiata, y en su iglesia la celebración de la festividad 

de Nuestra Señora, que con la mayor demostración de afecto se ofrecieran a ello, y por 

el venerable Prior y Cabildo se diputaran dos de sus capitulares que lo fueron el Doctor D. 

Andrés de Aguiar y Caamaño, canónigo Magistral, y el Señor D. Ignacio Beade, canónigo 

en ella, para tratar sobre el arreglo de el modo y forma, que havía de observarse en la ce-

lebración de dicha festividad y altar en que se huviessen de colocar las efigies de Nuestra 

Señora y del Señor San Andrés Avelino, patronos de este Ilustre Colegio, que uno y otro, de 

acuerdo con los dichos cinco Señores Diputados, lo tenían arreglado, y estaba aprobado 

por el Venerable Prior y Cabildo, como resultaba del testimonio; y cerciorados los Señores 

concurrentes de uno y otro, aprobaron el señalamiento de la iglesia, día para la función 

festiva y lo capitulado con el venerable Prior y Cabildo de la Insigne Colegiata, consintieron 

nuevamente la incorporación de este Ilustre Colegio con el de la Villa y Corte de Madrid, 

y se obligaron por sí y sus sucesores a observar y cumplir sus Estatutos e Instrucción, y 

lo mismo todo lo resuelto por los cinco Señores Diputados, especialmente en punto de lo 

que se ha de ejecutar por los actuales individuos, a fin de sentarse por congregantes y 

sacarles en la próxima lista que debe darse de los individuos de este Ilustre Colegio para 

el siguiente año de mil setecientos sesenta y dos; cuya resolución practicada en virtud de 

lo por todos determinado, y de las facultades que se les concedieron en la expresada Junta 

de veinte y quatro de Abril, hice presente, leí de verbo ad verbum, y de cerciorados de ella 

la aprobaron uniformemente, y previnieron se pusiese a la letra por principio en el Libro 

de Entradas de este Ilustre Colegio, y sin perjuicio de lo ejecutivo de esta resolución, antes 

bien, para que tenga el más efectivo cumplimiento se pasó a la eleción de oficios en la 

que por uniformidad de votos salieron electos por Decano el Señor D. Diego Antonio Cor-

nide y Saavedra, por Diputado primero el señor D. Vicente Alvarez de Neyra, por Diputado 

segundo el Señor D. Vicente Thomás Lavandeyra, por Maestro de Ceremonias, el Señor D. 

Cayetano de Herze y Mendoza, por Diputado tercero el Señor D. Angel Ruíz, por Diputado 

quarto, el Señor D. Fernando Codesido y Verea, por Thesorero, el Señor D. Manuel Carrilo 
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y Nieva, y por Secretario el Señor D. Joséph Moscoso y Prado, cuyos oficios acetaron res-

pectivamente y cada uno ofreció cumplir con sus encargos, hasta el día veinte y ocho de 

Octubre de el año que viene de mil setecientos sesenta y dos, que era el que desde luego 

señalaban y señalaron para las elecciones de oficios que anualmente se deberán hacer 

con arreglo al Estatuto noveno, y más que tratan sobre el assunto de elecciones; y a dicho 

Señor Decano y Diputados, y a los que les sucedan en sus respectivos oficios, se dió y con-

cedió por todos facultad expressa para que puedan elegir al Prefecto de este Ilustre Cole-

gio, con tal que sea uno de los capitulares de dicha Insigne Colegiata, interín se mantenga 

en ella nuestro Ilustre Colegio; y el señor Decano reservó por ahora elegir a los Abogados 

de Pobres, sin perjuicio de hacerlo en fuerza de las facultades que le están concedidas, 

cada y cuando fuese su voluntad, y ultimamente se acordó el que de luego a luego, y en 

virtud de la licencia que está concedida por los Señores de el Real Acuerdo, se impriman 

la Real Cédula, Constituciones o Estatutos, Instrucción y Certificación, remitidas por el 

Ilustre Colegio de Señores Abogados de la Villa y Corte de Madrid, lo mismo el testimonio 

dado por el Secretario del Real Acuerdo, las Juntas de quince de Marzo de mil setecientos 

y sesenta, y veinte y quatro de Abril del presente por relación certificada de mí Secretario, 

y ésta a la letra, y que a cada individuo se dé un impresso para su régimen, y que pueda 

tener presente la obligación en que se halla constituido, con lo que después de haver to-

dos retribuido gracias a dichos cinco Señores Diputados por las buenas diligencias que 

han hecho para el establecimiento de este Ilustre Colegio y su incorporación con el Ilustre 

de Señores Abogados de la Villa y Corte de Madrid, se concluyó esta Junta, que firmaron 

todos, y de uno y otro certifico. Licenciado D. Joséph Moscoso y Prado, Secretario”.

“Es lo que consta y resulta del Instrumento de Fundación y Erección de el Ilustre Colegio 

de Señores Abogados de la Real Audiencia de este Reyno de Galicia, Real Cédula de su 

Magestad, Constituciones remitidas por el de Señores Abogados de la Villa y Corte de Ma-

drid, certificación dada por su Secretario y la de Don Joséph Antonio de Yarza, testimonio 

de Manuel García Morado, Secretario de el Real Acuerdo, y Juntas celebradas en veinte 

y quatro de Abril y primero de Julio de este año, que me remito, y quedan por ahora en 

mi poder; lo que, como Secretario de dicho Ilustre Colegio, certifico y firmo. Coruña, Sep-

tiembre, veinte y nueve de mil setecientos sesenta y uno. Licenciado D. Joséph Moscoso y 

Prado, Secretario”.

Este documento contiene informaciones importantes como son la relativa al nombra-

miento de los primeros cargos de oficios que compusieron la primera junta directiva del 

Colegio de Abogados de A Coruña  y cuál fue la primitiva sede colegial.

Tanto los estatutos del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, como los documentos 

referentes a la fundación del de A Coruña, indican claramente cuáles eran las iglesias en 

que estaban establecidos: el convento de San Felipe el Real para el colegio de Madrid, y 
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la Real e Insigne Colegiata de Santa María del Campo, para el de A Coruña. No obstante, 

nada dicen los estatutos sobre el lugar donde estaba establecido el domicilio social del 

de Madrid, pudiendo deducirse del acta de la junta celebrada por dicho colegio, con fecha 

28 de agosto de 1731, cuyo objeto era estudiar la ampliación de sus estatutos, que tal 

domicilio social estaba en la librería del Colegio Imperial, pues este es el lugar que figura 

como el de la citada reunión.

Por su parte y con relación al domicilio social del Colegio de Abogados de A Coruña, puede 

leerse en el documento anterior que la juntas del recién creado Colegio de Abogados de 

A Coruña se celebraban en “una de las Salas de la Real Audiencia”, lo que permite pensar 

que en dicha institución, que estaba entonces en el actual palacio de Capitanía General, 

tuviese su domicilio social el primitivo Colegio de Abogados de A Coruña. 

Las referencias manuscritas a la elección de la iglesia de Santa María del Campo como 

lugar en el que se celebraría la festividad de San Andrés Avelino, instituido patrono del 

Colegio de Abogados de A Coruña, figuran en los folios 369 y 372 del libro de acta del ca-

bildo de la colegiata, que comprende los años que van desde 1746 hasta el de 1762.

Memorial del Colegio de Abogados. Cabildo 
celebrado el 4 de mayo de 1761

“Vióse un memorial de los lizenciados D. Diego Cornide y Saavedra y D. Vizente Alvarez de 

Neira, Abogados de la Real Audiencia y Diputados de el Ilmo. Colegio de ella, esponiendo 

havían merezido de la piedad de el Rey los Abogados su Real Zédula para erigir dicho 

Cabildo, y que deseavan (como igualmente los Señores de el Real Acuerdo) que la funzión 

annual se hiziese en esta Santa Iglesia por ser la principal y matriz, y que siendo de el 

agrado de el Cabildo consientan a ella, se conviene nombrar dos Señores Capitulares con 

que poder tratar el modo y cómo se ha de zelebrar la función”.

“Y haviéndose tratado sobre ello se pasó a votar, y por todos los presentes se determinó 

la admisión de dicho Colegio para hacer la funzión en esta Yglesia, pero con la condición 

de que por esta admisión no se contrahía obligación alguna, más que el tiempo que fuere 

de el agrado de el Cabildo. Y se dió comisión en forma al Sr. Magistral y a mí Secretario 

para que con dichos comisionados arreglemos el modo y condiziones de todo, y de echo lo 

traigamos al Cabildo que firmó el Sr. Prior por todos, según costumbre, con mí Secretario 

que hago fee”.

Y en el acta de la reunión que el cabildo celebró el día 19 del mismo mes y año se lee: 

“El Sr. Magistral e yo, Secretario, hemos presentado el combenio que haviamos echo en 

144. Biblioteca del colegio. Durante 
muchos años, fue tradición que, en el 
momento de darse de alta, los nuevos 
colegiados aportaran un libro a los fondos 
bibliográficos de la institución.
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virtud de el poder que se nos dió el día siete de Maio con los apoderados de el Colegio 

de Abogados de esta Real Audiencia sobre el modo cómo se ha de hazer la función en 

esta iglesia el día nuebe de Noviembre y el día diez de cada año a la gloria de San Andrés 

Abelino, el que se leyó todo, y el Cabildo se sirvió aprobarlo, y mandó que el mencionado 

original decreto dictado y combenio se guarde y ponga en el Archivo y que yo, Secretario 

dé una copia firmada mía a los apoderados de el Colegio. Con lo que fenezió este Cabildo 

que firmó el Sr. Prior por todos con mí Secretario que hago fee”.

Ni en el archivo de la Colegiata de Santa María del Campo, ni en el del Colegio de Abo-

gados de A Coruña, se encuentran el original y copia del convenio a que se alude en las 

anteriores escrituras. Tampoco en los libros de actas del cabildo de la colegiata se conser-

van los acuerdos tomados para la celebración de la festividad de la Asunción de Nuestra 

Señora en dicha iglesia.

Relación de señores abogados de la Real 
Audiencia de Galicia que fundaron el Ilustre 
Colegio de Abogados de A Coruña 

Los señores abogados de A Coruña que se reunieron a principios del año de 1760 para 

acordar la constitución del “Colegio de Señores Abogados de la Real Audiencia de la ciu-

144
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dad de La Coruña”, fueron los que siguen:

Manuel José Folgueira, canónigo de la insigne colegiata de A Coruña y juez eclesiástico en 

ella y su partido; Antonio Pascual Bermúdez, Diego Antonio Cornide y Saavedra, Pascual 

Francisco Vázquez, Felipe Bueno, Vicente Álvarez de Neyra, Vicente Thomás Lavandeyra,  

Cayetano Herze, Ángel Ruíz, Fernando Codesido, Ignacio Casimiro de la Carrera, José Vila, 

José Moscoso y Prado, Juan Benito Salazar, Ramón Vaamonde, Manuel Carrillo, Diego Blan-

co, Bernardo Hervella, Juan José Vasadre, José de Ulloa,  Juan Varela,  Agustín Castañeda, 

Francisco Caviedes, José Rodríguez, Diego Lavandeyra, Joaquín García, Manuel Saboya, Gil 

Sánchez de La Peña, Benito de Ocampo, Nicolás Boado y José Llorente.

De estos treinta y un abogados, ya van especificados en el último documento transcrito, 

los que ocuparon los oficios de la primera junta directiva del “Ilustre Colegio de Señores 

Abogados de la Real Audiencia de La Coruña”.

Informe sobre la renovación de foros

“Ynforme dado por los Abogados del Colegio 
de La Coruña en punto de la renovación de los 
Foros”

“Excmo. Señor: Segunda vez tiene este Colegio el honor de merecer la confianza de V. E. 

passándole el Memorial que suena dado a nombre Labradores del Reyno, sobre el punto 

de renovación de Foros, para que el Colegio informe a V. E. lo que comprehendiese en el 

asunto de lo que en él se expone y pretensión que se hace; y haviéndose reconocido este 

papel anónimo con la reflexión que pide la materia y el precepto de V. E., comprenhende-

mos, lo primero: que al A. del anónimo le viene muy acomodado el nombre de Labrador 

en la materia de Renovación de que se trata, pues está tan ageno de ella, que hasta su 

propia definición ignora, y se le opone directamente en la pretensión que hace. Hallamos 

lo segundo, que olvidándose de lo Christiano y Religioso, se descuyda demasiado, pues 

falta a la verdad en el trato que asienta dan los nobles del Reyno a los foreros, colonos, así 

en la percepción de renta, como en el uso de sus labores, pero como V. E. nos remite el tal 

papel para dar dictámen sobre su pretensión, y no para hacer crítica de sus expresiones, 

diremos lo que en el assunto alcanzamos, arreglándonos a la seriedad de nuestra profe-

sión” (Incompleto).
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Formación de los abogados

Plan del año 1824 para el estudio de Derecho en 
la  Universidad de Santiago de Compostela 

En los títulos VI y VII del plan de 1824 se contiene la normativa por la que se regulaban los 

estudios de la licenciatura de Leyes y de la licenciatura de Cánones.

En lo correspondiente a la licenciatura de Leyes se decía que esta carrera, hasta el grado 

de licenciado, se hacía en siete años. En los cuatro primeros se distribuía la enseñanza en la 

forma que sigue: Historia y Elementos de Derecho Romano; en el segundo se continuaba el 

estudio de Instituciones de Derecho Romano; el tercero se dedicaba al estudio de las Insti-

tuciones de Derecho Español; y en el cuarto se explicaban las Instituciones Canónicas. Los 

alumnos que superaban estos cuatro cursos alcanzaban el grado de bachiller en Leyes.

En el quinto curso se explicaban los títulos de Derecho Civil Romano que no se habían 

incluido en el estudio de las Instituciones de Derecho Romano de los cursos anteriores, así 

como los correspondientes a los de las Partidas, completándose dicho curso con el estudio 

de la cátedra de Religión. En los cursos sexto y séptimo se desarrollaba la explicación de 

la Novísima Recopilación y durante dos tardes a la semana, durante dos horas, se asistía a 

la Academia de Jurisprudencia Práctica Forense, en donde en el primer tercio se explicaba 

la teoría del orden judicial, civil y criminal y durante los otros dos tercios se enseñaba la 

práctica de demandas de toda clase, recursos, acusaciones y defensas. Al finalizar estos 

siete cursos los alumnos adquirían el grado de licenciado en Leyes, cuyo título les faculta-

ba para ejercer el oficio de la abogacía.

La carrera de Cánones hasta el grado de licenciado se hacía en otros siete años. Los 

cuatro primeros eran los mismos que se impartían para la carrera de Leyes, teniendo que 

estudiar estos alumnos para alcanzar el grado de bachiller en Cánones un quinto curso 

más.  En este curso se explicaban las Instituciones Canónicas, que se habían omitido en el 

curso anterior, además de la cátedra de Religión. En el sexto curso se explicaba la cátedra 

de Decretales y en el séptimo y último curso se asistía con los teólogos a las dos cátedras 

de Historia y Disciplina General y de Historia y Disciplina Particular de España. Concluidos 

estos estudios se alcanzaba el título de licenciado en Cánones.

Los estudios anteriores tenían la particularidad que, si se aspiraba a recibir el grado de li-

cenciado en Leyes, después de haber adquirido el grado de bachiller en esa carrera, debían 

de estudiar un año la cátedra de Digesto Romano-Hispano y otro de Derecho Real por la 

Novisíma Recopilación, asistiendo, también, a la Academia de Práctica Forense.



440

Apéndices

145

145. El Archivo del Reino de Galicia fue 
uno en los que trabajó Santiago Daviña 
para escribir la historia del Colegio de 

Abogados de A Coruña. 

146 y 147. Distintos planos del Archivo 
del Reino de Galicia que se encuentra 

en el Jardín de San Carlos, en la Ciudad 
Vieja de A Coruña. 
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Además de la citada Academia de Práctica Forense, en la universidad estaba la Academia 

de Oratoria a la que debían de asistir los jueves y domingos lo alumnos de quinto curso, 

tanto de Leyes como de Cánones.

Los títulos XII a XV del citado plan de estudios de 1824 regulaba los aspectos relativos a 

la duración del curso, días lectivos, faltas de asistencia, exámenes para la primera matrí-

cula en la universidad y exámenes para los grados de bachiller y de licenciado, todo ello  

reglado con minuciosidad de detalle.

Aunque la curiosidad por conocer los aspectos anteriores puede ser grande, no es opor-

tuno reproducir aquí dichos títulos dada su demasiada extensión, pero sí pueden hacerse 

alusiones a algunos de aquellos aspectos que, al menos, para el que esto escribe, más lla-

man la atención. Son estos los relativos al ingreso en la universidad para lo cual había que 

superar un examen de latinidad consistente en la traducción de los clásicos y el libro de 

la respectiva asignatura. El curso duraba desde el 18 de octubre hasta el 18 de junio. Los 

exámenes se celebraban desde el primero de junio, concediéndose plazos  de quince días 

a los alumnos que habían suspendido, para presentarse a una nueva aprueba. No existía la 

convocatoria de septiembre. Si estos alumnos no superaban los exámenes en la segunda 

oportunidad, disfrutaban de un nuevo plazo, ahora de cuatro meses, para repetir las prue-

bas. Si en esto resultaban suspensos nuevamente, debían de repetir el curso. Si terminado 

este no lo superaban, eran despedidos de la universidad. 

Las explicaciones y las preguntas se hacían en castellano, pero los argumentos y las res-

puestas “serán precisamente en latín”. Los exámenes para obtener el grado de bachiller en 

Leyes comprendían un temario de cien proposiciones pertenecientes a Derecho Romano, 

cincuenta a Derecho Español y cincuenta de Cánones.

Para obtener el grado de licenciado en Leyes había que superar dos exámenes: uno prime-

ro, que tenía carácter secreto y se desarrolla con el alumno solo ante los catedráticos, un 

segundo, denominado “repetición pública”, al que podía asistir el público que lo deseara. 

En esta prueba, el alumno disertaba en latín durante una hora sobre un tema sacado en 

suerte. Para su preparación,  tenía ocho días de plazo. Este examen presentaba una nota 

muy particular: “durante las anteriores veinticuatro horas al comienzo del mismo, el alum-

no permanecía incomunicado en la biblioteca u otra pieza cómoda, suministrándosele co-

mida, cama, recado de escribir y un escribiente que no fuera facultativo, debiendo celar 

sobre esta incomunicación el Rector y dos catedráticos”. Una hora antes de comenzar la 

prueba, el alumno entregaba, escrita a limpio, la disertación para que la pudieran leer los 

catedráticos examinadores.

Los canonistas, para alcanzar el grado de bachiller, debían disertar en latín durante media 

hora sobre un tema que le tocaba en suerte veinticuatro horas antes, eligiendo uno entre 
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tres propuestos. 

Los alumnos que superaban las pruebas para la obtención de los grados, bachiller, licen-

ciado o doctor, debían de prestar el juramento prescrito por las leyes. Este consistía en ju-

rar a enseñar y sostener la doctrina del Concilio de Constanza contra el regicidio y enseñar 

y defender a la Inmaculada Concepción de María Santísima, añadiéndose a estos los que 

siguen: primero, enseñar y defender la soberanía del Rey  y los derechos de su corona;  y 

segundo, no haber pertenecido ni pertenecer jamás a las sociedades secretas reprobadas 

por las leyes.

Una nota curiosa referente, a los estudios de Derecho durante la primera mitad del siglo 

XIX, era el relativo a la disciplina moral y religiosa del alumno. En aquellos tiempos, no 

bastaba para obtener los grados correspondientes superar las pruebas de conocimiento, 

era necesario, y lo era mucho, demostrar buena conducta moral y religiosa. De ello se 

ocupaba el llamado Tribunal de Censura y Corrección, encargado de velar para que los 

alumnos cumpliesen las leyes de política escolástica y disciplina moral y religiosa. Este 

tribunal estaba compuesto por el rector y cuatro catedráticos, de los cuales dos debían de 

ser eclesiásticos.

Los alumnos que se matriculaban por primera vez debían de presentar a dicho tribunal los 

datos de su nombre y apellidos, lugar de nacimiento y última residencia, fe de bautismo y 

un certificado de buena conducta política y religiosa dado por el párroco y autoridad civil 

procedentes. Para matricularse, era imprescindible obtener la fórmula de “admitásele” que 

despachaba el tribunal.

Al finalizar cada curso, todo alumno debía adquirir el testimonio de buena conducta firmado 

por el Tribunal de Censura y Corrección, de manera que sin la cédula que decía “es de buena 

conducta” nadie podía aprobar el curso, aunque hubiese superado las pruebas del mismo.

Los estudiantes no podían alojarse en posadas o casas mediante un pago, a no ser que 

dichas casas o posadas estuvieran aprobadas y autorizadas por el Tribunal de Censura 

y Corrección. De esta norma, estaban exceptuados los conventos, los colegios, casas de 

particulares de distinción, las de los eclesiásticos, los parientes de estudiantes y vecinos 

“honrados”, a quienes normalmente los estudiantes prestaban el servicio de criados. Los 

estudiantes debían de presentar al tribunal una nota con la dirección del lugar en donde se 

alojaren y hacerlo así cada vez que se mudaren de domicilio.

El rígido control de los miembros del tribunal sobre los estudiantes se extendía a los si-

guientes aspectos: vigilar si mantenían reuniones sospechosas, si salían a deshora de la 

noche o en las dedicadas al estudio; si jugaban o asistían a juegos prohibidos, o en horas 

de estudio a los no prohibidos; si mantenían comunicación con personas sospechosas o 
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indiciadas de malas opiniones y si malgastasen en vicios o excesivo lujo.

Lo del control durante las llamadas horas de estudio tenía su explicación en que el tribunal 

imponía a los estudiantes la obligación de no salir a la calle por la mañana y por la noche 

libremente a no ser por causas justas; las horas de estudio eran de siete a once de la ma-

ñana, en invierno, y de seis a diez desde Resurrección (Semana Santa) hasta el 18 de junio 

en que finalizaba el curso. En invierno lo eran las tres primeras de la noche, desde el toque 

de oraciones, y dos desde Resurrección hasta el fin del curso.

El Tribunal era el encargado de señalar los sitios y horas de recreo en las que los estudian-

tes podían divertirse honestamente, prohibiéndoseles asistir en días de clase a los teatros 

y juegos públicos, y en todos el detenerse en botillerías y en cafés, y el asistir a reuniones 

sospechosas por cualquier título.

El traje académico también estaba controlado por el Tribunal de Censura y Corrección. El 

mismo consistía en un manteo y sotana de bayeta negra con alzacuello, larga hasta los 

zapatos. El alzacuello podía ser separado o unido a la sotana, cerrado o abrochado por 

delante, sin descubrir el cuello de la camisa; chupa, calzón y chaleco de paño negro u otra 

tela de lana; sombrero de tres picos, sin más adorno que una presilla sencilla, y un calzado 

decente. Se prohibía gastar cualesquiera géneros que “no sean de fábricas españolas”. 

También se prohibía a los estudiantes tener cualquiera género de armas y “mantener ca-

ballos o perros de caza”.

Los estudiantes debían de observar la mayor compostura en su porte y modales, haciendo 

siempre las acostumbradas demostraciones de veneración y respeto a los catedráticos, 

autoridades de cualquiera clase y a los eclesiásticos y  personas de distinción, “y a to-

dos darán muestras de la urbanidad propia de una educación esmerada”. También tenían 

prohibido reunirse a las puertas de las iglesias, pasear bulliciosamente por los claustros 

durante la enseñanza de las cátedras y formar corrillos en las calles o plazas públicas.

El rector y las personas por él señaladas debían de realizar visitas domiciliarias en las 

posadas de los estudiantes, sorprendiéndoles en las horas de estudio y vigilándolos singu-

larmente cuando hubiere antecedentes sobre su conducta disipada o extraviada.

La lectura de libros estaba sumamente controlada, pues era obligación del Tribunal de 

Censura y Corrección vigilar que no circularan ni se leyeran por los estudiantes libros pro-

hibidos o de malas doctrinas “y manifiestamente corruptores, aunque no constara la pro-

hibición”.

Los estudiantes que asistían a las academias que se desarrollaban en domingo, tenían 

que asistir a las ocho de la mañana a misa en la capilla de la universidad, antes de dar 
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comienzo a los ejercicios.

Finalmente, aparte de otras muchas prohibiciones y controles, además del cumplimiento 

en la Pascua, había durante el curso dos días solemnes de confesión y comunión a los que 

estaban obligados todos los individuos de la universidad, tanto alumnos como el claustro: 

uno era el de la Inmaculada Concepción y otro el último domingo de mayo.

La época que refleja el plan de estudios de la Universidad de Santiago de Compostela del 

año de 1824 que se expuso, parece bien distinta de aquella otra vida alegre y liberal que 

años más adelante, dentro del mismo siglo XIX, nos presenta estupendamente Pérez Lugín 

en su inmortal “La Casa de la Troya”, en la que precisamente resultó ser un personaje real 

el novelado Sascas, tan enamorado de aquel encantiño del Toral -también personaje real- 

resultando ser el tal Sascas nada menos que  Manuel Casás Fernández, abogado, alcalde 

dos veces de A Coruña, presidente de la Real Academia Gallega, escritor prolífico y decano 

del Colegio de Abogados de A Coruña.

Con el aprendizaje de los conocimientos que quedan expuestos y con el rígido control 

del Tribunal de Censura y Corrección, accedían los licenciados en Derecho al Colegio de 

Abogados de A Coruña en los años veinte del siglo XIX, años de los que datan los primeros 

libros de juntas de gobierno de dicho colegio, en los cuales se recogen los acuerdos de 

ingreso de los colegiados. 

Ingreso de abogados en el colegio

Incidente del abogado Bartolomé Hermida

Los acuerdos de la junta de gobierno que recogen dicho incidente decían así:

Acta de 24 de abril de 1854 

“Se dió cuenta de una solicitud de Don Bartolomé Hermida, fecha 11 del corriente para 

que se le colocase en la lista de los colegiales, y la Junta acordó formar espediente sobre 

la admisión de este interesado conforme a los Estatutos y práctica constante del Colegio 

en casos análogos”. 
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Acta de 2 de mayo de 1854

“Aprobada el acta anterior se dió cuenta de la comunicación del Señor Regente de esta 

Audiencia fecha 26 de Abril pasado, remitiendo un memorial de Don Bartolomé Hermi-

da en queja de que no le admitió la Junta en el Colegio para que informe la misma a la 

Sala de Gobierno de la Audiencia.  Se acordó contestar que la Junta en cumplimiento del 

artículo 41 del Real Decreto de 6 de Junio [de 1844] terminó formar expediente sobre la 

admisión en el Colegio del Licenciado Hermida, y cuando recaiga resolución en el mismo 

se comunicará al interesado”.

Se aprobó en el acto la minuta de contestación, que dice así:

“Excmo. Señor Regente. Esta junta ha ecsaminado el memorial que presentó a V. E. Don 

Bartolomé Hermida y extraña que una persona de sus alcances hubiese desconocido la 

oportunidad y forma de quejarse de los acuerdos tomados relativamente a su solicitud de 

reincorporación en el Colegio”.

“El abogado que abandone su profesión y no cumple las cargas y se separa voluntaria-

mente del Colegio como a él le ha sucedido, deja de ser colegial y nada importa que su 

nombre continue figurando en las listas anuales entre los que lo fueron y no ejercen la 

abogacia. Si después de esto quiere volver a incorporarse, su admisión está sujeta a las 

mismas formalidades que la de los que ingresan por primera vez”.

“Esta práctica conforme con los estatutos es la que viene observándose de antiguo, y se 

equivoca el Licenciado Hermida y parte muy de ligero al suponer que el sea el único con 

quien se haga semejante egemplar. Caso pudiera citarse de abogado que hoy egerce la  

profesión, el cual tuvo que esperar más de dos años la conclusión de su expediente para 

entrar en el Colegio a que antes ya perteneciera, y de otro que habiendo presentado su 

solicitud en Abril no fue admitido hasta el mes de Agosto, y por cierto que ninguno de ellos 

ha ido a molestar la atención de V. E. con importunas quejas”.

“La Junta sabe que Don Bartolomé Hermida tiene el título de abogado, que es lo único que 

consta de su antiguo expediente, pero necesita además saber si reune las otras cualida-

des y circunstancias que la profesión requiere. Los Estatutos Generales y el Reglamento 

particular del Colegio le dan facultades para informarse de esto y no es otra cosa lo que la 

Junta está haciendo por los medios que el Licenciado Hermida tan versado en espedientes 

y arbitrios gubernativos, conoce mejor que nadie”.

“Si algo encontrase la Junta que objetar a su admisión ya se lo manifestará al interesado 

para que satisfaga y conteste los cargos, y si al fin no fuese de su agrado la resolución 

definitiva que recayese, podía entonces acudir en queja donde corresponde”.
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“Es cuanto tiene que esponer esta Junta a la superior consideración de V. E. evacuando el 

informe que se sirvió pedirla por su decreto de 25 de Abril con vista al memorial que ad-

junto devuelve. Díos guarde a V. Y. ms. as. Coruña, 3 de Mayo de 1854. Don Nicolás de la 

Riva, Decano. Licenciado Juan de Santiago Palomares, Secretario interino. Sr. Presidente y 

Magistrados de la Sala de Gobierno de esta Audiencia”.

Junta de gobierno de 18 de mayo de 1854

Aprobada el acta anterior, lo fueron por unanimidad las minutas de la exposición a Su 

Majestad y de la protesta a la determinación de la sala de gobierno sobre la admisión del 

licenciado Hermida, acordadas en la junta de 8 del corriente, y se acordó que la primera 

se firmase por todos los individuos de la junta y se le diese curso. Los citados documentos 

son del tenor siguiente.

“Ecsmo. Señor: Esta Junta enterada de la resolución de V. E. fecha 15 del corriente que se 

le comunicó por conducto del Señor Decano sobre la cuestión suscitada por el licenciado 

Don Bartolomé Hermida, después de haber meditado detenidamente su contenido  se 

convenció de que por ella se menoscaban sus atribuciones y los fueros del cuerpo que 

representa, y es para la Junta un deber de honor y de conciencia, tan penoso como im-

prescindible, el defenderlos hasta donde sus fuerzas y los medios legales de acción se lo 

permitan”.

“Cuando se remitió a V. E. el informe de 3 del actual, ya esta Junta abundaba en la opinión 

de que la Sala de Gobierno no era competente para conocer en este asunto, pero un sen-

timiento de respeto y justa deferencia le impidió ser muy esplícita en este particular, limi-

tándose a decir que el Licenciado Hermida había desconocido la oportunidad y la forma 

con que debería producir su queja”.

“En los Estatutos de 5 de Mayo de 1838, así como en el Decreto de 6 de Junio de 1844, se 

establece que las Juntas de Gobierno son las que deben decidir sobre la admisión de los 

abogados en los respectivos Colegios y las que han de egercer sobre los mismos  la juris-

dición disciplinal indispensable en toda corporación. Estas atribuciones han recibido ma-

yor ensanche por el citado Real Decreto en cuanto ya no son unicamente los defectos de 

capacidad legal los que pueden impedir el ingreso de un abogado, sino también cualquiera 

vicio o falta de moralidad a juicio de la Junta. En vano para sustraerse de las formalidades 

que deben preceder a la admisión alegó el Licenciado Hermida que continuara siéndolo 

desde el año de 47 y que como tal figurava en las listas anuales, porque ninguno de estos 

hechos es ecsato. No lo es el primero porque al participar Hermida en 20 de Diciembre de 

dicho año que el Gobierno de S. M. le nombrara Yntendente de esta provincia, por cuya ra-
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148. Doscientos cuarenta y nueve años después de su fundación, 
esta es la sede del Colegio de Abogados de A Coruña. 
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zón no podía comportar las cargas profesionales, significó su deseo de continuar forman-

do parte del Colegio y la Junta de entonces, por acuerdo que consta en el Libro de Actas 

desestimó su pretensión que no tiene egemplar, y se le consideró desde entonces como 

ecscluido del Cuerpo. No es ecsato lo segundo porque en las listas que se publican anual-

mente hay una sección destinada para inscribir los nombres de los abogados que fueron y 

no son colegiales, y en esta sección es donde se halla inscripto el Don Bartolomé Hermida. 

En este número hay algunos que salieron del Colegio hace más de 30 años y cabe presu-

mir que si hoy quisieren incorporarse de nuebo, la Junta no tenía derecho de ecsaminar sus 

circunstancias y cerciorarse de su aptitud legal?”

“Si en el desempeño de sus funciones irroga tal vez perjuicio a algún individuo la única 

acción que a este le queda es acudir al Juzgado de primera instancia y por apelación 

en su caso a una de las Salas de Galicia del Tribunal Superior. Este es el círculo traza-

do a la potestad de revisar las determinaciones de las Juntas que causen agravio a los 

derechos particulares. Si en la inteligencia de los Estatutos se ofrece alguna duda es al 

Gobierno de S. M. a quien toca resolverla, consultando las Juntas directamente, es decir 

que en la vía gubernativa al Gobierno Supremo y en la contenciosa los Tribunales son los 

únicos a donde se puede recurrir en queja respecto a negocios de esta naturaleza. No 

hay ninguna disposición legal que de competencia en ellos a las Salas de Gobierno de 

las Audiencias”.

“No comprende la Junta como el Fiscal de S. M. pudo ser oido in voce y ha reclamado la 

observancia de los Estatutos en una forma que ni la urgencia del caso requería, ni parece 

adaptable a la naturaleza del procedimiento ora se considere gubernativo o judicial. Me-

nos comprende que un Magistrado tan digno y de tan notoria ilustración creyese que su 

Ministerio podía interesarse de otra manera que recurriendo al Gobierno o a los Tribuna-

les, mayormente en vista de la Real Orden de 6 de Junio de 1844”.

“Como quiera que sea, el hecho es que el Licenciado Hermida antes que esta Junta resol-

viese su solicitud de incorporación fue habilitado por V. E. para egercer la abogacía que 

la está egerciendo sin que por el Señor Decano se pasasen los oficios prevenidos en los 

Estatutos a los Juzgados de la capital, y al Señor Regente que la egerce sin que conste 

comprendido en el gremio, y sin que los síndicos pasasen con arreglo a instrucciones la 

oportuna comunicación al Administrador de Rentas para su inclusión en la Matrícula; en 

fin que a pesar de lo dispuesto en el artículo 189 de las Ordenanzas funciona como abo-

gado en las Salas del Tribunal, sin que su admisión esté acordada por la Junta”.

“Consumado este hecho, despojada la Junta de sus atribuciones, quedó imposibilitada de 

resolver el espediente del Licenciado Hermida y no siéndole dado contradecir la resolución 

de V. E. de 5 del corriente ni las medidas que para su egecución se hayan dictado, nada le 

resta que hacer más que protestar como protesta ante S. E. salbo el respeto que a su au-
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toridad es debido contra dicha resolución mientras que el Gobierno de S. M. a quien acude 

dándole cuenta de lo ocurrido no resuelve lo que fuese de su superior agrado”.

“En tanto que esta resolución no recae, la Junta se abstendrá de reconocer al Licenciado 

Don Bartolomé Hermida en el uso de los derechos que competen a los abogados de este 

Colegio y observará respecto a él lo dispuesto en la Real Orden de 31 de Julio de 1850 

reproducida y aclarada en 26 de Febrero de 1853.45 Díos guarde a V. E. ms as. Coruña, 

26 de Mayo de 1854. Nicolás de la Riva, Decano. Juan de Santiago Palomares, Secretario 

interino. Ylmo. Sr. Regente y Magistrados de esta Audiencia”.

Exposición que la junta de gobierno  
del Colegio de Abogados de a Coruña  
envió a la Reina en el caso  
del abogado Bartolomé Hermida

“Señora: La Junta del Colegio de Abogados de la Coruña se ve en la necesidad de elevar su 

voz respetuosa al Trono de V. M. a fin de sostener, como a su decoro cumple, la inviolabili-

dad de las atribuciones que por los Estatutos y Reales Ordenes vigentes están concedidas 

a las Corporaciones de su clase. Fiel depositaria de los derechos que le corresponden, 

faltaría la Junta a sus deberes si por apatía o miramientos dejase de reclamar contra un 

acuerdo de la Sala de Gobierno de esta Audiencia Territorial, por el que cree se han vulne-

rado sus fueros y atacado sus prerrogativas”.

“Una de las más importantes de las Juntas de Gobierno es la de admitir en los Colegios a 

los individuos que reunan las circunstancias prevenidas para la incorporación. En los Esta-

tutos de 1838 y muy particularmente en el artículo 41 del Real Decreto de 6 de Junio de 

1844 se hallan señaladas las facultades que al objeto les competen. Así para la admisión 

de candidatos que aspiran a ingresar por primera vez en el Colegio como para los de los 

que habiendo ya egercido y sido Colegiales, voluntariamente han dejado de pertenecer a 

él por más o menos tiempo, se han venido observando las mismas formalidades porque a 

su conveniente y atendible juicio de la Junta sobre las cualidades morales de los primeros 

no puede menos de serlo también respecto de los segundos, concretado al tiempo en que 

hubiesen ejercido profesión en otra parte, desempeñando empleo público y dedicándose 

a cualesquiera ocupaciones. De este modo se ha comprendido el derecho otorgado a la 

Junta de Gobierno, sin que por nadie, ni en ocasión alguna se lo haya disputado”.

“El Licenciado Don Bartolomé Hermida admitido en este Colegio en 20 de Mayo de 1847 

ha dejado voluntariamente de pertenecer al mismo en virtud de comunicación suya en 

que manifestó haber aceptado un destino público que se le confiara. Desde entonces no 

45.- El artículo 11 de la 
Real Orden de 31 de julio 
de 1850 decía que:”Los 
abogados incorporados 
que no tengan estudio 
abierto, ni sufran 
cargas en el colegio, 
pierden el derecho de 
elegir los individuos que 
normalmente deben 
gobernarlo”.

Y la Real Orden de 26 
de febrero 1853 que 
aclaraba el anterior 
artículo decía que 
“debiendo comprenderse 
en el número de las 
cargas del colegio las 
cuotas que los colegiales 
satisfacen para los 
gastos del mismo, todos 
aquellos abogados 
que una vez inscritos 
cumpliesen los deberes 
que la corporación 
les impusiese, bien 
pagando las cuotas que 
se distribuyan, bien 
desempeñando cualquiera 
comisión o encargo que 
se le confíe, tendrán 
voto para elegir aunque 
no ejerzan la profesión 
constantemente con 
estudio abierto”
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se le ha considerado como Colegial en ejercicio por haber cesado de soportar las cargas 

anexas a la abogacía y su nombre, que jamás figuró en la Lista anual de los Abogados que 

ejercen, se inscribió solamente en el catálogo que también se publica de los que han sido 

Colegiales, deferencia que se ha estimado justo tener con los que formaron parte en algún 

tiempo de la Corporación”.

“De la solicitud de este interesado para nuevo ingreso se ha dado cuenta en sesión de 24 

de Diciembre de 1847 y acta del 22 con referencia a la misma hubo de acordar se forma-

se espediente para la admisión. Ni otra cosa en rigor cabía hacer, dado que por un artículo 

del Reglamento Interior46 la admisión no debe concederse o negarse sin el intermedio de 

otra sesión. Esto no obstante, a pocos días se ha pasado a la Junta por el Regente de la 

Audiencia otra solicitud presentada a la Sala de Gobierno por el Licenciado Hermida en la 

cual de modo desusado se quejaba del proceder de la Junta y pedía que la Sala le admitie-

se y autorizase para ejercer, a que se proveyó informase la Junta del Colegio”.

 “A fin que esta conociese la incompetencia de la Sala de Gobierno para determinar sobre 

aquella reclamación no ha vacilado con todo en dar un testimonio de su respeto a la Sala, 

evacuando el informe de que es copia la n1 11. Muy lejos estaba la Junta de pensar que en 

otro sentido se apreciase su demostración. Más al tener luego conocimiento del acuerdo 

de la Sala de 5 del corriente, transmitida por certificación, ha debido persuadirse de que la 

Sala de Gobierno ha creido autorizada para anticiparse a las determinaciones de la Junta 

para calificación de sus actos para dejar estériles en sus manos los medios de proceder 

con acierto y por fin para prescindir a ella absolutamente, tratándose de la incorporación 

de un abogado en este Colegio”.

“Tal es, Señora, la novedad que la mencionada Sala ha introducido en el orden respeta-

do hasta aquí con el acuerdo de que es copia la número 2. La Junta no encuentra en los 

Estatutos ni en Vuestro Real Decreto citado de 1844 disposición alguna que confiera a la 

autoridad gubernativa de las Audiencias Territoriales el derecho de revisar los acuerdos 

de las Juntas de los Colegios dentro del círculo de sus atribuciones. La resolución de las 

dudas que ocurran está reservada al Gobierno de S. M. y el conocimiento de los agrabios 

que deduzcan los interesados corresponde a los Juzgados de 1 instancia y en su caso a las 

Salas de Justicia. La acción del Ministerio Público para velar sobre el cumplimiento de los 

Estatutos deberá también egercitarse ante los Tribunales o representando al Gobierno, y 

la Junta por lo tanto no acierta a comprender como pueda hallarse en su lugar la escita-

ción fiscal a que se alude en el acuerdo”.

“Mas, si por manifiesta incompetencia de la Sala, su acuerdo invade atribuciones estrañas 

que tienen firmísimo apoyo en las disposiciones emanadas de V. M. todavía en su esencia 

y por la forma, afecta de una manera sensible la dignidad y el prestigio de la Junta del Co-

legio. Fundase en supuestos equivocados a juicio de esta Corporación, califica opiniones y 

46.- Se refiere al 
reglamento de Régimen 
Interior del año de 845 
en el cual en su título 
sexto, sobre “Admisión 
en el Colegio”, artículo 
36, se dice: “ El Decano 
y demás individuos de la 
Junta se informarán por 
los medios que estén a su 
alcance de las calidades 
y circunstancias del 
pretendiente, conforme 
al artículo 41 del Decreto 
de 5 de Junio, para 
conceder, suspender o 
negar la admisión, que 
nunca se acordará sin 
el intermedio de una 
Junta, al menos, después 
de la en que se vió el 
espediente”. Biblioteca de 
la Real Academia Gallega, 
signatura F 425
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autoriza para ejercer la abogacía por un orden nuevo y desconocido. No es abogado con 

egercicio el que cesando en el desempeño de la profesión no soporta las cargas inheren-

tes a ella, ni cuando vuelve a egercer puede decidirse con propiedad que continua sino es 

que empieza la práctica de nuevo”.

“Aún cuando dudas hubiese sobre la inteligencia de los Estatutos en el particular, aún 

cuando no esistiese la Orden de 31 de Julio de 1850 y la aclaratoria de 26 de Febrero de 

1853 por cuyas disposiciones se limitan en  su parte más esencial los derechos de los 

abogados que a pesar de estar incorporados en un Colegio no tienen estudio abierto ni 

sufren las cargas de la Corporación, aún cuando por una violenta hipótesis se conside-

rase en el mismo caso de estas últimas Reales Ordenes al Licenciado Hermida que no 

sólo se ha separado de este Colegio en 21 de Diciembre de 1847, sino que ha dejado de 

sufrir sus cargas y aún de egercer la profesión hasta ahora, no incumbía, como va dicho, 

a la Sala de Gobierno   de esta Audiencia resolver las dudas que pudieran suscitarse. 

Si veía las cosas de un modo distinto del de la Junta por respetable que sea su juicio, 

jamás debiera ser suficiente para prescindir de la autorización necesaria en la admisión 

de un Colegial”.

“La Junta, Señora, que, procediendo con la mayor circunspeción en este negocio, nada ha-

bía aún determinado, no ha podido menos de hallar reparable su impaciencia y prematura 

su queja; pero ha sentido un profundo pesar al tener noticia de lo acordado por la Sala. 

La consideración que está habituada a guardar a los dignos Magistrados que la forman 

ha sido bastante para que ahogara cualquiera susceptibilidad que pudiera despertarse en 

los primeros pasos de la reclamación del Licenciado Hermida. Pero el asunto ha tomado 

después proporciones que la Junta no podía mirar con indiferencia, sin faltar a los deberes 

de su posición. Por eso acordó elevar a S. M. esta reverente esposición y dirigir una digna, 

a la par que respetuosa protesta, a la Sala de Gobierno de que es copia la número 3”.

“El silencio de la Junta en esta ocasión dejaría entablar un precedente en mengua de sus 

atribuciones por cuya conservación debe velar con solicitud, y persuadida de que se le han 

concedido para que todos se respeten”.

“A V. M. rendidamente, Suplica se digne declarar que a la Junta del Colegio correspon-

de conceder o negar con arreglo a las disposiciones vigentes la admisión en el mismo 

a todos los que la soliciten, aún cuando hayan pertenecido a la Corporación si después 

voluntariamente dejaron de ejercer la abogacía, salvo el derecho de los interesados para 

reclamar en justicia de sus acuerdos, que la Sala de Gobierno de esta Audiencia Territorial 

al resolver como lo ha hecho la reclamación del Licenciado Hermida ha estralimitado sus 

atribuciones invadiendo las de la Junta del Colegio, y en su consecuencia mandar quede 

sin efecto el acuerdo de dicha Sala de 5 del corriente. Así lo espera la Junta de la justicia 

de V. M. bajo cuyo amparo descansan seguros todos los derechos. Coruña, 28 de Mayo de 
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1854. A L. R. P. de V. M. Don Nicolás de la Riva, Decano. Emilio Fernández Cid. Ramón Ga-

yoso. Diego Moreno. Benito Plá y Cancela. Juan Santiago Palomares, Secretario interino”.

Real Orden de 8 de noviembre de 1855  
leída en la junta de gobierno  
de 13 del mismo mes y año

“He dado cuenta a la Reina (q.D.g.) del espediente formado a consecuencia de la esposi-

ción elebada por ese Colegio en 26 de Mayo del año prósimo pasado en que con motibo 

de la declaración hecha por la Sala de Govierno de la Audiencia de ese Territorio, de que el 

Licenciado Don Bartolomé Hermida, como uno de los indibiduos del propio Colegio podía 

continuar egerciendo la abogacía en aquel Superior Tribunal y en los Juzgados en que lo 

hacen los demás abogados colegiales, solicita que se declare que a la Junta del mismo 

corresponde conceder o negar con arreglo a las disposiciones vigentes la admisión en el 

mismo a todos los que la soliciten, aún cuando hayan pertenecido a la Corporación, si des-

pués voluntariamente dejan de egercer la abogacía, salbo el derecho de los interesados 

para reclamar en justicia de sus acuerdos; que la Sala de Gobierno de esa Audiencia al re-

solber como lo ha hecho la reclamación del licenciado Don Bartolomé Hermida ha extrali-

mitado sus funciones inbadiendo las de la Junta del Colegio, y que mande en consecuencia 

quede sin efecto dicho acuerdo”. 

La Real Orden favorable a la recuperación de las atribuciones de la junta de gobierno del 

Colegio de Abogados de A Coruña, decía así:

“Enterada S. M. de todo lo que resulta y con presencia de lo informado por el Tribunal Su-

premo de Justicia en el particular con audiencia del Fiscal, no ha tenido a bien hacer, por 

no hallarla fundada, la declaración de atribuciones que esa Junta ha solicitado, acordando 

se le adbierta que en lo sucesibo no ponga obstáculos que impidan a sus colegiales que 

buelban al egercicio de su profesión cuando lo hubiesen interrumpido sin perjuicio de la 

vigilancia que le compete; y que adbierta asimismo a la Audiencia plena de la Coruña por 

la resolución de la Sala de Govierno de la misma y en cuyas atribuciones ha  escedido, que 

se abstenga de dar curso a las quejas que se presenten a reclamación o contra los acuer-

dos de la Junta de ese Colegio. De Real Orden lo digo a V. S. para los efectos consiguien-

tes. Fuente Andrés, Ministro de Gracia y Justicia. Señor Decano del Colegio de Abogados 

de la Coruña“.

Con posterioridad a la anterior Real Orden, y visto el expediente del licenciado Bartolomé 

Hermida y teniendo en consideración que una vez resuelta a su favor la competencia de 

atribuciones que solicitaba, la Junta del Colegio de Abogados de La Coruña en cuanto 
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al asunto del ingreso del citado licenciado, no encontró motivo alguno que impidiera su 

reincorporación, por lo que acordó que su ingreso tuviera lugar desde el mismo día de la 

celebración de la junta de gobierno de que se trata y que con esa misma fecha comenzara 

a contar su antigüedad sin perjuicio de la que le correspondiera desde el día de su primera 

admisión hasta el que dejó de ejercer la abogacía.

Juramento
En la junta de gobierno del Colegio de Abogados de A Coruña,  celebrada el día 21 de di-

ciembre del año de 1863, se dio cuenta de un oficio del regente de la Audiencia de Galicia 

en el que se decía:

“Regencia de la Audiencia de la Coruña. Remito a V. S. la adjunta certificación expedida 

por el Secretario de gobierno de esta Audiencia en que se inserta el particular acordado 

por el Tribunal pleno de la misma respecto al juramento de abogados y jueces para co-

nocimiento de ese Colegio y efectos oportunos. Dios guarde a V. S. ms. as. Sr. Decano del 

Colegio de Abogados de esta capital”.

La certificación de referencia señalaba:

“Habiéndose manifestado por el Señor Regente y otros Señores que en las Audiencias de 

Barcelona, Burgos, Valencia, Granada, Zaragoza, Albacete, Cáceres, Pamplona, Mallorca y 

Valladolid se observa la práctica de que unicamente los Ministros del Tribunal y el Fiscal 

de S. M. juren sus plazas en el estrado de la Sala, haciéndolo desde avajo y al lado de la 

mesa del Secretario y de los Relatores así los jueces de primera instancia, como los Te-

nientes y abogados fiscales y demás empleados del ministerio judicial y fiscal, incluso los 

abogados, y que por lo tanto sería conveniente que esta Audiencia adoptáse esa misma 

práctica, fundada en las mayores consideraciones que deben guardase a los Regentes, 

Presidentes de Sala, fiscales y Magistrados de los Tribunales Superiores, después de una 

detenida discusión y oído en voz el Fiscal de S. M. se acordó que en lo sucesivo se siga la 

práctica que sobre el particular biene generalmente obsevándose en las demás Audien-

cias. Y para que conste cumplido lo acordado por S. E. el Tribunal pleno en este día doy la 

presente en este pliego de papel sello de oficio en la Coruña a diez y nueve de Diciembre 

de mil ochocientos sesenta y tres”. 

Discutida con sumo detenimiento la providencia contenida en esta certificación, la  junta 

acordó que el decano interino la contestase en los términos en que formuló la minuta de 
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contestación, que dice de esta manera:

“He dado cuenta a la Junta de gobierno de este Colegio de la providencia que V. S. se ha 

servido comunicarme en 19 del actual, por la que S. E. el Tribunal pleno tubo a bien dispo-

ner que a imitación de lo que se observa en las diez Audiencias Territoriales que en ella se 

citan, unicamente los Señores Regente, Presidentes de Sala y Fiscales de S. M. deben jurar 

sus plazas en el estrado de la Sala, haciéndolo a lo sucesivo desde avajo y al lado de la 

mesa del Secretario los Jueces de 1 instancia, Tenientes y Abogados fiscales y demás em-

pleados del ministerio judicial incluso los abogados, por las mayores consideraciones que 

a los primeros deben guardarse, y habiendo discutido detenidamente la Junta hasta qué 

punto puede afectar esta determinación a las que S. M. (q. D. g.) se dignó también conce-

der al Colegio y sus individuos, acordó se dirigiese por de pronto a V. S. como lo ejecuto 

la más respetuosa protesta contra una providencia tan opuesta a la práctica constante-

mente observada en esta Audiencia de prestar los abogados su juramento en el mismo 

estrado en que ejercen su ministerio y les está señalado para todos los actos oficiales a 

que concurran. Lo que pongo en conocimiento de V. S. para el de S. E. el Tribunal pleno a 

los efectos que haya lugar. Díos guarde a V. s. muchos años, etc. “.

Se acordó igualmente que Manuel Fernández Poyán diese conocimiento de estos antece-

dentes al decano Plá y Cancela, residente en Madrid con motivo de su diputación a Cortes, 

para que, informándose de la práctica que sobre el particular se observaba en la Audiencia 

de Madrid, lo participase a la junta del colegio de A Coruña, para “elevar a S. M. (q. D. g.) la 

oportuna esposición en queja del insinuado acuerdo del Tribunal pleno, con copia certifica-

da de los documentos insertos.”

En la sesión de la junta de gobierno del 12 de enero de 1864, se informó que el decano  

Plá y Cancela, en contestación a la comunicación que se le pasó en el cumplimiento de 

lo dispuesto en el acta anterior, indicaba que  se hiciese una exposición a la Reina contra 

el acuerdo del tribunal pleno respecto del juramento de abogados. De la copia literal de 

dicha exposición se dejó constancia en el acta de dicha junta, enviándose el original a Ma-

drid. El contenido de la misma es el que se reproduce a continuación:

“Señora: La Junta de gobierno del Colegio de Abogados de la Coruña eleva a S. M. Reve-

rente   en sentida queja de la providencia copia número 1 la que esta Audiencia en Tribu-

nal pleno dispuso a lo sucesivo los Jueces de 1 instancia, Tenientes y Abogados fiscales y 

los demás empleados del Ministerrio judicial y fiscal incluso los abogados cumplen su jura-

mento desde abajo del estrado de la por haber manifestado el Regente y otros individuos 

del Tribunal que en las Audiencias de Barcelona, Burgos, Valencia, Granada, Zaragoza, Al-

bacete, Cáceres, Pamplona  Mallorca y Valladolid, se observa la práctica de que unicamen-

te los Magistrados juren sus plazas en el estrado por las mayores consideraciones que se 

les deben guardar. El Tribunal no ha citado las Audiencias restantes, especialmente la de 

149. Otra de las fuentes en que bebió Santiago 
Daviña, autor de la historia del colegio de 
abogados herculino, fue en las de la biblioteca 
del Consulado de A Coruña.
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Madrid que realiza prácticas de decoro, si estas no dependieran de otro poder más alto, 

parecería más regular que debiese ser imitada por las demás Audiencias de España”. 

“En la de Galicia desde muy antiguo y al tratarse de épocas muy diversas, venía rigiendo el 

principio de hacer a todos los funcionarios del orden judicial la recepción de su juramento 

en lugar análogo cuando menos al que les está destinado para ejercer sus respectivas 

funciones. Por este principio eran admitidos en el estrado a jurar los jueces de 1 instancia 

que administran justicia en el augusto nombre de V. M., los tenientes y abogados fiscales, 

delegados con frecuencia, auxiliares siempre del Ministerio público y los abogados cuya 

profesión no podía menos de estar conceptuada a la altura de su importancia social. En 

medio de la frecuente amovilidad de Magistrados jamás había ocurrido al Tribunal pleno 

la idea de creer menguada su consideración que ha sido siempre muy grande porque tu-

vieran alguna estas clases en el acto solemne con que sus individuos inauguran su vida 

pública”.

“Y no por eso dejaba de haber diferencias marcadísimas de la preeminencia de que gozan 

149
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los Magistrados, tal vez mayores que las que han sido previstas en el capítulo 10, título 11 

de las Ordenanzas de las Audiencias. Para demostrarlo basta elegir dos términos de com-

paración; el juramento de un Magistrado y un abogado del Colegio. El nuevo Magistrado 

y otro de los que están en ejercicio que le acompaña, precedidos de algunos alguaciles y 

porteros son anunciados desde la entrada en el edificio de la Audiencia a la voz de dos 

Señores Magistrados y la concurrencia que se halla en los patios se descubre y se detiene 

a su frente; al entrar en la Sala se repite el anuncio, todo el personal de la Audiencia es-

cepto el Tribunal se pone en pie, llegan a la Mesa de la Presidencia y el nuevo Magistrado 

jura sobre los Santos Evangelios a tenor de la fórmula acostumbrada; se sienta luego y se 

despeja la Sala”.

“El abogado subía al estrado, pero sin pasar de la línea a que están las tribunas destinadas 

al ejercicio de su ministerio, y allí, en la de la izquierda, al lado de la Mesa, distante de la 

Presidencia, haciendo la señal de la cruz con los dedos police e índice a falta de los Evan-

gelios que solamente se presentan a los magistrados, juraba bajo la fórmula establecida”.

“Si diferencias tan notables no batasen para distinguir las mayores consideraciones dis-

pensadas a los Magistrados no parece el medio más apropósito para conseguirlo privar a 

las demás clases de las que venían respetándose en justo cumplimiento de las disposicio-

nes superiores en su mayor parte debidas al reinado esclarecido de V. M.”.

“Concretándose la Junta a las vigentez relativa a los abogados, es indudable que en todos 

los actos  públicos sin escepción a que colectiva e individualmente concurren, tienen su 

asiento de honor en el estrado. Lo tienen puesto en la forma decorosa que se previno por 

Real orden de 23 de Agosto de 1843 para ejercer su profesión y obstaría se dijera que no 

pueden acercarse a él antes de jurar, porque en igual caso se hallarían los magistrados. 

Así como estos adquieren su carácter desde que V. M. se digna nombrarlos, así los aboga-

dos adquieren también el suyo desde que obtienen su título y entran en el Colegio”.

“Les está señalado igual asiento en la solemne apertura del Tribunal por el orden preve-

nido en el articulo 5 de los Estatutos, en Reales Ordenes de 23 de Enero de 1839, en la 

ya citada de 1843 y en otra de 17 de Diciembre de 1848. hay más: debe prepararse en 

el estrado sitio cómodo y de las mismas condiciones, si es posible, que el que ocupan los 

abogados actuantes no solamente a los individuos del Colegio, sino también a los demás 

letrados que en trage de toga gusten asistir a los debates del foro según lo prevenido 

en la reciente Real Orden circular de 1 de Enero último publicada en la Gaceta del 8, ha-

biendose servido fundarla V. M. en que “una clase tan distinguida y respetable aparezca 

siempre en los actos solemnes de su profesión con el decoro que tanto ha menester para 

desempeñar dignamente la importante misión que le tienen confiada las leyes...”.

“No es posible citar ninguna otra disposición que dé el mayor motivo para hacer del acto 
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de jurar una inconcebible excepción de regla. Por estas consideraciones, Señora, la Junta 

acompañando la copia de la protesta que ha dirigido al Tribunal pleno, rendidamente, 

Suplica a V. M. se digne expedir Real Orden terminante a que respeto del lugar en que los 

abogados del Colegio deben prestar su juramento se guarde la costumbre que ha venido 

rigiendo hasta aquí. Díos guíe la importante vida de V. M. muchos años. Coruña, 12 de 

Enero de 1864. A. L. R. P. de V. M. Manuel Fernández Poyán, Decano interino y Diputado 11. 

Manuel García Mourin, Diputado 21. Manuel Quiroga Salgado, diputado 31. Tomás Ygle-

sias Lloveda, Diputado 41. Alonso Rey, Diputado 51. Benito M Alonso Diputado 61. Ygnacio 

Araújo, Tesorero. José Otero y Conde, secretario Contador”.

En la junta de gobierno de 26 de febrero de 1864 se dio cuenta de la carta de Plá y Can-

cela en la que acusaba el recibo de la exposición enviada a la Reina, manifestando que ya 

había entregado la misma al ministro de Gracia y Justicia y que, para resolver el asunto del 

juramento, se había pedido informe al tribunal pleno de la Audiencia de Galicia.

En la junta de gobierno del 5 de marzo de 1864, Manuel Fernández Poyán informó que ha-

bía conseguido una copia del dictamen del fiscal de la Audiencia de Galicia en la cuestión 

sobre el juramento de abogados. El dictamen fue leído con particular satisfacción acor-

dándose que se insertase en el acta. 

El dictamen era como sigue:

“El Fiscal ha visto la exposición elevada a S. M. por la Junta de gobierno del Colegio de 

Abogados de esta capital en solicitud de que se expida Real Orden mandando que res-

pecto del lugar en que deben prestar el juramento los individuos de dicha Corporación, se 

guarde la costumbre que en este Tribunal se ha venido observando hasta aquí, la cual ha 

sido remitida a informe en virtud de Real Orden de 25 de Enero, y dice:”

“Que al hacerse cargo del particular sobre que versa la citada exposición experimenta 

gran pena no poder sostener el acuerdo tomado acerca de él en 11 de Diciembre último 

por el Tribunal pleno, después de larga deliveración, haciéndose extensiva la medida así 

a los Jueces de primera instancia, tenientes y abogados fiscales y demás empleados del 

Ministerio Judicial y Fiscal, como a los abogados”.

“Ese sentimiento es muy natural si se atiende a que el que suscribe tributa, como es justo, 

la más alta consideración y el más profundo respeto al Tribunal en que tiene el honor de 

ejercer sus funciones, en términos que, por su parte se ha abstenido de hacer indicación 

alguna acerca de este acto a la Superioridad. Elevado empero a ella por la Junta de Go-

bierno del Colegio, el que suscribe, al emitir hoy su dictamen no puede dispensarse de 

consignar los fundamentos de la opinión que en el Tribunal pleno sostuvo, mucho más, 

cuando  el acuerdo ha derogado la práctica aquí seguida, privando a sus más inmediatos 
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subordinados de una prerrogativa a la que es natural que los que se presentan al minis-

terio público en las Audiencias den importancia. Va a ser, sin embargo, todo lo sobrio que 

le sea posible, como quien, por la razón antes indicada habla acerca de esta materia con 

disgusto y esto en cuanto su deber lo exige”.

“Ya el que suscribe ha indicado que acerca del particular sobre el que recayó la providencia 

del 11 de Diciembre, existía en esta Audiencia la práctica inmemorial que la Junta del Co-

legio refiere en su exposición, práctica aún suponiendo por un momento no se admita co-

mo la más acertada, es indispensable que no puede ser rebatida con razones que basten 

calificarla de abuso o para presentarla como menos conforme a la inteligencia de la ley 

que la seguida en otras partes. Y no es esto decir que esta Audiencia se hallase en cuanto 

a ese punto en situación excepcional; no es así. En el mismo acuerdo se hace caso omiso 

de otras cinco, entre las cuales se cuenta Madrid que, como indican, con razón los aboga-

dos, en materia de etiqueta y de decoro debe tener grande autoridad”.

“No es sin embargo que el que suscribe dé gran valor a argumentos de este orden. El sis-

tema se toma por razón determinante de la verdad legal el voto de la mayoría es propio 

seguirlo dentro de cada corporación, sea del orden  que se quiera, porque formando una 

unidad no hay otra manera de obtener una declaración en los casos sometidos a la deci-

sión de la misma. Pero es inapelable ese criterio tratándose de decidir entre el Tribunal in-

dependiente entre sí, y aún sería aventurado tomar por guía al uniformar la jurisprudencia 

en los puntos dudosos que cada uno de aquellos entiende y preve  según sus luces y expe-

riencia le sugiere dejando al superior común el que en caso de divergencia fije, conociendo 

las diversas prácticas y las razones en que se apoyan. Otras reflexiones podría aducir el 

que suscribe para demostrar cuan efímero fundamento es el de la mayoría que puede 

variar por circunstancias accidentales en épocas en que el personal de los Tribunales se 

renueva frecuentemente”.

“Lo que precede se entiende en el supuesto de que las prácticas respectivas tengan en su 

abono opiniones respetables entre las que  haiga motivo sensible de preferencia lo que en 

vano sucedía en el caso presente; porque, para el que suscribe, al menos, la designación, 

tal como aquí hacía del lugar en que prestaban juramento los funcionarios a quienes se 

refiere el acuerdo de 11 de Diciembre, ya que no se apoye en textos legales que no pueden 

citarse en la materia, es más conforme a lo que se debe a la dignidad de los interesados y 

a una interpretación en cuyo favor militan razones de analogía de gran fuerza”.

“Ante todo queda dicho que ninguna objeción irrebatible podía oponerse a la práctica 

en esta Audiencia seguida, y esto es exacto. El pensamiento de establecer diferencias 

respecto al acto del juramento entre los Señores Regente, Presidentes de Sala, Fiscales 

y Magistrados y los demás funcionarios de los tribunales es muy plausible y lo acepta el 

que suscribe, pero, salvo todos los respetos debidos al Tribunal, no podía invocarse aquí 
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como apoyo para la determinación precitada mediante que esta diferencia existía tal co-

mo pueden requerirlo las mayores consideraciones que a los primeros deben guardarse.  

Lo que los abogados dicen acerca del particular exime al que suscribe de volver a tocarle. 

Cierto que el Secretario y los Relatores juran de gradas abajo a pesar de que son abo-

gados y de que el primero tiene categoría judicial y los segundos opción a tenerla; pero 

estos funcionarios no se presentan en ese acto como abogados o jueces, sino como sub-

alternos del Tribunal mas inmediatamente sometidos, y además, teniendo como tienen 

marcado su puesto por la ley de gradas abajo para ejercer su respectivo cargo esa mis-

ma circunstancia es muy atendible para que no se les permita prestar el juramento en 

otra parte. Los tenientes y abogados fiscales tienen su entrada de gradas arriba al nivel 

de el del Tribunal en la forma que previene el artículo 11 del Real Decreto de 2 de Abril de 

1858 y en los actos de recivir se presentan al Fiscal del Estado cuyo nombre toman. Por 

qué razón, pues, han de jurar de gradas abajo y no cerca del estrado que han de ocupar al 

desempeñar su cargo? En este último caso habrá entre ellos y los Magistrados igualdad 

en cuanto juran al mismo nivel, o sea, en el mismo pavimento; pero quedan subsistentes 

todas las otras notables diferencias que se señalan en la exposición que tenemos a la 

vista”.

“Viniendo por último a los abogados, sabido es que por Decreto de 20 de Agosto de 1843 

ampliado en cuanto a este particular a otras resoluciones posteriores tienen su asiento de 

grada arriba a los lados de la Sala, siendo por tanto aplicable a ellos la razón de analogía 

que hemos invocado en apoyo de la prerrogativa de jurar al nivel y en la inmediación del 

asiento en que ejercen su noble profesión. El que suscribe no quiere pasar por alto que 

carecen de fuerza las inducciones que acerca de la situación de los individuos de esta 

clase se haga tomando por base la categoría oficial. Ciertamente los abogados, respec-

to de los puntos en que entran en contacto con los Tribunales se hallan subordinados a 

ellos en cuanto lo exige la dirección de los negocios, el orden de los debates, la necesidad 

de la disciplina y el principio de autoridad, pero no son propiamente subordinados de los 

Tribunales ni tienen su puesto marcado en la escala judicial, sucediendo que por sólo el 

carácter de estrados habiendo ejercido la abogacía con  crédito se les ha concedido siem-

pre entrada en la toga. Así se ve también frecuentemente ejercer esa profesión a sugetos 

que han desempeñado los primeros puestos del Estado y que figuran, aunque en situación 

pasiva, en las más altas categorías”.

“En virtud de estas razones someramente expuestas, el Fiscal cree más conforme a los 

buenos principios la regla que en esta Audiencia se seguía en materia de juramento que 

la que se ha establecido por providencia de 11 de Diciembre aún cuando no mediare la 

circunstancia de hallarse aquella sancionada en esta Audiencia por práctica inmemorial. 

V. E. podrá hacer de estas indicaciones el uso que estime oportuno. Coruña, Febrero, 25 

de 1864.”
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151

150

150 y 151. Jardín de San Carlos, 
construido en honor del capitán 

general y presidente de la Real 
Audiencia de Galicia, Carlos 

Francisco de Croix, marqués de 
Croix, cuando se constituyó el 

Colegio de Abogados de A Coruña. 
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Juan Manuel de Prado y Vallo

Joaquín Castro y Lamas

Nicolás de la Riva y Moreno

Francisco Álvarez Muñoz

José María Maya y Barrera

Emilio Fernández Cid

Juan Vales Varela

Dionisio de Muro

Julián de Lamas Andrade

Vicente María Brañas

Juan Coumes Gay

Ramón García Montes

Francisco Ortega de Castro

José Manuel Carrero

Eduardo Manuel Hermosilla

Ángel Aperribay

José María Barrera 
Montenegro

José Taboada Castro

Antonio Voumes Gay

José Saavedra Codesido

José Santamarina 

Luis de Trelles

Juan de Santiago Palomares

Ramón Gayoso y Llanos 

Benito Osende y Lira

Diego Moreno

Ramón Pereiro Rey

Vicente Guntín y Moncau

Gregorio García de Castro

José Andrés Gayoso

Francisco Reguera y Basanta

José Puente y Brañas

Dionisio Lodeiro y Fariña

Francisco González

Manuel Rúa Figueroa

Hipólito Martín Serrano

Benito María Pla y Cancela

José García de Castro

Ramón García Mourín

Laureano Lago y Villar

Alonso Rey

Santiago Sánchez Mosquera

José Vázquez López

Antonio Díaz Varela

Benito María Alonso 

Manuel Fernández Poyán

Benigno Rebellón

Ramón Yáñez Bernárdez

Paulino Souto y Sánchez

Pedro Iglesias San Gil

Pelayo Catoira.

José Sierra

Manuel Rodríguez Rilo

Pedro Rey Villar de Francos

José Saturnino Saavedra 
Pando

José Pardo Bazán

Ruperto de la Fuente Portela

Joaquín Castro Arias

Agustín de Paz y Pérez

Joaquín López Cadenas

Manuel Joaquín Presas

Alejo Rodríguez Marina

Manuel Zenón Augier

José Luis Maya

Domingo Chantre y Pallares

Miembros del Ilustre Colegio  
provincial de Abogados de A Coruña en  
el año 1851, por orden de antigüedad
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Abogados de 
pobres en  
el presente año

Alejandro Pardo Laborde

Alfredo García Ramos

Alicio Arias Castro

Atanasio González Fontano

César Cid Pombo

Enrique Pérez Ardá

Ernesto Seijo Benassett

Fernando Pérez Fontán

Jesús Mosquera Vázquez

José Gradaille Chao

José María Silva Ramos

José Otero Calviño

José Ozores y Prado

José Pan de Soraluce y 
Español

José Pedreira Castro

José Rodríguez Rey

Juan González Rodríguez

Julios Wais Sanmartín

Leonardo Rodríguez Díaz

Luis Cornide Quiroga

Manuel Casás Fernández

Manuel Viturro Posse

Marcial del Río Díaz

Narciso Correal Freire

Nicolás Badía Álvarez

Ramón Martínez Esparís

Ramón Patiño Castro

Ricardo Durán Urpí

Roberto López Martínez

Abogados 
colegiados 
que ejercen 
actualmente en  
LA Coruña

Alejandro Jack Ocampo 

Alejandro Pardo Laborde

Alfredo García Ramos 

Alfredo Vilas Iglesias

Alicio Arias Castro

Antonio Otero Pensado

Atanasio González Fontano

Carlos Fernández Martínez

César Cid Pombo

Daniel Suárez y Fernández

Eduardo Méndez Brandón

Enrique Fernández Herce

Enrique Pérez Ardá

Enrique Santos Couceiro

Ernesto Seijo Benassetti

Ezequiel Rocha Llobregat

Fernando Pérez Fontán

Heriberto Martínez Esparís

Jesús Mosquera Vázquez

José Asúnsulo y Obanza

José Gradaille Chao

José López Sors

José María Silva Ramos

José Martínez Fontenla

José Otero Calviño

José Ozores y Prado

José Pan de Soraluce y 
Español

José Pedreira Castro

José Pérez Porto

José Ramón Rodríguez 
Vázquez

José Rodríguez Rey

Juan Golpe Varela

Juan González Rodríguez

Julio Wais Sanmartín 

Leonardo Rodríguez Díaz

Luis Cornide Quiroga

Luis Martínez Lama

Manuel Barja Cerdeira

Manuel Casás Fernández

Manuel Durán García

Manuel Ponte Máquez

Manuel Viturro Posse  

Marcelino Dafonte Bermúdez

Marcial del Río Díaz  

Maximiliano Linares Rivas

Modesto Castilla Casal

Narciso Correal Freire

Nicolás Badía Álvarez

Ramón Almoyna Iglesias

Ramón Blanco Rajoy y Poyán

Ramón Cerviño Vázquez

Ramón Martínez Esparís

Ramón Patiño Castro

Ramón Tojo Pérez

Ramón Vilas González

Ricardo Durán Urpí

Roberto López Martínez

Salvador Golpe Varela

Vicente Castro Matos

Victorino Veiga González

Miembros del Ilustre Colegio  
provincial de Abogados de A Coruña 
en el año 1904
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Abogados 
colegiados 
que no ejercen 
actualmente o 
lo hacen fuera 
de LA Coruña

Florencio Urioste Taibo

Abel Romero Rodríguez

Adolfo Varela Castro 

Alejandro Berea Rodrigo

Alfonso Rodríguez Rey 

Alfredo Bermúdez de Castro

Alonso Rey

Andrés Braña Bermúdez

Andrés Domínguez Guitián

Ángel Hermosilla Munch

Ángel Vázquez Sánchez

Antonio Álvarez Novoa

Antonio Calvo Montero

Antonio Cuevas Cambra

Antonio Fernández Cid

Antonio Herbest del Río

Antonio Hervella Ferreira 

Antonio Juan de Codesido

Antonio Llamas Novae

Antonio Pardo Casajús

Antonio Sagastizábal

Antonio Viñes Gilmet 

Aristarco Rodríguez y Menica

Augusto Abella y Pérez

Augusto Álvarez de la Braña

Augusto Fernández Victorio

Augusto Pérez Almoyna

Basilio Verdía Tovía

Benigno Sánchez Andrade

Benito Rodicio Gómez

Bernardino Pando de la 
Concha

Bonifacio Guillén y Mejía

Calixto Varela Recamán

Cándido Calvo Cambón

Cándido Conde Fernández

Cándido López Rúa

Cándido Romero Enríquez

Casimiro Velo y de la Viña

Celedonio Osorio y de la 
Fuente

Celestino Martínez Lama

César Llano Entralgo

César Pereira Munín

Claudio López Rúa

Domingo Antonio Español

Domingo Enrique Aller

Edelmiro Trillo Señorans

Eduardo Caballero Torres 

Eduardo Camino Baldomir

Eduardo Cobián Ruffignac

Eduardo Montenegro Salazar

Eduardo Rodeiro y Garea

Eduardo Sánchez Ovies

Emilio López de Neira

Emilio Méndez Brandón

Enrique Álvarez Mir y Losada

Enrique Castro Varela

Enrique Freire Marquina

Enrique Rodríguez Llames

Esteban Manuel López 
Mosquera

Evaristo Martelo Paumán 

Evaristo Martínez Hernández

Faustino Gómez Carabias

Feliciano Sanjurjo y Silva

Felipe Díaz Ponte

Fermín Giménez González

Fidel García Varela

Florencio Gutiérrez Juárez

Francisco Botana y Guardado

Francisco Javier Areán Queixas

Francisco Mendoza Vázquez

Francisco Valcárcel y Vargas

Franco Roura Arzuaga

Gerardo Varela Arias

Germán Suárez Pumariega

Gonzalo Prego y Punín 

Gregorio Castro y Porto

Ignacio Viñas Nieto 

Isauro Pardo y Pardo

Jacinto Pérez Quintana

Jesús Barreiro Meiro

Jesús Fernández Abelenda

Jesús Fernández Suárez

Jesús García Espinosa

Jesús Piñeiro Costa

Jesús Vázquez Leis

Jesús Veiga Neira 

Joaquín Manjón Zuazo

Joaquín Martínez Iglesias

Joaquín Pastor Salgado 

Joaquín Souto Cuero

José A. Bernárdez González

José Barja y Alonso

José Barreiro Meiro 

José Campoamor y Portal

José de Sámano y Marchori

José Devesa Quintáns

José Folla Yordi

José García de Quevedo

José López Mosquera

José Millán-Astray Caneda

José Pérez Arias

José Quiroga Pérez

José Ramón Bernárdez

José Sanjurjo y Barbié

José Somoza Armesto

José Vales Montoto

José Vieites Ocampo
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José Villar del Valle

Juan Antonio Calderón

Juan Cereijo Alonso

Juan Cortés Fernández

Juan de la Osa y Guerrero

Juan Platas Freire 

Juan Pozzi Ortiz

Juan Sáenz Marquina

Juan Taboada González

Julio César Patiño Pita

Julio García y Gavilán

Laureano Tenreiro Seijas

Leandro Saralegui y Amado

Leonardo Cuervo Miranda  

Luis Montanaro y Menéndez

Luis Montero González

Luis Veira Fernández

Manuel Alonso y López

Manuel Augusto Asensio 

Manuel Banet Fontenla

Manuel Braña Bermúdez

Manuel Gómez Costilla

Manuel Landeira Rodríguez

Manuel Martínez Seoane

Manuel Montero Lois 

Manuel Pardo Quiroga

Manuel Puga Parga

Manuel Ramírez Rodríguez

Manuel Rivademar Lojo 

Manuel Rodríguez Rilo

Manuel Vázquez de Parga

Manuel Zanón y Augier

Martín Díaz Espuch

Modesto Vázquez Amarelle

Nemesio Cornejo de Urrutia

Pastor Varela Martínez   

Pedro Fernández del Rincón

Pedro Seoane Varela

Pío Casais Canosa

Pío García Espinosa

Rafael Álvarez Martínez

Rafael Barcón y Orta

Rafael López de Ares

Rafael López de Lago y Estoll

Rafael Pérez Santamarina

Ramón Casares Bescansa

Ramón Lojo Abella

Ramón López Martínez

Ramón Mosquera Montes

Ramón Paz Leis

Ramón Teijeiro González  

Ramón Vázquez-Valcárcel y 
García

Ricardo Labaca Fernández

Ricardo Molezún Langa

Ricardo Pardo y Pardo

Romualdo Acevedo Rivero

Ruperto Fernández Vaamonde

Santiago Rodríguez Llera

Saturnino Aller Rodríguez

Saturnino González López

Segundo Pla Huidobro

Serapio González Mato

Severino Fernández 

Severino Urioste Morodo

Severo Abella Bastón

Silverio Moreda Alvariño

Urbano Vila Yáñez

Valentín de Nóvoa

Valentín Moreno y Curiel

Venancio Armesto Losada

Venancio Moreno

Vicente Otero Garrido

Vicente Pérez Sierra

Víctor Valderrama Arias

Victorino Tomé Ramos

Waldo Álvarez Ínsua



469

Apéndices

A
Abad Fachado, María Isabel

Abad Pardo, Antonio Arturo

Abad Pardo, Francisco Javier

Abalo Castex, Juan María

Abeal Rodríguez, Juan José

Abelaira Arriandiaga, Antonio 
José

Abeleira Casado, María José

Abella Aguiar, Rosa María

Abella Fernández, Antonio

Abella Fernández, Gonzalo 
Nicolás

Abellán-García Macho, Óscar

Abelleira Fernández, María

Abelleira Fernández, María Del 
Puy

Abelleira Garbayo, Agustín

Abellón López, Pablo

Abril Abadín, Antonio Gerardo

Abuelo Trillo, Evaristo

Abuín Porto, Antonio

Abuín Porto, Francisco

Abuín Porto, María

Abuín Porto, María Del Rosario

Acebal Dávila, Jaime Fernando

Aceña García, Eduardo

Acero Blanco, María Isabel

Agra López, María

Agras Brea, Blanca Aurelia

Aguado Ozores, Francisco 
Javier

Aguiar Boudín, Eduardo

Aguiar Boudín, Raúl

Aguiar Ríos, Cristina

Ajamil Sánchez, Rosalía

Alarcón Prieto, María Del 
Carmen

Alba Castro, Alberto

Albaladejo Roca, Juan Jesús

Alcalá Securun, Alfonso

Alcázar Sánchez-Vizcaíno, 
Manuel

Alen Pérez, María Rita

Alfonsín Somoza, Manuel

Allegue Seijas, Josefina

Aller Bermúdez, José Antonio

Allo Iglesias, María Esther

Almodóvar Melendo, María 
José

Alonso de la Peña, Santiago

Alonso Fonturbel, Julián 
Ludovico

Alonso García, Julián

Alonso García, María Isabel

Alonso González, Francisco 
Javier

Alonso Martínez, Rafael

Alonso Pizzi, Ramón

Alonso Sánchez, Marcos

Alonso Zato, José Luis

Álvarez Álvarez, Eduardo

Álvarez Corcoba, María Gloria

Álvarez Cotelo, Nuria

Álvarez del Campo González, 
Pedro Javier

Álvarez Díaz, María Covadonga

Álvarez Fernández, Isabel

Álvarez Freijido, César

Álvarez Gómez, Marisa 
Francisca

Álvarez González, Antonio

Álvarez Gregorio, Acisclo

Álvarez López, Carmen

Álvarez Marías, Antonio

Álvarez Marías, Ramón 
Joaquín

Álvarez Muñoz, Ángel Manuel

Álvarez Pérez, Manuel

Álvarez Pérez, María Fernanda

Álvarez Pombo, Ana María

Álvarez Prados, Blanca María

Álvarez Quintana, Sara María

Álvarez Ramos, Roberto

Álvarez Rodil, Concepción

Álvarez Romero, Marcos

Álvarez Santos, Marina Isabel

Álvarez Villaverde, Miguel

Álvarez-Linera Martínez, Jesús 
María

Alvaro Graiño, Fernando María

Alvela Vázquez, María

Alvite Menor, Mercedes

Amado Domínguez, Antonio

Amado Domínguez, Juan José

Amado García, José Antonio

Amarelle Barreiro, Jacobo

Amarelle Guillín, Vanessa

Amboade Vázquez, María 
Belén

Ameijeiras Cancela, María 
Isabel

Ameijeiras Castro, Francisco

Ameijeiras Puente, María 
Luisa

Ameijeiras Varela, Andrés

Amesti Montes, Miren Karmele

Amor Rodríguez, Benigno

Ana Prieto, Dionisio de

Anca Mesejo, Manuel Luis

Andaluz Corujo, Santiago

Andión Cerdeiriña, Luis

Andión López, Jorge

Andrade Figueiras, José 
Antonio

Andrade Sanjurjo, María 
Ángeles

Andrade Traba, María del 
Carmen

Miembros del ilustre Colegio 
provincial de Abogados de A Coruña 
en marzo de 2009
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Andreu Barallobre, Felipe

Andreu Barallobre, Mónica

Andújar Larios, Jesús

Anello López, María del 
Carmen

Angeriz Antelo, José

Angeriz Varela, José

Antas Pérez, Francisco Javier

Antelo Espasandín, Ana Belén

Antelo Martínez, Alejandro 
Ramón

Antelo Trillo, Manuel

Antelo Varela, María Dolores

Añino Garrido, Adolfo Ramón
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